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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros  de Defensa Nacional, don José Goñi Carrasco y Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis; la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría Iroume, y el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 78ª, ordinaria, en martes 2 de enero del año en curso, que no ha sido observada.

Las actas de las sesiones 79ª, ordinaria, en 8 de enero; 80ª, especial, y 81ª, ordinaria, ambas en 9 de enero, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.



(Véase en los Anexos el Acta aprobada).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veinticinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de planificación urbana (boletín N° 5.719-14) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con los dos siguientes retira la urgencia que hiciera presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (boletín N° 233-10).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (boletín N° 5.068-10).



--Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el siguiente retira y hace presente la urgencia calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” (boletines Nºs. 5.695-06 y 5.689-06, refundidos).



Con los ocho siguientes retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (boletín N° 4.398-11).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (boletín N° 4.438-07).



3.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial; al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y a otros cuerpos legales (boletín Nº 4.813-06).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, para establecer un nuevo Procedimiento Laboral (boletín N° 4.814-13).



5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Colombia, el cual constituye un protocolo adicional al ACE N° 24, adoptado en Santiago el 27 de noviembre de 2006 (boletín N° 5.000-10).



6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (boletín Nº 5.128-10).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Complementación Económica entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Cuba, suscrito en Montevideo el 20 de diciembre de 1999 (boletín N° 5.273-10).



8.- Proyecto que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (boletín N° 5.431-11).



Con los trece siguientes retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2.391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (boletín Nº 1.707-18).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (boletín Nº 3.407-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (boletín Nº 3.773-06).



7.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (boletín Nº 3.878-17).



8.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, sobre introducción en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional de las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (boletines Nºs. 4.266-07 y 4.267-07, refundidos).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la tenencia y el extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (boletín Nº 4.523-15).



11.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10).



12.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



13.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 
Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile a don Francisco Javier Frei Ruiz-Tagle (boletín N° S 1.042-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la denominación del Estadio Nacional por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos”, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletines Nºs. 5.695-06 y 5.689-06, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



Con el segundo informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que regula los derechos y deberes de las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 4.398-11) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Salud.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado respecto del artículo 5° de la ley N° 17.332.



--Se toma conocimiento.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a la aplicación de un subsidio eléctrico durante el año 2008 en la isla Santa María.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, vinculado con el funcionamiento de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI).



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a las brigadas escolares de tránsito.



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, con relación a las medidas adoptadas para reforzar la cooperación, en materia de educación, con el Gobierno de la provincia canadiense de Quebec.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros responde igual número de oficios remitidos en nombre del Senador señor Espina, con referencia, respectivamente, a la rehabilitación del aparcadero de la balsa Rapanilahue, y a reparación del camino Curacautín-Termas de Tolhuaca y de la ruta R-50 Traiguén-Ercilla, en la Región de La Araucanía.



Con el cuarto contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, acerca de la mantención del camino Nalcahue-Chesque Alto, en la comuna de Villarrica.



Con el siguiente da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, atinente a las medidas de control de tránsito en los puentes Quella y Cauquenes, ambos ubicados en la provincia de Cauquenes.



Con el último responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, sobre las medidas de protección medio ambiental aplicadas en la instalación de fibra óptica en la ruta 7, desde Chaitén hacia el eje Coihaique-Puerto Aisén y camino transversal a Puerto Cisnes.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, en relación con el transporte marítimo en la ruta Cordillera y localidades que indica.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Frei, referente a la regularización del dominio de un inmueble ubicado en la comuna de Chaitén.



Del señor Intendente de la Región Metropolitana de Santiago, a través del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, sobre los problemas que afectan a los trabajadores que se dedican a la recolección de basura.



Del señor Director del Serviu de la Región de Coquimbo, por el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Matthei, en cuanto a factibilidad de que la Ilustre Municipalidad de Combarbalá adquiera el terreno que indica.



Dos del señor Director del Serviu de la Región de La Araucanía, a través de los cuales contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Espina, referidos, respectivamente, al acceso a la población Graneros de Chile, ubicada en la comuna de Traiguén, y al grado de cumplimiento del compromiso asumido con los vecinos del sector El Cañón, comuna de Angol.



Del señor Presidente Ejecutivo de la empresa Codelco-Chile, a través del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en relación con la venta de la mina “El Toqui”.



Del señor Gerente General de la empresa de Servicios Sanitarios de Antofagasta (ESSAN S.A.), con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, en lo que atañe al mal funcionamiento de la planta elevadora de aguas servidas ubicada en las cercanías de la comunidad “Edificio Grecia de Antofagasta”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (boletín N° 233-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 19.891, el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza, con la urgencia prevista en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (boletín N° S 1.037-05) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Larraín y Gazmuri, sobre acceso a la información pública, con urgencia calificada de “simple” (boletín Nº 3.773-06) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla.
Mociones



Del Senador señor Horvath, por medio de la que inicia un proyecto de ley que establece el caudal ambiental (boletín N° 5.717-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Senador señor Ominami, mediante la cual inicia un proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, a fin de calificar de infracción gravísima la conducción haciendo uso de un teléfono móvil sin el sistema de “manos libres”(boletín N° 5.722-15) (Véase en los Anexos, documento 9).



De los Senadores señores Girardi, Muñoz Barra y Ominami, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo medidas para prevenir accidentes de tránsito (boletín N° 5.718-15) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasan a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Orpis, Prokurica y Zaldívar, por medio de la cual inician un proyecto que modifica la ley N° 18.502, en lo relativo a la determinación del impuesto a las gasolinas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, a través del que solicitan a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, que adopte un conjunto de medidas para fomentar el reciclaje de desechos electrónicos (boletín N° S 1.040-12) (Véase en los Anexos, documento 11)


--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



De los Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi, Naranjo, Vásquez y Zaldívar, a través del que solicitan a la señora Ministra de Salud que estudie mecanismos que garanticen que los municipios recibirán los recursos necesarios para otorgar una atención de salud primaria digna (boletín N° S 1.041-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Salud.

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual solicita la autorización de la Sala para discutir y votar en particular, en el trámite de primer informe, el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (boletín Nº 4.832-07).



--Se accede a lo solicitado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión celebrada hoy, los Comités resolvieron unánimemente lo siguiente: 



1.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, hasta el próximo lunes 21 del mes en curso, a las 12, las cuales deben entregarse en la Secretaría de la Comisión respectiva. 



2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que establece un nuevo Procedimiento Laboral, hasta las 18:30 de hoy, las que deben hacerse llegar a la Secretaría del organismo técnico correspondiente, y 



3.- Facultar a las Comisiones de Gobierno y de Hacienda para sesionar simultáneamente con la Sala en el día de hoy a contar de las 18. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Pasamos al Orden del Día. 

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE BONIFICACIONES Y NORMAS DE 

PROMOCIÓN PARA PERSONAL DE SALUD

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modificación de la ley Nº 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica, con urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5431-11 ) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.


Hacienda y Salud, unidas (segundo), sesión 81ª, en 9 de enero de 2008.


Discusión:



Sesión 74ª, en 11 de diciembre de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general por Sus Señorías en sesión de 11 de diciembre del año pasado, y cuenta ahora con un informe de las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, en el que se deja constancia de que en el plazo establecido para la presentación de indicaciones no se formuló ninguna. 



En consecuencia, las Comisiones unidas aprobaron el articulado de la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores García (que integraba las dos Comisiones), Gazmuri, Ruiz-Esquide (que también era miembro de ambas) y Ominami, en los mismos términos en que fue despachada en general por la Sala, cuyo texto se transcribe en el informe respectivo. 



Debe tenerse  presente que el número 2) del artículo 1º y el artículo 2º tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación necesitan el voto conforme de 22 señores Senadores. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión particular del proyecto, tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer término, quiero señalar que mediante la iniciativa en debate la señora Ministra de Salud da cumplimiento a un acuerdo que adquirió en esta Sala cuando tratamos el proyecto que entregaba diversos beneficios a los funcionarios de hospitales y consultorios dependientes de los servicios de salud. 



Concretamente, dicho compromiso era para permitir la incorporación a la planta de técnicos -en su grado más alto- de quienes no contaban con el título de técnico de nivel superior, pero que tenían 20 o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería, siempre que hubieran acreditado la aprobación de un curso de auxiliar paramédico o de auxiliar de enfermería de mil 500 horas como mínimo, de acuerdo con programas reconocidos por el Ministerio de Salud. 



Tal materia se encontraba contenida en el acuerdo logrado por los dirigentes de la CONFENATS con la Cartera del ramo. Pero, como fue rechazada en la Cámara de Diputados y con el propósito de no retrasar el despacho del aludido proyecto, la señora Ministra anunció  que enviaría próximamente una iniciativa sobre el particular, a lo cual se ha dado cumplimiento. 



Además, señor Presidente, como la normativa a la cual me referí -ya convertida en ley- otorga un bono especial a los choferes de ambulancia, el proyecto en análisis extiende tal beneficio a los conductores de otros vehículos de los respectivos servicios de salud. 



Por las razones que he señalado, a las Comisiones unidas de Hacienda y de Salud les pareció que, al darse cumplimiento a los términos de un acuerdo, lo planteado por la iniciativa es enteramente necesario y razonable, por lo cual recomendamos a la Sala su aprobación. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



Se aprueba en particular el proyecto (26 votos contra uno y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Votó por la negativa el señor Muñoz Aburto.



Se abstuvo el señor Bianchi. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Salud. 

La señora BARRÍA (Ministra de Salud).- Señor Presidente, deseo, por su intermedio, agradecer el importante apoyo dado al proyecto, el cual efectivamente responde a un compromiso que habíamos adquirido en esta misma Sala para hacer posible la promoción de muchos técnicos paramédicos con más de 20 años de profesión. 



Hemos mantenido la palabra en cuanto a lo prometido, y esperamos que la iniciativa muy pronto pueda beneficiar al personal que, en gran número, la está esperando para lograr ascender, pues se trata de técnicos de experiencia preparados a lo largo de todo Chile.



Muchas gracias.

Tipificación de delito de robo de tapas de

alcantarillado o de cauces

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauces, con nuevo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4266-07 y 4267-07 refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 68ª, en 14 de noviembre de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.


Constitución (nuevo), sesión 80ª, en 9 de enero de 2008.


Discusión:


Sesión 62ª, en 6 de noviembre de 2007 (pasa a Comisión de Constitución).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto tiene por objeto reprimir el robo, el hurto y la receptación de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, telefonía y otros, y brindar sustento legal al delito de interrupción de servicios eléctricos.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular, en virtud de un acuerdo adoptado por el Senado el 21 de junio del año pasado.



Una vez puesto en tabla el primer informe, la Sala acordó devolverlo a la Comisión para que tuviera en consideración una moción del Honorable señor Núñez que sancionaba al que funda o transforme metales sin justificar su procedencia y adquisición.



La Comisión de Constitución, en el nuevo primer informe, explica que la moción presentada por el señor Senador fue archivada a solicitud de la Cámara de Diputados, en atención a que versaba sobre una materia que ya estaba comprendida en la iniciativa denominada “agenda corta”, sobre seguridad ciudadana.



Asimismo, el referido órgano técnico destaca que los proyectos originados en moción en la Cámara Baja, que se hallan en debate en este momento, ingresaron al Senado el 22 de junio de 2006, esto es, con anterioridad al ingreso a tramitación legislativa de la moción del Senador señor Núñez, que lo hizo el 1º de agosto de ese mismo año.



Con todo, la Comisión sugiere concordar con la Cámara Baja y con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia un método que evite duplicaciones en el proceso legislativo, las cuales generan conflictos y desmerecen la imagen que proyecta el Congreso Nacional.



Finalmente, la Comisión reitera lo acordado en su primer informe, que comprende la aprobación en general del proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto). 



En cuanto a la discusión en particular, Sus Señorías efectuaron una serie de modificaciones al proyecto despachado por la Cámara de Diputados, enmiendas que fueron acordadas también en forma unánime. 



El texto de la iniciativa que se propone aprobar se transcribe en la parte pertinente del nuevo primer informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, tal como sostuve durante la discusión del primer informe, me parece que permanentemente está ocurriendo algo que vulnera, de alguna manera, el esfuerzo que algunos parlamentarios hacemos para presentar mociones.



En este caso específico, como señaló el señor Secretario, la situación es aun peor. La Cámara Baja archivó el proyecto del Honorable señor Núñez, porque, supuestamente, formaba parte de la llamada “agenda corta”. Sin embargo, algunos Diputados presentaron la iniciativa que nos ocupa, a la cual sí se le dio tramitación.



En consecuencia, aquí no solo existe el ánimo de sobrepasar las mociones formuladas con anterioridad, sino que, además, hay una suerte de mala fe, porque se archivó un proyecto que estaba vigente y que debió haberse tramitado.



Por lo tanto, solicito que la Mesa se pronuncie sobre este asunto. Esta es la tercera vez -el señor Secretario puede decir en qué oportunidades y cuántas veces lo he hecho- que le pido que establezca un sistema que evite tal situación. De lo contrario, seguiremos tramitando proyectos en forma paralela.



Hace un tiempo se discutió una iniciativa sobre boletines mineros, y diez días después en la Cámara de Diputados se presentó otra exactamente igual. Ambas fueron tramitadas y llegaron al Senado donde hubo que votarlas en contra.



La verdad es que eso no debiera ocurrir.



En este caso, lamento que el Senador señor Gómez, quien forma parte de la Comisión de Minería y conoce este tema, haya procedido así. 



Aquí hubo una moción presentada por el Honorable señor Núñez y algunos señores Senadores de la Comisión de Minería, en una fecha determinada. El proyecto que nos ocupa es muy posterior a aquella. Entonces, los autores del texto original terminan con una iniciativa archivada, sobrepasada por una que contenía la misma idea. A esta última se le agregó, además del robo de cables eléctricos, el de tapas de alcantarilla. Yo no sabía que estas también eran objeto de robo. Había que incluir algo más para que la moción fuera diferente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, prefiero que primero intervenga el Presidente de la Comisión para que informe el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, esta es la segunda o tercera vez que tratamos estas materias.



Solicito al Senador señor Prokurica que lea primero los documentos antes de opinar, porque estamos hablando de un proyecto que la vez anterior vino a la Sala y volvió a la Comisión a raíz de que el Honorable señor Núñez planteó la objeción de que había otra iniciativa similar. Se le explicó a Su Señoría que no era un problema nuestro, sino -como señaló el Honorable señor Prokurica- que tenía que ver con la interferencia de dos proyectos.



Uno de ellos versaba sobre una materia comprendida en la iniciativa denominada “agenda corta”, pero no guardaba relación con la que ahora nos ocupa, sino con otro aprobado hace mucho tiempo por el Senado, el cual el Senador señor Prokurica votó favorablemente.



Respecto a la moción del Honorable señor Núñez, que se encontraba en la Comisión de Minería,  la Cámara de Diputados estimó que estaba subsumida en la agenda corta.  



En este caso, se trata de una iniciativa mucho más amplia presentada por varios parlamentarios.



El proyecto en debate tuvo su origen en dos mociones de varios señores Diputados, cuyo objetivo es reprimir el robo, el hurto y la receptación de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de aguas lluvias, telefonía o cualquier otro.



Dicha iniciativa propone las siguientes modificaciones:



1.- Se introduce en el Código Penal un artículo 447 bis, nuevo, para sancionar con presidio menor en su grado medio a máximo (451 días a cinco años) a quien hurte cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios.



Sabemos que estos actos son cometidos por mafias internacionales dedicadas a este tipo de delitos.



2.- Si con ocasión del hurto se produce la interrupción del servicio, la pena se eleva a su grado máximo (3 años y un día a 5 años).



Cabe destacar que esta conducta -sustracción de cables eléctricos- es la más recurrente. La penalidad que hoy día se establece es solo una multa y no hay ninguna agravación de la pena si con motivo del hurto se interrumpe el servicio.



3.- El artículo 443 del Código Penal tipifica el robo con fuerza en las cosas y se castiga con presidio menor en su grado medio a máximo; es decir, 541 días a 5 años. El proyecto, en cambio, establece que si se roban cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios y con ocasión del robo se interrumpe tal suministro, se impondrá la pena en su grado máximo (3 años y un día a 5 años).



4.- Se modifica el artículo 456 bis A del Código Penal, que tipifica la receptación y la sanciona con presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años) y multa de 5 a 20 UTM (172 mil 480 pesos a 689 mil 920).



5.- Se agregan dos incisos que, para el caso de receptación de cosas que forman parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, aumentan nuevamente la sanción a presidio mayor en su grado máximo, y establecen el comiso de los medios ocupados para cometer el delito y la clausura definitiva del establecimiento donde se almacenen, oculten o transformen los bienes receptados. Es decir, los lugares a los que se lleven los cables eléctricos y todo lo que conocemos por los medios de comunicación. Además, se agrava la pena en un grado (de 5 años y un día a 10) para el receptador de esta clase de cosas que sea reincidente o que reitere su conducta ilícita.



6.- Cabe hacer presente que en el proyecto de agenda corta antidelincuencia -este es el punto que estábamos discutiendo- se modificó este mismo artículo, agregando a los verbos rectores de “tipificación” y de “receptación” la voz “transformar”, para penar también al que funda o transforme de cualquier otra manera cosas que previamente hayan sido robadas, hurtadas o apropiadas indebidamente y que formen parte de redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios.



7.- Por último, el proyecto modifica el artículo 213 de la Ley General de Servicios Eléctricos, a fin de establecer que quien intencional o maliciosamente interrumpe el servicio eléctrico con una conducta distinta a las señaladas en los artículos 443 y 447 bis (por ejemplo, el que destruye un transformador eléctrico, pero no se lo apropia) tendrá la pena de reclusión menor en su grado mínimo (61 días a 540); si con motivo de esos hechos se producen daños, lesiones leves o menos graves, se impone la pena de reclusión menor en su grado medio (541 días a 3 años); si se ocasionan lesiones graves, la pena será de reclusión menor en su grado máximo (3 años y un día a cinco años); y si se originan lesiones gravísimas o la muerte, la pena será de reclusión mayor en su grado mínimo (5 años y un día a 10 años).



Reitero que la Comisión de Constitución analizó el proyecto, escuchó distintas opiniones y adoptó una decisión, que puede ser o no aprobada. Pero -tal como he señalado- la iniciativa que nos ocupa no tiene nada que ver con la mencionada anteriormente. Cuando esta se discutió también conocimos la opinión de un señor Senador respecto de un proyecto que presentaba algunas similitudes pero no era exactamente igual, porque en materia jurídica las diferencias de palabras y de formas revisten importancia.



Entonces, hay que documentarse, porque el proyecto que nos ocupa es fruto de un trabajo lento, difícil, y se modifican bastantes normas.



Por lo anterior, la Comisión propone unánimemente a la Sala que apruebe la iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, simplemente deseo aclarar, para la historia fidedigna de la ley, un punto mencionado por el Senador señor Nuñez.



La agenda corta se basó en más de 15 proyectos de ley presentados a tramitación por parlamentarios de la Alianza. Nosotros entendimos que para agilizar su despacho resultaba razonable recogerlos en uno solo, y todas nuestras mociones fueron archivadas.



Algo similar ocurrió en el caso de la iniciativa presentada por el Honorable señor Núñez, pues la agenda corta recogió todas las relativas a seguridad ciudadana que se encontraban en trámite -varias de ellas patrocinadas por Senadores de la Alianza y otras presentadas por parlamentarios de la Concertación- y las fusionó en una sola. De no ser así, habríamos estado meses y meses tratando de despachar cada una en forma individual.



Por lo demás, como se trataba de materias que se topaban unas con otras, debían ser concordadas. De manera que pienso que la Comisión obró bien al despachar un proyecto único, porque el originado en moción del Senador señor Núñez ya había sido recogido en su parte medular en el proyecto de agenda corta, el cual fue despachado y esperamos que sea publicado en el “Diario Oficial”, una vez que el Tribunal Constitucional concluya su tramitación.



A continuación, deseo plantear algunas reflexiones.



Lo más novedoso de esta iniciativa legal es que se sanciona el resultado del robo con fuerza en las cosas, lo cual no es usual en la legislación. Cuando una persona comete este delito, más allá del resultado que se origine, se sanciona el acto de robar. Aquí se innova, en cuanto a que, si producto de aquel ocurre una interrupción o interferencia en el suministro de servicios públicos o domiciliarios -como electricidad, gas, agua potable, alcantarillado, colectores de aguas lluvia, teléfonos, etcétera-, el delito se agrava. Ello, porque las consecuencias que se derivan para la sociedad al perpetrarse un robo en un bien nacional de uso público: una plaza, un estadio, una calle, no son iguales si además se interrumpe el servicio eléctrico, toda vez que el daño es mucho mayor.



Otro punto -que ya se mencionó y generó conflicto- se refiere a que en la agenda corta se modificó el concepto de receptación y se recogió parte de lo propuesto en la iniciativa del Senador señor Núñez, y, en los próximos días, va a ser ley de la República.



Por último, deseo hacer presente que se sanciona el hurto de redes de suministro de servicios públicos, delito que no existía en Chile. Este debe ser uno de los negocios delictuales más grandes que se registran, producto -entre otras cosas- del precio del cobre, y le cuesta al país una fortuna.



Ocurre que antes solo estaba sancionado en nuestra legislación el robo, el cual requiere ser, o con violencia (si se amenaza a una persona para robarle), o con fuerza en las cosas (por ejemplo, si se rompen las ventanas para ingresar a una casa o a un auto, o algún objeto que protege lo que se sustrae); pero no se contemplaba el caso de una persona que extrae el tendido eléctrico desenganchándolo sin destruir nada, lo cual, por lo tanto, era considerado un hurto menor.



El artículo 447 bis -recuerdo a Sus Señorías que este proyecto forma parte de un acuerdo entre la Alianza y el Gobierno, que se cumple al despacharlo dentro del plazo- sanciona el hurto de redes de suministro de servicios públicos, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, telefonía u otros, con una pena bastante alta, que va de 541 días a 5 años. Además, si con motivo del hurto del tendido eléctrico, por ejemplo, se produce el corte del servicio, la pena se eleva de tres años y un día a cinco años.



Señor Presidente, se trata de una muy buena iniciativa, que permitirá llenar un vacío legal e impedir que mafias organizadas sigan robando masivamente en todo el país cables eléctricos elaborados con cobre, y provocando un daño gigantesco a la población mediante la interrupción de los servicios.



En cuanto a lo planteado acerca del Senador señor Núñez, solo deseo argumentar que en el informe se deja constancia de su iniciativa, y entiendo que también en la agenda corta, que la recogió. Además, obviamente, coincido en que debe implementarse un mecanismo tendiente a que, cuando se aborde una materia en Comisiones, se conozca si también fue recogida por otras iniciativas y si estas se encuentran en trámite en la Cámara de Diputados o en el Senado.



Al respecto, comparto la inquietud de que la autoría intelectual es muy importante. Cuando uno concluye el período parlamentario, muchas veces se le pregunta cuántos proyectos de ley presentó, y ocurre que gran parte de estos fueron subsumidos en otros, como le sucedió a Su Señoría con el proyecto que nos ocupa, y también a nosotros con los referidos a materias de seguridad ciudadana.



Por las razones anteriores, anuncio mi voto a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, me he impuesto de los alcances de este proyecto, el cual, por cierto, comparto plenamente.



No cabe duda de que mejora aspectos sustantivos de la proposición que formulamos con el Honorable señor  Prokurica, quienes fuimos los autores del proyecto anterior.



El problema estriba en que esta es la tercera vez que se registra una situación similar. Por eso, tenemos que estudiar la posibilidad de regular la cuestión en la Ley Orgánica del Congreso Nacional, para evitar que se repitan entre el Senado y la Cámara de Diputados, o dentro de cualquiera de estas Corporaciones, o entre el Parlamento y el Ejecutivo casos como el que conocemos en esta ocasión.



Me parece que esa es la manera de estimular a los parlamentarios para tener mayor participación en el mejoramiento de las diversas estructuras jurídicas del país.



Entonces, debemos tomar este caso como un tercer ejemplo. Porque el Honorable señor Prokurica tiene razón: a lo menos en nuestra Comisión de Minería y Energía, esta es la tercera vez -por cierto, en esta oportunidad la connotación no es igual- que, habiendo ingresado a ella una moción, al mismo tiempo algunos Diputados (independiente de las bancadas a que pertenecen) presentan proyectos similares en la Cámara Baja. Y no disponemos de mecanismos adecuados para los efectos de subsumir las diferentes iniciativas.



A mi entender, la potestad intelectual es muy valiosa; pero lo más valioso son las leyes, el resultado final del proceso legislativo.



En este caso, sin embargo, tengo un matiz de diferencia con el proyecto despachado por la Comisión de Constitución, porque no recoge adecuadamente los conceptos "refundir" y "refinar", que introdujimos en la iniciativa que presentamos con el colega Prokurica.



En el proceso metalúrgico, se trata de dos cosas distintas; y los ingenieros lo saben muy bien. Porque la transformación en sí misma es un concepto muy genérico, que en minería no existe. La materia es transformada desde el momento mismo en que se saca de la tierra. Un mineral que yace en una mina es transformado desde el instante en que se extrae.



En consecuencia, se trata de conceptos que nada tienen que ver con el robo, por ejemplo.



¿Cuál es el problema con ese delito? Lo explicaré.



Actualmente, las bandas no roban cables de teléfono -sería absurdo si lo hicieran; nadie incurre en ese ilícito, salvo que quiera provocar un daño mayor-, sino cables de alta tensión, los cuales transportan gran cantidad de energía. Y lo hacen de manera extraordinariamente sofisticada: en un camión enorme suben otro de menor envergadura, provisto de una máquina que, al funcionar con el motor del vehículo, corta los cables y los enrolla fácilmente, a gran velocidad. ¡En diez minutos  pueden robar toneladas y toneladas de cable!

El señor PROKURICA.- ¡Kilómetros!

El señor NÚÑEZ.- Por cierto, ese cable en sí mismo no tiene mucho valor, porque nadie compra algo en tales condiciones. Sin embargo, cuando se funde y refina el metal -estamos hablando de cables muy gruesos, a veces de dos a tres pulgadas-, el producto puede venderse mucho mejor, pues el valor es superior al original.



Desde ese punto de vista, el modesto proyecto que presentamos con el Honorable señor Prokurica apuntaba sencillamente a incorporar la idea de “robo”, por cierto, pero también los conceptos "fundir" y "refinar".



¿Qué sucede, señor Presidente?



Estamos acostumbrados a oír del robo de anillos de oro, por ejemplo, los cuales se funden o refinan, según lo que se quiera hacer con el metal.



Sin embargo, nunca habíamos visto tan masivamente la fundición y refinación de enormes cantidades -toneladas y toneladas- de cobre. Una sola empresa, del sur de Chile, nos reportó que en un mes perdió más de 35 toneladas de cobre fino. Estamos hablando de cobre de 99.9; se trata, pues, de un metal de altísimo valor. Pero si se pretende venderlo en un mercado clandestino exclusivamente como cable, el producto robado no tiene valor y nadie lo compra; además, el receptador puede verse muy afectado. ¿Y qué adquiere esta persona? Metal fundido, porque en tal caso el producto -por decirlo de algún modo- pierde su origen.



Ese aspecto no es adecuadamente recogido por la iniciativa en debate. Me habría gustado conocerla con anterioridad para los efectos de incorporarlo.



El segundo elemento que no se encuentra bien recogido en aquella -tampoco estaba contemplado en el proyecto que presentamos con el Senador señor Prokurica- es el señalado por el colega Ominami y al que me referiré en seguida.



Los robos menores afectan a los tendidos eléctricos en las calles. Cuando tiran un cable, la gente no pregunta si salió  desde el poste hacia el transformador o desde de la casa de "doña Juanita". Si salió desde el interior del inmueble -por cierto, al ladrón le da lo mismo la procedencia; para él, mientras más cable obtenga, mejor-, "doña Juanita" debe pagar nuevamente el empalme.



El proyecto que nos ocupa no recoge bien ese punto -tampoco lo hacía el que presentamos con el Senador señor Prokurica- a los efectos de castigar adecuadamente a los autores del ilícito y eliminar el pago a que queda obligada “doña Juanita" tras el robo del cable. Porque las compañías distribuidoras de electricidad le dicen: "Usted tiene que pagar de nuevo el empalme". ¡Y también debe pagar el medidor si salió junto con el empalme!



En todo caso, creo que la iniciativa sometida a la resolución de la Sala es bastante conveniente con respecto a la legislación que tenemos hasta el momento en la materia.



No son muchas pero sí tienen gran poder las bandas que roban cables del tendido eléctrico a lo largo y ancho del país, en algunas ocasiones con resultado de muerte; porque, cuando los delincuentes que roban cables de alta tensión suben a los postes sin el equipamiento adecuado, es altamente probable que se electrocuten, como ha sucedido en la Región que representamos aquí, en el Senado, con el Honorable señor Prokurica.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente a la Sala que, si el proyecto fuera aprobado en general, sería factible presentar indicaciones.

El señor ÁVILA.-  Sí, mejor.

El señor VÁSQUEZ.- Eso es mejor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Ominami. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, eso es justamente lo que yo quería proponer. Por eso, haré dos tipos de observaciones: una general y otra referida a la materia de la iniciativa.



En lo general, es efectivo que lo que más interesa es la calidad del contenido de las leyes. Pero la autoría de un proyecto no es un asunto menor; tiene que ver, en último término, con el reconocimiento al esfuerzo parlamentario.



En tal sentido, debemos analizar cómo resolvemos los malos entendidos, los conflictos que se han producido con la Cámara de Diputados.



Ahora, el problema principal es el de la relación del Congreso  Nacional con el Gobierno.



Al respecto, ya iniciamos una discusión preliminar en la Comisión de Constitución -estimo muy importante sacarla adelante- a propósito de que en las leyes prima en definitiva, sin prácticamente ningún tipo de contrapeso, el Ejecutivo.



Es bastante difícil que se conviertan en ley las mociones. Y muchas veces, cuando estas alcanzan ese objetivo, las promulga el Gobierno y el esfuerzo parlamentario queda completamente desconsiderado.



Existe sobre el particular un problema muy de fondo, que tiene que ver finalmente con el reconocimiento por la ciudadanía del esfuerzo parlamentario. Y eso debiera ser objeto de una modificación legal relevante.



Entiendo que el Senador señor Navarro presentó una proposición con el fin de que en el acto de promulgación de una ley, cuando su origen sea una moción, se considere esta circunstancia, de suerte que exista frente a la ciudadanía un reconocimiento de que medió una iniciativa parlamentaria.



Respecto del tema específico, y complementando lo que expresó el Senador señor Núñez, sería muy significativo que nos diéramos un plazo para presentar indicaciones a los efectos de resolver el vacío que se puso de manifiesto.



A veces el robo de cables eléctricos afecta a gente muy modesta, que no solo queda privada del suministro de energía, sino que además debe pagar a las compañías distribuidoras la reposición del tendido.



A mi juicio, resulta totalmente absurdo que la legislación vigente establezca que es de cargo del usuario la protección del cable que va desde el medidor hasta el poste ubicado en la calle. O sea, tras el robo de aquel, el servicio queda suspendido y esa persona debe pagar a veces 20, 30 ó 40 mil pesos por la reposición del tendido eléctrico.



Lo lógico, a mi entender, sería que el referido segmento de la instalación fuera de cargo de la empresa distribuidora, pues ello la incentivaría a los efectos de preocuparse de que no ocurriera ese tipo de delitos.



Estamos ayudando por la vía de aumentar las penalizaciones. Sin embargo, es indispensable que el proyecto prevea asimismo una inversión de la responsabilidad en cuanto a que la instalación del tendido eléctrico que va desde el poste hasta el medidor del inmueble sea de cargo de la compañía distribuidora. Y, por tanto, si alguien se ve afectado por el robo de aquel segmento del cableado, no debe ser objeto además de una sanción que implica el pago de cantidades que, para personas modestas, pueden resultar muy significativas.



Por eso, señor Presidente, es muy pertinente que se abra un pequeño plazo para presentar en tal sentido una indicación que pueda contar -así lo espero- con la aprobación de la Comisión y de la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si les parece a Sus Señorías, procederemos en la forma propuesta. 



--Por unanimidad, se aprueba en general el proyecto y se fija como plazo para presentar indicaciones el martes 4 de marzo, a las 12.

)---------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados mediante el cual informa que aprobó con enmiendas el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 5.383-04) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Queda para tabla. 

El señor LETELIER.- ¿Lo vamos a ver ahora? 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Mañana, señor Senador.

El señor CHADWICK.- ¿Por qué no lo despachamos ahora?

El señor MUÑOZ BARRA.- Pido la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, dado que, según me informó el Ministerio de Educación, la Cámara de Diputados simplemente corrigió un error de ciertos guarismos, no sé si es factible que la señora Ministra, aquí presente, explique las diferencias -ello podría hacerse en forma rápida- y en seguida tratemos hoy las modificaciones como si el asunto fuera de “Fácil Despacho”.



Los señores Senadores están en conocimiento de aquello y podrían dar la unanimidad requerida.

El señor CHADWICK.- Estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor LONGUEIRA.- Damos la unanimidad sin la aclaración.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Mejor todavía!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, incorporaremos el proyecto en la tabla de esta sesión.



--Así se acuerda.

NORMAS SOBRE PARTICIPACIÓN DE TROPAS CHILENAS 

EN OPERACIONES DE PAZ

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En seguida, corresponde tratar el proyecto, originado en mensaje y en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, con urgencia calificada de “simple” e informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y de Hacienda.
--Los antecedentes sobre el proyecto (5068-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En primer trámite, sesión 21ª, en 5 de junio de 2007.


Informes de Comisión:


R. Exteriores y Defensa (unidas), sesión 81ª, en 9 de enero de 2008.


Hacienda, sesión 81ª, en 9 de enero de 2008.

 El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es establecer un adecuado marco institucional que permita regular la entrada de tropas extranjeras al país y la salida de tropas nacionales al exterior, especialmente para participar en operaciones de paz.



Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, discutieron esta iniciativa en general y en particular, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala en sesión de 5 de diciembre del año pasado, y aprobaron la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Arancibia, Coloma -como integrante de ambos órganos-, Muñoz Barra, Prokurica y Romero. 



Durante la discusión particular, las Comisiones unidas efectuaron dos enmiendas, que también fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Letelier, Ominami, Muñoz Barra, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo la disposición de su competencia, la aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes (Honorables señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag), en los mismos términos en que lo hicieron las Comisiones unidas.



El texto del proyecto que se propone aprobar en general figura en el informe de la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la relación.



Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.



--Se accede. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, esta iniciativa tuvo dos etapas.



Durante la primera, en las Comisiones y en la Sala discutimos los aspectos generales vinculados a la creación de un marco orgánico para las operaciones de paz. A este efecto, tuvimos en consideración el informe de la Comisión especial designada por el Senado. Y ese esfuerzo ha llegado a un final extraordinariamente positivo, cual es que el Ejecutivo -y en ese aspecto agradezco a los señores Ministro de Defensa y Subsecretario de Guerra, así como a los señores Ministro y Subsecretario de Relaciones Exteriores-, en definitiva, formuló una indicación sustitutiva que complementó el texto propuesto en el mensaje.



Hoy día estamos en condiciones de presentarles al Senado y a Chile entero un marco orgánico completo para las operaciones de paz. Y ello, ciertamente, nos coloca a la vanguardia de la región, e incluso -diría yo-, de gran parte de la comunidad internacional, en términos de enfrentar con seriedad el rol que los escenarios mundiales nos plantean. Sin duda, estos, en un mundo globalizado, exigen de los países una participación solidaria, activa, oportuna y creciente en aquel tipo de operaciones.



Los marcos temporales establecidos aquí al Ejecutivo para el envío de solicitudes sobre operaciones de paz, que permitirán al Senado efectuar un estudio serio en cada caso -por lo demás, se crea también un sistema de análisis permanente, previo, en esta materia-, constituyen un avance incuestionable.



Mientras exista una coordinación adecuada entre el Ejecutivo y el Congreso -este último deberá autorizar las solicitudes respectivas- vamos a estar ante una decisión de Estado. Porque eso son las misiones de paz: decisiones de Estado.



Es muy destacable también la muy activa participación que tuvo el Senador señor Prokurica respecto del fast track, porque los términos planteados inicialmente no consideraban ni la opinión ni la autorización del Senado. Y -la verdad sea dicha- Su Señoría sostuvo una posición reiterada en el sentido de que el Congreso, necesariamente y en cada circunstancia, aunque para ello deba reunirse de manera extraordinaria y en corto plazo, ha de ser consultado.



Por otra parte, el proyecto limita a cuatro años el lapso máximo de participación nacional en operaciones de paz. Para prorrogarlo, se exige un quórum más alto.



Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores y como Presidente de la Comisión especial, manifiesto mi alegría por el hecho de que el proyecto en debate establece condiciones mucho más claras y precisas para atribuir la responsabilidad política que corresponda por la toma de este tipo de decisiones, así como -diría- una participación perfeccionada de la Cámara Alta en esta materia.



De allí que anticipe, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, nuestro voto a favor en las discusiones general y particular del proyecto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, como se ha dicho, este proyecto de ley se originó en el trabajo de una Comisión especial que presidió el Senador señor Romero y en la que participamos con los Honorables señores Arancibia, Gazmuri, Prokurica y Zaldívar, y donde también hubo representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.



Posteriormente, la iniciativa se vio en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa, unidas, y de Hacienda.



Cabe destacar que, como consecuencia de los cambios que ha sufrido la realidad mundial, el conflicto internacional contemporáneo es asimismo diferente y las formas de su regulación mediante el empleo de fuerzas internacionales de paz han variado sustantivamente desde 1989.



En su origen, las operaciones de paz de la Organización de las Naciones Unidas a lo largo de la Guerra Fría tuvieron, incuestionablemente, otra dimensión. Durante ese período se caracterizaron por atender conflictos entre Estados, con la excepción de la misión en la guerra civil que asoló al Congo Belga en el año 1964. Ellas apuntaron, en esencia, al mantenimiento de la paz y siempre se propusieron objetivos limitados, básicamente de carácter militar.



En el nuevo escenario internacional persisten problemáticas bélicas antiguas, pero hay nuevas formas de empleo de la fuerza estatal y no estatal, y nuevas formas de violencia.



Por lo mismo, el recurso de fuerzas internacionales de paz, particularmente en operaciones dispuestas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, ha adquirido también nuevos rasgos.



En general, constituyen acciones orientadas, fundamentalmente, a enfrentar los efectos sobre la paz de conflictos cuya génesis es de carácter interno.



Normalmente, estos también son precedidos por una degradación de las capacidades del Estado y, por lo tanto, los actores son menos orgánicos o institucionalizados. Suelen ser luchas de larga duración y de carácter recurrente, es decir, que exhiben fases de calma y virulencia, en las que en cada nueva etapa de virulencia el conflicto emerge en peores condiciones que la vez precedente.



Las causas de este tipo de confrontación son variadas. Desde luego, deben considerarse las condiciones de pobreza de la población. Sin embargo, este no es el único factor ni se halla siempre presente, pues igualmente importantes son los asociados a aspectos étnicos, políticos, religiosos y hasta culturales. Cualquiera que sea la causa, aparecen como un elemento estable las crisis humanitarias o el riesgo cierto de que surjan.



En este cuadro, las condiciones para el empleo de fuerzas internacionales se hacen ostensiblemente más complejas que aquellas en que los "cascos azules" solían desenvolverse durante la Guerra Fría.



Estamos, entonces, frente al desafío de operaciones de paz distintas, que deben tener lugar en un escenario mundial también muy diferente al de la segunda mitad del siglo pasado.



En cuanto al proyecto mismo, el artículo 1º contiene catorce modificaciones a la ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre la entrada de tropas extranjeras al territorio chileno y la salida de tropas nacionales.



La iniciativa contempla disposiciones relativas a la entrada o salida de efectivos; la clase de salida, y la asesoría especializada con que contarán los ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional por parte de una Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, en lo que diga relación a la participación de tropas nacionales en tales operaciones, entidad que servirá de órgano de consulta y trabajo respecto de las distintas actividades que requiera el cumplimiento de los preceptos pertinentes.



Regula también los fundamentos en los cuales debe basarse la petición de tropas; el procedimiento en el Senado; el límite temporal del cometido; la información durante el cumplimiento de misiones, así como después de concluidas; la autorización especial para participar en operaciones de paz bajo la modalidad de expertos u observadores; la revocación de la autorización; la información conjunta que se entregará al Senado y a la Cámara de Diputados en el mes de marzo de cada año, y, finalmente, una definición amplia de lo que debe entenderse por tropa.



Especial mención merece la posibilidad de que el Primer Mandatario disponga la rápida o inmediata salida del territorio de la República de tropas nacionales no mayores a una unidad fundamental, una compañía o su equivalente, en tres casos: a) cuando se trate de proteger, rescatar o evacuar a personas de nacionalidad chilena no combatientes ni armadas que se encuentren en una zona de conflicto armado con peligro inminente para sus vidas; b) cuando haya acogido la solicitud del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas para que sus Estados miembros envíen con urgencia tropas a fin de impedir graves daños a la población civil en una zona de conflicto armado, y se requiera que esos efectivos se desplieguen de manera inmediata, y, finalmente, c) cuando exista inminente peligro para la vida del personal que conforma las tropas nacionales en el extranjero desplegadas en una misión de paz, lo que permitirá incrementar por un período no superior a 45 días el número del contingente autorizado, a fin de protegerlas o facilitar su evacuación. 



Sobre la base de lo anterior, el Senado deberá pronunciarse, con carácter vinculante, en conformidad con lo dispuesto por el número 10) del artículo 53 de la Constitución Política, dentro del plazo de 48 horas desde que el Presidente de la República le solicite su pronunciamiento.



Por último, debo destacar que las Comisiones unidas aprobaron el proyecto que hoy presentamos por la unanimidad de sus miembros presentes.



Es cuanto puedo informar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el proyecto en debate tiene por objeto establecer normas permanentes y un cuadro regulatorio acerca de la salida o entrada de tropas, así como de la participación de nuestras Fuerzas Armadas en misiones de paz en el extranjero.



Es muy importante resaltar el trabajo hecho aquí, porque la iniciativa contiene muchas de las ideas planteadas en una Comisión Especial que presidió el Senador señor Romero -a mi juicio, muy bien- con el propósito de contar con todos los elementos que hacen posible tomar las decisiones correspondientes.



En este período democrático se han vivido a veces momentos difíciles en tal sentido, al no mediar la autorización debida o ser otorgada esta en forma tardía, cuando ya las tropas habían salido del territorio.



Durante la actual Administración, con la participación de los ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores y del Subsecretario de Guerra, se ha llegado a muy buenos acuerdos, en mi opinión.



Un país como Chile, inmerso en un mundo globalizado y que ha firmado diversos tratados internacionales, no puede dejar de participar en las misiones a que se hace referencia.



La paz tiene un valor. No hay relaciones comerciales sin ella.



Además, existen otros múltiples efectos secundarios que son indispensables para nuestras Fuerzas Armadas y para la presencia de nuestro país en estas misiones, las que, por supuesto, son garantizadas por las Naciones Unidas, ya sea para mantener la paz o a veces para imponerla.



La experiencia que ha tenido Chile desde antaño en las distintas misiones ha sido muy buena. Las que hoy se llevan a cabo en Haití y en Bosnia realmente lo “visten” muy bien en el concierto internacional.



Quiero destacar que en el proyecto en estudio quedaron contenidas, con posterioridad a las múltiples discusiones habidas respecto de varios temas y que no repetiré, la mayor parte de las propuestas formuladas en la Comisión Especial que presidió el Honorable señor Romero. También están incluidas, como se ha dicho aquí, algunas sugerencias extras, como la salida rápida o fast track, que es indispensable para operar en un mundo en donde las cosas ocurren en forma rápida y en que a veces el Presidente de la República puede necesitar una decisión pronta. En ese sentido, agradezco al señor Ministro de Defensa Nacional que se haya recogido el planteamiento del Senado.



Finalmente, debo señalar que esta, quizás como pocas, es una decisión de Estado. Lo que ha ocurrido en el mundo es que para muchos países que participan en misiones de paz los efectos han sido buenos, diría, pero en ocasiones han resultado extraordinariamente graves. Por lo tanto, más que una decisión de Gobierno -como se ha repetido aquí-, insisto en que esta es particularmente una decisión de Estado, porque un error puede acarrearle a Chile problemas muy serios.



No quiero poner aquí como ejemplo el caso de España o de otras naciones que, por participar en este tipo de misiones -aunque algunas no fueron de las Naciones Unidas-, sufrieron consecuencias en extremo graves.



Por consiguiente, esta debe ser -y así se impuso como criterio- una determinación que tanto en el fast track como en los tiempos normales debe contar con la participación, no solo del Presidente de la República, sino también, como lo establece la Carta, del Parlamento, en donde está representado el resto del país.



Me alegro mucho de que la Comisión Especial y el tratamiento de la iniciativa hayan tenido un buen resultado con relación a la salida o entrada de tropas nacionales del territorio y la participación en operaciones de paz de las Naciones Unidas, porque ello lo considero indispensable para un país moderno como el nuestro.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto que estamos despachando nos permite ponernos a la altura del siglo XXI, como un país que se integra a la comunidad de Estados no solo con deseos de insertarse en ella -entendiendo la inserción como relaciones comerciales-, sino también para asumir su responsabilidad internacional en los más diversos planos, incluido el de ser parte de aquellos que contribuyen a la paz mundial en el marco de la Organización de las Naciones Unidas.



Chile, por suerte, a diferencia de España -nación a la que nos une una gran amistad-, ha tenido siempre autonomía para decir en qué situaciones se mete y en cuáles no.



Por ello, quiero partir mis reflexiones con lo planteado por el Senador señor Prokurica, en el sentido de que resulta tremendamente importante entender que el nuevo rol del país en la comunidad internacional debe guiarse siempre por los intereses nacionales. Estos, sin duda, se hallan vinculados a la paz y en ningún caso a aventuras intervencionistas como la impulsada por Estados Unidos en Iraq, a la que, lamentablemente, el Gobierno español acompañó, con dramáticos costos en vidas humanas y en tranquilidad para su pueblo, al igual que para otros.



Como país, hemos tenido desde hace muchos años una participación profesional de destacamentos de las Fuerzas Armadas en operaciones de paz, en diferentes calidades, dentro del marco de los mandatos de las Naciones Unidas, ya sea en zonas distantes, como en Pakistán o en Bosnia, o en lugares como Haití. Ese personal ha contribuido tremendamente a que Chile destaque en la comunidad internacional como aportando a la paz mundial.



Pero es cierto que la presencia de nuestras tropas -incluso en hitos tan importantes como la creación del último Estado nacional surgido en el mundo, como lo es Timor Oriental- no se daba dentro de un marco moderno como el que ahora debatimos, de un ordenamiento legal que ha contado con la participación de miembros del Senado, quienes, a raíz de la experiencia específica en Haití, lograron proponernos normas de gran relevancia para el país.



Con respecto a esta materia, junto con manifestar nuestro apoyo a la ley en estudio, solamente deseo formular una reflexión sobre un artículo, en cuanto al significado de las situaciones de excepción, pues estas son las más preocupantes, no por ser teóricas, sino por la mayor complejidad que pueden causar en determinado momento.



En ese contexto se planteó cuál será la participación del Senado en condiciones excepcionales. La regla general de consultar al Parlamento se encuentra en la Carta. En la iniciativa se especifican los plazos en que esta Corporación debe pronunciarse, en que debe ser informada, y los de carácter máximo para autorizar la salida de tropas. En ello, sin lugar a dudas, existe un consenso.



Lo preocupante dice relación a las situaciones que pueden presentarse y que se hallan consideradas en las disposiciones adicionales, en particular las modificaciones contenidas en los artículos 15 y 16 que se agregan, los cuales establecen en qué condiciones el Primer Mandatario puede disponer la rápida o inmediata salida del territorio de la República de tropas nacionales no mayores a una unidad fundamental, una compañía o su equivalente, sin seguir los procedimientos ordinarios. O sea, se trata de los casos de excepción.



Uno de ellos se refiere a “proteger, rescatar o evacuar a personas no combatientes ni armadas”, esto es, a chilenos fuera de nuestro territorio “que se encuentren en una zona de conflicto armado con peligro inminente para sus vidas”.



Otro tiene lugar cuando se acoge una solicitud del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas.



Deseo detenerme en el primer punto, por cuanto soy partidario de que la norma exista.



En estas situaciones, el Senado deberá pronunciarse, con carácter vinculante, dentro del plazo de 48 horas desde que el Jefe del Estado le solicite su pronunciamiento.



Quiero preguntar qué pasa, por ejemplo, si el 10 de febrero próximo, en pleno receso parlamentario, sobreviene un episodio no deseado en Siria; o en Israel, adonde viaja una gran cantidad de chilenos; o en Palestina. ¿Cuáles serán las condiciones para el despliegue de nuestras tropas? ¿Cuál es el alcance de la autorización?



Lo indico a propósito de lo ocurrido hace poco tiempo en el Medio Oriente, cuando había compatriotas cuyas vidas corrían un inminente peligro en Líbano y se despacharon unidades a Siria, el país vecino, para evacuarlos. Técnicamente, estas no requerían autorización.



¿En qué condiciones ella se requerirá y en cuáles no? Lo planteo para entender bien lo que vamos a aprobar.



Soy partidario del mecanismo de la vía rápida en casos de peligro de vida de los chilenos, pero es muy importante que tomemos conciencia de la norma que estamos despachando. Porque, en el fondo, estamos aprobando el que puedan consultarnos; mas, si el Senado no responde en 48 horas, le damos carta blanca al Ejecutivo, cualquiera que sea, para operar.



Considero muy trascendente que entendamos que en la normativa en análisis le damos un mandato al Ejecutivo, cualquiera que sea, en el sentido de que queremos que actúe en situaciones de peligro y que siempre esté primero la defensa de la vida de los chilenos en el exterior, más allá del proceso de consulta al Congreso Nacional. Después dará cuenta de su responsabilidad política. Pero no queremos que en ningún momento, quizás por razones de disputas internas, se pueda poner en peligro el interés permanente del Estado en resguardar la integridad física de sus conciudadanos en un mundo cambiante, en donde probablemente surgirán nuevos contextos de conflicto y en el cual se registrará, sin duda, una constante y creciente presencia de compatriotas en el exterior.



Señor Presidente, la forma como se resolvió este punto, de gran importancia, obedeció a un aporte del Senador señor Prokurica, quien planteó la idea de una vía rápida. Ello lo elaboramos de una manera distinta a lo propuesto originalmente.



Es muy relevante que el Estado les dé a los chilenos en el exterior la garantía de que siempre actuará para asegurarles su integridad física, con relación a lo cual existe un consenso nacional.



Anuncio nuestro voto favorable a la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- A mi juicio, señor Presidente, quienes me antecedieron en el uso de la palabra han explicado con profusión las características del proyecto.



Quiero, simplemente, destacar cuatro elementos, algunos de ellos para la reflexión y otros porque creo que constituyen temas pendientes.



El primero es que, a raíz, básicamente, de lo que pasó con las peticiones de salida de tropas para participar en las operaciones de paz en Haití, todos quedamos con la convicción de que la legislación era completamente insuficiente respecto de la realidad de un mundo más modernizado y con responsabilidades más compartidas.



Y esa sensación de debilidad institucional que existía para poder actuar en materia de operaciones de paz hizo surgir la iniciativa en debate. Por lo tanto, en el futuro tendremos una mejor institucionalidad al respecto, la que en sí misma ya es un punto muy positivo.



Me parece bien establecer, como regla general, que estas autorizaciones se concedan con acuerdo del Senado por un año y que sean renovables hasta por cuatro años. Transcurrido ese lapso, por vía excepcional y también con aprobación de la Cámara Alta pero con un quórum mayor, es posible mantener tal esquema. 
Y eso será -para ser bien franco- lo que ocurra dentro de poco tiempo con nuestras tropas en Haití, que están por cumplir cuatro años de permanencia. Prolongar su participación requerirá, obviamente, el acuerdo de esta Corporación, con un quórum más alto, y exigirá una reflexión mayor, lo que considero sano, porque tiene que ver con cómo se desarrolla institucionalmente la salida de tropas nacionales al extranjero.



Creo que esa fórmula -siempre se puede buscar un mayor perfeccionamiento- apunta en un sentido positivo.



Lo segundo que quiero destacar es algo que fue parte de las sucesivas discusiones que se fueron realizando durante el análisis del proyecto: la creación de la Comisión Interministerial de Operaciones de Paz, cuya obligación relevante consistirá en hacer un seguimiento de las distintas actividades relativas a dichas operaciones, es decir, una especie de “toma de temperatura” respecto de lo que pasa en el mundo, de nuestros eventuales deberes y de cómo están funcionando los que hemos asumido.





Adicionalmente -se trata de un asunto pendiente porque debe ser así-, es importante dejar constancia de que el Ejecutivo se comprometió a que, una vez establecida esa Comisión, en el decreto supremo pertinente se fije una composición de integración amplia, con carácter político, a fin de que realmente configure la lógica de una política de Estado. 



Si bien eso no podía quedar reflejado en el texto en análisis, sí existe el compromiso del Gobierno -y aparece en las actas respectivas- de incorporarlo en los hechos a través del decreto supremo correspondiente, cuestión que al menos para mí resulta trascendente. Porque, si vamos a hablar de políticas de Estado sobre la materia, es preciso construirlas desde su base. Y a ello se comprometió el Ejecutivo una vez aprobada esta iniciativa de ley.



El tercer aspecto, que fue objeto de gran discusión, es el carácter vinculante de las resoluciones del Senado respecto de este tipo de decisiones. 



Yo siempre he sostenido que una de las funciones más relevantes de esta Corporación y que más corresponden a la conciencia de cada legislador es justamente la de pronunciarse sobre la posibilidad de que las tropas nacionales salgan al extranjero, por la vinculación personal con estas, por el objetivo que ello supone y por la conexión con la seguridad del país que conlleva.



En ese sentido, hubo una corrección respecto del texto original, que fue aceptada por el Ejecutivo, en orden a que esta norma sea siempre vinculante, incluso en casos de emergencia, donde la eventual salida de tropas del país tenga que llevarse a cabo con mucha velocidad para proteger a connacionales. 



Sobre el particular, quiero repetir el razonamiento que se dio entonces: siempre puede ser tentador para cualquier Gobierno usar el argumento de la excepción o de la inmediatez para eventualmente soslayar la autorización senatorial.



A mi juicio, eso no le haría bien a la institucionalidad; no le haría bien a un Presidente o una Presidenta saber que posee dicha facultad sin contrapeso por 48 horas, ni le haría bien al Senado, pues se lo  desvincularía de los efectos que tal decisión pudiera ocasionar.



Por eso, me parece correcto que ello se plantee tanto para las operaciones de paz relativamente previsibles como para las inmediatas. Porque aquí la institución es lo que importa: la salida de tropas del territorio siempre debe contar con la aprobación del Senado. 



Siguiendo el mismo ejemplo que se usó, debo manifestar que, frente a una situación de emergencia de chilenos en el extranjero, en 48 horas, sea el día que sea, sea el mes que sea, obviamente los Senadores vamos a cumplir con nuestro deber. El Primer Mandatario y el Presidente del Senado, en su momento, tendrán que efectuar las convocatorias correspondientes. Y si hay algo importante a lo que nadie podrá fallar, es precisamente el llamado del país. O sea, cualquiera que sea la emergencia, no hay espacio para suponer que en esas 48 horas no nos podamos reunir.



Por lo demás, recuerdo que hace unos años los parlamentarios fuimos citados a sesión en febrero para aprobar la reducción de 8 a 6 años del mandato presidencial, que en esa época afectó al Presidente electo, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Todos estuvimos de acuerdo en ello porque, naturalmente, existía un compromiso previo. Y cumplimos con nuestra obligación.



A mí me gusta que estemos siempre disponibles para cumplir nuestro deber. Está bien advertir los eventuales inconvenientes, pero eso jamás puede significar abdicar de la responsabilidad fundamental que nos cabe en el rol no solamente de colegisladores, sino también, en este caso, de corresponsables de la salida de tropas nacionales al exterior.



Eso es lo deseable. Y quiero reiterarlo aquí, en la Sala, porque ameritó una larga discusión en las Comisiones unidas. No fue un tema menor, sino muy de fondo, acerca del cual se esgrimieron argumentos por ambos lados. Pero la resolución que se adoptó finalmente apunta a ese sentido del deber que siempre tiene que existir en el Senado.



Y, por último, señor Presidente, voy a reiterar otro punto de vista, pues es el momento para hacerlo: estimo que a partir del debate de esta iniciativa tenemos la obligación de revisar el rol de las Fuerzas Armadas en Chile.



Reconozco que abrigo dudas -me han asaltado siempre- respecto de la constitucionalidad de esta parte de la iniciativa. 



Si uno lee los artículos 101 y siguientes de la Constitución Política, contenidos en el Capítulo sobre Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, se da cuenta de que ellas existen “para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional”, pese a las modificaciones que ha experimentado esta concepción en distintos períodos presidenciales.



Entonces, hay un componente que se halla definido en la Carta Fundamental y que se debe tener presente: el de la defensa de la patria y la seguridad nacional. 



Esto último a lo mejor se puede interpretar en un sentido amplísimo. Y alguien, por tanto, podría decir: “Todo afecta a la seguridad nacional”. No sé si es bueno que todo se ligue con la seguridad nacional. Tengo dudas. Para aceptar que esta legislación se ampara en la norma constitucional, habría que entender esta en un sentido amplísimo. Sin embargo, cuando las cosas son muy amplias no significan nada. Yo prefiero que signifiquen algo.



Lo mismo vale para el concepto “defensa de la patria”. Uno puede comprender que la defensa de la patria implique asuntos de inmediatez o, particularmente, de la vecindad cercana. Pero nadie podría argumentar esto en el caso de Haití, por ejemplo. Ahí no está involucrado un concepto de defensa de la patria, sino tal vez un sentido de deber internacional.



Señor Presidente, quiero invitar a la Sala a debatir el punto y, eventualmente, a revisar si la normativa constitucional se adecúa o no a los tiempos actuales. Puede que haya quedado desfasada del escenario para el cual fue construida. 
La última enmienda introducida a la norma aludida se efectuó en el año 2005 y se aprobó en forma bastante equivalente a como venía.



Entonces, a partir de esto se puede abrir un tema de discusión. Y, como a mí me gusta ser estricto en cuanto a que las leyes se ajusten a la Carta, advierto que aquí existe un problema de constitucionalidad.  Ya veremos cómo lo resolvemos. 



No se trata de un asunto de mérito del proyecto -en este caso, yo estoy de acuerdo con el texto-, sino de una duda de constitucionalidad.



Señor Presidente, deseaba hacer esta reflexión y dejar constancia de que, desde mi perspectiva, para que encaje dentro de la normativa institucional, la disposición constitucional referida debe ser modificada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, más que hacer reflexiones, deseo formular preguntas a quienes participaron en el debate que suscitó este tipo de acuerdo tan amplio, que comparto.



En mi opinión, el concepto “misiones de paz” no reviste solamente un carácter militar. Pero en este proyecto no veo ninguna disposición que regule la participación de los civiles en actividades relacionadas con operaciones de paz.



La tendencia mundial -la observamos en varios casos conocidos en distintos lugares del mundo- es que intervienen no solo tropas, sino también civiles.



En consecuencia, si no se pudiera incluir tal aspecto en esta normativa, que regula la salida de tropas nacionales al extranjero, sería bueno que nos preocupáramos -de manera particular, el Ejecutivo- de definir cómo los civiles pueden participar en las misiones de paz. Porque esa es la tendencia creciente. De hecho, tenemos la experiencia de Haití, donde no solo hay tropas chilenas, sino también civiles que han ido por su cuenta -en especial, miembros de iglesias-, quienes están colaborando y necesitan el apoyo y el respaldo de nuestro Gobierno para el mejor desempeño de sus actividades.



Lo segundo es una pregunta: ¿Qué significa, en el nuevo artículo 6º de la ley Nº 19.067, la afirmación tan categórica que dice: “Las tropas nacionales, sin perjuicio de las normas de derecho internacional, seguirán sujetas en el extranjero a las leyes y reglamentos vigentes en Chile, en todo lo que les sea aplicable”?



Me gustaría que tal concepto me fuera aclarado desde el punto de vista jurídico. Porque espero que ello no implique que un delito de carácter penal cometido en el extranjero -tal como ocurrió con un oficial de la Armada de Chile en Malta- quede impune. Imagino que deberá ser aplicada la ley del lugar donde se produjo el ilícito.



Deseo que me expliquen los alcances de dicho precepto. 



Conocemos la experiencia de lo sucedido con tropas norteamericanas fuera de sus fronteras. Esos efectivos están sujetos de tal manera a las leyes de Estados Unidos que, frente a cualquier delito que cometan -como todos sabemos- lejos de su territorio, no les son aplicables las disposiciones del país en que se encuentren.



No creo que sea eso lo que se pretende con el artículo 6º referido.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, confieso que estoy asombrado por los efectos políticos e ideológicos de la globalización.



¡Desde luego, en poco tiempo más vamos a tener a la Derecha cantando "La Internacional"…!



Hoy admiten ir más allá de la Constitución con tal de que el pabellón patrio flamee en los distintos puntos de conflicto que puedan surgir en el mundo.



Cuando se habló por primera vez de esta nueva modalidad respecto del rol de las Fuerzas Armadas, se nos dijo que permanecerían en Haití por no más de seis meses. Eso fue hace cuatro años.



Lo mismo se señaló respecto de Bosnia, y tengo entendido que todavía hay contingente nuestro en aquel remoto país.



El punto es que los conflictos que suscitan la intervención de diversos representantes de los ejércitos miembros de las Naciones Unidas no se resuelven con la presencia de tropas. Muy por el contrario, lo único que ellas hacen es mantener en estado larvado -a veces- los conflictos, que, una vez que dejan el sitio o el teatro de los acontecimientos, resurgen con mayor virulencia aun.



El problema medular radica en que todos estos asuntos tienen un trasfondo, económico o étnico, que ha sido mal resuelto. Y lo que yo temo es que el compromiso que se asume empiece a multiplicarse de una manera que se haga incontrolable. Si es así, vamos a ver desnaturalizado por completo el rol de nuestras Fuerzas Armadas.



Hoy, tras el concepto de “decisiones de Estado”, las diferentes fuerzas políticas representadas en el Congreso se ven llamadas a apoyar una determinada incursión en el exterior sin que haya un análisis profundo, pormenorizado, de las razones existentes en el país objeto de la intervención que explican que tales problemas afloren.



Con toda seguridad, en un tiempo más vamos a conocer una nueva solicitud para que se extienda la permanencia de nuestras tropas en Haití.



Ahora bien, de acuerdo con las circunstancias que vive el mundo, lo más probable es que este tipo de situaciones se multiplique y, por lo tanto, nuestro compromiso deberá manifestarse en todos los casos en que sea exigible.



Hoy estamos proclamando lo mismo que los legisladores norteamericanos en su minuto dieron como fundamento para justificar su intervención en diversos países de nuestro continente. Ellos decían: “Para proteger a nuestros connacionales”. No importaba el número de estos. Lo que verdaderamente estaba detrás de esas decisiones no eran, por supuesto, las personas de una determinada nacionalidad, sino los intereses que se precisaba defender en los diferentes territorios.



Ahora todo cambió: Estados Unidos no necesita marines para defender sus intereses, le bastan los inversionistas.



Dicho país ya realizó una operación de paz en Iraq, y todos conocemos los resultados.



Los conflictos han recrudecido, porque, en definitiva, no hay un respeto por la cultura, por la idiosincrasia y por la historia de los lugares en los que se interviene. 



Todo lo que está detrás de los conflictos en el mundo tiene una raíz económica. Y nosotros -yo diría, ingenuamente- estamos entrando en el juego de las grandes potencias que hoy ven al orbe como un escenario que les pertenece y en donde hay que defender intereses estratégicos.



Podemos ser arrastrados a una situación de ese tipo, que irá, en forma paulatina, desnaturalizando la misión esencial de nuestros institutos armados.



Las exportaciones no tradicionales empezaron con los kiwis y los berries, y hoy están terminando con soldados: enviamos representantes de las Fuerzas Armadas a diferentes puntos del globo, pero sin que haya claridad acerca del momento en que puedan regresar a los cuarteles.



Estos compromisos se están extendiendo demasiado en el tiempo. No hay señales de que las misiones puedan culminar exitosamente su labor y regresar a las tareas que les son propias.



Por eso, señor Presidente -al menos como señal de disconformidad respecto de una política que considero extraordinariamente peligrosa-, en esta oportunidad no voy a dar mi voto favorable a un proyecto cuyos alcances -creo- no se examinaron con la profundidad que merecía.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, casi obedeciendo al orden natural de las cosas, voy a disentir de lo expresado por mi “camarada” Nelson Ávila en cuanto a los alcances de esta iniciativa.



Lo cierto es que se trata de un trabajo sumamente serio, en el cual participaron las más variadas personas y personalidades del país.



Debemos destacar la contribución cierta de los Ministerios de de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores; la de los académicos que concurrieron a la Comisión, y el trabajo importante, encabezado por el Honorable señor Romero, de los parlamentarios que tuvimos parte en la estructuración del documento.



No sé si el Senador señor Ávila lo leyó en su integridad, porque en su texto se determinan plazos, fechas, formas de actuar. 



Se establece una suerte de relación entre el Ejecutivo y el Legislativo para llevar adelante esta acción, que hemos definido como una política de Estado.



Se fijan plazos fatales en relación con los años en que puede permanecer una misión. Más allá de eso, tendría que estudiarse el asunto en forma muy precisa.



Lo que quiero plantear no se refiere a lo que se ha expresado en general en la Sala, ya que me parece que una inmensa mayoría está a favor del proyecto, sino a dar respuesta a la afirmación del Honorable señor Núñez tocante a que el documento en sí no aportaría nada en cuanto a la participación de civiles.



La verdad de las cosas es que ese informe se orienta en forma específica a la participación de tropas en operaciones de paz sobre la base de tres Capítulos de la Carta de Naciones Unidas (VI, VII y VIII), los cuales definen cómo se va a participar: si las misiones coadyuvarán a mantener la paz o si esta se va a imponer por la fuerza. En general, se trata de concepciones militares.



Por lo tanto, para la autorización se necesita la anuencia del Senado, independiente de que en forma paralela haya misiones civiles humanitarias. De hecho, hay algunas operando en un mismo territorio. Y no creo que se requiera una ley para ello. O sea, esa gente, estructurada en una ONG u otra forma de organización, acude de manera voluntaria y está haciendo una labor realmente magnífica.



No sé si contesto la pregunta de Su Señoría.



Por tal motivo no incorporamos ese aspecto en la documentación que presentamos a la Sala.



El punto que me inquieta -y que a mi parecer nos va a preocupar siempre- es qué entendemos por interés nacional.



Se trata un poco de lo que intranquiliza al Senador Coloma cuando se pregunta si esto no se hallará en el límite de la inconstitucionalidad.



¿Dónde está el interés nacional? ¿Dónde está la seguridad nacional? ¿Dónde está la defensa de la patria?



Yo quiero aportar la visión o el conocimiento que pude adquirir a través de tantos años pensando sobre el particular, en el sentido de que el concepto es en extremo amplio.



El interés nacional puede estar mucho más allá de lo que percibimos con normalidad.



Por ejemplo, en términos específicos, claros, y para que se entienda con nitidez mi planteamiento, lo que ocurra en Panamá resulta fundamental para el comercio de Chile, pues dos tercios de nuestras exportaciones pasan por el Canal de Panamá.



Por lo tanto, es vital  lo que suceda en ese país o la garantía del flujo de barcos en esa nación es vital.



Un poco más allá, en el Caribe, se encuentra Haití.



Una desestabilización de la zona en términos de que se vuelva inseguro el transporte marítimo, cualquiera sea la razón, también constituye interés nacional.



Resulta difícil el tema. Yo creo que será una de las materias de debate permanente, cuando se tome la decisión -o se proponga una resolución- de enviar tropas a alguna parte, el precisar si en realidad esa determinación obedecerá al interés nacional o no.



La presencia de nuestras tropas en Bosnia, ¿dice relación al interés nacional? En esa zona, nuestro contingente no se halla bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, sino que opera con la OTAN. Y eso, por cierto, también tiene una connotación de interés específico con Europa occidental.



Lugares de conflicto en el mundo hay miles; algunos adquieren cierta connotación y se estudia si se va o no para allá. Sin embargo, la idea de “interés nacional” -deseo resaltarlo una vez más- debiera ser motivo de reflexión. Podría llevarnos a analizar lo señalado por el Honorable señor Coloma: a reformar la Carta Fundamental a fin de que las Fuerzas Armadas se sientan constitucionalmente más cubiertas en esta nueva responsabilidad; o a efectuar una precisión en cuanto al concepto de interés nacional en lugares tan distantes como Chipre, Bosnia, Congo o donde sea que pueda aplicarse.



Quiero dejar planteado lo anterior.



Pienso que la discusión siempre se centrará en si la decisión en realidad se refiere a lo que percibimos como de interés nacional -tal vez ahí tengamos todo el tiempo visiones distintas- o si existe una consideración que lo hace más difícil. En la medida en que el Ejecutivo, cuando platee un requerimiento como este, sea muy explícito y franco y diga por qué cree que tal determinación apunta al interés nacional, será bastante probable que tengamos una reacción mucho más positiva y rápida.



En todo caso, quiero insistir en un punto: este fue un trabajo excelente. Estimo que se realizó con visión de Estado; hubo en quienes participamos en él un espíritu tan especial que yo decía que ojalá se pudiera proyectar a otras áreas del debate legislativo. 



Me felicito de haber participado en esa tarea. 



Y, por cierto, voy a dar mi aprobación a la idea de legislar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.- Señor Presidente, estamos en presencia de un nuevo estatuto jurídico, nada menos que para nuestra participación en misiones de paz.



Considero bueno que tengamos conciencia de algunas cosas.



En primer lugar, la normativa previa, que provenía de la Constituciones de 1833 y de 1925, era anterior a la de la Organización de las Naciones Unidas. En consecuencia, no estaba previsto el carácter de las operaciones de paz. Era más bien otro el objetivo de ese estatuto, en virtud del cual, definía el Ejecutivo y participaba el Senado.



Ahora es muy distinto. Es decir, se sale de un ámbito más bien militar -por así decirlo- para autorizar la salida de tropas y se entra en una realidad diferente, que es la de las relaciones exteriores, la de la cooperación internacional, y nada menos que con la finalidad de mantener la paz.



Entonces, en esto hay un cambio sustantivo.



Y ello es lo que recoge el nuevo ordenamiento. Por eso resulta tan importante. Creo que con esta institucionalidad que nos vamos a dar el país se encontrará en condiciones de enfrentar la actual realidad, no una tan remota, tan pasada, y, por consiguiente, tan inapropiada. Por ejemplo, hasta ahora el plazo era de solo seis meses. Hoy podría pensarse que, al revés de lo que sucedió en los siglos XIX o XX, se necesite menos tiempo para superar un problema. Pero la experiencia indica que los conflictos se prolongan un poco más. Y la iniciativa plantea un plazo más que razonable: dos años, prorrogable.



En consecuencia, este paso se da para responder a una exigencia en la cual a Chile, como Estado soberano, independiente, que pretende ser -ojalá así sea- una voz en el ordenamiento internacional, le es absolutamente ineludible responder o participar en operaciones de esta naturaleza.



Se llegó a esto por la experiencia vivida. En tal sentido, el caso de Haití fue muy importante. Porque el país, nuestras autoridades y nosotros mismos -que tuvimos la oportunidad de participar en esa área- nos dimos cuenta de la relevancia del envío de una misión y de poder prorrogarla para lograr el objetivo. Y eso nos llevó también a revisar una normativa que ya no se compadecía con la realidad y con las circunstancias actuales. Además, era importante que, con la eficacia que hoy poseen nuestras Fuerzas Armadas, estas pudieran ayudar a nuestra política exterior con este gran y decisivo aporte.



Eso es quizá lo esencial de este nuevo ordenamiento jurídico.



También quiero recalcar que vamos a estar moviéndonos dentro de decisiones colegiadas. Porque salimos y tomamos decisiones bajo el amparo de las Naciones Unidas. En consecuencia, en parte esta misma normativa va a quedar condicionada por nuestra participación en la institucionalidad de dicho organismo.



A ese respecto, resulta bueno despejar un alcance hecho por el Senador señor Núñez en orden a qué ocurre cuando un uniformado chileno se ve envuelto o incurre en una acción de violencia innecesaria.



En tal sentido, el artículo 6º recoge claramente la inteligencia que ha de existir con las normas de las Naciones Unidas para este tipo de misiones, acerca de las cuales el Estado va a hacer un contrato. Ello implica que el nacional que se vea involucrado en un hecho delictual posee inmunidad de jurisdicción, pero será sometido en Chile a los tribunales como debe ser. Y esto está en plena armonía, Honorable señor Núñez, con la legislación internacional. O sea, al establecer este artículo, actuamos en consonancia con normas hoy propias del Derecho Internacional. Por cierto que es diferente lo que pasa con las tropas estadounidenses, pero pienso que Su Señoría entenderá cuál es la razón de ello.



Quiero recalcar lo anterior, porque en  este tipo de intervenciones ocurren hechos que son a veces muy controvertidos. Y no es bueno dejar mañana a un nacional nuestro expuesto a ciertas contingencias. Por ejemplo, sin ánimo ofensivo, no creo que en Haití -los Senadores señores Prokurica o Romero pueden tener una opinión distinta-, estén en condiciones de juzgar un suceso de esta naturaleza. Me parece que lo lógico para preservar a nuestras tropas es que cuenten con una apreciación justa y objetiva del acto en el que pudieran verse  involucradas. Si no existiera una norma como la considerada, podrían ser llevadas a una situación que no sería buena para su avance en operaciones de paz.



Creo que el interés nacional también queda perfectamente resguardado cuando el país requiere actuar con agilidad, presteza y rapidez. Antes ello no estaba contemplado. En todo caso, en esto hay un gran principio al que no renunciamos: el de la anuencia de nuestra Corporación. Porque en un pasado no muy lejano no se respetó la plena participación que esta Alta Cámara debe tener. Y en situaciones de este orden es bueno compartir las responsabilidades. Me parece que en el Ejecutivo eso lo tienen plenamente asumido. Porque, de llegar a ocurrir mañana una situación lamentable, es bueno que la hayamos podido ponderar con anterioridad y que la responsabilidad no solo recaiga, como debe ser en todo Estado que se precie de republicano, en los funcionarios de mayor rango, que serían los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa, sino que ellos también puedan decir que contaron con la autorización del Senado, que la entregó por determinado plazo; que la estudió una Comisión y que el riesgo era medianamente previsible.



Entonces, todo esto posee bastante armonía y apunta a dotar a nuestra institucionalidad de un instrumento que hoy nos permita participar plenamente en estas misiones -en las actuales y en las futuras-, y que estas normas sirvan de fundamento para que la autoridad tome las decisiones que corresponden a un Estado de Derecho como el nuestro.



Deseo felicitar a los miembros del Ejecutivo, en las personas de los anteriores Ministros de Defensa, del actual y del Subsecretario de Guerra -ambos, presentes aquí-; a los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y, al mismo tiempo, al Honorable señor Romero, quien coordinó la participación de todos los Senadores que trabajamos en esta iniciativa.



Anuncio mi voto claramente a favor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Voy a abrir la votación, pues hay dos Comisiones funcionando. 



Hago presente a la Sala que nos quedan quince minutos para tratar el proyecto sobre subvenciones.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, uno quisiera que en el ámbito internacional no hubiera riesgo alguno. Porque todas estas decisiones conllevan a final de cuentas algunos riesgos, como los mencionados acá por el Senador señor Ávila.



Sin embargo, frente a las exigencias del mundo actual, y también por un deber ético de nuestro Estado, creo que sería imposible que pudiésemos sustraernos de la obligación que implica ser parte de la comunidad internacional.



Cuando el sistema de las Naciones Unidas se ha sustraído de participar donde resulta indispensable que lo haga, ello ha derivado en situaciones tremendas, terribles desde el punto de vista de la civilización de la cual formamos parte. Es cosa de ver los centenares de miles de víctimas en Ruanda, y el estremecimiento que eso significó para la conciencia universal. O sea, hay determinadas situaciones que, por el hecho de que formamos parte de una civilización que está representada en el sistema de las Naciones Unidas, nos atañen a todos. Probablemente no será así en el futuro y, a lo mejor, evolucionará. No es posible imaginar hacia dónde lo hará. Pero creo que, en el actual sistema internacional al que pertenecemos, al igual que los países que lo componen, en algunas circunstancias, no nos podemos sustraer al deber de cumplir con ciertas obligaciones, en el que se refleja también la condición ética de nuestro Estado.



Cuando está de por medio la estabilidad de naciones y el caos y determinadas confrontaciones inducen a la pérdida de centenares de miles de vidas, los Estados no pueden permanecer impasibles.



Eso es parte de la evolución del Derecho Internacional Humanitario y también de las grandes lecciones que ha asumido la Humanidad, producto de las consecuencias terribles que experimentó el siglo XX con la Primera y la Segunda Guerras Mundiales y, después, con la larguísima etapa de Guerra Fría, que dividió al mundo en dos grandes bloques. 



A partir de allí, el Derecho Internacional Humanitario evolucionó. Y esa evolución también ha formado parte de las conclusiones a que ha llegado el sistema de las Naciones Unidas, conforme a las cuales los Estados también se obligan. Y los intereses de nuestro país aconsejan no dar la espalda a esa nueva realidad internacional.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente a la Sala que esta es una votación en general, por cuanto el Comité UDI anunció que solicitaría plazo para formular indicaciones.



Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, he querido intervenir porque me parece que el Senador señor Ávila ha colocado las cosas en otra dimensión. 



Me parece muy legítimo, respetable, el análisis que hizo Su Señoría, pero es propio de la época de la Guerra Fría. A mi juicio, el contexto internacional ha cambiado lo suficiente para que nuestro país intervenga.




Y lo quiero explicar desde la siguiente perspectiva.



 Si bien es cierto que desde su origen, el año 1946, las Naciones Unidas situaron este tema como uno de sus objetivos -y, de hecho, en 1948 tuvo su primera intervención en Palestina-, naturalmente, el término de la Guerra Fría cambió por entero las cosas, a tal extremo que -según cifras de ese organismo internacional-, desde que se constituyeron las misiones de paz, de los 116 conflictos que hubo entre 1989 y 2002, el 94 por ciento fueron internos, producto de guerras civiles. 



Y, por tanto, estimo importante tener aquello en consideración. Por eso, a mí no me incomoda ni me molesta que el día de mañana nuestro país pueda incrementar su intervención en estas acciones de paz, porque nosotros tenemos una deuda internacional muy relevante en materia de derechos humanos. Y me parece que una forma de devolver la mano a la comunidad internacional es estar muy activos cuando se trata de salvar vidas.



Los hechos acaecidos en Ruanda y la ex Yugoslavia, que significaron la muerte de personas, muchas veces ante la indiferencia de la comunidad internacional, verdaderamente, constituyeron algo aberrante. 



Por consiguiente, más que cuestionar el trabajo realizado por una Comisión, en mi opinión, lo que cabe es valorarlo. Estimo muy relevante reconocer la labor que un número importante de Senadores especialistas en la materia efectuó sobre el particular. Porque cada día nuestro país, más que actuar en la improvisación, se verá en la obligación de participar en esas misiones. Y qué mejor que contar con un estatuto, con una materia regulada, de tal manera que, cuando deba intervenir, sepamos exactamente cómo proceder.



En consecuencia, señor Presidente, respaldo la creación de este estatuto y de la nueva institucionalidad que se proponen, porque veo el asunto desde una perspectiva distinta de la que muy legítimamente puede tener el Senador señor Ávila. Considero que esta es como una vuelta de manos de Chile hacia la solidaridad internacional que en algún momento recibió en materia de derechos humanos.



Nuestro país, con su presencia, puede sacar dos lecciones. El hecho de que los miembros de nuestras Fuerzas Armadas participen, vean lo que entrañan los conflictos bélicos, no sólo les significa aprender, sino también un reconocimiento a su trabajo. Asimismo, al constatar la gravedad y el dolor que encierran aquellos, los transforma en personas que el día de mañana pensarán dos veces si es necesario entrar en ese tipo de situaciones en su propio país. 




Por lo tanto, desde esa perspectiva, valoro el trabajo realizado y mi voto es favorable.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos afirmativos y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Se abstuvo el señor Ávila.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, sólo deseo hacer presente que el Comité UDI deja sin efecto la solicitud en cuanto a fijar plazo para presentar indicaciones. Por lo tanto, se entiende que la iniciativa quedaría aprobada en general y en particular. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Efectivamente.



--En consecuencia, por no haberse formulado indicaciones, el proyecto queda también aprobado en particular y despachado en este trámite.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor GOÑI (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, ante todo deseo


agradecer a la Sala, muy especialmente a los Senadores que participaron en la Comisión Especial, como también a los miembros de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional de esta Corporación, por el excelente trabajo realizado.



La discusión que hoy día hemos escuchado solo confirma el nivel y las preocupaciones que surgieron en aquellos órganos técnicos, que fueron extraordinariamente intensas, positivas y donde se pudo observar un sentido de Estado muy profundo en cada uno de los señores Senadores.



Ese mismo espíritu lo veo hoy día  nuevamente reflejado acá. 



Por lo tanto, quiero agradecerles su colaboración y destacar los notables avances que se están haciendo frente a las insuficiencias o vacíos que aún persisten en la legislación vigente. En ese sentido, pienso que avanzamos hacia un Estado mucho más moderno, que asume con bastante más propiedad sus responsabilidades y deberes internacionales.



Se ha señalado acá que existen compromisos internacionales       -algunos señores Senadores han dicho que tenemos “deudas internacionales”, o como se desee llamarlas desde nuestras perspectivas individuales- y responsabilidades en orden a ayudar al fortalecimiento de organismos internacionales, específicamente las Naciones Unidas. Y la verdad es que este proyecto de ley colaborará a eso de mucho mejor manera. 



Efectivamente, el relativo al interés nacional es un concepto complejo. Y tendremos oportunidad para ir avanzando en ese aspecto en la medida en que más adelante discutamos los distintos temas. No hay una definición precisa ni clara sobre el particular, ni creo que estemos en condiciones de darla nosotros -tampoco lo podrían hacer los mejores expertos del mundo-; pero obviamente, cuando hablamos de “interés nacional”, lo hacemos desde el Ejecutivo con la responsabilidad que ello implica y sabiendo, además, que ustedes como Senadores de la República también lo harán en función de los altos intereses de la nación.



A pesar de tales complejidades, sin duda, deberemos enfrentar esas materias en su momento.



Me parece que algunas inquietudes de Sus Señorías ya han sido respondidas. Respecto a que esta iniciativa solo regulará el movimiento de tropas, efectivamente, ese será su objetivo. Y, por lo tanto, la eventual participación de civiles -no sé si esto incluso es materia de ley- no era el propósito que nos planteamos a raíz de este proyecto.



Por otra parte, estimo que también resulta muy bueno aclarar que, dentro de los conceptos que involucra esta normativa, el ejemplo citado en esta Sala relacionado con la invasión a Iraq no se considera como una operación de paz. Claramente, esa es una situación en la cual nunca nos hubiéramos visto compelidos a participar. Y así ha ocurrido. Aquellos son hechos que no tienen mayor sustento ni en la letra ni en el espíritu del proyecto que se acaba de aprobar. 



No se trata de que vayamos a participar en cualquier conflagración, sino que la propia iniciativa ayuda a precisar qué tipo de conflictos estamos en condiciones de enfrentar.



Por último, señor Presidente, deseo reiterar mis agradecimientos por este notable avance; destacar el excelente ánimo que tuvimos para lograr acuerdo, y enfatizar que la única manera de enfrentar seriamente estos temas de Estado es procediendo como lo hemos hecho en estos meses de trabajo conjunto.



Muchas gracias.

INCREMENTO DE SUBVENCIÓN EDUCACIONAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre subvenciones del Estado a establecimientos educacionales.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5383-04) figuran en los     Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.



En tercer trámite, sesión 82ª, en 15 de enero de 2008.



Informes de Comisión:



Educación, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.



Hacienda, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.



Educación (segundo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.



Hacienda (segundo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.



Discusión:



Sesiones 62ª, en 6 de noviembre de 2007 (se aprueba en general); 76ª, en 18 de diciembre de 2007 (se aprueba en particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo diversas enmiendas al texto despachado por el Senado.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas, que transcriben la legislación vigente, el texto aprobado por esta Corporación y las enmiendas propuestas por la otra rama del Parlamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión las modificaciones sugeridas por la Cámara de Diputados.



Advierto a Sus Señorías que el tiempo del Orden del Día está por concluir.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, voy a explicar brevemente en qué consisten las enmiendas.



Primero, en materia de rendición de cuentas, la Cámara de Diputados agregó que la obligación del sostenedor de tener disponible un estado anual de resultados es no solo con el Ministerio de Educación, sino también con la comunidad educativa a través del Consejo Escolar.



La segunda modificación persigue corregir un guarismo. En el artículo 1º, numeral 3, letra d), que incluye una tabla donde se establece el valor de la subvención en jornada escolar completa del artículo 9º, en el apartado "Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica" se sustituyó el guarismo "0,294481" por "0,29481". O sea, se eliminó el 4 que estaba de más.



Y la tercera enmienda tiene por objeto incorporar un cuadro relativo a la subvención anual de apoyo al mantenimiento de establecimientos de educación de adultos. El cuadro estaba incluido en el proyecto original enviado por el Ejecutivo, pero, por error, no se transcribió en el segundo informe de la Comisión de Educación del Senado, por lo cual debió ser repuesto por el Gobierno en el segundo trámite constitucional.



Esas son las principales modificaciones al texto aprobado por el Senado, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, abriré la votación.



Acordado.



En consecuencia, en votación los cambios propuestos por la Cámara de Diputados en el segundo trámite. 



--(Durante la fundamentación de voto).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, una de las modificaciones  efectuadas por la otra rama legislativa consiste en la eliminación de la letra b) del número 3) del artículo 1º del proyecto.



 Como entiendo que aquí no estamos frente a un informe de Comisión Mixta, sino en el tercer trámite constitucional, pido votar separadamente dicha enmienda.





La letra b) aborda un tema que no es menor. El Senado, después de un debate, lo aprobó en determinado sentido. Y lamento que se obstaculice la transparencia en el uso de los recursos públicos. 



Si se hiciera un estudio internacional acerca del número de niños que ingresan a escuelas especiales de lenguaje en relación con la población total, comprobaríamos que Chile es el país donde existen más niños con trastornos de esa índole en el planeta. 



Yo creo que todos somos conscientes de que ahí hay una situación anómala. Y por eso el Senado había aprobado un inciso que disponía que, "En todo caso, el profesional contratado por el mismo establecimiento para la atención de sus alumnos con déficit y/o trastornos de que trata este inciso, no será competente para hacer los diagnósticos de ingreso de los niños que postulen al establecimiento en que trabaja o de egreso de los matriculados en este.".



Era una norma de mínima transparencia. Para mí, su rechazo por la Cámara de Diputados constituye una pésima señal. Todos sabemos que hay un problema que debe ser abordado.



Por eso, pido votar por separado la eliminación de la letra b).



No tengo objeciones a los demás cambios que se han efectuado, pero -y disculpen Sus Señorías la manera en que voy a decirlo- no me quiero hacer cómplice de algo que es, a sabiendas, una tremenda irregularidad en nuestro país. ¡Tremenda!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si hubiera que votar en forma independiente cada una de las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados, el proyecto tendría que quedar para mañana, porque el tiempo del Orden del Día de esta sesión ya expiró.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Serían cinco votaciones, según creo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, de acuerdo con el Reglamento, una vez iniciada una votación, no se puede solicitar dividirla.



Ahora estamos en votación, así que, lamentablemente, la petición del Senador señor Letelier no se ajusta al Reglamento.

El señor LETELIER.- ¡Tengo derecho a pedir división de la votación, señor Senador!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Honorable señor Navarro ha pedido la palabra para fundamentar su voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, intervengo con la legitimidad de tener una opinión diferente de la del Senador señor Letelier respecto de la modificación que ha pedido votar por separado y que ha cuestionado fuertemente. 



Los fonoaudiólogos tienen la misma dignidad que todos los profesionales que laboran en diversas áreas de la producción, dentro y fuera del Estado. Prejuzgar que van a actuar de manera ilegal, cometiendo ilícitos, defraudando al Fisco, es, por cierto, un prejuicio del cual yo no estoy dispuesto a ser parte. 



Si se tratara de prejuzgar conductas de profesionales que deben tomar decisiones en torno a recursos fiscales, entonces habría que establecer una inhabilidad genérica en todas las leyes que se dictan. 



En este caso en particular, lo que se requiere es fiscalización. En ese sentido, hemos sugerido fiscalizar a las escuelas de lenguaje y a cada una de aquellas que reciben subvención del Estado de modo permanente.



Desde luego, hay empleadores que hacen bien su pega y otros que cometen delitos. Pero lo que hace la norma es prejuzgar de manera general a todos, sin distinguir entre los que cumplen la ley y aquellos que la violan.



Por lo tanto, estoy por ratificar el rechazo de la letra b) propuesto por la Cámara de Diputados.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados al texto despachado por el Senado (26 votos a favor).



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Vásquez. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo pedí votación separada antes de que se iniciara el proceso y ese es un derecho reglamentario.

El señor NARANJO.- Mi voto no quedó registrado, señor Presidente.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, formulé mi petición antes de que usted pusiera en votación las modificaciones, cuando estaba solicitando autorización a la Sala. 



Yo planteé mi inquietud, por cuanto quiero dejar consignado mi rechazo a la eliminación de la letra b) del número 3) del artículo 1º. En lo demás no tengo objeciones.



La actitud del Senador señor Chadwick me parece un poquito de tinterillo, porque levanté la mano antes de que usted pusiera en votación las modificaciones. Y yo no soy responsable de que la nueva tecnología que se ha implementado en el Senado impida que cada uno ejerza responsablemente su voto.



Por eso pedí votar separadamente aquella norma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a Su Señoría, se dejará constancia de su voto en contra.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.

El señor NARANJO.- Y le pido sumar el mío, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se registrarán también los votos de los Honorables señores Naranjo y Navarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se dejará testimonio en la Versión Taquigráfica.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ALLAMAND:



Al señor Director de Vialidad de la Región de Los Ríos, solicitándole AVANCE EN PROYECTOS DE INFRAESTRUCTURA EN LA REGIÓN.



Del señor FREI:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndole URBANIZACIÓN Y SERVICIOS BÁSICOS PARA SECTOR HUAIHUÉN DE ANCUD (Décima Región).



Del señor HORVATH:



Al señor Contralor General de la República y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, a fin de que informen sobre CUMPLIMIENTO DE PLAN REGULADOR COMUNAL DE ALGARROBO (Quinta Región); a los señores Ministros del Interior y de Defensa Nacional, demandándoles AUMENTO DE DOTACIÓN DE CARABINEROS E INVESTIGACIONES EN REGIÓN DE AISÉN; al señor Ministro de Justicia, con el objeto de que analice FUNCIONAMIENTO DE LEYES PENALES Y DE RESPONSABILIDAD JUVENIL EN DICHA ZONA (los dos últimos, de la Undécima Región); al señor Ministro de Relaciones Exteriores, efectuándole diversas interrogantes acerca de ESTUDIOS GEOFÍSICOS Y BATIMÉTRICOS NECESARIOS PARA REALIZAR DENTRO DE PLAZO SOLICITUDES PERMITIDAS POR LA CONVEMAR SOBRE LA DENOMINADA "PLATAFORMA CONTINENTAL EXTENDIDA", y a los señores Ministros de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones, para que informen sobre PROCESO DE ADQUISICIÓN DE BARCAZAS Y CATAMARANES PARA CONECTIVIDAD MARÍTIMA ENTRE REGIONES DE AISÉN Y DE LOS LAGOS Y LOCALIDADES DEL LITORAL.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro del Interior, con el propósito de que se emita informe sobre FACTIBILIDAD DE CREACIÓN DE COMISARÍA DE CARABINEROS EN BELLOTO NORTE, y a la señora Ministra de Salud, solicitándole antecedentes relativos a CONSTRUCCIÓN DE NUEVOS HOSPITALES DE QUILLOTA Y QUILPUÉ (ambos de la Quinta Región).

)------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18: 34.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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ACTA APROBADA

SESION 78ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE ENERO DE 2.008



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asiste, asimismo, el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curti.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones septuagésima sexta y septuagésima séptima, ambas ordinarias, de 18 y 19 de Diciembre de 2007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

CUENTA

Mensajes



Veintiséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los ocho primeros, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia (Boletín N° 4.438-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales (Boletín Nº 4.813-06).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Libro V del Código del Trabajo y la ley N° 20.087, que establece un nuevo Procedimiento Laboral (Boletín N° 4.814-13).



4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Colombia, el cual constituye un protocolo adicional al ACE N° 24, adoptado en Santiago, el 27 de noviembre de 2006 (Boletín N° 5.000-10).



5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 39, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima, el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (Boletín 5.128-10).



6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Complementación Económica entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Cuba, suscrito en Montevideo, el 20 de diciembre de 1999 (Boletín N° 5.273-10).



7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.022 y otros cuerpos legales, con el objeto de reforzar la judicatura laboral (Boletín N° 5.316-07).



8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (Boletín N° 5.431-11).



Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletines números 3.345-07 y 3.959-07, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre acceso a la información pública (Boletín Nº 3.773-06).



4.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



5.-Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual (Boletín N° 5.012-03).



--Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente, la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes materias:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (Boletín Nº 3.878-17).



2.- Proyecto de ley crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



Se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los diez siguientes, retira la urgencia que había hecho presente respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín Nº 1.309-13).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



5.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (Boletín N° 4.928-26).



7.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en materia de patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (Boletín N° 4.964-10).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos respecto de la generación de energía eléctrica con fuentes de energía renovables no convencionales (Boletín Nº 4.977-08).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 14 de la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, para facilitar al Ministerio Público el inicio de la investigación del delito de maltrato habitual (Boletín N° 5.200-07).



-- Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la  Honorable Cámara de Diputados:



Con los cuatro primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas acordadas por el Senado, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).



2.- Proyecto de ley sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (Boletín N° 5.143-24).



3.- Proyecto de ley que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (Boletín N° 5.151-02).



4.- Proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales (Boletín N° 5.270-14).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el siguiente, informa que ha aprobado el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre Chile y Colombia, el cual constituye un protocolo adicional al ACE N° 24, adoptado en Santiago, el 27 de noviembre de 2006 (con urgencia calificada de “suma”)(Boletín N° 5.000-10).



--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.



Con el último, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (con urgencia calificada de “simple”)(Boletín N° 4.234-03).



-- Pasa a las Comisiones de Economía y de Hacienda, en su caso.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que establece un sistema de incentivos al desempeño de los fiscales y los funcionarios del Ministerio Público (Boletín N° 5.286-05).



-- Se tomó conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República.



Con los dos siguientes, envía copia autorizada de las sentencias dictadas respecto de igual número requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados, respectivamente, en contra del artículo 509 del Código de Procedimiento Penal y el artículo 450, inciso primero, del Código Penal.



Con el último, remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el requerimiento formulado por 32 señores diputados, relativo a la declaración de inconstitucionalidad de la segunda parte del artículo 24 del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2008 (Boletín N° 5.347-07).



-- Se toma conocimiento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, referido a la investigación efectuada con ocasión de las presuntas irregularidades que se habrían cometido en la Ilustre Municipalidad de Colbún.



Once del señor Ministro del Interior:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a una petición efectuada por la Asociación Nacional de Fútbol Amateur de Chile (ANFA).



Con los tres siguientes, da respuesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente, a los problemas económicos y sociales que generará, en la Región de Aysén, el cierre de la planta faenadora Comercial Mañihuales Ltda.; a las dificultades existentes en el transporte marítimo subsidiado en el trayecto Quellón-Puerto Chacabuco, y a las obras comprometidas en Puerto Gaviota por el Programa Chile Barrio. 



Con el quinto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la reparación del Retén de Carabineros de Horcón y a la sustitución del vehículo policial destinado a dicha Unidad.



Con el sexto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, referido a las medidas que es necesario adoptar con el fin de evitar el robo de cables eléctricos y transformadores en la zona sur de la Región del Maule.



Con el séptimo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la labor que ejecutan los Centros de Asistencia a Víctimas de Delitos Violentos, del Ministerio del Interior.



Con el octavo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, referido a la creación de una Oficina de Atención Integral a las Víctimas de Delitos, en la comuna de Los Ángeles.



Con el noveno, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo a los deslizamientos de tierras que afectan a la localidad de Amargos, en la comuna de Corral.



Con el décimo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la llegada al país de cien familias de refugiados palestinos.



Con el último, responde a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, referido a la petición presentada por el Presidente de la Comisión de Seguridad Ciudadana de la comuna de Estación Central, en relación con el funcionamiento de la Subcomisaría Alessandri.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las consecuencias que traerá aparejada la creación de un parque que uniría la Reserva Forestal Jeinimeni con la Estancia Valle Chacabuco.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los problemas que afectan a los deudores de viviendas sociales que indica.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero con ocasión de la discusión de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2008, referido al funcionamiento del servicio ferroviario que presta MERVAL.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a  un proyecto presentado ante CORFO, por la Corporación de la Carne de Chile.



Cinco de la señora Ministra de Educación:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, referidos a los problemas que afectan a los alumnos de la Carrera de Perito Forense, la cual es impartida en el Instituto Profesional Santo Tomás, de la ciudad de Valparaíso.



Con el tercero, contesta  un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al pago de beneficios a los codocentes que trabajan en los establecimientos municipalizados de la VIII Región.



Con el último, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la declaración de Santuario de la Naturaleza del Humedal de la Laguna de Cartagena. 



Del señor Ministro del Trabajo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, relativo a la pérdida de un beneficio previsional que afecta al señor Sergio Hernán Aguirre San Martín.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los tres primeros, da respuesta a igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos, respectivamente a la instalación de fibra óptica en la Ruta 7 que va desde Chaitén hacia el eje Coyhaique-Puerto Aysén y camino transversal a Puerto Cisne; a la reparación del edificio del MOP en Puerto Aysén, y a la instalación de defensas fluviales en el sector que indica de las riberas del Río Cisne.



Con el cuarto, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al Programa de Concesiones de Infraestructura Penitenciaria que indica.



Con el quinto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la situación de los caminos en la comuna de Paillaco, Región de Los Ríos.



Con el último, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo al Convenio de Programación suscrito para ejecutar un conjunto de obras viales en la comuna de Osorno y en otras rutas que señala.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al mal funcionamiento de las  soluciones sanitarias aplicadas en Puerto Gala, localidad de la XI Región.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a un conjunto de documentos, acuerdos y actas suscritos por el Estado de Chile, en relación con la eliminación de bandas de precio del trigo.



De la señora Ministra de Minería, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, sobre fortalecimiento de los poderes compradores de la Empresa Nacional de Minería (ENAMI), en la Región de Valparaíso.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, referido a la transferencia a la Unión Comunal del Consejo Consultivo de Salud de la comuna de Combarbalá, de un inmueble fiscal ubicado en calle Libertad de dicha ciudad.



Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a petición formulada por propietarios afectados por el sismo ocurrido en el Fiordo de Aysén.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual responde el acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Coloma, García, Larraín, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Romero, referido a las falencias que presentan las políticas públicas en materia de energía.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a un proyecto de soluciones sanitarias en la localidad de Puerto Gala, en la comuna de Cisnes.



Del señor Jefe de Gabinete de la Subsecretaría de Previsión Social, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a una petición formulada por la Asociación Comunal de Jubilados, Pensionados y Montepiadas, de Hualpén.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos subrogante, mediante la cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a las donaciones efectuadas por particulares y empresas a las entidades que indica.



Del señor Tesorero General de la República, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre procedimiento de reembolso por exportaciones que se aplica a la industria textil.



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a los planteamientos formulados por la Unión Comunal de Juntas de Vecinos Urbanas de la ciudad de Curacautín, provincia de Malleco, en relación con tarifas y subsidios al consumo de agua potable y servicio de alcantarillado.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor, por el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido al proyecto presentado por el Colegio de Profesores de Chile A.G, de la VIII Región.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a la creación de una nueva Prefectura en la ciudad de Quillota, y una Unidad Policial permanente en la comuna de Quintero.



De la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE), mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la ayuda que se entrega para favorecer la recuperación de los reclusos toxicómanos.



De la señora Intendenta de la Región del Biobío, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los proyectos que se han presentado para electrificar la Isla Santa María, en la comuna de Coronel.



Del señor Intendente de la Región de los Ríos, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre problemas habitacionales que afectan a los vecinos del sector La Dehesa, en la comuna de Valdivia.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Región de Los Ríos, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo a la reparación del Consultorio de Salud Primaria Gil de Castro, de la comuna de Valdivia.



Del señor Director del SERVIU de la IX Región, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a los desbordes del canal aledaño a la calle Chumay, en la comuna de Traiguén.



De la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de La Araucanía, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre reubicación de vertedero que indica.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Combarbalá, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, relativo a las labores de limpieza que es necesario efectuar en la localidad de “La Isla”, con posterioridad a la celebración de una festividad religiosa que se realiza en dicho lugar.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).



-- Queda para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Gómez, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2.128, de 1930, Reglamento Orgánico del Servicio de Registro Civil, con el fin de precisar el lugar en que se deben inscribir los nacimientos (Boletín N° 5.651-07).



Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de reforma constitucional que establece los acuerdos de cooperación con las iglesias y confesiones religiosas que indica (Boletín N° 5.652-07).



De los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Penal y la Ley de Control de Armas, con el fin de sancionar a los internos de un establecimiento penitenciario que fabriquen, proporcionen o porten armas que indican. (Boletín N° 5.653-07).



De los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Civil, con el fin de prohibir los castigos que indican, en contra de niños y adolescentes (Boletín N° 5.685-07).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Girardi, Ávila, Navarro y Ominami, con la que inician un proyecto de ley que establece delitos en contra del medio ambiente (Boletín N° 5.654-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Navarro y Ávila, mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional que impide otorgar en concesión  las sustancias radioactivas que señala (Boletín N° 5.655-08).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para establecer la obligatoriedad de contar con estacionamientos para embarazadas, en los recintos que indica (Boletín N° 5.656-15).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 



De los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, para regular la formación y afiliación a los sindicatos de trabajadores independientes de pescadores artesanales (Boletín N° 5.686-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Horvath, Espina, Gazmuri, Gómez, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que promueva un acuerdo humanitario en Colombia, con el fin de permitir la liberación de todos los secuestrados, incluyendo a doña Ingrid Betancourt (Boletín N° S 1.036-12).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Comunicación 



Del Honorable Senador señor Adolfo Zaldívar Larraín, mediante la cual informa que ha dejado de pertenecer al Comité Partido Demócrata Cristiano.



-- Se toma conocimiento.

_____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:


1) Considerar en la Tabla de la sesión ordinaria del martes 8 de enero en curso, todos aquellos proyectos de ley que se encuentren informados antes de ese día, dejando sin efecto la correspondiente Hora de Incidentes.


2) Citar a sesión especial para el día miércoles 9 de enero en curso, de 11:00 a 13:30 horas, con la finalidad de ocuparse del segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.742-13), continuando su tratamiento en la sesión ordinaria de ese mismo día, hasta su total despacho, dejando sin efecto la correspondiente Hora de Incidentes.


3) Citar a sesión especial para el día martes 15 de enero en curso, a las 18:30 horas, en sustitución de la Hora de Incidentes de la sesión ordinaria, para analizar la capacidad de respuesta del Estado ante catástrofes naturales.



4) Enviar a la Comisión de Hacienda, en trámite de primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022, y otros cuerpos legales, con el objeto de reforzar la judicatura laboral (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.316-07), luego de que sea informado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para incluir en el Orden del Día de esta sesión el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, correspondiente al Boletín Nº 4.975-14.



Así se acuerda.

- - -


A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, a sesionar mientras lo hace la Sala.


Así se acuerda.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mociones de los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis, Romero, Alvear, Larraín, Novoa, Vásquez, Muñoz Aburto y Sabag, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y otros cuerpos legales, en materias relativas a límites de velocidad, infracciones gravísimas y carreras ilegales, entre otras, con segundo informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y otros cuerpos legales, en materias relativas a límites de velocidad, infracciones gravísimas y carreras ilegales, entre otras, correspondiente a los Boletines Números 4.507-15, 5.088-15, 5.124-15 y 5.144-15, refundidos.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 


II.- Numerales del artículo único que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1, 3 y 4.


III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.


IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


V.- Indicaciones rechazadas: 1.


VI.- Indicaciones retiradas: no hay. 


VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.



El señor Secretario General agrega que, en consecuencia, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó en particular el proyecto en los mismos términos en que la Sala lo hizo en general.

- - -


En discusión en particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi.


Cerrado el debate y sometido a votación en particular el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:


1) Incorpórase el siguiente artículo 196 G, nuevo;


“Artículo 196 G.- Los que compitieren en velocidad conduciendo vehículos motorizados, o, rivalizaren en destreza u otras habilidades en la conducción vehicular, en forma individual o colectiva, por calles o caminos o en establecimientos de comercio, sin autorización del organismo competente, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conductor de doce a veinticuatro meses. A los organizadores y demás partícipes de la competencia, se les aplicará la misma pena corporal reducida en un grado.


En los casos de reiteración de esta acción dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, se impondrá la pena corporal aumentada en un grado.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso primero, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y una a cien unidades tributarias mensuales.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 201 bis, nuevo:


“Artículo 201 bis.- Los que excedieren la velocidad entre 41 y 50 kilómetros por hora, por sobre el límite máximo de velocidad establecido en los artículos 150 y 151, se les aplicará una multa de 3 a 6 unidades tributarias mensuales; los que excedieren la velocidad entre 51 y 60 kilómetros por hora, de 6 a 9 unidades tributarias mensuales y a los que la excedieren sobre los 61 kilómetros por hora, de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y uno a cien unidades tributarias mensuales.


La reincidencia de las conductas descritas dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, elevará al doble la multa que se aplique.”.


3) Agrégase la siguiente letra c) nueva, al artículo 208:


“c) En las infracciones previstas en el artículo 201 bis, se suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de seis meses a un año, si se hubieren o no, cometido daños o lesiones leves; de uno a dos años si se causaren lesiones menos graves o graves, y de dos a cuatro años, si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas. La reincidencia, elevará al doble el plazo de la suspensión de la licencia de conductor que se aplique, debiendo el tribunal decretar su cancelación cuando considere que la conducción del vehículo por parte del infractor importa peligro para el tránsito o para la seguridad pública, la que deberá fundarse en las anotaciones que registre en la hoja de vida del conductor o en fundamentos médicos debidamente comprobados.


Las medidas señaladas en el inciso precedente no podrán ser suspendidas ni aún cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. Sin embargo, cumplidos a lo menos cuatro años desde que se canceló la licencia de conductor, el tribunal podrá alzar esa medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.".


4) Agrégase al artículo 34 el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Los vehículos con los que se haya participado en las acciones descritas en el artículo 196 G y 201 bis, quedarán sujetos, por el solo ministerio de la ley, a la medida prejudicial precautoria de prohibición de celebrar actos y contratos, desde el momento de la denuncia policial, para asegurar el pago de la multa que se imponga y los daños y perjuicios que se causen. La autoridad policial, judicial o el Ministerio Público, deberán comunicar de inmediato dicha medida al Servicio de Registro Civil e Identificación, para que se anote en el Registro de Vehículos Motorizados.”.

_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares, con 

informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala precedentemente.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares, correspondiente al Boletín Nº 4.975-14.


Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado  y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo y Pérez Varela, en los mismos términos en que lo aprobó en su oportunidad la Honorable Cámara de Diputados.


El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el artículo 4º tiene el carácter de norma orgánica constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Pérez Varela.



A continuación, la Sala acuerda devolver el proyecto a la Comisión de Vivienda y Urbanismo para nuevo primer informe.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de América una protesta por la decisión de continuar la construcción de un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana y que respalde todas las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de la Naciones Unidas, con informe de la Comisión de 

Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica una protesta por su decisión de seguir construyendo un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana, y que respalde las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de Naciones Unidas, correspondiente al Boletín N° S 1.032-12.


Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores en su oficio de 11 de diciembre del año en curso deja constancia de que sería poco conveniente abordar un asunto de carácter bilateral entre esos dos Estados, lo que contrariaría un principio básico de la política exterior chilena, cual es la no intervención en los asuntos internos de otros Estados.
- - -


Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Gazmuri.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos favor, uno en contra y 6 abstenciones.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Escalona, Gazmuri, Girardi, Gómez, Flores, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag.


Vota en contra, el Honorable Senador señor Kuschel.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Chadwick, Coloma, Frei, García y Romero.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la historia de la humanidad nos demuestra que siempre han existido migraciones, motivadas por causas económicas, religiosas, políticas y militares, entre otras;

2. Que en las últimas décadas, por razones políticas y económicas, millones de latinoamericanos han emigrado en búsqueda de mejores expectativas de vida para ellos y sus familias;

3. Que uno de sus principales destinos ha sido los Estados Unidos de América, país que justamente se conformó en los siglos pasados mediante la inmigración;

4. Que, producto de esta situación, Estados Unidos unilateralmente inició en octubre de 1994, como parte de la denominada “Operación Guardián”, la construcción de un muro en su frontera con México. Esta decisión fue recientemente confirmada por la Resolución N° 6.061, aprobada por la Cámara de Representantes y el Senado de los Estados Unidos, y firmada por el Presidente señor George W. Bush, el 26 de octubre de 2007;

5. Que se tiene contemplado construir este muro a lo largo de 1.125 kilómetros, existiendo tramos ya edificados del mismo, en ciudades como Tijuana y San Diego, y en Estados como Arizona, Nuevo México y Texas;

6. Que la construcción del muro debe ser entendida no sólo como un agravio para los inmigrantes mexicanos, sino para los de toda América Latina, siendo, además, una ofensa para la humanidad, que en su conjunto celebró la caída del muro de Berlín, y

7. Que en pleno siglo XXI, cuando los países avanzan a pasos crecientes hacia la integración económica, política y cultural, como resultado del fenómeno de la globalización, la construcción de este muro en la frontera de los Estados Unidos y México, que afecta principalmente a personas de origen latino, sólo puede entenderse como una medida racista, que vulnera diversos convenios y tratados suscritos en materia de derechos humanos por la comunidad internacional.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia se sirva instruir al señor Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que, en representación del Senado de la República, adopte las siguientes medidas:


1) Transmita la enérgica protesta del Senado al Gobierno de los Estados Unidos de América, al Senado y a la Cámara de Representantes, por su reciente decisión de continuar la construcción de un muro en su frontera con México;


2) Solicite se suspendan las obras de construcción del muro, pues implican un agravio para todos los latinoamericanos, y 


3) Respalde las reclamaciones que las autoridades mexicanas o de otros países de América Central, realicen ante la Organización de las Naciones Unidas y sus organismos de derechos humanos.”.

______________

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual proponen que el Senado adhiera a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, destinada a capturar criminales nazis aún prófugos y, asimismo, que manifieste al Gobierno del Estado de Israel, su Parlamento y su Pueblo, las disculpas por no haber concedido hace 44 años la extradición del señor Walter Rauff, con informe de la 

Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual se propone que el Senado adhiera a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”, destinada a capturar criminales nazis aún prófugos y, asimismo, que manifieste al Gobierno del Estado de Israel, su Parlamento y su Pueblo, las disculpas por no haber concedido hace 44 años la extradición del señor Walter Rauff, correspondiente al Boletín N° S 1.033-12


Añade que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, por la mayoría de sus integrantes, acordó recomendar que se eliminara la referencia a la actuación de la Corte Suprema en lo relativo a Walter Rauff.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, con la adecuación propuesta por la Comisión informante precedentemente descrita, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el Centro de Estudios Simón Wiesenthal ha dado inicio a una campaña internacional denominada “Operación Última Oportunidad”, que, entre otros objetivos, pretende encontrar criminales nazis que aún puedan quedar escondidos en Chile y América Latina;

2. Que diversas informaciones han señalado que altos jerarcas y criminales nazis estuvieron y pueden aún estar refugiados en nuestro país;

3. Que, todavía, una parte importante de la verdad de lo que fue la ex Colonia Dignidad no ha sido descubierta, principalmente en lo relativo a la circunstancia de que este lugar fue un centro de refugio de criminales nazis, lo cual tarde o temprano quedará confirmado, ya que todas las acusaciones anteriores que se hacían a esta secta criminal (trabajo de esclavos, centro de exterminio durante el régimen militar y de adquisición de armas de fuego y explosivos de guerra, etcétera) se han ido comprobando por los tribunales de justicia, y

4. Que, como pueblo comprometido con la causa de los derechos humanos a nivel mundial, no podemos permanecer al margen de la referida campaña internacional.


El Senado acuerda:


1) Solicitar a Usía se sirva transmitir a Su Excelencia el señor Embajador de Israel la adhesión del Senado a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”.


2) Hacer un llamado a los chilenos en orden a entregar la información que puedan poseer para permitir la captura de criminales nazis, si éstos aún viven en nuestro país.”.

_____________

INCIDENTES


El señor Secretario General señala que los señores Senadores que se indican a continuación han solicitado se dirijan, en su nombres, los siguientes oficios:



- De los Honorables Senadores señores Bianchi y Zaldívar al señor Contralor General de la República, requiriendo información acerca de las condiciones del crédito solicitado por el Gobierno al Banco Estado para cubrir el déficit del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago.



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando la ejecución de las obras de reparación en los puentes Pichapinga y Molulco, ubicados en la Ruta 69d003, sector de Molulco, comuna de Melipeuco, IX Región.



2) A los señores General Director de Carabineros y Fiscal Jefe de la Fiscalía Local de Angol, requiriendo mayor presencia policial en la Villa Los Conquistadores de esa Comuna y la investigación por los delitos cometidos en ese sector por la banda “Los Capillas”, respectivamente.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Agricultura y a la señora Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, solicitando información sobre las medidas que se adoptarán para mitigar los efectos nocivos para la salud de los habitantes y animales en las zonas afectadas por la erupción del Volcán Llaima.



2) Al señor Subsecretario de Pesca, con el objeto de remitir el estudio efectuado por la Asociación de Armadores y Productores Pelágicos Artesanales de la VIII Región respecto de las propuestas de modificaciones a la Ley de Pesca y su Reglamento, en materia de reemplazos, para los efectos de que se sirva tenerlas en consideración al redactar los respectivos textos.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado. 

______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien efectúa diversas consideraciones en relación con el conflicto vinculado al reclamo de territorios por parte de comunidades mapuches y en cuanto a la aplicación, a su respecto, de la denominada “Ley Antiterrorista” y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros del Interior, de Relaciones Exteriores y de Justicia y a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, adjuntando copia de su intervención y para que por intermedio de los dos últimos Secretarios de Estado también se le haga llegar al señor Director de Gendarmería de Chile y a los señores consejeros nacionales del Consejo Nacional de Desarrollo Indígena.



Adhiere a esta petición, en su nombre, el Honorable Senador señor Ávila.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, con la adhesión del Honorable Senador señor Ávila, de conformidad al Reglamento del Senado.

________________



En el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ávila, quien rinde homenaje en memoria del señor Julio Martínez Pradanos con motivo de su fallecimiento y solicita dirigir oficio, en nombre del Comité de Senadores del Partido Radical Social Demócrata, a su Familia, a fin de transmitirle su pesar y solidaridad por su dolorosa partida.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere al subsidio estatal de agua potable para los sectores más desposeídos de la población y la situación que ha afectado, en esa materia, a la Tercera Región.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a la necesidad de traspasar diversas instalaciones de carácter turístico a la Corporación Municipal de Lota y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción sobre el particular.



Luego, el señor Senador se refiere a la licitación del proyecto de concesión denominado “Autopista Concepción-Cabrero” y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de darle a conocer su opinión acerca del referido proyecto.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, interviene el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere al incremento de la actividad económica en la XI Región  y a los desafíos asociados a ello, manifestando su inquietud por la falta de infraestructura y servicios públicos en la zona y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Interior y, por su intermedio, a la señora Intendenta de la XI Región y a la respectiva Agencia Regional de Desarrollo Productivo, solicitando información acerca de los trabajos y las instancias de participación que se desarrollarán para enfrentar dichos desafíos.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido por la Democracia e Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES EN MATERIA DE PLANIFICACIÓN URBANA

(5719-14)

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, perfeccionando y complementando su texto en materia de planificación urbana, a fin de modernizar y fortalecer las capacidades de los planes reguladores para el mejoramiento de nuestras ciudades.

ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA.

Agenda de ciudades y reforma urbana.

Esta propuesta de modificación a la Ley General de Urbanismo y Construcciones se inscribe en una agenda de reformas y nuevas políticas públicas orientadas a dotar a nuestras ciudades y sus comunas de mayores poderes, recursos e instrumentos de gestión urbana para responder a las demandas por mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.

Esta agenda de políticas urbanas ha sido denominada “Agenda de Ciudades” y constituye una aproximación integral de acciones en cuatro ámbitos: 

a.
Reforma Urbana, mediante modernizaciones al marco regulatorio de la planificación y desarrollo urbano; 

b.
Planificación urbana, integrada mediante planes reguladores y de inversión multisectorial en todas las ciudades;

c.
Mejoramiento urbano mediante la ampliación de programas de inversión en Espacios Públicos y Obras de Vialidad, y

d.
Recuperación de Barrios, por medio de un amplio y participativo proceso de mejoramiento de barrios vulnerables.

Esta “Agenda de Ciudades” se sustenta en la convicción que las ciudades durante el presente siglo serán el motor fundamental del desarrollo de Chile y su gente, ya que son una fuente inagotable de innovaciones y oportunidades. Por ello, deben ser cada día más atractivas, competitivas e integradas socialmente, reforzando el derecho de toda persona de acceder y participar de los beneficios y oportunidades del desarrollo.

Desde esta perspectiva, la “Agenda de Ciudades” ha buscado instalar en el país una visión del desarrollo urbano fundado en cuatro principios que den coherencia a las diversas políticas públicas urbanas:

Sustentabilidad urbana.
La sustentabilidad urbana es la capacidad de las ciudades de hacer sostenible en el tiempo la protección del medio ambiente, el crecimiento económico y la cohesión social.

Integración social.

La integración social es necesaria para reducir la segregación social urbana y las desigualdades de acceso de las comunidades a los beneficios del desarrollo urbano y económico de las ciudades.

Participación.

La participación es la necesidad de ampliar la transparencia de las decisiones públicas y de fortalecer el derecho de las personas a participar en la construcción del lugar que habita, y

Descentralización.

La descentralización acerca el gobierno de la ciudad a la gente y transformando a las comunidades locales en los núcleos base de la organización de las ciudades.

Reforma Urbana de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

Para responder a estos desafíos, se ha vuelto evidente en las últimas décadas que frente a los nuevos escenarios de alto dinamismo del sector privado, creciente descentralización y mayores demandas por participación ciudadana, la calidad de nuestra regulación del desarrollo urbano juega un rol central en dar forma a las ciudades que queremos y en facilitar los acuerdos y procesos de construcción y urbanización.

Para avanzar en la materia, se ha planteado innovar mediante proyectos de ley en tres materias claves, siendo el primer proyecto de ley el que sometemos a consideración en este mensaje:

a.
El proyecto de ley sobre Planificación Urbana, referido a modernizar y complementar los actuales instrumentos de planificación urbana.

b.
El proyecto de ley sobre Integración Social, reforma de ley que forma parte de un conjunto de medidas destinadas a fortalecer el acceso de los más vulnerables al suelo urbano en las ciudades, y

c.
El proyecto de ley sobre Impactos del Desarrollo Urbano, que incorpora a la legislación urbana formas de mitigar los impactos del desarrollo urbano sobre las infraestructuras urbanas y espacios públicos. 

Estas tres iniciativas son necesarias para dotarnos de los instrumentos necesarios para impulsar la creación de ciudades sustentables, integradas y competitivas, siendo la primera de ellas la que presentamos a consideración del Honorable Congreso Nacional.
FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

El artículo 3° de la Constitución indica que los órganos del Estado promoverán el desarrollo equitativo y solidario entre las provincias y comunas del territorio nacional. Este precepto sienta las bases esenciales de la facultad del Estado para impulsar el desarrollo de las ciudades y respaldan una larga y fructífera tradición de ocho décadas de planificación urbana en Chile. 

No obstante los logros alcanzados, el marco fundamental de la regulación del desarrollo urbano, contenido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, no ha tenido modernizaciones significativas en los últimos cuarenta años, mostrando progresivamente debilidades para resolver en forma eficiente y participativa las nuevas tendencias y demandas de desarrollo de las ciudades chilenas. Una de las razones que explica lo anterior es la complejidad propia de la regulación urbana, en la que confluyen intereses diversos y, al mismo tiempo, competencias públicas dispersas, en un marco legal no siempre bien coordinado, complejidad que, como es sabido, no ha permitido la materialización de iniciativas de ley anteriores sobre la misma materia.

Sobre estas consideraciones, el presente proyecto de ley busca fortalecer los actuales mecanismos y facultades descentralizadas de planificación urbana, incorporando modificaciones al D.F.L. Nº 458 de 1975, “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, de manera de dotar a las ciudades y sus comunidades de mejores instrumentos, que complementen las actuales facultades de planificación urbana. Con ello se busca reforzar las capacidades públicas y fomentar la participación de la comunidad en la construcción de áreas urbanas más integradas y sustentables, mejor diseñadas y con mayores estándares de calidad y diversidad urbana.

Nuevo contexto urbano.

Desde la promulgación, en 1931, del Decreto con Fuerza de Ley Nº 345, primera “Ley de Construcción y Urbanización”, y su más reciente adaptación en 1975, mediante el Decreto con Fuerza de Ley Nº 458, que le da forma al actual texto de la “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, nuestras ciudades, comunas y barrios han experimentado grandes cambios, tanto en su desarrollo territorial, como en las formas de gobierno y demandas de la gente. 

El presente proyecto de ley surge de la necesidad dar respuestas eficientes al nuevo contexto de desarrollo urbano y sus proyecciones, el que puede ser resumido en los siguientes aspectos: 

a.
El sostenido aumento de la población urbana, la cual creció sobre el 17% en la última década, sumado a que hoy más de un 87% de los chilenos habita en ciudades, registrándose un crecimiento aún mayor en las capitales regionales y en las comunas de las periferias de las áreas metropolitanas.

b.
La creciente descentralización político-administrativa en la gestión urbana. Tan sólo en los últimos cinco años, la gran mayoría de los municipios del país ha iniciado la actualización de sus planes reguladores, colocando las demandas urbanas al centro de los debates locales.

c.
El crecimiento sostenido de la construcción inmobiliaria e infraestructuras en el territorio. Desde 1990 a la fecha los metros cuadrados construidos por año han aumentado en más del 130%. Esta tendencia se mantendrá en el largo plazo debido al crecimiento demográfico, a la atomización de las familias y, especialmente, al sostenido crecimiento del producto interno bruto y los ingresos, lo que llevará a triplicar la cantidad anual de construcciones en las ciudades hacia el año 2030.

d.
La creciente demanda de las personas por mayor participación y transparencia en las decisiones que afecten a sus barrios. Este fenómeno propio del desarrollo del país se acrecentará, obligando a formas cada día más perfeccionadas de información y participación.

e.
La preocupante concentración territorial de los sectores sociales más vulnerables y el deterioro urbano de aquellas zonas interiores donde se localizan, ha hecho de la segregación social urbana, además de constituir un imperativo ético que como tal es necesario subsanar, genera una tendencia que pone en entredicho la convivencia en las principales ciudades del país.

f.
El fuerte aumento en las áreas rurales de construcciones complementarias al desarrollo de los sectores productivos, exportadores y asociados al turismo, y 

g.
La incorporación sostenida de nuevas áreas urbanizadas a las ciudades, con una tasa de 29% de expansión de la urbanización existente en la última década. La tendencia indica claramente que esta demanda urbana se mantendrá e incrementará.

Este es parte del escenario al cual debemos responder, posibilitando un desarrollo urbano más sustentable, que mejore la calidad de vida de los ciudadanos, objetivo que debe ser una responsabilidad tanto pública como privada. Eso obliga a introducir reformas que mejoren la profundidad y efectividad de nuestros actuales instrumentos de planificación urbana, mejorando su capacidad para responder a las presentes y futuras necesidades sociales, económicas y ambientales, ya que son aquellos la principal herramienta con que cuenta nuestra legislación para garantizar el uso racional del suelo urbano y una óptima coordinación entre las distintas intervenciones privadas y públicas sobre el territorio. 

Marco vigente de la planificación urbana nacional.

Luego de décadas de prácticas urbanísticas, todas las legislaciones y políticas urbanas del mundo han comprendido la necesidad de reforzar el marco normativo en que se desarrollan las ciudades contemporáneas, generando más y mejores herramientas de planificación, y también de gestión urbana, desechando la prescripción por ley de soluciones urbanísticas o modelos de desarrollo urbano impuestos y no surgidos en forma descentralizada y participativa de los desafíos de cada ciudad y barrio. De esta forma, nuestra legislación ha optado explícitamente por delegar a las propias autoridades y la comunidad las definiciones sobre las formas de desarrollo deseadas según las especificidades propias de cada tiempo y ciudad.

Desde esta perspectiva, el marco legal vigente, en el artículo 27º de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, ha definido a la planificación urbana como el proceso necesario para orientar y regular el desarrollo de los centros urbanos en función las políticas nacionales, regionales y comunales de desarrollo socio-económico.

Reforzando este enfoque descentralizado, tanto la Ley General de Urbanismo y Construcciones, como las modificaciones realizadas durante la última década a las leyes orgánicas constitucionales de municipalidades o sobre gobierno y administración regional, ha permitido a las regiones y comunas normar sus territorios a fin de armonizar y hacer sustentables en el tiempo los procesos de crecimiento y transformación urbana. 

Para implementar este proceso, la citada ley general ha definido tres niveles de planificación urbana, la regional, la intercomunal y la comunal, para las cuales ha dispuesto los correspondientes instrumentos:

El Plan Regional de Desarrollo Urbano 

Este es un instrumento sin facultades imperativas, pues es de carácter “orientador” de la acción del Estado en el desarrollo de los centros urbanos de las regiones.

El Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano.

Este es un instrumento normativo destinado a “regular” el desarrollo urbano de diversas comunas que, por sus relaciones, se integran en una unidad urbana. Este instrumento tiene facultades para regular el uso del suelo, mediante la fijación de los límites urbanos, trazados de vialidad intercomunal, áreas verdes intercomunales, densidades y zonificación general.

El Plan Regulador Comunal.

Este es un instrumento destinado a promover “el desarrollo armónico del territorio comunal”, para lo cual la ley le ha dotado de las mayores atribuciones regulatorias urbanas, pudiendo establecer en detalle no sólo normas de uso del suelo o zonificación, sino que normas de subdivisión predial y de edificación, así como densidades habitacionales, trazados viales y protección de inmuebles o zonas que por su especial naturaleza y ubicación no sean edificables.

Limitaciones de los actuales instrumentos de planificación urbana.

No obstante, la aplicación de planes reguladores por décadas en Chile, dando orden al desarrollo de nuestras áreas urbanas, el mayor dinamismo registrado por nuestras ciudades y territorios ha dejado de manifiesto muchas insuficiencias de estos planes, toda vez que, cuando estos instrumentos no son ajustados a tiempo o la planificación no va acompañada de las inversiones necesarias, se han generado fuertes impedimentos u obstáculos al desarrollo local, generando efectos negativos para la calidad de vida de los ciudadanos. 

Entre las debilidades hoy reconocidas de los Planes Reguladores, se pueden considerar las siguientes:

a.
Suelen ser estáticos, ya que las normas no pueden responder de manera oportuna a las distintas necesidades urbanas a lo largo del tiempo, siendo sus posibilidades de ajustes y actualizaciones demasiado lentas y complejas.

b.
Pueden excluir usos o tipos de viviendas, por los más variados motivos, muchas veces generando segregación social y zonas urbanas desprovistas de servicios y equipamiento.

c.
No tienen facultades suficientes para enfrentar las externalidades negativas del desarrollo urbano, con normas que solo limitan el desarrollo de las construcciones y actividades, sin mecanismos de mitigación o compensación.

d.
No obligan de manera efectiva a que se manifieste la opinión de la comunidad en su formulación, ya que la ley no define formas de participación ciudadana en una etapa temprana de elaboración de los planes, que corresponde a aquella en que se fijan los principios orientadores de mayor relevancia.

e.
No tienen facultades para administrar alternativas de desarrollo entre distintas zonas y predios, generando ineficiencias o capacidades subutilizadas en materia de derechos urbanísticos entre predios e inmuebles.

f.
Tienen limitaciones para fomentar o guiar el desarrollo de proyectos urbanísticos de calidad, que signifiquen aportes al espacio público, sólo pueden ordenar y orientar las obras de edificación y urbanización, pero no establecer condiciones de diseño aplicables a los proyectos y al espacio público asociado. 

OBJETIVOS DEL PROYECTO.

Conforme a dichas necesidades manifiestas de los actuales instrumentos de planificación urbana, a las posibilidades reales de mejoramiento de nuestras ciudades y de modernización de la gestión urbana, los principales objetivos del proyecto de ley que someto a vuestra consideración, son:

1.
Incrementar la participación en la planificación urbana, incorporando a la ciudadanía en los procesos tempranos de elaboración de las decisiones de ordenamiento urbano.

2.
Ampliar las capacidades de los planes para concertar y coordinar en el territorio la inversión urbana pública y privada.

3.
Generar herramientas de diseño y gestión de las Municipalidades sobre el espacio público, posibilitando la creación de sectores o lugares de calidad urbanística.

4.
Facilitar los procesos de actualización y ajustes técnicos de la planificación del suelo urbano, para hacer más eficiente su aplicación y responder oportunamente a las demandas de las ciudades y barrios.

5.
Incorporar mecanismos de compensación urbana que aporten flexibilidad a la planificación urbana, permitan compartir los beneficios del desarrollo urbano y promuevan un mejoramiento progresivo de la calidad de los bienes públicos. 

6.
Fortalecer las capacidades locales para la recuperación de barrios, la integración social y la generación de obras de mejoramiento urbano en sectores deteriorados.

7.
Racionalizar los derechos de construcción en suelo rural, generando certidumbre y normas claras para todo el territorio. 

contenidos DEL PROYECTO.

El proyecto de ley que vengo en proponer a ese H. Congreso Nacional, parte de la premisa que la actual “Ley General de Urbanismo y Construcciones”, sigue siendo un adecuado marco ordenador de las facultades, instrumentos y exigencias referentes a la planificación urbana, urbanización y edificación; pero pasadas tres décadas de su promulgación, se requiere introducir modernizaciones a su texto y nuevas herramientas que amplíen y fortalezcan las actuales capacidades de planificación urbana. 

Las principales modernizaciones incorporadas a los actuales instrumentos de planificación urbana en este proyecto de ley se concentran en seis áreas:

1.
Participación ciudadana en la formulación de los planes.

2.
Mecanismos de diseño urbano y actualización oportuna de los planes reguladores. 

3.
Incorporación de condicionamientos al desarrollo urbano.

4.
Mecanismos de compensación y distribución equitativa de derechos de construcción.

5.
Planes de Recuperación de Barrios y sectores.

6.
Normas generales de construcción en el suelo rural.

De la Participación Ciudadana en la Planificación Urbana.
Aunque la “Ley General de Urbanismo y Construcciones” obliga desde el año 2001 a “infor​mar a los vecinos” a través de “audiencias públicas” al momento de someter a aprobación un plan regulador, existe un amplio consenso que la falta de formas de participación en el proceso temprano de elaboración de un plan es una de las principales causas de planes reguladores fallidos o incapaces de compatibilizar adecuadamente las demandas, de la comunidad local, por una parte, y de la ciudad en su conjunto, por otro. 

De ahí que el proyecto de ley propone mecanismos que faciliten la participación de la ciudadanía en la etapa de elaboración de todos los instrumentos de planificación urbana. Estos mecanismos son: 

Acceso a la información.

En primer lugar, se obliga a todos los organismos del Estado y las empresas de servicios públicos a proporcionar la información necesaria para la planificación urbana, aspecto que parece obvio pero que hoy no existe. Asimismo, todo ciudadano tendrá acceso libre a los antecedentes que conformen un proyecto de plan regulador, desde su inicio, durante el trámite de aprobación y una vez aprobado.

Anticipación de la participación a la etapa de elaboración de un plan. 

En segundo lugar, se incorpora a la ciudadanía y organismos públicos a los proceso de elaboración de los instrumentos de planificación urbana, cualquiera sea el nivel. 

Hoy la participación se reduce a instancias informativas en las etapas de aprobación y sólo para los Planes Reguladores Comunales. Esta nueva etapa del proceso de planificación urbana se materializará en un nuevo instrumento denominado “Esquema Director”, el cual definirá la “imagen objetivo” del desarrollo futuro de la comuna, intercomunal o ciudad. Entre otros aspectos, permitirá la discusión sobre los principios básicos a implementar, en términos asequibles e incluso didácticos para la ciudadanía.

Por su carácter general y estable en el tiempo, el “Esquema Director” constituirá la base para fomentar los consensos sobre la visión general de desarrollo urbano, sobre la cual se elaborarán luego las normas técnicas específicas aplicables al suelo y las posteriores actualizaciones de cada plan regulador.

Esta imagen objetivo y el conjunto de principios establecidos por el “Esquema Director”, deberán ser luego recogidos por el plan regulador respectivo mediante normas que luego serán aprobadas conforme a los procesos descentralizados hoy existentes.
De los mecanismos de actualización y diseño de la Planificación Urbana 

El proyecto de ley perfecciona los procesos de actualización y planificación a escala de barrios y sectores en los Planes Reguladores Intercomunales y Comunales. Para ello, se crean instrumentos menores para la planificación de áreas o lugares específicos o para ajustes que faciliten o aclaren la aplicación de las normas, a través de los siguientes mecanismos:

Modificación de un plan regulador.

Primeramente, el proyecto de ley establece que el procedimiento para la modificación de un instrumento de planificación urbana se sujetará al mismo procedimiento definido para la formulación del plan regulador respectivo, si se modifican aspectos de la imagen objetivo definido en el respectivo “Esquema Director”.
Planos Seccionales.

Enseguida, respecto  de  los  planos seccionales, cabe señalar:

Facilitación de actualización de planes reguladores.


Se crea un mecanismo de modificación simplificado, dirigido a sectores o a materias que no alteren la imagen objetivo definida en el Esquema Director de cada instrumento, sea este un Plan Regulador Intercomunal o Comunal. 

Asociatividad municipal.


Bajo este nuevo mecanismo se faculta, además, a que dos o más Municipalidades afectas a relaciones intercomunales, puedan elaborar un Plano Seccional conforme a los contenidos y procedimientos de aprobación señalados en el proyecto de ley, ello previa autorización del Intendente Regional respectivo.

Diseño Urbano.


Con el fin de ampliar las facultades para normar el diseño y la imagen entre las distintas edificaciones en sectores de interés y valor comunal, se permite establecer mediante Plano Seccional, normas de diseño para las edificaciones y/o para el espacio público que enfrentan, facilitando los procesos de coordinación entre propietarios y proyectos, permitiendo a las Municipalidades potenciar lugares o sectores con calidad urbanística. Con esta herramienta se generará un importante incentivo para la creación de barrios con identidad propia y proyectos de mejoramiento del espacio público.

Enmiendas.

Por otra parte, se introduce un procedimiento simplificado de ajustes menores a un Plan Regulador Intercomunal y Comunal, llamado “Enmiendas”, mediante las cuales es posible: 

i.
Refundir y sistematizar documentos de los Planes Reguladores Intercomunales y Comunales incorporándoles las modificaciones aprobadas con anterioridad.

ii.
Efectuar adecuaciones o ajustes a dichos instrumentos cuando hubieren resultado afectados por modificaciones a disposiciones de esta Ley o de la Ordenanza General.

iii.
Efectuar ajustes o correcciones menores a las condiciones de usos de suelo, edificación o urbanización, dentro de los márgenes que establezca la Ordenanza General. 

Planos de Detalle.

Finalmente, para fijar con exactitud las características físicas de los espacios públicos, así como las delimitaciones precisas de las distintas áreas y zonas establecidas en los instrumentos de planificación urbana, evitando con ello la existencia de interpretaciones caso a caso, se crean los Planos de Detalle. 

De los mecanismos de Desarrollo Urbano Condicionado.

En tercer lugar, el proyecto incorpora en forma explicita a la ley la definición que la planificación urbana del suelo puede ser realizada mediante normas de zonificación, donde las normas urbanas pueden ser asignadas a zonas contenidas en ellas, o por condiciones, donde los planes no le establecen obligaciones a los predios sino que a los proyectos según el tipo o destino de uso que ellos dispongan. Estas dos modalidades de planificación urbana pueden ser combinadas o usarse en forma exclusiva. 

Conforme a estas definiciones, el proyecto de ley incorpora el mecanismo de “Desarrollo Urbano Condicionado”, modalidad de tipo flexible orientada a promover el crecimiento urbano mediante el cumplimiento de estándares de diseño urbano, integración social u obras de mitigación ambiental y urbanística. Este mecanismo se crea con la finalidad de resolver algunos impactos negativos del desarrollo urbano, permitir compartir con la comunidad los beneficios de los proyectos mediante compensaciones en obras o equipamientos de uso público y otorgar mayor flexibilidad a los planes reguladores para acoger el crecimiento urbano.

El mecanismo propuesto permite establecer en un Plan Regulador o Plano Seccional, por iniciativa propia o a petición de terceros, zonas de desarrollo condicionado en las que los proyectos que se presenten podrán acceder a determinadas normas urbanísticas, definidas explícitamente por el plan, en tanto cumplan con un conjunto de obligaciones y mitigaciones urbanas establecidas previamente para el sector, dentro de los marcos establecidos por la ley.

Con esta nueva herramienta, las ciudades y comunas podrán garantizar niveles de desarrollo urbano sustentables en el tiempo, posibilitando acoger siempre nuevas demandas y mayores niveles de desarrollo, en la medida que los proyectos compensen a la comunidad con de obras de beneficio público que aseguren calidad urbana.

De los mecanismos de compensación y distribución de derechos de construcción.

En cuarto lugar, uno de los efectos de la regulación del suelo mediante la zonificación y normas aplicables por predio o inmueble, es la potencial desigual distribución de beneficios o gravámenes normativos entre sectores y predios. 

Aunque la planificación urbana requiere establecer estas diferencias en el desarrollo permitido entre zonas o predios, con el fin reducir impactos urbanos y armonizar el desarrollo, en algunos casos este aspecto puede generar desincentivos a la protección de ciertas zonas, dificultar la debida armonía en la construcción sobre un determinado barrio o impedir una mejor distribución de la construcción en un sector.

Por ello, la planificación urbana, entre sus principios, debe buscar formulas para una distribución más equitativa de los derechos urbanos, requiriendo a los predios beneficiados con mayores niveles de construcción compensar por los costos asociados a la preservación o protección de zonas o predios que benefician a toda la comunidad.

De ahí que el proyecto de ley proponga incorporar a la legislación chilena la figura de la “Transferencia de Derechos de Construcción” y los “Contratos de Asociación”, mecanismos ampliamente usados en muchos países para resolver el dilema planteado, mediante el cual los predios o inmuebles que se desea proteger en un plan son compensados con la facultad de transferir normas de construcción a otros predios con potencial de desarrollo.

Para la implementación de dicho mecanismo, el proyecto de ley crea dos formas de aplicación:

Derechos de Construcción Transables.


Los derechos de construcción transables están destinados a predios e inmuebles a los cuales el Plan Regulador les ha establecido algún gravamen, como áreas verdes, terrenos que se encuentren legalmente protegidos, inmuebles declarados de conservación histórica, monumentos nacionales, o áreas afectas a utilidad pública de cualquier tipo.


En estos casos, al predio gravado o áreas de emisión se le asignan normas urbanísticas, ya sea especiales o similares al de zonas inmediatamente colindantes con él, pudiendo éstas normas ser transferidas a proyectos susceptibles de desarrollarse en zonas para las cuales el Plan Regulador Comunal admite un mayor nivel de desarrollo urbano, denominadas áreas de recepción. Asimismo, la ley establece la forma de valorización y traspaso de estos derechos.

Contratos de Asociación.


Los contratos de asociación son un mecanismo de transferencia de derechos de construcción aplicable sólo entre predios colindantes, orientado posibilitar la mejor distribución de la edificación en un determinado sector, de forma de crear sectores urbanos mejor diseñados entre diversos propietarios, sin tener que recurrir a la fusión de predios y creación de megaproyectos urbanos, evitando a la vez la tendencia de generar inmuebles aislados entre proyectos inmobiliarios, que quedan sin uso u afectados negativamente.

De las normas sobre subdivisión y construcción en el área rural.

En quinto lugar, la modernización de la planificación urbana planteada en este proyecto de ley, implica necesariamente la limitación de las actuales facultades discrecionales de aprobación de proyectos urbanos y subdivisiones al margen de todo plan y de sus procesos de participación ciudadana, en particular en relación al uso del suelo rural.

En el presente proyecto de ley se propone limitar definitivamente la urbanización fuera de los límites urbanos, definiendo con claridad los usos y tipos de construcciones compatibles con el suelo rural. Se busca con ello generar mayor certeza a los procesos de construcción y subdivisión propios de las áreas rurales.

Sobre la subdivisión en área rural.


Para terminar con la suburbanización rural al margen de la planificación, se propone modificar parcialmente el Decreto Ley N° 3.516, de 1980, sobre predios rústicos, comúnmente llamadas “parcelas de agrado”, reemplazándolo por nuevas disposiciones de subdivisión rural según los casos que se establecen en el proyecto de ley. 


En tal sentido, se establece una subdivisión mínima de 2 hectáreas, debiendo estas ser certificadas por el Servicio Agrícola y Ganadero respectivo, estableciendo algunas excepciones básicas.

Sobre la edificación en área rural.

El proyecto de ley establece, a su vez, disposiciones aplicables a las edificaciones que son necesarias para satisfacer las necesidades de los sectores rurales, señalando que éstas deben cumplir con los requisitos de urbanización que establezca la Ordenanza General y estableciendo superficies máximas que pueden destinarse a fines habitacionales, vinculadas a satisfacer las necesidades habitacionales de los propietarios de los predios y las de sus trabajadores, así como las destinadas a subsidios habitacionales en área rural.

Sobre las autorizaciones en área rural.


Eliminadas las facultades discrecionales, y con el sólo objeto de cautelar el cumplimiento de estas normas, se establece como requisito un informe previo favorable del Secretario Regional Ministerial de Agricultura, para autorizar las edificaciones que no correspondan a la explotación con fines propios rurales del predio y del Servicio Agrícola y Ganadero para certificar toda subdivisión rural, con excepción de las que efectúe el Servicio Agrícola Ganadero para asignar tierras provenientes del proceso de reforma agraria.

De la división y urbanización del suelo.

De forma de perfeccionar los procesos de división y urbanización del suelo urbano, la materialización de las necesarias obras de urbanización y el acceso de todo lote resultante a un espacio de uso público, se establecen por ley los distintos casos de división y urbanización del suelo, distinguiendo aquellos en que el propietario del predio que se subdivide se encuentra obligado a ceder y ejecutar obras de urbanización al interior de su predio y en cuales no resulta atendible dicha obligación por corresponder a espacios públicos en su calidad de bienes nacionales de uso público que se encuentran fuera del predio que se divide. En este último caso la ejecución de obras de urbanización corresponden al Estado.

De esta forma el proyecto de ley distingue cuatro formas de subdivisión u urbanización del suelo:

a.
Subdivisión de terrenos, en las que no se requerirá la ejecución de obras de urbanización;

b.
División de terrenos afectos a utilidad pública, condicionados sólo a la ejecución de las obras de urbanización que correspondan al área afecta;

c.
Loteos de terrenos, condicionados a la ejecución de obras de urbanización y a las cesiones de terreno contempladas en el artículo 70 de esta ley;

d.
Urbanización de terrenos existentes, cuyas obras de urbanización no fueron realizadas oportunamente. 

De la Recuperación de Barrios.

Finalmente, dada las progresivas tendencias de deterioro urbano en múltiples ciudades y la concentración territorial de los sectores sociales más vulnerables, ha surgido la necesidad de fortalecer no sólo las capacidades de planificación del suelo urbano, sino que de contar con instrumentos públicos que permitan y faciliten la intervención del Estado en la recuperación de las zonas interiores más degradadas de las ciudades.

Por ello, el proyecto de ley busca perfeccionar las actuales facultades municipales y regionales de saneamiento de las zonas o poblaciones deterioradas o insalubres contenidas en el artículo 79°, permitiéndoles declarar de utilidad pública e intervenir inmuebles urbanos y conjuntos de viviendas económicas o parte de éstos, cuando por sus condiciones de deterioro sea necesaria la formulación de proyectos integrales de regeneración y recuperación urbana, permitiendo la integración a la ciudad y sus comunidades.

palabras finales.

De esta manera, el presente proyecto de ley que vengo en proponer busca modernizar sustantivamente nuestros instrumentos de planificación y regulación urbana, generando un nuevo marco para la participación ciudadana y la concertación de actores en la ciudad, fortaleciendo la descentralización y las capacidades de generación de ciudades más integradas y sustentables en el tiempo.

En mérito de lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO PRIMERO.-
Modifícase el D.F.L. Nº 458 de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en la siguiente forma:


1)
Modifícase en el artículo 15, 20 y 21 la locución “instrumentos de planificación territorial” por “instrumentos de planificación urbana”.


2)
Sustitúyese el epígrafe del CAPÍTULO I del TITULO II, por el siguiente “Reglas Generales”.


3)
Incorpórase en el Capítulo I del Título II, los siguientes artículos 27 bis, 27 bis A, nuevos:




“Artículo 27 bis.- 
Los instrumentos de planificación urbana establecerán las normas para el uso y ocupación del suelo urbano, mediante las siguientes modalidades susceptibles de ser combinadas: 




a)
Por zonificación, cuando se establezcan normas urbanísticas aplicables a territorios delimitados geográficamente.




b)
Por condiciones, cuando la localización de ciertos destinos y/o usos de suelo dependan del cumplimiento de los requisitos urbanísticos que establezca el respectivo instrumento, conforme a su ámbito de acción.




Artículo 27 bis A.- 
Para efectos de esta ley, el territorio se compone de dos áreas: área urbana y área rural.




Se entenderá por área urbana aquella contenida al interior de un límite urbano, destinada a acoger a los asentamientos humanos y a las actividades urbanas, dentro de la cual se podrán establecer áreas urbanizadas y urbanizables o de extensión urbana.




Se entenderá por área rural aquella situada fuera de los límites urbanos.”.


4)
Agrégase, a continuación del actual artículo 28, los siguientes artículos 28 bis, 28 bis A, 28 bis B y 28 bis C, nuevos:




“Artículo 28 bis.- 
Los organismos del Estado y las empresas de servicios públicos deberán proporcionar, a requerimiento de los órganos responsables de los distintos niveles de planificación urbana, la información que de acuerdo a sus funciones resulte necesaria para lograr una adecuada coordinación en la elaboración y actualización de los instrumentos de planificación urbana. 




Artículo 28 bis A.- El proceso de elaboración de un instrumento de planificación urbana deberá ser participativo e incluir a la opinión de los vecinos y los principales actores del territorio planificado. 




Esta etapa de participación deberá considerar la elaboración de un documento que se denominará Esquema Director del respectivo instrumento de planificación urbana. 




Dicho Esquema Director deberá definir los objetivos generales sobre el desarrollo urbano y los principales elementos de estructuración física del territorio a planificar.




El Esquema Director estará compuesto de un plano que grafique la imagen objetivo de las zonas o sectores del plan y un documento que sintetice los objetivos generales y principales elementos y la alternativa de estructuración del territorio a planificar por el instrumento de planificación urbana respectivo.




El procedimiento para la elaboración y aprobación del Esquema Director será reglamentado en la Ordenanza General y se regirá por lo siguiente:




a)
Se deberá convocar a lo menos a una audiencia previa de participación destinada a presentar y evaluar la imagen objetivo y los principales elementos y alternativas de estructuración del territorio a planificar. Con posterioridad a esta audiencia, los interesados dispondrán de un plazo de 15 días para plantear sus observaciones.




b)
Con lo anterior, la Secretaría Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la municipalidad, según corresponda, dispondrá de un plazo de 60 días para elaborar el Esquema Director, de conformidad a los contenidos que se establecen en este artículo. Vencido dicho plazo, la Secretaría Ministerial de Vivienda y Urbanismo o la municipalidad, según corresponda, expondrá el Esquema Director en una nueva audiencia de participación, en un plazo de 15 días contados desde el vencimiento del plazo anterior.




c)
En el caso de Planes Reguladores Comunales, cumplidos los trámites anteriores se deberá presentar al Concejo Municipal para su aprobación, el que tendrá un plazo máximo de 45 días para pronunciarse.




d)
En el caso de Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos, cumplidos los trámites señalados en la letra a) y b), se deberá consultar a los organismos públicos relacionados con las materias que trate el plan. Dichos organismos tendrán un plazo máximo de 45 días para pronunciarse. 




Lo anterior, sin perjuicio de otras formas de participación que puedan establecer otras leyes especiales.




Con todo, cumplidas las etapas anteriores, se dispondrá del plazo máximo de un año para realizar el proyecto del instrumento de planificación urbana correspondiente.




Artículo 28 bis B.- Los instrumentos de planificación urbana deberán contener los estudios técnicos que fundamenten las decisiones de planificación, de conformidad a lo que establezca la Ordenanza General. 




Dichos estudios deberán ser informados por los organismos competentes, de conformidad a los contenidos que establezca la metodología conforme a la cual se deberán elaborar y evaluar. Dicha metodología será aprobada, mediante resolución conjunta, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y el organismo con competencia en la materia.




Artículo 28 bis C.- El proceso de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación urbana y sus modificaciones, se realizará en la forma prevista en esta ley.




Los actos administrativos que promulguen la aprobación o modificación de un instrumento de planificación urbana deberán publicarse en el Diario Oficial junto con la respectiva Ordenanza. 




Dichos actos, su Memoria, Esquema Director, Ordenanza y Planos, se archivarán en la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en el Gobierno Regional y en las municipalidades correspondientes.




Todos los antecedentes que conformen un proyecto de instrumento de planificación urbana se deberán mantener a disposición de cualquier interesado, tanto durante el trámite de aprobación como una vez aprobado, de conformidad a lo establecido en la Ordenanza General.“.


5)
Elimínase en la letra b) del artículo 42, la siguiente locución y la coma que la precede “estudio que requerirá consulta previa al Servicio Sanitario correspondiente de la Región”.


6)
Reemplázase el artículo 37, por el siguiente:




“Artículo 37.- Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por el Consejo Regional y promulgados por resolución del Intendente.”.


7)
Sustitúyese el artículo 43, por el siguiente:




“Artículo 43.- El procedimiento para la elaboración y aprobación de los planes reguladores comunales será reglamentado por la Ordenanza General, y deberá considerar las siguientes etapas:




1)
Etapa de elaboración:





a)
Formulación del Esquema Director.





b)
Consulta al Consejo Económico y Social Comunal.





c)
Formulación del Proyecto de Plan Regulador: comprende la elaboración de la Memoria, Ordenanza y Planos.




2)
Etapa de Aprobación:





a)
Autorización del Concejo Municipal para la exposición del proyecto.





b)
Exposición del proyecto a la comunidad por un plazo de 30 días, para recibir sus observaciones escritas en un plazo de 30 días contado desde el vencimiento del plazo anterior.





c)
Aprobación de los organismos del Estado con competencia ambiental, a través de la Comisión Regional del Medio Ambiente, de conformidad a la ley 19.300.





d)
Presentación del proyecto por parte del Alcalde al Concejo Municipal, para su aprobación, junto con las observaciones formuladas en la oportunidad señalada en la letra b) precedente. El Concejo deberá pronunciarse sobre el proyecto en un plazo de 30 días, analizando las observaciones recibidas y adoptando acuerdos sobre cada una de las materias impugnadas. 





En el caso de aprobarse modificaciones derivadas de las observaciones recibidas, deberá cautelarse que éstas no impliquen nuevas declaratorias de utilidad pública, ni cambios de la densidad máxima y coeficiente de constructibilidad determinada en el proyecto de plan regulador para la zona respectiva que hubieren resultado desconocidas por la comunidad. En caso de verificarse los supuestos enunciados precedentemente deberá retraerse el proceso a la letra b), del numeral 2), de este artículo.





e)
Aprobado el proyecto por el Concejo Municipal, se remitirá el proyecto junto con sus respectivos antecedentes a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, para su revisión e informe favorable, quien deberá pronunciarse en un plazo de 60 días respecto de las disposiciones legales, reglamentarias y de los instrumentos de nivel superior aplicables. 





Si el proyecto no se ajusta a las normas aplicables, dicho informe será desfavorable y se remitirá conjuntamente con el proyecto y sus antecedentes al municipio, el cual deberá efectuar las modificaciones necesarias para ajustarlo a la normativa vigente.





Si el proyecto fuera informado favorablemente por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y contemplare disposiciones que importan una modificación al Plan Regulador Intercomunal, deberá ser remitido por dicha Secretaría al Consejo Regional para su aprobación, el que contará para dicho efecto de un plazo de 30 días para pronunciarse.





f)
Si el territorio que abarca el proyecto se encuentra normado por un Plan Regulador Intercomunal, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá remitir el informe favorable al municipio, junto con el proyecto y sus antecedentes, para su promulgación por decreto alcaldicio.





Si no existiera un Plan Regulador Intercomunal que incluya el territorio del proyecto, el informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo será remitido, junto con el proyecto de Plan Regulador Comunal y sus antecedentes, al Gobierno Regional para su aprobación por el Consejo Regional el que tendrá un plazo de 30 días para pronunciarse. El pronunciamiento del Consejo Regional se hará sobre la base del informe técnico de la Secretaría Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Aprobado el proyecto de Plan Regulador Comunal, será promulgado por resolución del Intendente.





g)
Publicación y archivo, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28 bis C, de esta ley.”.


8)
Intercálase a continuación del artículo 44 el siguiente epígrafe, nuevo:




“PÁRRAFO 5: De la Obligatoriedad, Modificación, Enmienda, Detalle y Trazados de los Instrumentos de Planificación urbana”.


9)
Reemplázase los artículos 45 y 46, por los siguientes:




“Artículo 45.- Las modificaciones de los instrumentos de planificación urbana se sujetarán, en lo pertinente, al mismo procedimiento definido para la formulación del plan regulador respectivo, salvo cuando se realicen por medio de Planos Seccionales.




Los Planos Seccionales podrán modificar las disposiciones de los instrumentos de planificación urbana en determinadas áreas o sectores, siempre que se ajusten al Esquema Director del instrumento de planificación urbana vigente.




Artículo 46.- Los Planos Seccionales que modifiquen Planes Reguladores Intercomunales, serán elaborados por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva.




El Plano Seccional de este nivel estará conformado por:




1)
Memoria, que contenga la fundamentación y los antecedentes técnicos que respaldan la propuesta, así como su correspondencia con el Esquema Director respectivo.




2)
Ordenanza, cuando corresponda.




3)
Planos, cuando corresponda.”.


10)
Agrégase los siguientes artículos 46 bis, 46 bis A, y 46 bis B, nuevos:




“Artículo 46 bis.- 
El procedimiento de aprobación de los Planos Seccionales que modifiquen los Planes Intercomunales, será regulado por la Ordenanza General, y deberá considerar, las siguientes etapas:




1)
Consulta a las Municipalidades involucradas en el proyecto, las que deberán pronunciarse mediante acuerdo de su Concejo Municipal, en un plazo máximo de 30 días contados desde la fecha en que la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo les consulte, en caso que no se pronuncie en dicho plazo se entenderá que no existen observaciones o comentarios a la propuesta;




2)
Aprobación del Plano por el Consejo Regional respectivo, el que tendrá un plazo máximo de 30 días para pronunciarse;




3)
Promulgación del Plano mediante resolución del Intendente;




4)
Publicación y archivo, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28 bis C de esta ley.




5)
Previa autorización del Intendente Regional respectivo, dos o más Municipalidades afectas a relaciones intercomunales podrán elaborar un Plano Seccional conforme a los contenidos y procedimientos señalados en este artículo. 




Artículo 46 bis A.- Mediante Planos Seccionales, elaborados por la municipalidad, se podrá modificar materias del ámbito de acción de los Planes Reguladores Comunales en determinadas áreas o sectores, así como establecer normas de diseño urbano para las edificaciones, y/o para el espacio público que enfrentan, cuando se trate de sectores de interés comunal. 




El Plano Seccional de este nivel estará conformado por:




1)
Memoria, que contenga los fundamentos y los antecedentes técnicos que respaldan la propuesta, así como su correspondencia con el Esquema Director del instrumento que se modifica.




2)
Ordenanza, cuando corresponda.




3)
Planos, cuando corresponda.




Artículo 46 bis B.- El procedimiento de aprobación de los Planos Seccionales que modifiquen el Plan Regulador Comunal, será regulado por la Ordenanza General, y deberá considerar las siguientes etapas:




1)
Presentación por parte del Alcalde del proyecto al Concejo Municipal, para que éste autorice su exposición.




2)
Exposición del proyecto a la comunidad por un plazo de 30 días, para recibir sus observaciones escritas en un plazo de 30 días, contado desde el vencimiento del plazo anterior.




3)
Presentación por parte del Alcalde del proyecto al Concejo Municipal, para su aprobación junto con las observaciones formuladas a que se refiere el número 2 precedente. El Concejo deberá pronunciarse sobre el proyecto, analizando las observaciones recibidas y adoptando acuerdos sobre cada una de las materias impugnadas, en un plazo máximo de 45 días. 




4)
Envío del Plano Seccional por el municipio a la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo para que ésta emita su informe en un plazo máximo de 30 días respecto del cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias.




Si el informe fuese favorable, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá remitirlo al municipio, junto con el proyecto y sus antecedentes, para que sea promulgado por decreto alcaldicio.




Si el informe fuese desfavorable, la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo deberá remitirlo al municipio, junto con el proyecto y sus antecedentes, para que se subsanen los aspectos objetados. 




5)
Publicación y archivo, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28 bis C de esta ley.”.


11)
Intercálanse, a continuación del artículo 50, los siguientes artículos nuevos:




“Artículo 51 bis.- La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o el municipio, según se trate de planes reguladores intercomunales o comunales, podrán elaborar Enmiendas con los siguientes objetivos:




a)
Refundir y sistematizar documentos de los Planes Reguladores Intercomunales y Comunales incorporándoles las modificaciones.




b)
Efectuar adecuaciones o ajustes a dichos instrumentos cuando hubieren resultado afectados por modificaciones a disposiciones de esta Ley o de la Ordenanza General. 




c)
Redefinir la localización del equipamiento, establecer o modificar la clasificación de la vialidad, modificar disposiciones relativas a las normas urbanísticas dentro de los márgenes que establezca la Ordenanza General.




Estos documentos deberán ser aprobados mediante resolución del Intendente o por decreto alcaldicio, en su caso y previo informe favorable de la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva y publicados y archivados de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28 bis C de esta ley.




Para todos los efectos legales estos documentos reemplazarán a los originalmente aprobados.




Artículo 51 bis A.- En los casos que, para la aplicación del Plan Regulador Intercomunal o Comunal, se requiera de estudios más detallados, ellos se harán mediante Planos de Detalle, en que se fijarán con exactitud las características físicas de los espacios públicos y las delimitaciones de zonas o áreas establecidas en los instrumentos de planificación urbana. 




Los Planos de Detalle serán elaborados por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo o el municipio, según se trate de planes reguladores intercomunales o comunales, y serán aprobados mediante resolución del Intendente o decreto alcaldicio, según corresponda previa aprobación del Consejo Regional o Concejo Municipal, respectivamente y, tratándose de Planos de Detalle del Regulador Comunal,  previo informe favorable de la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva. Estos documentos deberán ser publicados y archivados, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 28 bis C de esta ley.”.


12)
Reemplázase el epígrafe “De los límites urbanos” del Capítulo III del Título II, por el siguiente:“De los límites urbanos y De los Mecanismos de Compensaciones y Condicionamientos del Desarrollo Urbano”.


13)
Agrégase al Capítulo III, antes del artículo 52, el siguiente párrafo y epígrafe:“PÁRRAFO 1°: De los límites urbanos”.


14)
Intercálase a continuación del artículo 54, el siguiente párrafo 2º y epígrafe:“PÁRRAFO 2º: De los Mecanismos de Compensaciones y Del Desarrollo Urbano Condicionado”.


15)
Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:




“Artículo 55.- 
Las municipalidades podrán establecer, por iniciativa propia o a petición de terceros, en el Plan Regulador Comunal o mediante planos seccionales zonas de desarrollo urbano condicionado aplicables a todo o parte del instrumento que corresponda, en las cuales los proyectos podrán acceder a cambios en las normas urbanísticas tales como: mayor densidad, constructibilidad, altura, ocupación de suelo, nuevos usos permitidos o reducción de la subdivisión predial, siempre que cumplan con lo dispuesto en este artículo.




Los proyectos que sean aprobados con las normas señaladas en el inciso anterior, en compensación deberán concretar al interior del predio, en el espacio público o en otros predios, a lo menos alguna de las siguientes obras u obligaciones:




a)
Compensar o mitigar los impactos que genere el proyecto, de conformidad a lo que se establezca por ley.




b)
Mejorar o ejecutar obras en el espacio público,




c)
Incorporar obligatoriamente porcentajes de destinos o usos de suelo,




d)
Incorporar obligatoriamente porcentajes de tipos de vivienda en sus proyectos,




e)
Incorporar o materializar equipamientos,




El Plan Regulador o Plano Seccional determinará las características de la zona propuesta, incorporando una tabla que establezca en forma proporcional las normas urbanísticas a que puedan acceder las construcciones que se emplacen en esta zona y las obligaciones que deben cumplir para obtenerlos.




Las obras o las obligaciones aplicables a los proyectos de la respectiva zona de desarrollo urbano condicionado deberán estar identificadas en el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional.




En los casos que no fuese técnicamente recomendable la materialización directa de las obras antes mencionadas por parte de un proyecto, éstas podrán subrogarse, previa autorización del municipio respectivo, por aportes al municipio en dinero al contado. Dichos aportes serán depositados en una cuenta bancaria, abierta por el municipio sólo para  materializar las obras o las obligaciones indicadas en el inciso cuarto de este artículo.”.


16)
Intercálase el siguiente artículo 55 bis, nuevo:




“Artículo 55 bis.- Los Planes Reguladores Intercomunales podrán incorporar zonas de desarrollo urbano condicionado vinculadas a su ámbito de acción y competencia propio y/o con carácter supletorio de escala comunal, en este último caso cuando no se encuentren establecidas en el Plan Regulador Comunal.”. 


17)
Intercálase, a continuación del artículo 55 bis, el siguiente párrafo 3°, nuevo:




“PÁRRAFO 3°: De los Derechos de Construcción Transables




Artículo 55 bis A.- 
Los predios, inmuebles o áreas que por su especial naturaleza, ubicación, y características hayan sido afectados con algún gravamen o restricción por el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional, podrán ser objeto de Derechos de Construcción Transables, mecanismo mediante el cual se le asignan al predio normas urbanísticas de la zona en que se localizan o de alguna de las zonas colindantes a él, para ser transferidas a uno o más proyectos, que se emplacen en zonas en que el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional lo permita.




Este mecanismo puede utilizarse sólo en los casos en que el Plan Regulador Comunal contemple las siguientes situaciones: 




1)
Áreas verdes, terrenos de protección de recursos de valor natural, cultural o histórico y otros similares que se encuentren oficialmente protegidos.




2)
Inmuebles o conjuntos de inmuebles declarados de conservación histórica o monumentos nacionales. 




3)
Áreas afectas a declaratoria de utilidad pública. 




Para la aplicación de este mecanismo de Derechos de Construcción Transables se distinguen:




1)
Predios o Áreas de Emisión, que corresponden a terrenos de propiedad privada, que se encuentren en alguna de las situaciones antes señaladas, identificados en el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional.




2)
Áreas de Recepción, que corresponden a las zonas contiguas a los predios o áreas de emisión donde el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional identifique y autorice la aplicación de los Derechos de Construcción Transables, las que serán determinadas considerando la capacidad de la infraestructura existente y proyectada, para asumir los incrementos de normas urbanísticas, que establezca el instrumento de planificación urbana, con excepción de la rasante y distanciamiento.




Para las Áreas de Recepción, el Plan Regulador o Plano seccional deberá considerar normas de edificación diferenciadas, dependiendo de si los proyectos se acogen o no al mecanismo de Derechos de Construcción Transables. Asimismo, el Plan Regulador o Plano Seccional deberá resguardar que exista capacidad en las áreas de recepción para recibir la totalidad de los derechos de construcción de las áreas de emisión.




Artículo 55 bis B.- 
La valorización de los Derechos de Construcción Transables, se hará determinando las potencialidades del volumen construido en función de la superficie total o parcial del predio emisor, aplicando a éste las normas urbanísticas de la zona en que se localizan o de alguna de las zonas colindantes a él. 




El procedimiento de asignación de los Derechos de Construcción Transables se regirá por lo dispuesto en los incisos siguientes:




1)
Los propietarios de los terrenos que soliciten acogerse al mecanismo de asignación de Derechos de Construcción Transables, deberán requerir al Director de Obras Municipales un Certificado, el cual deberá indicar el total de Derechos de Construcción Transables, y la disponibilidad remanente de éstos, si la hubiere.




2)
Estos derechos contenidos en el Certificado señalado en el numeral anterior, se podrán transar libremente y utilizarse en proyectos ubicados en las Áreas de Recepción identificadas en el respectivo Plan Regulador Comunal o Plano Seccional, siempre que estén asociados a una solicitud de permiso de edificación a emplazarse en dichas áreas.




La transferencia de los Derechos de Construcción Transables se perfeccionará mediante escritura pública, de la que se dejará constancia mediante anotación al margen de la inscripción de dominio del predio emisor. La escritura deberá contener, la singularización del proyecto al cual se aplicarán los derechos y la consecuente prohibición total o parcial de aumentar las respectivas normas urbanísticas del predio emisor. 




La escritura pública a que se refiere el párrafo anterior, deberá ingresarse a la Dirección de Obras Municipales en conjunto con el proyecto o anteproyecto en que se utilizarán los derechos. Una vez otorgado el respectivo permiso se entenderá automáticamente modificado el Plan Regulador Comunal, quedando impedido el predio emisor de volver a transferir los derechos de construcción que hubieren sido objeto de transferencia.




Tratándose de áreas afectas a declaratoria de utilidad pública, el Director de Obras Municipales podrá hacer efectivo el Certificado en que consten los Derechos de Construcción Transables en el Área de Recepción, una vez que el propietario del predio emisor haya perfeccionado la cesión a Bien Nacional de Uso público del área afecta a declaratoria de utilidad pública.




En caso de inmuebles de conservación histórica o monumentos nacionales, la obtención de los Derechos de Construcción Transables estará sujeta a la obligación de mejorar y/o mantener el respectivo inmueble, de acuerdo a las reglas que establecerá la Ordenanza General.




Será condición para otorgar el permiso de edificación del proyecto que utilizó Derechos de Construcción Transables en las Áreas de Recepción, que se dé cumplimiento a las disposiciones precedentes.




Si con posterioridad a que se hubiere perfeccionado la transferencia de los derechos de construcción transables se modificaren las normas urbanísticas, del predio emisor, el Director de Obras Municipales emitirá un certificado dejando constancia de esta situación y deberá anotarse al margen de la inscripción de la prohibición mientras se encuentren vigentes las respectivas normas.




Los propietarios de inmuebles que se encuentren en alguna de las situaciones señaladas en el inciso segundo del artículo 55 bis A de esta Ley y que no hayan sido identificados por el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional como Predios o Áreas de Emisión, podrán solicitar acogerse al mecanismo de Derechos de Construcción Transables establecido en esta Ley. En estos casos, si el municipio comprobase que la propiedad cumple con las condiciones establecidas en esta Ley, deberá modificar previamente el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional.




Los Derechos de Construcción Transables a que se refiere este artículo, no podrán ser nuevamente transferidos por los proyectos que hayan hecho uso de ellos.




Articulo 55 bis C.- 
El Plan Regulador Comunal o Plano Seccional podrá definir zonas de Derechos de Construcción Transables, en las que los propietarios de los inmuebles localizados en ella, podrán transferir total o parcialmente a uno o varios proyectos que en dicha zona se emplacen, los excedentes de las normas urbanísticas, con excepción de la rasante y distanciamiento, que establezca el instrumento de planificación urbana no utilizadas en sus predios conforme a las normas establecidas en la presente ley y en el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional.




El traspaso del excedente, desde el predio emisor a uno o más proyectos se perfeccionará de acuerdo al procedimiento contemplado en el artículo 55 bis B de la esta ley, para estos efectos, al inmueble en que se emplacen el o los proyectos se les denominará predio receptor.”.


18)
Agrégase a continuación del nuevo artículo 55 bis C, que se propone, el siguiente párrafo 4°, nuevo:




“Párrafo 4°: De los contratos de asociación para la transferencia de derechos de desarrollo urbano transables:





Artículo 55 bis D.- El contrato de asociación es un acuerdo solemne celebrado entre los propietarios de dos o más predios colindantes emplazados dentro del área urbana de una misma comuna, mediante el cual se transfieren total o parcialmente los excedentes de las normas urbanísticas establecidas en el Plan Regulador Comunal o Plano Seccional, que uno de ellos ha determinado no utilizar, a uno o más propietarios con el objeto de sumarlos a los coeficientes de sus respectivos predios.





El contrato se perfeccionará mediante escritura pública y se denominará predio emisor al que transfiere las respectivas normas urbanísticas y predio receptor al que adquiere dichos excedentes para aplicarlo en un proyecto de edificación emplazado en éste.





El propietario del predio emisor deberá requerir al Director de Obras Municipales antes de la transferencia a que alude este artículo, un certificado en que conste las normas urbanísticas de que dispone como excedente, el cual se insertará al final de la escritura pública mediante la cual se perfecciona el contrato de asociación, debiendo darse cumplimiento a lo preceptuado en el párrafo segundo y tercero del numeral 2), del artículo 55 bis B de esta Ley.”.


19)
Intercálase, a continuación del nuevo artículo 55 bis D, que se propone, el siguiente epígrafe: “CAPÍTULO IV De las Construcciones y Subdivisiones en el Área Rural”.


20)
Agrégase, en el nuevo Capítulo IV, que se propone, el siguiente artículo 56, nuevo pasando el actual a ser artículo 56 bis:




“Artículo 56.- En el área rural no será permitido abrir calles, subdividir para formar poblaciones, ni levantar construcciones, salvo que se cumplan las condiciones, requisitos y procedimientos que se señalan a continuación: 




1) 
Subdivisiones: La superficie mínima de los predios resultantes de una subdivisión será de 2 hectáreas, con excepción de los casos que se indican a continuación:





a)
Las que efectúe el Servicio Agrícola Ganadero para asignar tierras provenientes del proceso de reforma agraria.





b)
Las que realice el Ministerio de Bienes Nacionales para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz o para la constitución del dominio sobre ella, en virtud de lo dispuesto en el decreto ley N° 2.695, de 1979.





c)
Las que sean destinadas a enajenar en forma separada los sitios e inmuebles asignados conjuntamente con la parcela cuando dichos bienes no forman un todo físico, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 11 del Decreto Ley 3.262, de 1980.





d)
Las que sean necesarias para instalaciones o construcciones de equipamiento o infraestructura. 





e)
Las que sean necesarias para actividades productivas o extractivas o para complementar actividades agrícolas, ganaderas, forestales, pesqueras y mineras.





f)
Las que se lleven a cabo para transferir terrenos al Fisco, a las municipalidades y a los Gobiernos Regionales. 







g)
Las que se efectúen para transferir a organizaciones comunitarias y deportivas sin fines de lucro. 




h)
Las que sean necesarias para acogerse al subsidio habitacional en área rural.





i)
Las que se realicen con el objeto de anexar un retazo de terreno al predio contiguo, siempre que la superficie que conserve el dueño del predio que se divide no sea inferior a 2 hectáreas. Dicho retazo no podrá enajenarse independientemente del predio a que ha sido anexado. De esta anexión deberá dejarse constancia al margen de la inscripción de dominio del predio a que accede el retazo anexado. 

j) Cuando se trate de terrenos que deban ser subdivididos por el Ministerio de Obras Públicas para construir obras de regadío, de vialidad u otras que dicho Ministerio determine conforme a sus atribuciones.




Toda subdivisión, con excepción de la señalada en la letra a) de este artículo, que sea igual o superior a 2 hectáreas en el área rural, deberá ser certificada por el Servicio Agrícola y Ganadero respectivo, el que deberá pronunciarse en un plazo máximo de 30 días desde la presentación de la solicitud. En caso que no se pronuncie en dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 64 de la ley N° 19.880.





Las subdivisiones a que se refieren las letras d), e), g) y h) del numeral 1 de este artículo, requerirán de la autorización previa de la Secretaría Regional Ministerial de Agricultura correspondiente.





Cuando se cumplan las condiciones señaladas en el presente numeral, sólo se requerirá el archivo del plano correspondiente en la Dirección de Obras Municipales y en el Conservador de Bienes Raíces. Adicionalmente, y en los casos descritos en el inciso precedente, el Conservador de Bienes Raíces respectivo deberá dejar constancia, mediante inscripción al margen que el nuevo predio resultante sólo podrá ser destinado a los fines que dieron origen a la subdivisión.





En el caso que se realice una edificación en estos predios, deberán cumplir con las condiciones señaladas en el numeral 2 de este artículo y con los requisitos mínimos de urbanización que señale la Ordenanza General.




2)
Edificaciones: Sólo se podrá efectuar construcciones en el área rural, cuando ellas tengan alguno de los propósitos que a continuación se indican, las que deberán cumplir con los requisitos mínimos de urbanización que determine la Ordenanza General de esta ley:





a)
Para la vivienda del propietario del predio y sus trabajadores, cuya superficie construida total no supere el 5% de la superficie total del predio y siempre que la superficie construida no exceda los 1.000 m2 construidos.





b)
Las viviendas destinadas a acogerse al subsidio habitacional en área rural.





c)
Las necesarias para la explotación silvoagropecuaria del predio.





d)
Las necesarias para dotar al área rural de equipamiento o infraestructura, siempre que las actividades que alberguen, no constituyan fuentes contaminantes para la agricultura.





e)
Las de tipo turístico con destino equipamiento y/o hospedaje, tales como hoteles, hosterías, posadas, restoranes u otros establecimientos similares.





f)
Las necesarias para la instalación y funcionamiento de establecimientos agroindustriales u otros complementarios de las actividades agrícolas, ganaderas, forestales, pesqueras, mineras, siempre que éstas no constituyan fuentes contaminantes para la agricultura.





g)
Las destinadas a otras actividades productivas o extractivas o complementarias de ellas, siempre que no constituyan fuentes contaminantes para la agricultura.





Las construcciones a que se refiere este numeral deberán cumplir, además, con lo establecido en el Plan Regulador Intercomunal en su ámbito de acción, si lo hubiere, con los requisitos que señale la Ordenanza General de esta Ley y, aquellas a que se refieren los literales d), e), f) y g) deberán contar con un informe previo favorable del Secretario Regional Ministerial de Agricultura, el que deberá pronunciarse en un plazo máximo de 30 días desde la presentación de la solicitud. En caso que no se pronuncie en dicho plazo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 64 de la ley N° 19.880.





Con todo, en las áreas rurales comprendidas dentro de los límites de los Planes Reguladores Intercomunales, estos podrán establecer subdivisiones prediales distintas a las señaladas en el presente artículo.





Corresponderá a las Direcciones de Obras Municipales cautelar que las subdivisiones y construcciones en el área rural cumplan con lo dispuesto en el presente artículo.”.


21)
Intercálase, a continuación del actual artículo 56, que ha pasado a ser 56 bis, el siguiente epígrafe: “CAPITULO V Del Uso Del Suelo Urbano”.


22)
Reemplázase el artículo 58, por el siguiente:




“Artículo 58.- Igualmente, el otorgamiento de patentes municipales será concordante con el uso del suelo o con el destino aprobado en el permiso de edificación. Las patentes no regidas por normas especiales, requerirán el informe previo favorable de la Dirección de Obras Municipales. El otorgamiento de patentes que vulneren lo preceptuado en este artículo acarreará la caducidad automática de éstas, y será causal de destitución del funcionario o autoridad municipal que las hubiere otorgado.




El otorgamiento de patentes regidas por normas especiales, se hará conforme a las disposiciones que establezca la Ordenanza General.”.


23)
Modifícase en el artículo 59, la locución “instrumento de planificación territorial” por “instrumento de planificación urbana”.


24)
Sustitúyese el artículo 60, por el siguiente:




“Artículo 60º.-
Los Planes Reguladores Comunales podrán definir áreas que por su especial naturaleza no sean edificables o de edificación restringida, entre ellas se incluirán las áreas de riesgo, de restricción establecidas en otras leyes, como asimismo la incorporación de áreas de protección natural sólo cuando éstas se encuentren protegidas oficialmente.”. 


25)
Intercálase el siguiente artículo 60 bis, nuevo:




“Artículo 60º bis.-
 Los Planes Reguladores Comunales podrán declarar inmuebles o conjuntos de inmuebles de conservación histórica, en cuyo caso las edificaciones existentes no podrán ser demolidas o refaccionadas sin previa autorización del Director de Obras Municipales.




Junto a tales declaratorias se fijarán las normas urbanísticas aplicables al predio en caso de nuevos permisos o, demolición parcial o total de dichos inmuebles.




La Ordenanza General de esta ley señalará los antecedentes y requisitos mínimos que deberán cumplirse para declarar inmuebles o conjuntos de inmuebles de conservación histórica.”.


26)
Reemplázase el artículo 61, por el siguiente:




“Artículo 61.- El cambio de cualquier norma urbanística se tramitará como modificación del plan regulador correspondiente, sin perjuicio de las materias que esta ley faculta modificar mediante planos seccionales. 




La desafectación de bienes nacionales de uso público podrá tramitarse como una modificación del Plan Regulador Comunal o mediante plano seccional. En tal caso, el Alcalde emitirá un decreto de desafectación que dispondrá la inscripción de dominio del nuevo predio a nombre del Ministerio de Bienes Nacionales.”. 


27)
Modifícase en el artículo 62, la locución “instrumentos de planificación territorial” por “instrumentos de planificación urbana”.


28)
Agrégase en el artículo 63, el siguiente inciso, nuevo:




“Mediante Planos Seccionales las Municipalidades podrán eliminar o restringir los beneficios a que se refiere el inciso anterior.”.


29)
Reemplázase en el Título II el Capítulo V y su epígrafe: por los siguientes: “CAPITULO VI De la división y de la urbanización del suelo”.


30)
Sustitúyese el artículo 65, por el siguiente:




“Artículo 65º.-
El proceso de división y urbanización del suelo comprende los siguientes casos:




a)
Subdivisión de terrenos, en las que no se requerirá la ejecución de obras de urbanización;




b)
División de terrenos afectos a utilidad pública, condicionados sólo a la ejecución de las obras de urbanización que correspondan al área afecta;




c)
Loteos de terrenos, condicionados a la ejecución de obras de urbanización y a las cesiones de terreno contempladas en el artículo 70 de esta ley;




d)
Urbanización de terrenos existentes, cuyas obras de urbanización no fueron realizadas oportunamente. 




El proceso de transferencia de los terrenos estará sujeto a que el propietario de los mismos cumpla con los requisitos que se determinan en el Párrafo 4º, Capítulo II, del Título III de esta ley, y en su Ordenanza General.”.


31)
Reemplázase el artículo 67, por el siguiente:




“Artículo 67º.-
Los proyectos de fusión, subdivisión, división de terrenos afectos a utilidad pública, loteos de terrenos, urbanización de terrenos existentes y modificación de deslindes, deberán ajustarse estrictamente a los trazados y normas que consulte el plan regulador y deberán llevar la firma del profesional competente de acuerdo con la Ley 7.211 y la Ordenanza General.”.


32)
Sustitúyese el artículo 68, por el siguiente:




“Artículo 68º.-
Los sitios o lotes resultantes de una subdivisión, división de terrenos afectos a utilidad pública, loteo de terrenos o urbanización de terrenos existentes, estén edificados o no, deberán tener acceso a un espacio de uso público y cumplir con las disposiciones de la presente Ley, su Ordenanza y el plan regulador correspondiente.”.


33)
Reemplázase el artículo 69, por el siguiente:




“Artículo 69º.-
Los espacios públicos destinados a bienes nacionales de usos público, consultados en los planos de división de terrenos afectos a utilidad pública, loteo de terrenos o urbanización de loteos existentes, pasarán a ser parte del Plan Regulador al momento de cursarse la recepción definitiva de las obras de urbanización.”.


34)
Modifícase en el artículo 70, las locuciones “instrumento de planificación territorial” por “instrumento de planificación urbana”.


35)
Sustitúyese el artículo 71, por el siguiente:




“Artículo 71º.- La fusión, subdivisión, división de terrenos afectos a utilidad pública, loteo, urbanización de terrenos y modificación de deslindes en las áreas urbanas requerirá permiso de la Dirección de Obras Municipales, se sujetará a las disposiciones del plan regulador respectivo y deberá cumplir con las normas de urbanización que señala esta Ley y su Ordenanza General.




En las áreas rurales, se sujetarán a las disposiciones del artículo 56 y 56 bis de esta Ley.”.


36)
Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 72, el vocablo "Plan Seccional" por “Plano Seccional”.


37)
Sustitúyese en el artículo 75, el vocablo "Planos Seccionales de Zonas de Remodelación" " por “Planos de Detalle de Zonas de Remodelación.”.


38)
Sustitúyese en el Título II la expresión “CAPÍTULO VI” por ““CAPÍTULO VII”.


39)
Reemplázase el artículo 79, por el siguiente:




“Artículo 79º.-
Las Municipalidades, y los Servicios de Vivienda y Urbanización podrán declarar de utilidad pública inmuebles urbanos o conjuntos de viviendas o parte de éstos cuando por sus condiciones de deterioro o de insalubridad sea necesaria su expropiación, previo pago de las correspondientes indemnizaciones, para luego proceder a su demolición total o parcial, a objeto de facilitar su remodelación urbana, construir un nuevo conjunto en el mismo lugar o proceder a su enajenación para construirlo en otro lugar.“.


40)
Sustitúyese en el Título II la expresión “CAPÍTULO VII” por “CAPÍTULO VIII”.


41)
Derógase el artículo 108.


42)
Agrégase el siguiente inciso al artículo 109:




“Con todo, mediante Planos Seccionales las Municipalidades podrán eliminar o restringir los beneficios a que se refiere el inciso anterior y el artículo 107 de esta ley.”.


43)
Modifícase en el artículo 116, las locuciones “instrumentos de planificación territorial” e “instrumento de planificación territorial” por “instrumentos de planificación urbana” e “instrumento de planificación urbana”, respectivamente.


44)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 140, el vocablo "planos seccionales " por “planos de detalle.”.

ARTÍCULO SEGUNDO.-
Modifícase el decreto ley N° 3.516, de 1980, en la siguiente forma:


1)
Sustitúyese el Artículo 1°, por el siguiente:




“Artículo 1°.- Las subdivisiones y construcciones que se proyecten en el área rural deberán cumplir con los requisitos que se establecen en el artículo 56 del D.F.L. N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


2)
Reemplázase, en el inciso primero del artículo 2°, las expresiones “en el presente decreto ley” por “en el artículo 56 del D.F.L. N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo” y “de los predios señalados en el artículo 1°” por “de los predios a que se refiere el artículo citado”.


3)
En el inciso segundo del artículo 2°, suprímese la expresión “tercero del artículo”.


4)
En el inciso primero del artículo 3°, sustitúyese la frase “presente decreto ley” por la expresión “artículo 56 del D.F.L. N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo”.


5)
Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:




“Artículo 6°.-
 Cuando se trate de predios rústicos ubicados parcialmente dentro de los límites urbanos, lo dispuesto en el artículo 56 del D.F.L. N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo se aplicará a aquella parte de los mismos situada fuera de tales límites.”.

ARTÍCULO TERCERO.-
Las subdivisiones y construcciones que se emplacen en el área rural deberán cumplir con los requisitos y condiciones establecidos en el artículo 56 del D.F.L. Nº 458, Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

ARTICULO CUARTO.-
Derógase el artículo 46° de la ley N° 18.755 de 1989, Orgánica del Servicio Agrícola y Ganadero.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º transitorio.-
La ejecución de construcciones y de obras de urbanización que se hubieren iniciado con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, se regirán por las disposiciones vigentes a la fecha del respectivo permiso.


Las solicitudes de anteproyectos y permisos en trámite en las Direcciones de Obras Municipales, se regirán por las disposiciones vigentes a la fecha de ingreso de la respectiva solicitud.

Artículo 2º transitorio.-
Las exigencias, condicionamientos y requisitos que se encuentren vigentes en los planes reguladores, aplicables para la modificación de planes reguladores o a proyectos que se localicen en áreas de extensión urbana o nuevas áreas urbanas se entenderán comprendidas dentro de los mecanismos de compensaciones y condicionamientos del desarrollo urbano que señala esta ley, de conformidad a lo que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.

Artículo 3° transitorio.-
Las normas sobre superficie mínima establecidas en el N° 1, del inciso primero, del artículo 56 del D.F.L. N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, no se aplicarán a las subdivisiones de predios rústicos efectuadas en conformidad al decreto ley N° 3.516, de 1980, cuyos planos se encuentren archivados en el Conservador de Bienes Raíces correspondiente, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.


Igualmente, el porcentaje máximo de ocupación para fines habitacionales establecido en la letra a), del número 2, del artículo 56, del citado D.F.L. N° 458, de 1975, no se aplicará a los predios rústicos resultantes de subdivisiones efectuadas en conformidad al decreto ley N° 3.516, de 1980, con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.".
Dios guarde a V.E.,



(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, 



Presidenta de la República.-


BELISARIO VELASCO BARAONA,


Ministro del Interior.-


ANDRÉS VELASCO BRAÑES,


Ministro de Hacienda.-


PATRICIA POBLETE BENNETT,

Ministra de Vivienda y Urbanismo.-

ROMY SCHMIDT CRNOSIJA,


Ministra de Bienes Nacionales.-


ALVARO ROJAS MARÍN,


Ministro de Agricultura.-

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBRO DEL DIRECTORIO DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE A DON FRANCISCO JAVIER FREI RUIZ-TAGLE

(S 1042-05)

DE
:
PRESIDENTA DE LA REPUBLICA 

A
:
SEÑOR PRESIDENTE DEL H. SENADO
1. De conformidad al artículo 4º de la ley Nº 19.132, la administración de la empresa Televisión Nacional de Chile la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, seis designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado y uno designado por el Jefe de Estado libremente. Duran ocho años en el cargo, renovándose por parcialidades cada cuatro años.

2. Por decreto supremo Nº 37, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, de 2004, se designó en el Directorio de dicha corporación previa aprobación del Senado, a don José Pablo Arellano Marín, por el periodo que vence el 23.05.2012.

3. Sin embargo, el señor Arellano renunció a su cargo.  Su vacante fue proveída por don Ignacio Walker Prieto, quien fue designado por DS Nº 86, de Minsegegob, de 2006. El señor Walker, no obstante, renunció a su cargo.  Su renuncia le fue aceptada por DS Nº 109, de Minsegegob, de 2007.  Su vacante fue proveída por don Edmundo Pérez Yoma, quien fue designado por DS Nº 131, de Minsegegob, de 2007.

4. El señor Pérez Yoma, a su vez, también renunció al cargo de Director.  Su renuncia le fue aceptada por D.S. Nº 3, de Minsegegob, de 2008. En consecuencia, el cargo se encuentra vacante.

5. De conformidad al artículo 4º de la ley Nº 19.132, las vacantes en los cargos del Directorio deben proveerse de acuerdo al mismo procedimiento de designación de los titulares originales. También, que los reemplazantes durarán en funciones por el tiempo que reste para completar el período del Director reemplazado. Asimismo, que los directores deben ser “personas de relevantes méritos personales y profesionales”, y que el Directorio debe quedar integrado en forma “pluralista”.

6. En virtud de lo anterior, y en uso de mis facultades constitucionales y legales, vengo en solicitar el acuerdo de esa H. Corporación, con el objeto de designar como Director de TVN, en la vacante que existe y por el período que falta hasta el 23.05.20012, a don:

· FRANCISCO FREI RUIZ-TAGLE
RUT. N° 5.816.975-7

Saluda a V.E.,



(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA,



Presidenta de la República.

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA DENOMINACIÓN DEL ESTADIO NACIONAL POR “ESTADIO NACIONAL JULIO MARTÍNEZ PRÁDANOS”

(5695-06 y 5689-06)




Con motivo del Mensaje y Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Denomínese Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos” al actual Estado Nacional.


Reemplázase en las leyes, reglamentos y demás textos que correspondan, la expresión “Estadio Nacional” por “Estadio Nacional Julio Martínez Prádanos.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO,

Presidente de la Cámara de Diputados.-

CARLOS LOYOLA OPAZO,

Secretario General de la Cámara de Diputados.

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA DERECHOS Y DEBERES QUE TIENEN LAS PERSONAS EN RELACIÓN CON ACCIONES VINCULADAS A SU ATENCIÓN DE SALUD

(4398-11)




Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto regular los derechos y deberes que las personas tienen en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.


Sus disposiciones se aplicarán a cualquier tipo de prestador de acciones de salud, ya sea público o privado.


Artículo 2°.- Toda persona tiene derecho a que, cualquiera que sea el prestador que le otorgue atención de salud, ésta le sea dada oportunamente y sin discriminación arbitraria alguna por razones de sexo, orientación sexual, etnia, raza, religión, condición física o mental, nivel socioeconómico, ideología, afiliación política o sindical, cultura, nacionalidad, edad, información genética, sistema de salud u otras.


La atención que se proporcione a las personas con discapacidad física o mental y a aquellas que se encuentren privadas de libertad, deberá regirse por las normas que dicte el Ministerio de Salud, para asegurar que aquélla sea oportuna y de calidad.

Artículo 3°.-  Se entiende por prestador de salud aquél que se encuentra acreditado y habilitado de acuerdo con las normas legales vigentes para el otorgamiento de atenciones de salud. Para los efectos de esta ley, se distinguen las siguientes dos categorías de prestadores: institucionales e individuales.

Los prestadores institucionales son los establecimientos asistenciales, entendiendo por tales a toda organización de medios personales, materiales e inmateriales destinada al otorgamiento de prestaciones de salud, dotada de una individualidad determinada y ordenada bajo una dirección, cualquiera sea su naturaleza y nivel de complejidad. Se consideran prestadores institucionales los hospitales, clínicas, consultorios, centros médicos y otros destinados a la atención de salud, tanto de atención abierta o ambulatoria, como atención cerrada u hospitalización. Corresponde a los órganos directivos de aquéllos la misión de velar porque al interior de los establecimientos indicados se respeten los contenidos de esta ley. 

Los prestadores individuales son las personas naturales que, de manera autónoma, dependiente de un prestador institucional o a través de un convenio con éste, otorgan prestaciones de salud directamente a las personas o colaboran directa o indirectamente en la ejecución de éstas. Se consideran prestadores individuales los profesionales de la salud, tanto los médicos como los de colaboración médica. Las normas de esta ley serán aplicables también, en lo que corresponda, a los demás profesionales y trabajadores que, por cualquier causa, deban atender público o se vinculen con el otorgamiento de las atenciones de salud.

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS PERSONAS EN SU ATENCIÓN DE SALUD

Párrafo 1°

Del derecho a un trato digno

Artículo 4°.- En su atención de salud, las personas tienen derecho a recibir un trato digno y respetuoso en todo momento y en cualquier circunstancia.

En consecuencia, los prestadores deberán:

a) Velar porque se utilice un lenguaje adecuado y comprensible durante la atención; cuidar que las personas que, por su origen étnico, nacionalidad o condición, no tengan dominio del idioma castellano, o sólo lo tengan en forma parcial, puedan recibir la información necesaria y comprensible, por intermedio de un funcionario del establecimiento, si existiere, o con apoyo de un tercero que sea designado por la persona atendida.

b) Velar porque se adopten actitudes que se ajusten a las normas de cortesía y amabilidad generalmente aceptadas, y porque las personas atendidas sean tratadas y llamadas por su nombre.

c) Arbitrar las medidas para proteger la privacidad de la persona durante la atención de salud y para evitar la toma de fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, salvo que exista autorización expresa de la persona y del profesional de la salud que corresponda.

El Ministerio de Salud deberá dictar un reglamento respecto de la toma de fotografías, grabaciones o filmaciones para fines de uso académico, de investigación científica, de seguridad u otros.

d) Informar, al momento de solicitarse la atención de salud, si el establecimiento tiene carácter docente asistencial o ha suscrito acuerdos de colaboración con universidades o institutos reconocidos, y de lo que ello implica, sin perjuicio de requerir la autorización de la persona en los casos y forma que determine, mediante decreto, el Ministerio de Salud.

Párrafo 2°

Del derecho a tener compañía y asistencia espiritual

Artículo 5°.- Toda persona tiene derecho a que los prestadores le faciliten la compañía de familiares y amigos cercanos durante su hospitalización y con ocasión de prestaciones ambulatorias, de acuerdo con la reglamentación que respecto de esta materia dicte el Ministerio de Salud.


Asimismo, toda persona tiene derecho a recibir, oportunamente, consejería, asistencia religiosa o espiritual, si así lo deseare, en conformidad a la ley.


En aquellos territorios con alta concentración de población indígena, los prestadores institucionales públicos deberán asegurar el derecho de las personas pertenecientes a los pueblos originarios a recibir una atención de salud con pertinencia cultural, lo cual se expresará en la aplicación de un modelo de salud intercultural validado ante las comunidades indígenas, el cual deberá contener, a lo menos, el reconocimiento, protección y fortalecimiento de los conocimientos y las prácticas de los sistemas médicos de los pueblos originarios; la existencia de facilitadores interculturales y señalización en idioma castellano y del pueblo originario que corresponda al territorio, y el derecho a recibir asistencia religiosa propia de su cultura.

Párrafo 3°

Del derecho de información

Artículo 6°.- Toda persona tiene derecho a que el prestador le proporcione información suficiente, oportuna, veraz y comprensible, sea en forma visual, verbal o por escrito, respecto de los siguientes elementos:

a) Las atenciones de salud o tipos de acciones de salud que el prestador respectivo ofrece o tiene disponibles y los mecanismos a través de los cuales se puede acceder a dichas prestaciones, así como el valor de las mismas.

b) Las condiciones previsionales de salud requerida, los antecedentes o documentos solicitados en cada caso y los trámites necesarios para obtener la atención de salud.

c) Las condiciones y obligaciones que las personas deberán cumplir mientras se encuentren al interior de los establecimientos asistenciales, contempladas en sus reglamentos internos.

d) Las instancias y formas de efectuar comentarios, agradecimientos, reclamos y sugerencias.

Los prestadores deberán colocar y mantener en un lugar público y visible, una carta de derechos y deberes de las personas en relación con la atención en salud, cuyo contenido será determinado mediante resolución del Ministerio de Salud.

Artículo 7°.- Toda persona tiene derecho a que todos y cada uno de los miembros del equipo de salud que la atiendan, tengan algún sistema visible de identificación personal, incluyendo la función que desempeñan, así como a saber quién, para su caso, autoriza y efectúa diagnósticos y tratamientos.

Se entenderá que el equipo de salud comprende todo individuo que actúe como miembro de un equipo de personas, que tiene la función de realizar algún tipo de atención o prestación de salud. Lo anterior incluye a profesionales y no profesionales, tanto del área de la salud como de otras que tengan participación en el quehacer de salud.

Artículo 8°.- Toda persona tiene derecho a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, dentro del ámbito que la ley autorice, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio cuando procediere, de acuerdo con su edad y condición personal y emocional. 


Dicha información será proporcionada directamente a los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho. Asimismo, los padres o representantes legales de los menores de edad serán también informados por el profesional tratante en los mismos términos del inciso anterior. Sin perjuicio de ello, si el menor solicitare que ellos no sean informados respecto de algún aspecto específico de su salud, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida. En caso que el menor solicite que sus padres o representantes no sean informados, y el profesional tratante tenga dudas acerca de la gravedad o riesgo de la situación de salud del menor o de la pertinencia de informar, deberá consultar al comité de ética que corresponda. A los menores de catorce años de edad igualmente se les deberá informar, atendiendo las condiciones de desarrollo psíquico, competencia cognitiva y situación personal, sin perjuicio que se informe directamente, en los términos del inciso anterior, a los representantes legales.

Cuando la condición de la persona no le permita recibir la información directamente o padezca de dificultades de entendimiento o se encuentre con alteración de conciencia, la información a que se refiere el inciso primero de este artículo será dada a su representante legal, o en su defecto, a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. Sin perjuicio de lo anterior, una vez que haya recuperado la conciencia y la capacidad de comprender, deberá ser informada en los términos indicados en los incisos anteriores.


Tratándose de atenciones médicas de emergencia o urgencia, es decir, de aquéllas en las que la falta de intervención inmediata e impostergable implique un riesgo vital y/o secuela funcional grave para la persona y ella no esté en condiciones de recibir y comprender la información, ésta será proporcionada a su representante o a la persona a cuyo cuidado se encuentre, velando porque se limite a la situación descrita. Sin perjuicio de lo anterior, la persona deberá ser informada, de acuerdo con lo indicado en los incisos precedentes, cuando a juicio del médico tratante, las condiciones en que se encuentra lo permitan, siempre que ello no ponga en riesgo su vida.   La imposibilidad de entregar la información no podrá, en ningún caso, dilatar o posponer la atención de salud de emergencia o urgencia.


Los prestadores deberán adoptar las medidas necesarias para asegurar la adecuada confidencialidad durante la entrega de esta información, así como la existencia de lugares apropiados para ello.  

Artículo 9º.- Toda persona tiene derecho a manifestar por escrito su voluntad de no ser informada, a menos que lo exija la protección de la vida de otra persona o que, por razones de orden sanitario, resulte necesaria la adopción de conductas y hábitos especiales por parte de ella. Podrá designar, en ese mismo acto, la o las personas que en su nombre reciban la información respectiva.

Si la persona decide no designar un receptor de esa información, el médico o profesional tratante deberá registrar los antecedentes relevantes asociados a las acciones vinculadas a la atención de salud en la ficha clínica, y el prestador o el establecimiento de salud deberán tomar los resguardos necesarios para la debida protección de dicha información.

El ejercicio de este derecho constituye una manifestación voluntaria, consciente y esencialmente revocable. 

Artículo 10.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo siguiente, la información acerca del estado de salud de la persona no deberá ser revelada a terceros, salvo razones de salud pública que así lo justifiquen, o bien, que la falta de información suponga un grave riesgo para la salud de terceros identificables.

La información proporcionada a los familiares directos deberá ser previamente autorizada por la persona. La información entregada a terceros en razón del tratamiento, deberá resguardar el derecho a la confidencialidad de la atención de salud y de la información personal que surge de ésta.

Artículo 11.- Toda persona tendrá el derecho a recibir, por parte del médico tratante, una vez finalizada su hospitalización, un informe legible que, a lo menos, deberá contener:

a) La identificación de la persona;

b) El período de tratamiento, y

c) Una información comprensible acerca del diagnóstico de ingreso y de alta, con sus respectivas fechas, y los resultados más relevantes de exámenes y procedimientos efectuados que sean pertinentes al diagnóstico e indicaciones a seguir.

Adicionalmente, el prestador deberá, previo al pago, si correspondiere éste, entregar por escrito la información sobre los aranceles y procedimientos de cobro de las prestaciones de salud que le fueron aplicables, incluyendo pormenorizadamente, cuando corresponda, los insumos, medicamentos, exámenes, derechos de pabellón, días-cama y honorarios de quienes le atendieron.

Además, toda persona podrá solicitar, en cualquier momento de su tratamiento, un informe que contenga el período de su tratamiento, el diagnóstico y  los procedimientos aplicados.

Asimismo, toda persona tiene el derecho a que se le extienda un certificado que acredite su estado de salud y licencia médica si corresponde, cuando su exigencia se establezca por una disposición legal o reglamentaria, o cuando lo solicite para fines particulares.

Párrafo 4°

De la reserva de la información contenida en la ficha clínica


Artículo 12.- La ficha clínica es el instrumento en el que se registra la historia médica de una persona. Podrá configurarse de manera electrónica, en papel o en cualquier otro soporte, siempre que asegure la conservación y adecuada confidencialidad de la información en ella contenida.

Toda la información que surja, tanto de la ficha clínica como de los estudios y demás documentos donde se registren procedimientos y tratamientos a los que fueron sometidas las personas, será considerada como dato sensible, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 2° de la ley N° 19.628.

Artículo 13.- La ficha clínica permanecerá en poder del prestador, quien será responsable de la reserva de su contenido y deberá mantenerla por un período de, al menos, diez años. El Ministerio de Salud establecerá, mediante decreto, el tiempo, la forma y las condiciones bajo las cuales los prestadores deberán efectuar el almacenamiento de las fichas, así como las normas necesarias para su administración y adecuada protección.

Ningún tercero que no esté directamente relacionado con la atención de salud de la persona tendrá acceso a la información que emane de la respectiva ficha clínica.


Sin perjuicio de lo anterior, la información contenida en la ficha podrá ser entregada, total o parcialmente, a solicitud expresa de las personas y organismos que se indican a continuación, en los casos, forma y condiciones que se señalan:


a) Al titular de la ficha clínica.


b) A los representantes legales del titular de la ficha clínica, a su apoderado, a un tercero debidamente autorizado por escrito, y a los herederos en caso de fallecimiento del titular. Todas estas personas podrán obtener copia de las informaciones que sean de su interés. En caso de que el titular de la ficha sea menor de edad, se aplicará, en lo que corresponda, lo establecido en el inciso segundo del artículo 8º.


c) A los Tribunales de Justicia, al Ministerio Público y a la Defensoría Penal Pública, en los procesos e investigaciones que se instruyan y en los casos en que la información de la ficha clínica, de quien tenga la calidad de parte o imputado, sea relevante para la dictación de las correspondientes resoluciones. En estos casos, será necesaria la autorización previa del juez de garantía que corresponda.


d) Al Ministerio de Salud, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, a la Superintendencia de Salud, a los Servicios de Salud, al Instituto de Salud Pública y al Fondo Nacional de Salud, en los casos en que los datos sean necesarios para estudios estadísticos, de seguimiento, de salud pública, de fiscalización o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social. Para dichos efectos podrán solicitar informes sobre el contenido de la ficha, así como copia de toda o parte de ella. En caso que las conclusiones o resultados sean divulgados, el tratamiento de la información emanada de las fichas deberá garantizar que ésta no pueda asociarse a persona determinada o determinable.

Los demás organismos públicos y privados que se encuentren facultados por ley para fiscalizar o para resolver acerca de la procedencia de determinados beneficios de salud o seguridad social, podrán solicitar un informe sobre aspectos específicos de la ficha clínica.

Las personas y los organismos a que se refieren los incisos tercero y cuarto serán responsables de mantener la confidencialidad del contenido de la ficha y de la identidad de su titular, así como también de utilizar la información que de ella emana exclusivamente para los fines requeridos.

Sin perjuicio de lo indicado en los dos incisos anteriores, cuando por razones de investigación científica o epidemiológica, terceros ajenos a la atención de salud sean autorizados por el prestador para acceder al contenido de la ficha, se deberá asegurar la debida protección de la confidencialidad de la información de salud a que tengan acceso.

Párrafo 5º

De la autonomía de las personas en su atención de salud

& 1. Del consentimiento informado

Artículo 14.- Toda persona tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, con las limitaciones establecidas en el artículo 17.

Este derecho debe ser ejercido en forma libre, voluntaria, expresa e informada, para lo cual será necesario que el profesional tratante entregue información adecuada, suficiente  y comprensible, según lo establecido en el artículo 8°.

Por regla general, este proceso se efectuará en forma verbal, pero deberá constar por escrito en el caso de intervenciones quirúrgicas, procedimientos diagnósticos y terapéuticos invasivos y, en general, para la aplicación de procedimientos que conlleven un riesgo relevante y conocido para la salud del afectado. En estos casos, tanto la información misma, como el hecho de su entrega, aceptación o rechazo deberá constar por escrito y referirse, al menos, a los contenidos indicados en el inciso primero del artículo 8º.  Se presume que la persona ha recibido la información pertinente para la manifestación de su consentimiento, cuando hay constancia de su firma en el documento explicativo del procedimiento o tratamiento al cual deba someterse.

Artículo 15.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, no se requerirá la manifestación de voluntad en las siguientes situaciones:

a) En caso que la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones señalados en el artículo 14, supongan un riesgo para la salud pública, de conformidad con lo dispuesto en la ley, debiendo dejarse constancia de ello en la ficha clínica de la persona.

b) En aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital y/o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable y ésta no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.

c) Cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos se deberán adoptar las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida.

Artículo 16.- Tratándose de personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, o que carezcan de capacidad para expresar su voluntad por causa de enfermedad mental, certificada por un médico cirujano, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, sin perjuicio que la decisión temporal o definitiva, según corresponda, deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal o, en su defecto, por el apoderado designado para fines vinculados a su tratamiento y, en último caso, por la persona a cuyo cuidado se encuentre.


Los mayores de catorce años de edad y menores de dieciocho expresarán su voluntad personalmente. Sin perjuicio de ello, los padres o representantes legales deberán ser también consultados al respecto. Sin embargo, si el menor se opone a que ellos sean consultados, el profesional tratante podrá acceder a dicha petición si estima que la situación del menor no implica grave riesgo para su salud o su vida. Cuando el profesional tratante tenga dudas acerca de las situaciones anteriormente descritas o si el menor se opone a que dicha opinión sea requerida, corresponderá al comité de ética decidir acerca de la pertinencia de que el médico efectúe la consulta. Asimismo, dicho comité deberá ser consultado, en caso de que exista discrepancia entre la voluntad expresada por el menor y la opinión de sus padres o representantes. Los menores de catorce años de edad también deberán ser consultados, atendiendo sus condiciones de desarrollo psíquico, su competencia cognitiva y su situación personal, sin perjuicio que la decisión definitiva corresponderá a sus padres o representantes legales.

& 2. Del estado de salud terminal y la voluntad manifestada previamente

Artículo 17.- La persona que fuere informada que su estado de salud es terminal, tiene derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier tratamiento que tenga como efecto prolongar artificialmente su vida.  En ningún caso, el rechazo de tratamiento podrá implicar como objetivo la aceleración artificial del proceso de muerte.

Este derecho de elección no resulta aplicable cuando, como producto de la falta de esta intervención, procedimiento o tratamiento, se ponga en riesgo la salud pública, en los términos establecidos en el Código Sanitario. De esta circunstancia deberá dejarse constancia por el profesional tratante en la ficha clínica de la persona.

Para el correcto ejercicio del derecho establecido en el inciso primero, los profesionales tratantes están obligados a proporcionar información completa y comprensible.

Las personas que se encuentren en este estado tendrán derecho a vivir con dignidad hasta el momento de la muerte.  En consecuencia, tienen derecho a los cuidados paliativos que les permitan hacer más soportables los efectos de la enfermedad, a la compañía de sus familiares y personas que estén a su cuidado y a recibir, cuando lo requieran, asistencia espiritual.

Tratándose de menores de edad, personas con dificultades de entendimiento o con alteración de conciencia, igualmente se les deberá informar y consultar su opinión, cuando sea posible, sin perjuicio que la decisión definitiva deberá ser adoptada por quien tenga su representación legal.

Sin perjuicio de lo anterior, podrá solicitar el alta voluntaria la misma persona o el apoderado designado de acuerdo al inciso cuarto del artículo siguiente o los parientes señalados en el artículo 42 del Código Civil, en orden preferente y excluyente conforme a dicha enumeración.

Artículo 18.- La persona podrá manifestar anticipadamente su voluntad de someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud.

Dicha manifestación de voluntad deberá expresarse por escrito ante un ministro de fe o, al momento de la internación, ante el Director del establecimiento o en quien éste delegue tal función y el profesional de la salud responsable de su ingreso.

Mediante esta declaración anticipada una persona podrá manifestar su voluntad sobre los cuidados y tratamientos a los que desearía ser sometida en el evento de que se encuentre en una situación en la cual no esté en condiciones de expresar su consentimiento personalmente.

En esta declaración también se podrá expresar la voluntad de donar órganos de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 19.451. También en ella podrá designarse un apoderado para las decisiones vinculadas a los tratamientos. Asimismo, podrá expresarse la voluntad de que todos o algunos de los antecedentes específicos de su salud y de su ficha clínica no sean comunicados a terceros. De la existencia de esta declaración se deberá dejar constancia en la ficha clínica de la persona.

En esta declaración no se podrán incorporar decisiones o mandatos contrarios al ordenamiento jurídico vigente o propios del arte médico. En caso de duda, su aplicación concreta deberá ser revisada por el comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 22 le corresponda al establecimiento de salud donde ésta sea atendida, el que velará especialmente por el cumplimiento de los supuestos de hecho en ella descritos. De lo anterior, deberá dejarse constancia en la ficha clínica de la persona.

Las declaraciones de voluntad regidas por este artículo son actos personalísimos y esencialmente revocables, total o parcialmente. La revocación podrá ser verbal y en cualquier momento, pero para ser oponible, deberá dejarse testimonio de ella por escrito.

& 3. Normas generales aplicables

Artículo 19.- En caso que el profesional tratante tenga dudas acerca de la competencia de la persona, o estime que la decisión manifestada por ésta o sus representantes legales la expone a graves daños a su salud o a riesgo de morir, que serían evitables prudencialmente siguiendo los tratamientos indicados, deberá solicitar la opinión del comité de ética del establecimiento o, en caso de no poseer uno, al que según el reglamento dispuesto en el artículo 22 le corresponda. 

Asimismo, si la insistencia en la indicación de los tratamientos o la limitación del esfuerzo terapéutico son rechazados por la persona o por sus representantes legales, se podrá solicitar la opinión de dicho comité. 

En ambos casos, el pronunciamiento tendrá sólo el carácter de recomendación y sus integrantes no tendrán responsabilidad civil o penal respecto de lo que ocurra en definitiva. En caso que la consulta diga relación con la atención a menores de edad, el comité deberá tener en cuenta especialmente el interés superior de estos últimos.

Tanto la persona como cualquiera a su nombre podrán, si no se conformaren con la opinión del comité, solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva la revisión del caso y la adopción de las medidas que estime necesarias.  Esta acción se tramitará de acuerdo con las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República y tendrá preferencia para su vista.


Si el profesional tratante difiere de la decisión manifestada por la persona o su representante, podrá declarar su voluntad de no continuar como responsable del tratamiento, siempre y cuando asegure que esta responsabilidad será asumida por otro profesional de la salud idóneo.

Artículo 20.- En caso que la persona, en virtud de los artículos anteriores, expresare su voluntad de no ser tratada, quisiere interrumpir el tratamiento o se negare a cumplir las prescripciones médicas, podrá solicitar el alta voluntaria. Asimismo, en estos casos, la Dirección del correspondiente establecimiento de salud, a propuesta del profesional tratante y previa consulta al comité de ética, podrá decretar el alta forzosa. 

Artículo 21.- Tratándose de personas en estado de muerte cerebral, la defunción se certificará una vez que ésta se haya acreditado de acuerdo con las prescripciones que al respecto contiene el artículo 11 de la ley N° 19.451, con prescindencia de la calidad de donante de órganos que pueda tener la persona.

Artículo 22.- El Ministerio de Salud establecerá, mediante reglamento, las normas necesarias para la creación, funcionamiento y control de los comités de ética, las facultades de la Autoridad Sanitaria para acreditar y fiscalizar, y los mecanismos que permitirán a los establecimientos acceder a comités de ética en caso de que no posean o no estén en condiciones de constituir uno. Además, fijará, a través de instrucciones y resoluciones, las normas técnicas y administrativas necesarias para la estandarización de los procesos y documentos vinculados al ejercicio de los derechos regulados en este párrafo.

Párrafo 6º

De la protección de la autonomía de las personas respecto de su participación en protocolos de investigación científica

Artículo 23.- Toda persona deberá ser informada y tendrá derecho a elegir su incorporación en cualquier tipo de protocolo de investigación científica biomédica. Su expresión de voluntad deberá ser previa, expresa, libre, informada, personal y constar por escrito. En ningún caso esta decisión podrá significar menoscabo en su atención ni menos sanción alguna.

En el caso de los menores de edad, se estará a lo dispuesto en los artículos 8° y 16.

Artículo 24.- Corresponderá al Ministerio de Salud establecer, mediante reglamento, las normas necesarias para regular los requisitos de los protocolos de investigación y los procedimientos administrativos y normas sobre constitución, control, funcionamiento y financiamiento de comités para la evaluación ético-científica; las facultades de la Autoridad Sanitaria para la aprobación de protocolos y para la acreditación de los comités; la declaración y efectos sobre conflictos de interés de investigadores, autoridades y miembros de comités y, en general, las demás normas necesarias para la adecuada protección de los derechos de las personas respecto de la investigación científica biomédica.

Párrafo 7º

De los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual

Artículo 25.- En aquellas situaciones en que las personas con discapacidad psíquica o intelectual no pudieren comprender adecuadamente la información entregada, tanto en los aspectos médicos como administrativos, los prestadores deberán guardar especial cuidado en brindarles un trato digno y en respetar la autonomía y confidencialidad de su atención de salud.

Las personas con discapacidad psíquica o intelectual, que se encuentren en condiciones de manifestar su voluntad, tendrán derecho a designar un apoderado para que se relacione con el equipo de salud tratante y el establecimiento que las acoja y para que las acompañe y asista en todo el proceso de atención de su salud, siendo éste el apoderado o representante legal para todos los efectos indicados en esta ley. Corresponderá al médico tratante resolver acerca de si la persona se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad.

En ningún caso podrán efectuarse, aun cuando el profesional de salud lo autorice, fotografías, grabaciones, filmaciones o entrevistas de uso periodístico o publicitario, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no está en condiciones de dar la autorización que el artículo 4º exige.

Artículo 26.- La reserva de la información que el profesional tratante debe mantener o la restricción al acceso, por parte de la persona, a los contenidos de su ficha clínica, en razón de los efectos negativos que esa información pudiera tener en su estado mental, obliga al profesional a informar de manera pormenorizada a su representante o, en su defecto, al apoderado designado de acuerdo con el artículo 25, o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre, las razones médicas que justifican tal restricción y, al mismo tiempo, entregar esta información al apoderado.


Artículo 27.- Si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad, deberá siempre contarse con el consentimiento del representante legal o, en su defecto, del apoderado designado por ésta, en los siguientes casos:


a) Aplicación de procedimientos invasivos e irreversibles; 


b) Aplicación de medidas o tratamientos que priven a la persona de libertad de desplazamiento o restrinjan de manera severa su contacto con otros seres humanos.


Esta norma no será aplicable a los supuestos de aislamiento y contención que tengan lugar en las condiciones expresadas en el artículo 29.

Artículo 28.- Una persona puede ser objeto de internación involuntaria siempre que se reúnan todas las condiciones siguientes:

1) Certificación de un médico cirujano que indique fundadamente la necesidad de proceder al ingreso de una persona para llevar a cabo la evaluación de su estado de salud mental;

2) Que el estado de la misma comporte un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros;

3) Que la internación tenga exclusivamente una finalidad terapéutica;

4) Que no exista otro medio menos restrictivo de suministrar los cuidados apropiados, y

5) Que el parecer de la persona atendida haya sido tenido en consideración. De no ser esto último posible se tendrá en cuenta la opinión de su representante legal o, en su defecto, de su apoderado a efectos del tratamiento y en ausencia de ambos de la persona a él más vinculada por razón familiar o de hecho.

La Autoridad Sanitaria Regional velará por el respeto de los derechos de las personas ingresadas en instituciones de salud mental, teniendo libre acceso a las mismas y a la documentación en ellas obrante y resolverá las quejas que planteare la persona internada, su representante legal, su apoderado a efectos del tratamiento o la persona a ella vinculada por razón familiar o de hecho. Asimismo, autorizará el ingreso o revisará la legalidad e idoneidad de la internación involuntaria cuando exceda de setenta y dos horas, de acuerdo a lo establecido en los artículos 130 y 131 del Código Sanitario.

En contra de los tratamientos involuntarios podrán recurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva tanto la persona con discapacidad psíquica o intelectual como cualquiera a su nombre.

Asimismo, la información del caso podrá ser revisada por la comisión indicada en el artículo 32, la que podrá informar al Secretario Regional Ministerial de Salud para que éste, a su vez, ejerza la facultad indicada en el artículo 132 del Código Sanitario.  En el evento que dicha autoridad decida no ejercer esta facultad, la comisión podrá presentar los antecedentes a la Corte de Apelaciones correspondiente para que ésta resuelva en definitiva.

Artículo 29.- El empleo extraordinario de las medidas de aislamiento o contención mecánica deberá llevarse a cabo con pleno respeto a la dignidad de la persona objeto de tales medidas, las cuales sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta gravemente perturbadora o agresiva.

Estas excepcionales medidas se aplicarán exclusivamente por el tiempo estrictamente necesario para conseguir el objetivo terapéutico, debiendo utilizarse los medios humanos suficientes y los medios materiales que eviten cualquier tipo de daño. Durante el empleo de las mismas, la persona con discapacidad psíquica o intelectual tendrá garantizada la supervisión médica permanente.

Todo lo actuado con motivo del empleo del aislamiento o la sujeción deberá constar por escrito en la ficha clínica. Además de lo anterior, se comunicará el empleo de estos medios a la Autoridad Sanitaria, a cuya disposición estará toda la documentación respectiva. 


Mediante reglamento, el Ministerio de Salud establecerá las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener durante su internación en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.


Artículo 30.- Sin perjuicio del derecho de la persona con discapacidad psíquica o intelectual a otorgar su autorización o denegarla para ser sometida a tratamientos, excepcionalmente y sólo cuando su estado lo impida, podrá ser tratada involuntariamente siempre que:

1) Esté acreditado que la persona padece una enfermedad o trastorno mental grave, suponiendo su estado un riesgo real e inminente de daño a sí mismo o a terceros;

2) El tratamiento responda a un plan prescrito individualmente, que atienda las necesidades de salud de la persona, esté indicado por un médico psiquiatra y sea la alternativa terapéutica menos restrictiva de entre las disponibles;

3) Se tenga en cuenta –siempre que ello fuere posible- la opinión de la misma persona, se revise el plan periódicamente y se modifique en el caso de ser necesario, y

4) Se registre en la ficha clínica de la persona.

Excepcionalmente podrá aplicarse un tratamiento sin consentimiento de la persona cuando un médico psiquiatra determine que es urgente y necesario para impedir un daño inmediato o inminente a ella misma o a terceros.  Dicho tratamiento no se aplicará más allá del período estrictamente necesario a tal propósito.

Artículo 31.- Respecto de la participación en protocolos de investigación científica no vinculados a las particularidades de su propia patología, si la persona con discapacidad psíquica o intelectual no puede expresar su voluntad, no podrá realizarse la investigación, aun cuando se cuente con la voluntad favorable de su representante o de su apoderado, en su caso.

En los casos en que se realice investigación científica con participación de dichas personas, además de la evaluación ético científica que corresponda, será necesaria la autorización de la Autoridad Sanitaria competente.

En contra de las actuaciones de la Autoridad Sanitaria se podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones que corresponda y, asimismo, solicitar un informe de la comisión indicada en el artículo siguiente y siempre que el asunto no se encuentre radicado en dicha jurisdicción. 

Artículo 32.- Sin perjuicio de las facultades de los tribunales ordinarios de justicia, el Ministerio de Salud deberá asegurar la existencia de una comisión de protección de los derechos de las personas con enfermedades mentales a nivel nacional y en cada región del país, cuya función será velar por la protección de derechos de las personas en la atención de salud entregada por los prestadores públicos o privados, ya sea en las modalidades de atención comunitaria, ambulatoria, hospitalaria o de urgencia. Esta  función será ejercida a través de:

a) El análisis de los requerimientos que los usuarios realicen sobre actuaciones de la Autoridad Sanitaria, internaciones no voluntarias, y respecto de la realización de tratamientos invasivos e irreversibles;

b) La visita a las instalaciones donde se realicen las internaciones y demás tratamientos;

c) La emisión de informes a la Autoridad Sanitaria respecto de los casos sometidos a su conocimiento. 

d) Cuando sea necesario, el envío de antecedentes y sus informes a la Corte de Apelaciones que corresponda.

Esta comisión estará conformada por las siguientes personas, quienes se desempeñarán ad honorem:

- Dos miembros de asociaciones gremiales de profesionales del área de la salud;

- Un miembro de la asociación gremial de abogados que cuente con el mayor número de adherentes;

- Dos miembros de sociedades científicas del área de la salud;

- Un representante de asociaciones de usuarios de la salud;

- Un representante de asociaciones de familiares de personas con discapacidad psíquica o intelectual;

- Un representante de la Autoridad Sanitaria.

El reglamento señalará la manera en que se designarán dichas personas y las normas necesarias para el adecuado funcionamiento de esta Comisión.

Las acciones ante las Cortes de Apelaciones se tramitarán de acuerdo a las normas del recurso establecido en el artículo 20 de la Constitución Política y tendrán preferencia para su vista.

Párrafo 8°

De la participación de las personas usuarias.

Artículo 33.- El Ministerio de Salud, con consulta a las instancias de participación creadas por ley, reglamentará los procedimientos para que los usuarios ejerzan este derecho, y el plazo y la forma en que los prestadores deberán responderlos o resolverlos, según el caso.

Sin perjuicio de todos los mecanismos e instancias de participación creados por ley, por reglamento o resoluciones, toda persona tiene derecho a efectuar las consultas y los reclamos que estime pertinentes.

Asimismo, los usuarios pueden manifestar, en forma personal o por escrito, sus sugerencias y opiniones respecto de las atenciones recibidas.

Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Salud, al reglamentar la existencia de comités de ética que atiendan las consultas de las personas que consideren necesaria la evaluación de un caso desde el punto de vista ético clínico, deberá asegurar la participación de los usuarios en dichos comités. En el caso de los prestadores institucionales, deberán ser éstos los que provean los medios para que sus usuarios accedan a un comité de ética, si así lo requirieren. Los prestadores individuales deberán dar a conocer a las personas el comité de ética al cual estuvieren adscritos.  Los Servicios de Salud deberán disponer de, al menos, un comité de ética, al cual se entenderán adscritos los prestadores privados individuales de su territorio, en caso de no estarlo a algún otro.

Párrafo 9°

De los medicamentos e insumos

Artículo 34.- Los prestadores institucionales, públicos y privados, deberán exhibir en forma destacada, los precios de las prestaciones, de los insumos y de los medicamentos que cobren en la atención de las personas, debiendo poner la lista correspondiente a disposición de quienes lo soliciten.


Asimismo, al momento de ingresar, se informará por escrito, a la persona o a su representante, de los posibles plazos para el pago de las prestaciones, medicamentos e insumos utilizados, así como de los cargos por intereses u otros conceptos.

En los casos en que la persona deba concurrir al pago de las atenciones que recibe, ya sea total o parcialmente, podrá solicitar, en cualquier oportunidad, una cuenta actualizada y detallada de los gastos de todo tipo en que se haya incurrido en su atención de salud.

Artículo 35.- Si las dosis de medicamentos o insumos fueren unitarias, en caso que la persona deba concurrir al pago de ellas, sólo estará obligada al pago de aquellas unidades efectivamente usadas en el tratamiento correspondiente.

TÍTULO III

DE LOS DEBERES DE LAS PERSONAS EN SALUD

Artículo 36.- Las personas deberán respetar las normas vigentes en materia de salud. Para ello, la autoridad competente deberá implementar las medidas que aseguren una amplia difusión de ellas. 

Las personas, al momento de solicitar o recibir atención de salud por parte de un prestador institucional, asumen el deber de respetar el reglamento interno de dicho establecimiento.

Artículo 37.- Sin perjuicio del deber preferente del prestador de informar de acuerdo a lo indicado en el Párrafo 3º del Título II de esta ley, la persona que solicita una atención de salud procurará informarse acerca del funcionamiento del establecimiento que la recibe para los fines de la prestación que requiere, especialmente, respecto de los horarios y modalidades de atención, así como sobre los mecanismos de financiamiento existentes, sin perjuicio de la obligación del prestador de otorgar esta información.

Asimismo, deberá informarse acerca de los procedimientos de consulta y reclamos establecidos.

Artículo 38.- Todas las personas que ingresen a los establecimientos de salud deberán cuidar las instalaciones y equipamiento que el prestador mantiene a disposición para los fines de atención, haciéndose responsables, según corresponda, de acuerdo a la ley.

Las personas deberán tratar respetuosamente a los integrantes del equipo de salud, sean éstos profesionales, técnicos o administrativos.  Igual obligación corresponde a los familiares, representantes legales y amigos. 

El trato irrespetuoso grave o los actos de violencia verbal o física en contra de los integrantes del equipo de salud, de las demás personas atendidas o de otras personas, dará derecho a la autoridad del establecimiento a ordenar el alta disciplinaria de la persona, la cual sólo procederá por sus propios actos o, a requerir, cuando la situación lo amerite, la presencia de la fuerza pública para restringir el acceso al establecimiento de quienes afecten el normal desenvolvimiento de las actividades en él desarrolladas, sin perjuicio del derecho a perseguir las responsabilidades civiles o penales que correspondan.

Artículo 39.- La persona que solicita atención de salud deberá colaborar con los miembros del equipo de salud que la atiende, informando de manera veraz acerca de sus necesidades y problemas de salud y de todos los antecedentes que conozca o le sean solicitados para su adecuado diagnóstico y tratamiento.

TÍTULO IV

DEL CUMPLIMIENTO DE LA LEY

Artículo 40.- Sin perjuicio del derecho de las personas a reclamar ante las diferentes instancias o entidades que determina la normativa vigente, toda persona tiene derecho a reclamar el cumplimiento de los derechos que esta ley le confiere ante el prestador institucional, el que deberá contar con una dependencia y con personal especialmente habilitado para este efecto y un sistema de registro y respuesta escrita de los reclamos planteados. El prestador deberá adoptar las medidas que procedan para la acertada solución de las irregularidades detectadas.

Si la persona estimare que la respuesta no es satisfactoria o que no se han solucionado las irregularidades, podrá recurrir ante la Superintendencia de Salud.

El reglamento regulará el procedimiento a que se sujetarán los reclamos, el plazo en que el prestador deberá comunicar una respuesta a la persona que haya efectuado el reclamo por escrito, el registro que se llevará para dejar constancia de los reclamos, y las demás normas que permitan un efectivo ejercicio del derecho a que se refiere este artículo.

Asimismo, las personas tendrán derecho a requerir, alternativamente, la iniciación de un procedimiento de mediación, en los términos en que está establecido en la ley Nº 19.966 y sus normas complementarias.

Artículo 41.- Corresponderá a los prestadores públicos y privados dar cumplimiento a los derechos que esta ley consagra a todas las personas.  En el caso de los prestadores institucionales públicos, deberán, además, adoptar las medidas que sean necesarias para hacer efectiva la responsabilidad administrativa de los funcionarios, mediante los procedimientos administrativos o procesos de calificación correspondientes.

La Superintendencia de Salud, a través de su Intendencia de Prestadores, controlará el cumplimiento de esta ley en los prestadores de salud públicos y privados, recomendando la adopción de medidas necesarias para corregir las irregularidades que se detecten.

En el caso que ellas no sean corregidas dentro de los plazos fijados para este efecto por el Intendente de Prestadores, éste dejará constancia de ello en un lugar visible para conocimiento público, dentro del establecimiento de que se trate. 

Si transcurrido el plazo que fijare el Intendente de Prestadores para la solución de las irregularidades, el que no podrá ser superior a dos meses, y el prestador no cumpliere la orden, sancionará al prestador de acuerdo con las normas establecidas en los Títulos IV y V del Capítulo VII, del Libro I del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud. 

El prestador podrá interponer, en contra de las sanciones aplicadas, dentro del plazo de cinco días hábiles, un recurso de reposición ante el Intendente de Prestadores.  En forma subsidiaria, podrá interponerse el recurso jerárquico.  Rechazada total o parcialmente una reposición, se elevará el expediente al Superintendente de Salud, si junto con ésta se hubiere interpuesto subsidiariamente el recurso jerárquico.

Cuando no se haya deducido reposición, el recurso jerárquico se podrá interponer para ante el Superintendente de Salud, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación. En este caso, el Superintendente deberá oír previamente al Intendente, el que podrá formular sus descargos por cualquier medio, escrito o electrónico.

Tanto el Intendente de Prestadores como el Superintendente, tendrán un plazo no superior a treinta días hábiles para resolver los recursos a que se refieren los incisos precedentes.

TÍTULO V

DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 42.- Agrégase, en el número 1 del artículo 3° de la ley N° 4.808, a continuación del punto (.) que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “lo cual se hará de acuerdo al domicilio permanente de la madre y no donde ocasionalmente ocurrió el nacimiento, pudiendo concurrir a cualquier oficina del Registro Civil. La inscripción se deberá hacer por requerimiento en la oficina del domicilio de la madre, y en donde no se cuente con oficina, deberá hacerse en la oficina cabecera comunal.”.

Artículo 43.- Se considerará como un derecho de las personas, en cuanto a su atención de salud, que ante el fallecimiento de un integrante de la familia que, de acuerdo con las disposiciones judiciales, requiera de la realización de una autopsia, ésta deberá ser realizada por los organismos pertinentes en un plazo no mayor a veinticuatro horas, salvo por expresa disposición del fiscal.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo transitorio.- Esta ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.

Dentro de los seis meses contados desde la fecha de publicación a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio de Salud deberá dictar los reglamentos complementarios de la presente ley.".

***


Hago presente a V.E. que el inciso tercero del artículo 13; el inciso cuarto del artículo 19; los incisos tercero y cuarto del artículo 28; el inciso tercero del artículo 31; la letra d) del inciso primero y el inciso cuarto del artículo 32, y los incisos quinto, sexto y séptimo del artículo 41, del proyecto, todos incorporados durante el segundo trámite reglamentario, fueron aprobados con el voto a favor de 90 Diputados, de 119 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): PATRICIO WALKER PRIETO,

Presidente de la Cámara de Diputados.-

CARLOS LOYOLA OPAZO,

Secretario General de la Cámara de Diputados.

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO Nº 169 SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES  EN PAÍSES INDEPENDIENTES

(233-10)

Honorable Senado:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República de 21 de diciembre de 1990, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión del 12 de abril de 2000, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Se hace presente que los artículos 6°, N° 1; letra a), y N° 2, y 7°, N° 1, oración segunda, tienen el carácter de leyes orgánicas constitucionales, según expresa el considerando 8° del fallo del Tribunal Constitucional recaído en el requerimiento formulado en contra del Convenio en discusión, por incidir en materias propias de leyes orgánicas constitucionales como son Congreso Nacional y Gobierno y Administración Regional, respectivamente. Por tanto, según dispone el inciso primero del N° 1) del artículo 54, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República, el proyecto de acuerdo debe ser aprobado en el carácter de ley orgánica constitucional.

- - -





Concurrieron a algunas de las sesiones celebradas los días 10 y 31 de octubre, 14 de noviembre, 12 y 19 de diciembre de 2000, y 9 y 23 de enero de 2001, los entonces Senadores señores Sergio Bitar Chacra y Julio Lagos Cosgrove.





Asimismo, asistieron en representación del Ejecutivo, las siguientes autoridades de la época:





- Del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Política Multilateral, señor Benjamín Concha; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el abogado de la Dirección, señor Carlos Núñez, y el Coordinador de la Oficina de Enlace con el Congreso Nacional, Embajador señor Mariano Fontecilla.





- Del Ministerio de Justicia, el Subsecretario de la Cartera, señor Jaime Arellano, y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señor Francisco Maldonado.





- Del Ministerio de Educación, el Coordinador del Programa Nacional de Educación Rural, señor Javier San Miguel, y la abogado del Departamento Jurídico del Ministerio, señora Manuela Pérez.





- Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el Ministro señor Ricardo Solari, y sus asesores señores Francisco del Río y Patricio Novoa.





- Del Ministerio de Salud, la Ministra señora Michelle Bachelet, y la asesora ministerial señora Danae Frincks.





- Del Ministerio de Planificación y Cooperación, la Ministro señora Alejandra Krauss, la Jefa de la División Jurídica de esta Cartera, señora Trinidad Inostroza, y la asesora ministerial señora Andrea Soto.





Por último, acudieron, especialmente invitados:





- Del Consejo de todas las Tierras Mapuche, el Encargado de Relaciones Internacionales, señor Aucán Huilcamán.





- Del Consejo Nacional del Pueblo Aimara, los Consejeros y representantes señoras Siria Colque, Gabriela Flores, Mercedes López y Claudia Sepúlveda, y señores Wilfredo Bacián, Alfredo Chipana, Joaquín García, Héctor Morales, Sergio Platero y Octavio Viza.





- De la Comisión Nacional Indígena, las señoras Patricia Antillanca, Marianela Leiva, Miriam Liempi, María Eugenia Miranda, Patricia Payugueo y María Quezada, y el señor Carlos Domínguez.

- - -





En las sesiones realizadas los días 11 de septiembre, 9 y 16 de octubre, 13 de noviembre, y 4 de diciembre de 2007 y 8 de enero de 2008, asistieron, especialmente invitados:





- Del Ministerio Secretario General de la Presidencia, el Ministro señor José Antonio Viera-Gallo y el Jefe de Gabinete, señor Marco Opazo.





- Del Ministerio de Planificación, la Ministra, señora Clarisa Hardy; el Subsecretario, señor Gonzalo Arenas; la Jefa de la División Jurídica de esa Cartera, señora Andrea Soto; la abogada de la División Jurídica, señora Jessica Fuentes; el abogado de esa División, señor Felipe Palacios; el asesor, señor Jorge Millaquén; el asesor de la Ministra, señor Jorge Millaquén Mercado, y la asesora del señor Subsecretario, señora María Eugenia Mella.





- Del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Jefe de la División Jurídica, señor Claudio Troncoso, y el Director de Derechos Humanos, señor Juan Aníbal Barría.





- De la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, el Director Nacional, señor Wilson Reyes; la Consejera, señora Sandra Berna; el Consejero, señor Adolfo Arrieta; el Jefe de Gabinete, señor Patricio Vidal; la Jefa de Comunicaciones, señora Miriam Ríos; el asesor señor Jorge Sanderson; el asesor, señor Ramón Daza; el secretario del Director, señor José Caniumil y la periodista, señora Patricia Cumming.





Del mismo modo, la Comisión escuchó las inquietudes de los siguientes representantes de comunidades originarias:





- Del Pueblo Atacameño y Quechua, la señora Julia Quispe Yucra, el señor Wilson Segovia Bartolo y el señor Miguel Urrelo Valdivia.





- Del Pueblo Aimara, la señora Rosa Maita; la señora Francisca Salazar Callasaya; la señora Carmen Cecilia Flores; el señor Francisco Rivera y la señora Isabel Condori Flores.





- De la Organización Territorial Wenteche Lof Mapu Kayupvl, el señor Domingo Colicoy.





- Del Parlamento Mapuche Koyaktu, el Secretario General, señor Jaime Huincahue y el Secretario, señor Manuel Ponce.





- De la Federación Huilliche de Chiloé, el Coordinador, señor Sergio Cuyul.





- Del Consejo Aimara, el señor Zenón Alarcón.





- Del Consejo Diaguita, el Consejero señor Rubén Cuturrufo.





- De la Identidad Territorial Lafquenche, los Consejeros señores Moisés Vilches e Iván Carilao.





- Del Consejo Mapuche, los Consejeros señora Marcelina Llancapán y señores José Caniumil y Juan Nilián.





- Del Consejo Mapuche Huilliche, el Consejero señor Ananías Huiniguir.





- Del Consejo Indígena Urbano, el Consejero señor José Ignacio Llancapán.





- Del Consejo Nacional Indígena Quechua, el Presidente, señor Eduardo Alata Godoy.





Asistió también el analista del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Álvaro Paul.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO





El Convenio respecto del cual corresponde pronunciarse a esta Corporación tiene dos finalidades principales: por una parte, establece un marco legal de protección en beneficio de los pueblos tribales e indígenas en países independientes y, por otra, fija normas especiales aplicables a las etnias en diversas áreas, tales como, laboral, educacional, salud y de procedimiento judicial, entre otras. En todo caso, tales preceptos no podrán contravenir la legislación nacional ni el régimen de garantías constitucionales.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Antecedentes legales.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) La Constitución Política de la República, en especial sus Capítulos I, "Bases de la Institucionalidad", III, "De los Derechos y Deberes Constitucionales", y VI, "Poder Judicial".





b) La ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.





De la lectura de su artículo 12 se desprende que el Estado reconoce que los indígenas de Chile son los descendientes de las agrupaciones humanas que existen en el territorio nacional desde tiempos precolombinos, que conservan manifestaciones étnicas y culturales propias, siendo para ellos la tierra el fundamento principal de su existencia y cultura.





Además, el Estado reconoce como principales etnias indígenas de Chile a las que indica (Mapuche, Aimara, Rapa Nui o Pascuenses, comunidades Atacameñas, Quechuas y Collas del norte del país, Kawashkar o Alacalufe y Yámana o Yagán de los canales australes), y valora su existencia por ser parte esencial de las raíces de la Nación chilena, así como su integridad y desarrollo, de acuerdo a sus costumbres y valores.





La norma impone a la sociedad en general y al Estado en particular, mediante sus instituciones, el deber de respetar, proteger y promover el desarrollo de los indígenas, sus culturas, familias y comunidades, adoptando las medidas adecuadas para tales fines, y de proteger las tierras indígenas, velar por su adecuada explotación, por su equilibrio ecológico y propender a su ampliación.





El artículo 2º señala los casos de personas de nacionalidad chilena que se considerarán indígenas para los efectos de esta ley.





El artículo 7º reconoce el derecho de los indígenas a mantener y desarrollar sus propias manifestaciones culturales, en todo lo que no se oponga a la moral, las buenas costumbres y el orden público, y le impone al Estado el deber de promover estas culturas, las que forman parte del patrimonio de la Nación chilena.





Los artículos 12 a 22 regulan el reconocimiento, protección y desarrollo de las tierras indígenas.





Los artículos 23 a 27 se refieren al desarrollo indígena, para lo cual crea un Fondo e indica las áreas en que se promoverá por el Estado ese desarrollo.





Los artículos 28 a 33 tratan materias relativas a cultura y educación indígena. A su vez, los artículos 34 a 37 versan sobre asociaciones y mecanismos de participación indígena.





Los artículos 38 a 53 regulan la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.





c) El Convenio Nº 107, de la Organización Internacional del Trabajo, de 1957.





d) Los Códigos Penal y de Procedimiento Penal.





e) El Código del Trabajo.





f) El decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1981, que promulgó la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. En especial su artículo 27, que prohíbe a las Partes de un instrumento internacional invocar normas de su derecho interno para justificar el incumplimiento de un tratado.





g) El decreto supremo Nº 326, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1989, que promulga el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.





h) El decreto supremo Nº 778, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1989, que promulga el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Igualmente, el decreto supremo N° 747, del mismo Ministerio, de 1992, que aprueba el Protocolo Facultativo de dicho Pacto.





i) El decreto supremo Nº 1.856, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1996, que promulga el Convenio Constitutivo del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y El Caribe.





j) El decreto supremo Nº 2.000, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1999, que promulga el Acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, relativo al "Proyecto Programa de Promoción y Comunicación para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas".





k) El decreto supremo Nº 158, del Ministerio de Planificación y Cooperación, de 1998, que declara al 24 de junio de cada año como "Día Nacional de los Pueblos Indígenas". Cabe advertir que los considerandos de este cuerpo normativo recuerdan que el Estado, con arreglo al artículo 1º de la ley Nº 19.253, reconoce, respeta y protege a las etnias que conforman los pueblos indígenas, así como a su cultura, costumbres y valores.





2.- Mensaje del Ejecutivo.- En el Mensaje con que se dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, se advierte que fue en junio de 1989, con motivo de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, cuando se adoptó el Convenio en análisis, siendo aprobado por trescientos veintiocho votos a favor, uno en contra y cuarenta y nueve abstenciones, entre las cuales estuvo la de nuestro país.





Luego de precisar su ámbito de aplicación, esto es, a los pueblos "tribales" e "indígenas", según las definiciones que al efecto se contienen en el instrumento internacional, el Ejecutivo recuerda que la expresión "pueblo" no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el Derecho Internacional. Dicha norma, se sostiene, constituye un marco de referencia, al menos en lo conceptual, para la aplicación y eventuales efectos del Convenio.





De esa manera, agrega, la intención del Tratado es no crear hechos que puedan poner en peligro la unidad de los Estados o su integridad territorial. En consecuencia, mejorar la situación relativa de ciertos grupos étnicos en el contexto social puede considerarse un disuasivo para intentos separatistas, al propiciar una mayor participación de las etnias en el quehacer nacional. En opinión del Ejecutivo, respetar los particularismos étnicos o culturales facilita la libre expresión de estos grupos, y torna inconducente toda alternativa disociadora.





Seguidamente, el Mensaje llama la atención acerca de la circunstancia de que el Convenio no implica una mera asimilación de las etnias al resto de la sociedad civil, mediante la aplicación de criterios igualitarios ante la ley. En este aspecto, aclara, el instrumento difiere del Convenio Nº 107, de 1957, también de la O.I.T., al cual reemplaza, porque, al contrario de éste, consagra regímenes especiales en beneficio de estas etnias en diversas materias o áreas.





Al finalizar, el Mensaje consigna que existen estipulaciones del Convenio que, una vez ratificado, implicarán para Chile efectuar algunas "declaraciones", cuyo propósito será precisar las condiciones en que una determinada norma convencional habrá de ser interpretada o aplicada.





Acerca de la necesidad de recurrir al mecanismo de las "declaraciones", el Ejecutivo hace presente la circunstancia de que usualmente los convenios celebrados en el marco de la O.I.T. no permiten la formulación de "reservas", las cuales, entre otras funciones, posibilitan conciliar un instrumento internacional con el derecho interno.





El Mensaje concluye anunciando que el Gobierno considerará oportunamente la conveniencia de hacer estas declaraciones respecto de las normas del Convenio relativas a tierras, salud y asuntos penales, para compatibilizarlas con nuestro derecho interno.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial en sesión de la Honorable Cámara de Diputados del día 8 de enero de 1991. Siendo analizado por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, posteriormente, por la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 11 de abril de 2000, aprobó el proyecto por 72 votos a favor, 3 en contra y 11 abstenciones.





4.- Descripción del Convenio.- El instrumento internacional sobre que versa el proyecto de acuerdo en informe consta de un preámbulo y cuarenta y cuatro artículos contenidos en diez Partes.





A continuación se describe el contenido prescriptivo del Convenio en sus aspectos primordiales, sin que esta mención sea taxativa.





a) Fundamentos del Convenio, al tenor del Preámbulo.





Se halla en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en aquellos instrumentos internacionales que persiguen prevenir la discriminación.





En ese contexto, se reconocen las aspiraciones de los pueblos tribales e indígenas de asumir el control de sus propias instituciones, formas de vida y desarrollo económico, y a mantener y fortalecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven.





Además, se tiene en cuenta, por una parte, que en ocasiones a estos pueblos no se les ha procurado un goce igualitario de sus derechos humanos y, por otra, que ellos han realizado particulares contribuciones a la diversidad cultural, la armonía social y ecológica de la humanidad y a la cooperación y comprensión internacionales.





b) Ámbito de aplicación.





A dos categorías de etnias (artículo1):





- A los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por una legislación especial.





- A los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región geográfica a la que éste pertenece, en la época de la conquista o de la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera sea su situación jurídica, conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.





Criterio esencial para determinar el ámbito de validez del Convenio está representado por la conciencia de un pueblo acerca de su identidad indígena o tribal.





Con todo, se establece una prevención en cuanto a que el vocablo "pueblos" no podrá interpretarse en el sentido de que tenga implicancia alguna en lo concerniente a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el Derecho Internacional.





c) Obligaciones generales de los Estados Partes.





- Desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger sus derechos y a garantizar el respeto de su integridad y el pleno goce de sus derechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Además, adoptar medidas especiales de salvaguardia de personas, instituciones, bienes, trabajo, culturas y medio ambiente de estos pueblos (artículos 2, 3 y 4).





- Reconocer y proteger los valores y usos sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y la integridad de sus valores, prácticas e instituciones (artículo 5).





- Consultar a los pueblos interesados cuando se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, y formalizar los mecanismos para que puedan participar libremente en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole, responsables de políticas y programas que les conciernan. Además, establecer los medios para el desarrollo de sus instituciones e iniciativas y proporcionar los recursos necesarios para este fin. (articulo 6).





Las etnias tendrán el derecho de fijar sus prioridades en el proceso de desarrollo, cuando éste afecte sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, si fuere posible, su propio desarrollo económico, social y cultural.





- Establecer con carácter preferente en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan las etnias, el mejoramiento de sus condiciones de vida y trabajo y de su nivel de salud y educación (artículo 7).





d) Consideración del derecho consuetudinario indígena.





Al aplicar la legislación nacional a los pueblos tribales e indígenas, se deberán considerar sus costumbres o su derecho consuetudinario.





Al efecto, se reconoce a estos pueblos el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, mientras no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente admitidos. Lo anterior no impedirá a los miembros de las etnias el ejercicio de los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país, o el cumplimiento de las obligaciones correspondientes (artículo 8).





e) Respeto de prácticas penales indígenas.





Se respetarán los métodos a los que estos pueblos recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros, en tanto sean compatibles con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia (artículo 9).





Al imponer sanciones penales contenidas en la legislación general a miembros de estos pueblos, se deberá atender a sus características económicas, sociales y culturales, y se dará preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento (artículo 10).





Igual cuidado deberá guardarse en cuanto a procedimientos legales, de manera de garantizar a estas etnias un debido proceso (artículo 12).





f) Tierras y territorios indígenas.





Los Gobiernos deberán respetar la importancia que para las culturas y valores de los pueblos tribales e indígenas reviste su relación con las tierras o territorios que ocupan o utilizan de alguna manera y, en particular, los aspectos colectivos de esa relación (artículo 13).





Asimismo, deberán reconocer a estos pueblos el derecho de propiedad y la posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan.





En los casos apropiados, tutelarán el derecho de los pueblos a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá tenerse especialmente en cuenta la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes.





En tal sentido, los Gobiernos determinarán las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente, garantizarán la protección efectiva de su derecho de propiedad y posesión, y adoptarán procedimientos adecuados para solucionar las reivindicaciones de tierras que hicieren (artículo 14).





Además, se deberán dictar normas para protección de los pueblos tribales e indígenas, en las siguientes materias:





- Recursos naturales existentes en dichas tierras. En materia minera, los Gobiernos deberán consultarlos para determinar si sus intereses serán perjudicados y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación. Además, dichos pueblos participarán en los beneficios de tales actividades y percibirán una indemnización equitativa por los daños que sufran (artículo 15).





- Permanencia en las tierras que ocupan. Su traslado y reubicación excepcionales deberán efectuarse con su libre y fundado consentimiento. Siempre que sea posible, los pueblos tendrán el derecho de regresar a sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y reubicación.





Cuando no sea posible el retorno deberán recibir tierras cuya calidad y estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan afrontar sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Si prefieren recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles, con las garantías apropiadas. De todas formas, deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas, por cualquier pérdida o daño sufrido como consecuencia de su desplazamiento (artículo 16).





- Modalidades tradicionales de transmisión de los derechos sobre la tierra (artículo 17).





- Otorgamiento a los pueblos indígenas, en los programas agrarios nacionales, de condiciones equivalentes a las de otros sectores de la población para la asignación de tierras adicionales, cuando las que dispongan sean insuficientes para garantizarles los elementos de una existencia normal o para hacer frente a su crecimiento numérico, y la entrega de los medios que se requieran para el desarrollo de las tierras que ya poseen (artículo 19).





g) Disposiciones sobre contratación y empleo.





En el marco de su legislación nacional y en cooperación con los pueblos interesados, los Gobiernos adoptarán medidas para garantizar a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos tutela en materia de contratación y condiciones de empleo, si no estuvieren protegidos satisfactoriamente por la legislación aplicable a los trabajadores en general.





Además, deberán evitar cualquier discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos en cuestión y los demás trabajadores, especialmente en cuanto al acceso al empleo, remuneraciones, asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, prestaciones de seguridad social, derecho de asociación, entre otros aspectos (articulo 20).





h) Formación profesional, artesanía e industrias rurales.





Los miembros de los pueblos interesados deberán disponer de medios de formación profesional por lo menos iguales a los de los demás ciudadanos (artículo 21).





La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados deberán estimarse factores importantes de mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos (artículo 23).





i) Seguridad social y salud.





Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente a los pueblos interesados, y aplicárseles sin discriminación alguna (artículo 24).





Los Gobiernos pondrán a disposición de dichos pueblos servicios de salud adecuados, o bien, proporcionarles los medios que les permitan organizar y prestar tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que puedan gozar del máximo nivel de salud física y mental, dando preferencia a la formación y empleo de personal sanitario de la comunidad local y teniendo en cuenta sus particulares prácticas curativas (artículo 25).





j) Educación y medios de comunicación.





Se adoptarán medidas para garantizar a los miembros de estos pueblos la posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en igualdad de condiciones con el resto de la comunidad nacional (articulo 26).





Asimismo, se les reconocerá  el derecho a crear sus propias instituciones y medios de educación, siempre que satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad competente, facilitándoseles recursos apropiados con tal fin (artículo 27).





Cuando sea viable, se enseñará a los niños de los pueblos interesados a leer y escribir en su lengua indígena, y se adoptarán medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad de dominar la lengua nacional del país (artículo 28).





k) Contactos y cooperación transfronterizos.





Los gobiernos deberán adoptar medidas, incluso mediante acuerdos internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a través de las fronteras (artículo 32).





l) Administración de programas sobre desarrollo indígena.





La autoridad gubernamental garantizará la existencia de instituciones con presupuestos adecuados, que administren los programas que afecten a los pueblos tribales e indígenas (artículo 33).





m) Sobre aplicación del Convenio.





El Convenio exige, como asuntos de carácter general:





- Flexibilidad de las medidas que se adopten para su eficacia, considerando las condiciones propias de cada país (artículo 34).





- Que su cumplimiento no lesione derechos y beneficios garantizados a estos pueblos en virtud de otros instrumentos jurídicos nacionales o internacionales (artículo 35).





En sus disposiciones finales este tratado advierte, entre otros aspectos, que constituye una revisión del Convenio sobre Poblaciones Indígenas y Tribales, de 1957 (artículo 36); que entrará en vigor para cada miembro doce meses después de haber sido registrada su ratificación (artículo 38), y que podrá denunciarse a la expiración de un período de diez años (artículo 39).





5.- Pronunciamiento del Tribunal Constitucional.- Vuestra Comisión tuvo presente, al analizar el Convenio N° 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, que éste fue objeto de un requerimiento de un grupo de Honorables Diputados ante el Tribunal Constitucional, que dio origen a la causa rol Nº 309, para declarar su inconstitucionalidad, cuestión que fue desechada.





Dicho Tribunal, entre otros asuntos relevantes, se abocó a estudiar cuestiones vinculadas a hermenéutica jurídico-constitucional; carácter autoejecutable o no y quórum jerárquico, en su caso, de algunas disposiciones del instrumento; procedencia del examen preventivo de constitucionalidad en caso de tratados internacionales, e inteligencia que debe darse a distintas normas, tales como, sobre propiedad, minería, derecho penal y procesal penal.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





En las sesiones celebradas los días 10 y 31 de octubre, 14 de noviembre, 12 y 19 de diciembre de 2000, y 9 y 23 de enero de 2001, se recibió a diversas autoridades de la época. A continuación se consignan sus opiniones.





Al intervenir ante vuestra Comisión, la Ministra de Planificación y Cooperación de la época, señora Alejandra Krauss, recordó que el Convenio Nº 107, sobre Poblaciones Indígenas y Tribales, adoptado por la OIT en 1957, antecedente del instrumento jurídico en informe, se estima el primer cuerpo normativo internacional concebido específicamente para resguardar, de manera global, los derechos de dichos grupos humanos, habiendo contribuido en tal carácter a la adecuación de diversas legislaciones nacionales en la materia y a la adopción de políticas estatales en su favor.





Enseguida, hizo un resumen de los principales hitos que definen lo que ha sido, hasta la fecha, la historia de la tramitación legislativa del Convenio Nº 169, destacando la circunstancia de haber sido aprobado en la Honorable Cámara de Diputados por lo que calificó de amplia mayoría (setenta y dos votos a favor, tres en contra y once abstenciones), y de haber sido objeto, como se explicara, de un requerimiento ante el Tribunal Constitucional patrocinado por diversos señores Diputados, que fuera rechazado por este Excelentísimo Tribunal en sentencia rol Nº 309, de 4 de agosto de 2000.





A su juicio, el Convenio en estudio constituye un sentido anhelo de las comunidades indígenas, para las cuales se erige en una necesidad tanto desde el punto de vista de sus instituciones como de la legislación que las rige. Ello, en la medida que el instrumento permitiría crear vínculos entre el ordenamiento nacional y sus particulares estilos de vida.





Consultada en lo que respecta al pronunciamiento que hiciera el Tribunal Constitucional, sostuvo que al Ejecutivo le asiste la convicción que con este fallo se despeja toda duda en torno a su constitucionalidad, y al respeto, integridad y unidad que este instrumento guarda con nuestro ordenamiento jurídico.





La señora Ministra concluyó solicitando a la Comisión acoger la iniciativa, fundada, por una parte, en que de este modo se cumpliría un compromiso del Estado de Chile ante la comunidad internacional en orden a su ratificación y, por otra, en que el documento complementaría la ley Nº 19.253, en asuntos de especial relevancia como salud, trabajo y derecho consuetudinario.





Al responder una inquietud de los Honorables Senadores acerca de las normas sobre participación contenidas en el Convenio, dijo que éstas facilitarán la integración indígena a la sociedad chilena pues abren canales legales e institucionales en los ámbitos en que su intervención se estima pertinente.





Finalmente, sostuvo que el articulado del Convenio contribuirá a reforzar la unidad interna de la Nación, dado que sus normas cautelarían la estricta sujeción de los pueblos indígenas a la Ley Suprema del Estado del que forman parte.





El Director Jurídico de la Cancillería, señor Troncoso, al comienzo de su exposición, recordó que el 7 de junio de 1989 la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) adoptó el Convenio Nº 169 en consideración, entre otros argumentos, a la necesidad de actualizar las normas internacionales en la materia, en especial con el fin de eliminar tendencias que advertía de discriminación de diversas etnias. En ese entendido, el instrumento constituye una revisión del Convenio Nº 107, también de la OIT, que data de 1957.





Las ideas básicas del Tratado en análisis, agregó, son la generación de canales adecuados de participación de los pueblos indígenas y tribales en las sociedades donde viven, y el respeto a su cultura, religión, organizaciones sociales y sistemas económicos, a partir de la premisa de su existencia perdurable. La conciencia de su identidad indígena y tribal, sostuvo, es estimada un criterio fundamental para determinar las comunidades interesadas, sin que los Estados puedan negar este derecho. Se aspira, así, a que en lo posible sean los mismos pueblos de que se trata los que articulen su desarrollo cultural, social y económico.





En seguida, afirmó que el Convenio reconoce la peculiar relación de los indígenas con las tierras y territorios que ocupan o utilizan, así como su propiedad y posesión sobre éstos. Añadió que, según el caso, se deberán determinar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados en utilizar tierras que no estén ocupadas exclusivamente por ellos, pero a las que hayan tenido acceso.





El instrumento, prosiguió, incluye también normas sobre contratación y condiciones de empleo, formación profesional, promoción de artesanías e industrias rurales, seguridad social, salud, educación y vinculación y cooperación a través de las fronteras.





Ante una inquietud de los señores Senadores, dijo que el Convenio contiene cláusulas de flexibilidad, esto es, obligaciones estructuradas en un sentido genérico que demostrarían la intención de entregar a los Estados Partes la determinación de su forma de ejecución, citando como ejemplo su articulo 34, cuyo tenor es el siguiente: "La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, tomando en cuenta las condiciones propias de cada país". Lo anterior reforzaría el principio de respeto a la soberanía de los Estados.





Asimismo, agregó, el Convenio contempla disposiciones programáticas, redactadas como meras aspiraciones cuya realización debería darse en la medida de lo posible. Al efecto, citó sus artículos 25, Nº 2, y 28, Nº 1, en materias de salud y educación, respectivamente. En su opinión, la inobservancia de tales preceptos sólo podría dar lugar a controversias políticas pero no jurídicas.





Fue enfático en sostener que el Convenio no establece soluciones capaces de arriesgar la unidad de los Estados o su integridad territorial, lo cual quedaría zanjado en su artículo 1, en cuanto señala que: "La utilización del término "pueblos" en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional.".





Al respecto, dijo, la Conferencia Internacional del Trabajo en su 76ª reunión, celebrada en 1989, declaró que la utilización del vocablo en cuestión respondía al reconocimiento de que los pueblos indígenas y tribales tienen una identidad propia.





En idéntica línea, continuó, la Conferencia Preparatoria de las Américas contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia, realizada en Santiago en diciembre de 2000, consignó en su Declaración Final y Plan de Acción que con dicha expresión se alude a los diferentes pueblos aborígenes de las Américas, sin que pudiera tener ninguna implicancia en materia de autonomía o autodeterminación política desde la perspectiva del derecho internacional.





Luego, el personero hizo presente que por decreto supremo Nº 158, del Ministerio de Planificación y Cooperación, de 1998, citado en antecedentes, se estableció el 24 de junio como "Día Nacional de los Pueblos Indígenas", sin que el vocablo haga ninguna referencia, explícita o implícita, a la autodeterminación de nuestros pueblos originarios como un estado dentro de otro estado.





Con el Convenio, sostuvo, se pretende mejorar la posición relativa de los grupos étnicos, propiciando así su participación en el quehacer nacional. El mayor respeto a los particularismos étnicos o culturales, reflexionó, debería favorecer la libre expresión de estas comunidades y servir de salvaguardia contra actitudes disociadoras.





En lo que concierne a los aspectos constitucionales involucrados, afirmó que el Tratado se ajusta a nuestro ordenamiento jurídico, y debe aprobarse con mayoría calificada de quórum orgánico constitucional, según ha quedado refrendado, añadió, por el fallo del Tribunal Constitucional de 4 de agosto de 2000, citado en los antecedentes de este informe.





A continuación comentó dicha sentencia e hizo algunos alcances relativos al quórum requerido para aprobar el instrumento y a la tesis que argumenta en favor de su constitucionalidad de fondo.





Sobre el particular, señaló que ha habido opiniones discordantes respecto a la necesidad de que en la aprobación de los tratados se apliquen las disposiciones constitucionales relativas a quórums calificados u orgánicos que rigen para determinadas clases de materias legales.





Una primera línea de argumentación, comentó, entiende que la aprobación parlamentaria de un tratado se asimila a la de una ley, por lo que cabría observar las normas aludidas en el párrafo precedente.





Una segunda corriente de pensamiento, prosiguió, estima que no todos los trámites que integran el proceso de formación de la ley serían automáticamente aplicables a la aprobación de un instrumento internacional, por lo que no habiendo artículo expreso de la Carta Fundamental que lo imponga se colegiría que para aprobarlos bastaría quórum simple.





La posición del Supremo Gobierno, dijo, se ha inclinado por la segunda interpretación. Sin embargo, la sentencia del Tribunal Constitucional a que se ha aludido fue partidaria de diferenciar en un tratado aquellas cláusulas que versan sobre materias de quórum especial de las que no revisten este carácter, debiendo las primeras aprobarse con el quórum pertinente. La idea de base consistiría en que el quórum de aprobación de una ley sería consustancial a los trámites de formación de un proyecto de ley, en la medida que su inobservancia implicaría la imposibilidad de concluir su tramitación.





El Tribunal Constitucional concluyó, en esta materia, que interpretando de modo razonable los artículos 50, Nº 1, y 63 de la Carta Fundamental, debe colegirse que las disposiciones del Tratado -en el caso que éste contemple normas de distinta naturaleza- se aprobarán o rechazarán aplicando el quórum que corresponde a los distintos grupos de ellas, pero el proyecto de acuerdo de aprobación del Tratado sólo se entenderá sancionado por la respectiva Cámara legislativa cuando todas las disposiciones del instrumento hubieren sido aprobadas en ella. En caso que una o más disposiciones de la Convención fueren desestimadas, el proyecto de acuerdo debe entenderse rechazado como un todo.





El personero de la Cancillería señaló que no hubo unanimidad en el Tribunal Constitucional respecto de si procede o no el control de constitucionalidad de las disposiciones del tratado calificadas de orgánico constitucionales. Una mayoría de Ministros se pronuncio en el sentido de que dicho control era procedente.





En lo que concierne al fondo de la cuestión de constitucionalidad suscitada, explicó que el Tribunal consideró que la expresión "pueblos indígenas" contenida en el Convenio debe ser entendida en el sentido de referirse a un conjunto de personas o grupo de personas de un país que poseen en común características propias, que no se encuentran dotadas de potestades públicas y a las que se reconoce el derecho a participar y a ser consultadas, sin que constituyan un ente colectivo autónomo.





Acerca de las inquietudes generadas por el Convenio en los ámbitos penal, de propiedad minera y de tierras, el personero de la Cancillería indicó que el Tribunal Constitucional rechazó los reclamos que se interpusieron en tales áreas, en mérito a los siguientes criterios:





Sobre la consideración de la costumbre indígena en la aplicación de la ley penal, el Convenio se limitaría a contemplarla como un antecedente que el juez podrá apreciar al aplicar la norma "decisoria litis" en su sentencia, cuestión que ya ha sido considerada por nuestra legislación.





En materia minera, el instrumento no comprometería las bases constitucionales del régimen de concesiones ni afectaría los derechos de los concesionarios, tutelados por nuestro sistema constitucional, en la medida que los procedimientos de consulta que se regulan ya estarían incorporados en nuestra legislación interna (Títulos V y VI del Código de Minería; artículos 26 a 31 de la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, y 10, 11 y 34 de la ley Nº 19.253).





En lo que concierne a propiedad indígena, el mecanismo de consulta a los pueblos interesados que el Convenio estipula procedería sólo cuando esos pueblos tengan capacidad para transferir sus tierras o transmitir sus derechos sobre ellas. Por lo mismo, el instrumento no haría más que remitirse al ordenamiento jurídico nacional para hacer efectiva la consulta.





Por su parte, el Ministro del Trabajo de entonces, señor Ricardo Solari, hizo hincapié en las siguientes ideas: que la legislación laboral y previsional chilena se funda en el principio de aplicación universal a todos los residentes en el territorio nacional; que el artículo 22 del Código del Trabajo prohíbe expresamente toda clase de discriminación a las personas, así, por ejemplo, raza, sexo u origen social, y que, desde el punto de vista histórico, los instrumentos internacionales ratificados por Chile en materia laboral y previsional se encuentran en correspondencia con nuestro ordenamiento jurídico.





Advirtió que la política seguida por la Secretaría de Estado a su cargo ha sido proclive a los tratados suscritos en el marco de la Organización Internacional del Trabajo en la medida que contienen "cláusulas de flexibilidad", que permiten adecuar lo acordado a las realidades institucionales y sociales de cada país. En tal sentido, muchas de las normas del Convenio Nº 169, agregó, pueden ser calificadas de "programáticas", correspondiéndole al Estado implementarlas en conformidad con sus características y principios jurídicos. En ese entendido, concluyó, el Ministerio respalda su aprobación.





A continuación, intervino la Ministra de Salud de la época, señora Michelle Bachelet, quien coincidió con la opinión según la cual el Convenio en informe, en lo que respecta a la competencia de su Ministerio, armoniza con las políticas que se encuentra desarrollando el Gobierno, por lo que estimó relevante su ratificación.





En dicho contexto, sostuvo, las normas del instrumento relativas a salud tienen la amplitud suficiente para comprender diversas iniciativas ministeriales, sin perjuicio de lo cual existen ya en aplicación programas específicos para las comunidades indígenas enfocados en la misma dirección en que lo plantea el Convenio. Al efecto, citó el caso de algunas iniciativas tendentes a mejorar la accesibilidad y calidad de la atención de salud, que cuenta con financiamiento en la ley de presupuestos, así como otras destinadas a incrementar la capacidad resolutiva de los Servicios, el desarrollo de recursos humanos y la participación comunitaria. En todo caso, admitió, estos proyectos son prioritarios, dado que en aquellas regiones con un marcado porcentaje de población indígena se exhiben los menores indicadores sanitarios.





Paralelamente, añadió, el Supremo Gobierno ha suscrito con entidades financieras internacionales créditos especiales que se orientan en idéntica dirección, y que deberán propender a que este Convenio no constituya sólo una declaración de buena voluntad en el ámbito de competencia del Ministerio, sino un importante apoyo para profundizar los programas ministeriales existentes y crear nuevos.





Al finalizar, aludió a las dificultades que han surgido en la prestación de servicios de salud respecto de algunas comunidades indígenas cuya labor productiva es eminentemente agrícola. En estos casos, comentó, la entrega de credenciales de Fonasa se ha visto complicada por la imposibilidad de demostrar un trabajo regular que habilite para efectuar cotizaciones mensuales. Para solucionar este inconveniente se está estudiando una alternativa similar a la adoptada para los denominados "temporeros", en cuya virtud si se garantiza una cotización continua o discontinua por cierto plazo se podrían entregar credenciales anuales.





Posteriormente, expuso ante la Comisión el Subsecretario de Justicia de entonces, señor Jaime Arellano, quien afirmó que el Convenio Nº 169 refrenda la voluntad de la comunidad internacional en orden a establecer y asegurar un verdadero respeto de la diversidad, en especial, de la étnica, mediante el reconocimiento de los pueblos indígenas que habitan en nuestros países.





Lo anterior, argumentó, se verifica en el marco de la plena observancia de los ordenamientos jurídicos internos de cada Estado, los cuales se fundan en el moderno concepto de Estado Democrático de Derecho que involucra la vigencia y promoción de los derechos esenciales de cada persona.





El Convenio, prosiguió, cuya finalidad se orienta a prevenir cualquier discriminación arbitraria en contra de los pueblos indígenas, recoge un principio que se halla también contenido, en otros instrumentos jurídicos, como la "Declaración Universal de Derechos Humanos", el "Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales" y el "Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos".





El señor Subsecretario de Justicia enfatizó que con el Convenio se ha buscado que las normas internacionales sobre comunidades indígenas establezcan criterios positivos de diferenciación de estos grupos humanos. A tal efecto, el Convenio no asimila las etnias al resto de la sociedad civil, sino que intenta integrarlas permitiéndoles el desarrollo de su propia identidad cultural.





Recordó, en ese sentido, que cuando se discutió el articulado del Convenio en la OIT, y para apoyar su adopción, se constató que existían etnias que, en comparación con el resto de la sociedad, no tenían acceso igualitario al goce del sistema de derechos humanos consagrado en las respectivas legislaciones nacionales.





Luego de efectuar una sucinta revisión de los aspectos más destacados de las normas del Convenio, el personero de Gobierno estimó que éste viene a complementar lo acordado en la ley Nº 19.253, que fija disposiciones sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. Lo dicho, concluyó, permite afirmar que Chile ha dado cumplimiento a la mayoría de los mandatos del instrumento internacional.





No obstante, dicha complementación exige ciertas precisiones de coordinación e interpretación. Al respecto, sostuvo que en el artículo 82 del Convenio se establece un criterio genérico, en cuya virtud se reconoce a los pueblos indígenas el derecho a conservar sus costumbres jurídicas e instituciones tradicionales, siempre y cuando no sean contrarias a los derechos fundamentales definidos en el ordenamiento jurídico nacional. Añadió que al aplicarse la legislación interna, se deberá tomar en consideración ese derecho consuetudinario.





Asimismo, resaltó la circunstancia de que, a propósito de las relaciones entre la costumbre indígena y la ley penal chilena, el Tribunal Constitucional fue de opinión que en esta materia no existía contradicción con la Constitución Política, pues el Convenio se limitaría a calificar dicha costumbre como un antecedente que el juez deberá apreciar al aplicar en la sentencia la norma que decide el litigio y determina responsabilidades y sanciones.





El personero hizo hincapié en que, al tenor del Convenio, no será posible aplicar las costumbres e instituciones indígenas cuando éstas se opongan a los derechos esenciales reconocidos a todo individuo por el derecho interno del Estado respectivo.





El instrumento en análisis, dijo, no establece fueros procesales, o de otra índole, en favor de las etnias, pues en todo caso prevalece el derecho nacional. En tal sentido, no se ve afectada la plena vigencia de las garantías constitucionales del artículo 19, Nºs. 2, 3 y 7, de la Carta Fundamental, que consagran, respectivamente, la igualdad ante la ley, los principios de legalidad y de bilateralidad de la audiencia en materia procesal, y la libertad individual. Tales garantías, señaló, deben además interpretarse en el marco de lo dispuesto en el artículo 1º de la misma Carta, esto es, en el sentido de que el Estado debe velar por el respeto, protección y promoción del bien común.





Manifestó que, en conformidad con lo prescrito en el artículo 92 del Convenio, la obligación de los Estados Partes de respeto a los métodos tradicionales de los pueblos indígenas para la represión de los delitos cometidos por sus miembros, tiene como limitación el que dichos procedimientos sean compatibles con el sistema jurídico nacional y no sean contrarios a los derechos humanos internacionalmente reconocidos.





Al respecto, recordó que según el artículo 54 de la ley Nº 19.253, "la costumbre hecha valer en juicio entre indígenas pertenecientes a una misma etnia, constituirá derecho, siempre que no sea incompatible con la Constitución Política de la República". La norma agrega que en lo penal "se le considerará cuando ello pudiere servir como antecedente para la aplicación de una eximente o atenuante de responsabilidad". Para la prueba de la costumbre son admisibles todos los medios que otorga la ley y, en especial, el informe de peritos.





Lo expuesto implica, a juicio del personero del Ministerio de Justicia, que el instrumento en análisis no altera de manera alguna la legislación nacional sobre la materia, sino que puede ser entendido como un complemento que se adecua a nuestra realidad jurídica.





Expresó que, en lo que concierne a la competencia judicial, se entiende que el régimen de separación de poderes opera como una garantía básica de respeto a los derechos esenciales de la persona humana. En consecuencia, al tenor del artículo 73 de la Carta Fundamental, la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Añadió que este criterio no admite excepciones de ninguna especie, aun cuando se trate de invocar una costumbre indígena al efecto.





Sostuvo que conforme al principio de tipicidad, en cuya virtud no hay delito ni pena sin ley previa, que ostenta rango constitucional y que persigue limitar el poder punitivo del Estado, cuando una determinada conducta ha sido elevada a la categoría de delito por el legislador, esta calificación rige sin distinciones para todos los habitantes de la República. El derecho consuetudinario indígena, reflexionó, no podría afectar dicha calificación, sin atentar contra el principio de igualdad ante la ley.





De la lectura del artículo 54 de la ley Nº 19.253, agregó, se colige que la consideración de las costumbres indígenas procede en la medida que las prácticas o usos correspondientes sirvan para acreditar o comprobar en los hechos eximentes o atenuantes de responsabilidad criminal. Por ello, no sería válido afirmar que tales costumbres conducen a la creación de causales de esa naturaleza, menos aún si ese derecho consuetudinario supone vulnerar los principios constitucionales de legalidad e igualdad. Por lo demás, señaló, la doctrina está conteste en rechazar la costumbre jurídica como una fuente formal del derecho penal.





En lo que atañe a la imposición de sanciones penales alternativas a la privación o restricción de libertad, tendencia que se encuentra recogida en la ley Nº 18.216, las estipulaciones del Convenio en este ámbito representarían la expresión internacional de una política carcelaria y punitiva que Chile comparte, y que tiene como limitación el principio de legalidad. En tal sentido, las sanciones privativas o restrictivas de libertad se reservan para los ilícitos más graves, según criterios de proporcionalidad de las penas y de igualdad ante la ley.





El Subsecretario de Justicia finalizó explicando que los Códigos Penal y de Procedimiento Penal, la denominada ley indígena y el Convenio Nº 169 de la OIT, estructuran, en opinión de su Ministerio, un sistema coherente que reconoce la debida complementariedad entre ellos y que no se opone a nuestro régimen de garantías constitucionales.





A continuación, el Coordinador del Programa Nacional de Educación Rural del Ministerio de Educación de la época, señor Javier San Miguel, junto con estimar compatibles las normas del Convenio referidas a aspectos educacionales con las contenidas en el Título IV de la ley Nº 19.253, las calificó de expresivas de las orientaciones actuales que informan la política educacional del Gobierno.





En  tal sentido, argumentó, el instrumento no sólo reafirmaría la unidad de nuestro sistema educativo nacional, sino que también se encontraría en sintonía con el principio de no discriminación que lo inspira.





Ante una consulta de los señores Senadores, dijo que la cuestión relativa al mejoramiento de la educación pública que se imparte en las comunidades indígenas estaría condicionada por la naturaleza de los procesos de enseñanza-aprendizaje de los niños y jóvenes que las integran, en cuanto dichos procesos son afectados por el carácter de la socialización primaria que se verifica en sus familias y localidades, así como por la configuración cultural que orienta su vida cotidiana.





Por tal razón, agregó, se hace imperioso el reconocimiento de las peculiaridades culturales inherentes a estos pueblos como una manera de facilitar la creación de proyectos educativos adecuados que permitan a los estudiantes indígenas una verdadera igualdad de oportunidades en la sociedad contemporánea. Sin embargo, advirtió, si bien los alumnos necesitan desarrollar su identidad inmersos en su cultura de origen, simultáneamente deben ser capaces de adquirir destrezas y conocimientos que faciliten su integración en un mundo complejo y en permanente transformación. El Convenio, señaló, atendida la índole de sus propuestas en materia educacional, debería contribuir significativamente a cumplir el cometido de incentivar ambos aspectos.





Informó que el Ministerio se ha abocado a concretar diversos programas de educación intercultural bilingüe. En ese contexto, se han llevado a cabo en varias comunidades indígenas experiencias de adecuación de los planes y currículos de estudio a las disposiciones de aprendizaje de sus niños. Estos proyectos se han implementado, explicó, con pleno respeto a los objetivos fundamentales y contenidos mínimos de nuestro sistema de educación, aunque aprovechando los márgenes de flexibilidad que lo sustentan y el apoyo técnico-pedagógico pertinente.





Al finalizar, indicó que actualmente el Ministerio analiza la forma de facilitar el acceso de los estudiantes indígenas a los distintos niveles de educación, mediante programas especiales de becas para ellos.





A su vez, el Encargado de Relaciones Internacionales del Consejo de Todas las Tierras Mapuche de ese entonces, señor Aucán Huilcamán, en su intervención ante la Comisión, luego de abogar por la pronta ratificación del Convenio, se refirió al significado que este instrumento tiene para la institucionalidad del Estado y para los pueblos indígenas.





Sobre el particular, dijo que para las comunidades mapuches el cuerpo normativo de que se trata propenderá a establecer mecanismos que les permitan una mejor relación con el Estado, en la búsqueda de fórmulas de entendimiento respecto de materias que por restricciones o carencias legislativas, no han tenido hasta ahora canales de diálogo adecuados que faciliten el encuentro y la discusión entre ambas partes. El Convenio, al consagrar tales mecanismos, agregó, protege y refuerza los derechos de los pueblos indígenas.





El representante del Consejo manifestó su convicción en orden a que el interés de los pueblos indígenas de ser considerados elemento constitutivo del Estado de Derecho, pasa por la circunstancia de que el ordenamiento jurídico y la institucionalidad chilenos reflejen de manera clara su existencia, tradiciones e historia, como una manera de convocar a estas comunidades a compartir el desarrollo futuro del país.





Consultada su opinión acerca del requerimiento que se hiciera ante el Tribunal Constitucional en relación con este instrumento jurídico internacional, indicó que el fallo pronunciado por ese órgano permite resolver diversas inquietudes y dudas vinculadas al modo cómo debían interpretarse algunas de sus normas, y que legítimamente han preocupado a quienes patrocinaron los respectivos recursos. Añadió que la jurisprudencia sentada por ese Tribunal coloca a los señores parlamentarios en una favorable posición para avanzar en el proceso de ratificación del Convenio.





El representante mapuche explicó que, conforme a los antecedentes que obran en poder del Consejo de Todas las Tierras, a partir de la aplicación del instrumento en países que lo han incorporado a su derecho interno, no sólo se han podido apreciar los positivos efectos que genera, sino también se ha podido concluir fehacientemente que su adopción no es un riesgo para la integridad estadual. Aclaró que la mayor beneficiada es la institucionalidad indígena, pues pasa a formar parte importante del concepto de Estado de Derecho en naciones que se caracterizan por su heterogénea composición étnica y cultural. Lo anterior, sin perjuicio que mejora ostensiblemente la imagen del Estado que lo ratifica ante la comunidad internacional. Sobre el punto, afirmó que Chile es el único país sudamericano que no lo ha incluido en su legislación, por lo que de hacerlo estará dando una señal inequívoca demostrativa de su voluntad política de reconocimiento específico de los derechos indígenas.





Luego de insistir en la urgencia que reviste el despacho de la iniciativa, precisó que son destinatarios del Convenio todos los pueblos y comunidades indígenas, no personas, grupos u organizaciones determinadas.





Ante una inquietud surgida en el seno de la Comisión, respondió que en concepto del Consejo de Todas las Tierras no es intención de los pueblos que representa que se les confieran tratos privilegiados o se les concedan prerrogativas sin fundamento, sino únicamente que el ordenamiento jurídico nacional contenga los criterios que internacionalmente se han convenido en materia de derechos indígenas.





En lo concerniente a la noción de "pueblos indígenas", dijo que se trata de una expresión que debe ser interpretada en el contexto de lo que ha sido la evolución del Derecho Internacional Público en la materia. Al respecto, hizo presente que originariamente el Convenio utilizaba el término "poblaciones indígenas" que más tarde fue sustituido por la actual denominación. Dicha sustitución, advirtió, tuvo por objeto precaver interpretaciones que pudieran estimar que el instrumento facultaba para constituir Estados Indígenas, cuestión que, declaró, nunca fue el propósito que inspiró a las Partes. Mediante el instrumento sólo se pretendió establecer derechos colectivos de las comunidades indígenas, no incluidos en los tratados internacionales sobre derechos humanos, ni en los ordenamientos jurídicos nacionales. En todo caso, destacó que no estaba en condiciones de emitir un parecer categórico sobre la noción pues para ello sería necesario conocer su operatividad práctica. En la medida en que se obtengan experiencias concretas en relación con este problema, concluyó, se irán alcanzando los consensos o acuerdos pertinentes para eventualmente enmendar o perfeccionar la definición.





Vuestra Comisión escuchó también al representante de las Regiones II y Metropolitana del Consejo Nacional Aimara, institución que representa a doscientos treinta y cinco organizaciones a nivel nacional. Según señaló este personero, cada uno de sus integrantes -denominados malkus y t'allas- ostenta el rango de autoridad tradicional del pueblo aimara.





Luego de explicar el proceso de instalación del Consejo, que comenzó en 1996, sostuvo que su objetivo esencial consiste en articular una instancia de representación de las aspiraciones de su pueblo ante la sociedad civil y el Gobierno de Chile. Además, al Consejo le compete constituirse en vocero de estas comunidades en foros internacionales; promover medidas tendientes a canalizar sus demandas económicas, sociales, políticas y culturales en aras de su desarrollo integral, con apego a sus tradiciones ancestrales y realidad actual, y fomentar la participación de las agrupaciones de base para incrementar su nivel de representatividad.





El personero hizo especial hincapié en el significado que para ellos tiene el Convenio, desde el punto de vista del respeto y reconocimiento a su identidad cultural.





En tal sentido, dijo, el pueblo aimara se halla en una doble tarea: por una parte, de recuperación de sus autoridades originarias, así como de los elementos distintivos que los caracterizan como pueblo, a saber, idioma, costumbres, tradiciones culturales y folklóricas, y, por otra, de inserción en la sociedad chilena sobre la base de la comprensión de las respectivas especificidades culturales. A su juicio, Chile es un país que se compone a partir del encuentro entre diversas etnias y culturas, lo cual es un signo de su riqueza y diversidad. La unidad nacional debe fundarse en el respeto y libre expresión de la diversidad cultural que define al país. Es a ese encuentro al que ellos tienen el firme propósito de contribuir, sostuvo, pero cautelando su idiosincrasia, intereses y necesidades como comunidad étnica.





La integración aimara, enfatizó, no puede implicar una mera asimilación de esta etnia a la sociedad chilena, si acaso esa clase de incorporación conduce a estimar que deben abandonar todo lo que los caracteriza antropológicamente.





Hay oportunidades, reflexionó, en que el principio de igualdad debe ceder en beneficio de un criterio de discriminación positiva, para tutelar a quien se halla en una situación social desmejorada, más débil o postergada. Citó como ejemplo el caso del ingreso al sistema universitario, donde los aimaras han tenido usualmente resultados deficientes en la Parte Verbal, que pueden explicarse por la calidad de la educación que reciben, la circunstancia de que el castellano no es su lengua materna o porque prácticamente no existen establecimientos educacionales bilingües que atiendan a sus comunidades. En la Parte Matemáticas, en cambio, los estudiantes de su comunidad se destacan. Como consecuencia, la ponderación de ambos factores ha jugado en contra de su acceso a las universidades del Consejo de Rectores. Sin embargo, a los extranjeros se les permite ingresar mediante cupos especiales, sin necesidad de rendir dicha prueba.





El personero advirtió que observan con inquietud que las generaciones más jóvenes están perdiendo sus valores ancestrales en razón del avance de la cultura urbana occidental, que, como sostuviera, traería consigo lacras como la drogadicción, la delincuencia y la vagancia. Una manera de precaver este deterioro, que afecta seriamente la continuidad histórica de la identidad aimara, dijo, podría obtenerse en virtud del Convenio en informe, que entrega herramientas jurídicas adecuadas para proteger las etnias amenazadas de desaparición.





Finalizó afirmando que una clara demostración de la opción aimara por el diálogo y la solución pacífica de controversias lo constituye la creación de su Consejo Nacional, que ha declarado públicamente su intención de buscar fórmulas de entendimiento con las autoridades políticas que respeten los cauces institucionales internacionalmente acordados y con estricto apego al Estado de Derecho.





Consultado respecto de la noción de "pueblos indígenas" que se contiene en el Convenio, señaló que en general los aimaras lo entienden como un conjunto de habitantes, establecido dentro de un Estado, que posee cultura, idioma y religión propios. En lo que concierne a esta expresión, manifestó la complacencia del Consejo por el reciente fallo del Tribunal Constitucional que se pronunciara en relación con la materia, que, en opinión de la entidad, sería coincidente con la idea sustentada por su comunidad.





Agregó que la noción de que se trata no admite ninguna interpretación que, más tarde, pueda conducir a una etnia a reclamar su independencia del Estado en que habita, o servir de fundamento a acciones que transgredan el orden constitucional. Según los antecedentes de que dispone, dijo, ninguna organización indígena en Chile ha planteado una situación semejante. Por lo demás, prosiguió, no tendría sentido para ellas acogerse a las normas del Convenio y someterse al imperio del derecho, si posteriormente se va a desconocer el sistema jurídico.





De allí es que destacan el principio de participación y consulta que establece el instrumento internacional en análisis, porque facilita y contribuye a su autodesarrollo como comunidad étnica en función del conocimiento ancestral del medio ambiente y el espacio geográfico en que están insertos. Históricamente, explicó el personero, el pueblo aimara ha sido sujeto pasivo de las decisiones adoptadas en la metrópoli por el gobierno central, y que usualmente no han sido adecuadas a la realidad de la vida en el norte o en sus asentamientos. Esto ha llevado a que en diversas oportunidades se hayan cometido yerros en las estrategias de desarrollo implementadas por las autoridades, especialmente en aspectos relativos a producción agrícola y ganadera.





Por último, ante inquietudes que le fueran formuladas por algunos integrantes de la Comisión, afirmó que en conformidad con el principio de flexibilidad que aborda el Convenio, muchas de sus cláusulas sólo podrán aplicarse en la medida de lo posible y siempre que ello no vulnere el ordenamiento jurídico nacional. Por lo mismo, concluyó, en la práctica no deberían suscitarse conflictos de ninguna especie.





Finalmente, vuestra Comisión escuchó a representantes de la Comisión Nacional Indígena de esa época, quienes, luego de destacar que el Convenio permitirá salvar algunos vacíos que observan en la ley N° 19.253, opinaron que el reconocimiento estadual de las etnias que denominaron "originarias" constituye un paso oportuno para resguardar la convivencia nacional. En tal sentido, se mostraron convencidos de que su contenido se ajusta a los principios que inspiran nuestro Estado de Derecho.





Requeridos por los propósitos de la organización que representan, informaron que si bien hasta la fecha su labor se ha centrado en abogar por la pronta ratificación del instrumento y promover sus ventajas, la finalidad que persiguen es constituirse en una instancia mayor que agrupe a todas las comunidades indígenas existentes en Chile, transformándose así en un nexo entre el Estado y la Organización Internacional del Trabajo para los efectos que deriven del Convenio en análisis.





Concluyeron haciendo presente que un objetivo primordial de la política educacional del Gobierno debe ser avanzar en la enseñanza intercultural bilingüe.





Una vez terminada la ronda de audiencias la Comisión se abocó a debatir acerca de la conveniencia y significado que para el Estado de Chile reviste la ratificación de este instrumento internacional, así como a intercambiar ideas con relación a los alcances que este acto tiene para la proyección e imagen internacional del país.

- - -





Posteriormente, en las sesiones realizadas en los días 11 de septiembre, 9 y 16 de octubre, 13 de noviembre, y 4 de diciembre de 2007, y 8 de enero de 2008, fueron recibidos diversas autoridades y representantes de pueblos originarios. Sus observaciones se reseñan a continuación.





El Subsecretario del Ministerio de Planificación, señor Gonzalo Arenas, recordó que en el mes de junio de 1989 la Organización Internacional del Trabajo, adoptó el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. El Convenio fue ingresado al Congreso para su ratificación en 1990. Su aprobación por la Cámara de Diputados fue el 11 de abril del 2000, por 72 votos a favor, 3 en contra y 11 abstenciones. Añadió que en julio de 2000 Diputados de oposición presentaron un requerimiento al Tribunal Constitucional a efecto de declarar inconstitucional el Convenio. Recordó que el 4 de agosto del año 2000, el Tribunal desechó el reclamo, declarando la constitucionalidad del mismo y estableciendo quórum calificado para su aprobación.





Agregó que este instrumento consta de 44 artículos, relativos a las siguientes materias: política general, tierras, contratación y condiciones de empleo, formación profesional, artesanía e industrias rurales, seguridad social y salud, educación y medios de comunicación, y contactos y cooperación a través de las fronteras.





Indicó que los países que han ratificado el Convenio 169 de la OIT, entre el año 1990 y 2007, son los siguientes: Noruega, México, Colombia, Bolivia, Costa Rica, Paraguay, Perú, Honduras, Dinamarca, Guatemala, Países Bajos, Fiji, Ecuador, Argentina, Venezuela, Dominica, Brasil y España. 





A la fecha lo han ratificado 18 países, siendo el último España en febrero de este año. De los 14 países de Sudamérica hay 8 que lo han ratificado, faltado 6, a saber Chile, Uruguay, Trinidad y Tobago, Guyana, Surimam y Guyana Francesa.





En cuanto a las consideraciones para la ratificación del Convenio 169 de la OIT, indicó que la primera sería la constitucionalidad de sus contenidos. Hizo presente que el Tribunal Constitucional, declaró la constitucionalidad de las normas del Convenio con fecha 4 de agosto del 2000. Por lo cual, teniendo especial consideración al alto quórum con el cual debe ser aprobado, 4/7 de los senadores (22 votos), sus preceptos pueden ser aplicados en la normativa nacional sin que eso signifique amenazar ni la unidad ni el estado de derecho del país.





Agregó que la segunda línea de trabajo de la política indígena de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, es el reconocimiento y profundización de derechos. En este sentido, este cuerpo legal permite adecuar la normativa interna y con ello las políticas públicas dirigidas a los pueblos indígenas de Chile, en orden a reconocer su cultura e instituciones al momento de su implementación.





Manifestó que, internacionalmente, se cumple con una permanente recomendación de los organismos internacionales al Estado de Chile, desde 1989 a la fecha. Entre las principales recomendaciones internacionales se encuentran las del Comité de Derechos Económicos y Sociales (DESC), del Comité de Derechos Políticos y las del relator Especial de Naciones Unidas.





Agregó que en el plano interno, en tanto, se da cuenta de una de las aspiraciones más sentidas por la población indígena del país desde 1989. Esta demanda fue presentada desde siempre por la dirigencia y asumida por todos los gobiernos de la Concertación. Añadió que la importancia de esta demanda y aspiración fue renovada en el Debate Nacional de Pueblos Indígenas.





Entre los principales contenidos del Convenio Nº 169 de la OIT, destacó que supedita el reconocimiento de muchos de los derechos indígenas a la legislación interna y su aplicación a la viabilidad política de los mismos en el marco de los planes y programas adoptadas por los Gobiernos, en materias de reconocimiento de los pueblos indígenas; derechos de participación y autogestión; derecho a preservar sus costumbres e instituciones propias; derecho a la tierra, y derechos a los recursos naturales.





En lo que respecta al reconocimiento de los pueblos indígenas, el artículo 1.1 reconoce a los pueblos indígenas como tales y no como poblaciones, señalando que "la utilización del término "pueblos" en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional". Añadió que se establece como principio de reconocimiento el de la auto-identificación como un "criterio fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del presente Convenio".





Indicó que el Tribunal Constitucional estableció la definición transcrita de pueblos indígenas, y su consecuente constitucionalidad señalando que: la constitucionalidad del Tratado se desprende del contexto de las disposiciones del mismo y, en especial, entre otras, de sus siguientes normas: el artículo 8º, N° 2º, en su primera oración que expresa: “Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos.”; el artículo 9º, N° 1º, que dice: “En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros.”; el artículo 14, N° 3º, que expresa “Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para decidir las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.”; artículo 20, N° 1º, que dispone: “Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en cooperación con los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar a los trabajadores pertenecientes a esos pueblos una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de empleo, en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en general.”; y el artículo 34 que prescribe, como norma de general contenido en la aplicación del Convenio: “La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, tomando en cuenta las condiciones propias de cada país.”.





Explicó que, por lo anterior, el Tribunal Constitucional señaló que las disposiciones del Convenio N° 169 son suficientemente claras como para concluir que los pueblos indígenas, al igual que sus connacionales, quedan enteramente sometidos al ordenamiento constitucional vigente y demuestran, asimismo, que no están dotados de potestades públicas propias.





Agregó que, de fundamental importancia para la futura aplicación de este cuerpo normativo, es el hecho que el Tribunal Constitucional de Chile ha definido que la expresión de pueblos indígenas debe ser considerada como “conjunto de personas o grupos de personas de un país que poseen en común características culturales propias, que no se encuentran dotadas de potestades públicas y que tienen y tendrán derecho a participar y a ser consultadas, en materias que les conciernan, con estricta sujeción a la Ley Suprema del respectivo Estado de cuya población forman parte. Ellos no constituyen un ente colectivo autónomo entre los individuos y el Estado”. Finalmente, señala que el Tribunal concluye que  el Convenio N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes no es contrario a la Constitución Política de la República ni vulnera los artículos 1°, 5°, 62 a 72 y 102 de ella y así lo declara.





En lo que dice relación a los derechos de participación y autogestión, el señor Subsecretario expresó que se reconoce los derechos de participación de los pueblos indígenas, estableciendo a los Estados la obligación de consultar a los pueblos indígenas de acuerdo a procedimientos apropiados, a través de sus instituciones representativas y de buena fe.





Agregó que el autogobierno no es reconocido explícitamente. Añadió que se podrían inferir algunos derechos a la autogestión al reconocer la posesión de instituciones, estructura administrativa y de un sistema normativo distinto, en cuanto al derecho a decidir sus propias prioridades en lo que atañe al desarrollo y destino de las tierras, el derecho a controlar su propio desarrollo económico, social y cultural, el derecho a preservar sus costumbres, instituciones y el derecho consuetudinario. Otras normas de este Convenio, entre ellas los artículos 22, 23, 25 y 27 estipulan la participación sobre diferentes materias, capacitación vocacional, servicios de salud y educación, sin desligar al Estado de sus obligaciones financieras en estas materias, pues esto incluye, a petición de los pueblos indígenas, apoyos técnico y financiero adecuados.





En cuanto a los derechos a la tierra, indicó que se reconocen los derechos de propiedad y de posesión sobre las tierras que ocupan tradicionalmente. Se establece la responsabilidad de los gobiernos en adoptar las medidas necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión, y estipula que deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional para decidir las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.





Señaló que el Convenio reconoce la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios y define a los territorios indígenas como aquellos que cubren la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.





Con respecto a esta materia, la actual ley indígena cumple con cada uno de los derechos consagrados por el Convenio. Junto a lo anterior, señaló que el Tribunal Constitucional estableció que estos artículos son programáticos. En efecto, el número 1º emplea las siguientes expresiones: “deberán reconocerse”, “deberán tomarse medidas”, “deberá prestarse particular atención”, “los gobiernos deberán”, “deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional”, lo que permite concluir que tales disposiciones responden al tipo de preceptos no ejecutables con el solo mérito del Tratado.





Manifestó que, en este entendido, no pueden enfrentarse a la disposición constitucional del artículo 19, Nº 24, que se refiere a la protección del derecho de propiedad.





Seguidamente, indicó, en lo que respecta a los derechos sobre los recursos naturales, que el artículo 15 salvaguarda los derechos indígenas sobre los recursos naturales vinculados a sus tierras. Este derecho, incluye su participación en la utilización, administración y conservación de dichos recursos. Añadió que, en los casos en que los Estados mantengan la propiedad de recursos minerales o del subsuelo o derechos a otros recursos pertenecientes a las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras.





Al respecto, afirmó que el Tribunal Constitucional estableció que debe tenerse presente que el Convenio se pone en el caso de que el Estado sea el dueño de las minas y otros recursos del subsuelo, que es el régimen contemplado por nuestra Constitución Política, y que es necesario tener en cuenta que esta disposición debe considerarse, programática. Por lo demás, una situación similar la contempla, en el actual sistema, el artículo 17 del Código de Minería, que es ley común.





Debe agregarse que los procedimientos de consulta del Convenio ya se encuentran incorporados a la legislación interna, como ocurre, por ejemplo, con los artículos 26 al 31 de la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, al igual que los artículos 10, 11 y 34 de la Ley Indígena;





Prosiguió citando la resolución del Tribunal: “Que por otro lado, el Código de Minería contempla un claro procedimiento judicial para constituir las concesiones mineras, el que garantiza que todos los interesados pueden ser escuchados frente a una violación de sus derechos, el cual podría ser perfeccionado.”.





“Que puede concluirse, que en esta parte el Convenio no compromete las bases constitucionales del régimen de concesiones mineras, ni afecta los derechos de los concesionarios.”. 





“Que en cuanto a que los pueblos a que se refiere el Convenio tengan acceso a los posibles beneficios derivados de la explotación de recursos minerales, y a percibir una indemnización por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades por terceros, el verbo rector de esta disposición es el que señala el Convenio, al usar las expresiones “siempre que sea posible”, lo que debe entenderse en el sentido de que su aplicación ha de ajustarse al régimen constitucional y legal de la propiedad minera. Siendo así, esta disposición, al ser en su esencia programática y al confirmar el derecho de los pueblos indígenas de acceder a la propiedad minera, se ajusta a la preceptiva constitucional, no existiendo reproche que hacerle en este sentido. También resulta útil destacar que la Constitución no impide que se impongan limitaciones a la concesión de la propiedad minera y, en la especie, ellas ya se encuentran incorporadas a la legislación, entre ellas, la que regula el medio ambiente.”.





Indicó que deberá concluirse, en consecuencia, que el texto del artículo 15 del Convenio, por los motivos expresados, especialmente por su naturaleza programática, no infringe la preceptiva constitucional.





Finalmente, señaló, que para el estudio del presente Convenio se debe considerar lo dispuesto por los artículos 34 y 35 del mismo, que establecen que su aplicación debe ser flexible y en caso alguno menoscabar los derechos ya garantizados a los pueblos indígenas.





A continuación, el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, se refirió al sentido de la expresión “pueblos” en el contexto del Derecho Internacional Público. Al respecto, indicó que no existe una definición unívoca de este término en el Derecho Internacional, el cual, además, ha experimentado una evolución en el tiempo.





Expresó que en el ámbito jurídico contemporáneo, la voz “pueblos” aparece históricamente relacionada con el derecho de libre determinación. Añadió que, en sus primeras formulaciones, dicho principio figura en la Carta de las Naciones Unidas, en particular, en sus artículos 1, párrafo 2 (entre los Propósitos de las Naciones Unidas), y 55 (dentro del capítulo relativo a la Cooperación Internacional Económica y Social). Sin embargo, indicó que fue con ocasión del proceso de descolonización que tal principio alcanzó su mayor desarrollo y aplicación.





Señaló que, para fijar más precisamente los alcances del referido derecho de libre determinación, resulta necesario diferenciar la situación de los pueblos cuyo territorio posee un estatus internacional específico “pueblos sometidos a dominación colonial”, de aquélla de los pueblos organizados o integrados en Estado “pueblos constituidos en Estado”.





En la primera situación, la de los pueblos sometidos a dominación colonial y, por extensión, a dominación racista o extranjera, se ha entendido que el Estado que administra o controla el respectivo territorio no es el representante legítimo del pueblo que lo habita. Agregó que, por el contrario, los “pueblos constituidos en Estado” sí representan legítimamente a éste en su conjunto, por ende, no cabe plantear una posible subjetividad internacional de un pueblo que forma parte de ese Estado.





Sobre el concepto de pueblos indígenas, informó que se ha desarrollado en diversos instrumentos internacionales un concepto acotado o limitado de “pueblo” que no corresponde exactamente al concepto al que aludió anteriormente. Añadió que esa idea es la que se contiene en el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de 1989. Precisó que el mismo Convenio deja constancia, en el artículo 1, párrafo 3, que la utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional.





En conclusión, sostuvo que el término “pueblos” en el contexto del derecho de libre determinación tiene una proyección externa, relacionada principalmente con el colonialismo y con otras formas de dominación, y que confiere subjetividad internacional a dichos pueblos para ejercer precisamente el referido derecho; y una proyección puramente interna, en virtud de la cual un determinado pueblo no goza en el ámbito internacional de una subjetividad distinta a la del Estado en el que se encuentra integrado. Agregó que, en este segundo ámbito, el Derecho Internacional privilegia el principio de la integridad territorial del Estado, frente al cual no cabe afirmar el derecho a la secesión de un pueblo minoritario en el seno de una comunidad estatal.





Finalmente, afirmó que la expresión “pueblos indígenas” tiene un significado particular, de carácter acotado y limitado, especialmente en el marco del Convenio Nº 169 de la OIT, que, en caso alguno, podría interpretarse en el sentido que se atribuye al concepto “pueblo” como titular del derecho a la libre determinación.





A continuación, el Director de la CONADI, señor Wilson Reyes, señaló que desde el año 1989 se está esperando la aprobación de este Acuerdo.





Agregó que es un momento histórico para reforzar las instituciones, en que los pueblos indígenas buscan a través de las leyes internacionales, medioambientales, de salud y de educación, darle una oportunidad a la multiculturalidad de nuestro país.





Indicó que existe la institucionalidad y la logística necesaria a nivel nacional para difundir esta normativa. Finalmente, hizo votos para que este Convenio pueda ser aprobado en breve.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra consultó acerca del alcance de la igualdad para los pueblos indígenas, y en qué aspectos debe considerarse que no existe esa simetría.





El señor Reyes indicó que uno de los ejemplos es la educación, respecto de la cual ha existido una gran discusión acerca de la calidad. Sin embargo, añadió que a los pueblos indígenas les interesa incluir la discusión acerca de la diversidad cultural y la educación bilingüe, especialmente, en aquellas zonas donde hay más concentración de población perteneciente a etnias originarias.





Refirió que otro aspecto es el tema ambiental. Puntualizó que no se trata de crear un estado dentro de otro estado, pero es necesario consultarlos cuando se desarrollan grandes proyectos en sectores habitados por ellos y tomar en consideración su cultura.





Agregó que un ejemplo positivo, es la salud, en la cual se han hecho algunos avances para el reconocimiento de la medicina ancestral.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra consultó también acerca de la mención que se hace a las tierras ancestrales, a su restitución y a la forma en que debe entenderse.





El señor Reyes manifestó que se refiere a lo que la ley indígena denominó fondo de tierras, con los que se adquieren terrenos en los que ha habido derechos ancestrales. Agregó que ello ha significado una fuente de trabajo para los indígenas, especialmente, los jóvenes, porque ellos mismos laboran en la conservación de estos terrenos que han sido declarados patrimoniales.





Informó que en el norte se han comprado entre 200 mil y 300 mil hectáreas, que incluyen pucaras y apachetas, por ejemplo, una parte del camino del inca, lo que contribuye a fomentar el turismo y, también, a generar trabajo e impuestos.





Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó acerca del derecho a los recursos naturales consagrado en el artículo 15 del Convenio, en especial, cómo se concilia con el problema energético que tiene el país y con la construcción de centrales hidroeléctricas que pueden pasar cerca de terrenos indígenas, respecto de los cuales ya han existido problemas en el pasado. Consultó si esto significa que tendrían un derecho primario sobre el resto de la comunidad, la cual podría verse perjudicada con esa decisión.





El Subsecretario señor Arenas indicó que hay dos aspectos a considerar respecto de los cuales la sentencia del tribunal constitucional es clara. El primero de ellos es el derecho a ser consultados sobre la utilización de sus territorios, materia que está en concordancia con el artículo 17 del Código de Minería y los artículos 10, 11 y 34 de la Ley de Bases del Medioambiente. En segundo lugar, añadió que el Convenio no compromete las bases constitucionales ni afecta los derechos de los concesionarios.





Observó el Honorable Senador señor Pizarro que esos derechos son los de cualquier ciudadano, pero ahora se habla de un reconocimiento especial, por lo que debe colegirse que tiene un alcance distinto.





Señaló el señor Troncoso que el artículo 15 señala que protege especialmente y, a continuación, pone énfasis en la participación, aunque no se señala la forma en que van a participar. El Estado deberá determinarlo, tal como se hizo en la ley indígena. Aclaró que tampoco se trata de un derecho a veto.





A su vez, el Honorable Senador señor Muñoz Barra consultó si existiría oposición de parte de comunidades indígenas del norte a un proyecto geotérmico en Apacheta.





El señor Reyes contestó que, respecto de los proyectos en dicha zona, se ha formado una mesa de trabajo, donde las comunidades se encuentran participando.





Indicó que debe haber información previa a las comunidades, antes de instalar las faenas. Ello no significa que se rechacen los proyectos, sino que debe existir información, entre otros aspectos, sobre compensaciones y mitigación de los posibles efectos. Afirmó que eso debería hacer ENAP en Apacheta, buscar sustentabilidad futura.





Luego, el Honorable Senador señor Muñoz Barra preguntó acerca del aeropuerto que se piensa instalar en la zona de Freire, pues se ha planteado que tendría problemas, por ser cercano a unos terrenos en los que cada dos años y medio se realiza una ceremonia indígena, la que se vería dificultada por la construcción de la Terminal. Añadió que dicha situación resulta difícil de explicar al resto de la comunidad, la que, en definitiva, se ve perjudicada.





El señor Reyes señaló que es un caso similar al anterior, pues también faltó información y participación, incluso de la Corporación Indígena.





El Honorable Senador señor Arancibia manifestó que lo que le inquieta es la palabra pueblo, que tal como se ha dicho en esta Comisión, tiene dos acepciones.





Agregó que dentro de cada pueblo no hay una organización unitaria, se preguntó quién es el pueblo, son los individuos, las comunidades, de las cuales hay muchas, algunas incluso con intereses contrapuestos. Entonces surge la duda, para el Estado, acerca de a quien consulta.





El Ministro señor Viera-Gallo enfatizó la importancia que el Gobierno le asigna a la aprobación de este Convenio y de otros proyectos relacionados con los pueblos indígenas.





Añadió que esta Convención es anterior a la ley indígena, que recogió la mayoría de las situaciones antes descritas.





Recordó que ha habido una evolución en el derecho indígena. Hasta el año 1957 se habló de poblaciones indígenas y luego se cambió a pueblos, pero siempre se ha dejado en claro que no se emplea la voz pueblo en el sentido de la Carta de las Naciones Unidas, por cuanto no son sujetos de derecho internacional, por tanto, no pueden amenazar la unidad del Estado.





Manifestó que esto se comprueba con la aprobación del Convenio por parte de Estados multiraciales. Indicó que hoy en día nadie discute, en el ámbito del derecho internacional, que el uso de la palabra pueblo pueda afectar la unidad del Estado.





Señaló que la reciente declaración de las Naciones Unidas, que no tiene carácter vinculante, habla incluso de autodeterminación, lo que también causa dudas acerca de quien los representa.





Indicó que los derechos que otorga el Convenio son muy amplios porque la realidad de cada pueblo es distinta, por ello no es taxativo y no les otorga un derecho a veto.





Refirió que el ejemplo del aeropuerto, que mencionaba el señor Presidente, se trató de un tema de consulta, la mayoría de las comunidades está de acuerdo, y sólo hay una minoría que lo rechaza. Reiteró que la obligación consiste en oírlos, no en acatar necesariamente las observaciones.





Señaló que estos conceptos quedan claros en la reforma constitucional que hizo México bajo el Gobierno del Presidente Fox, los que en ningún caso afectan la unidad del Estado, sino que regulan aquellas materias que no se encuentran normadas por la ley común.





Concluyó señalando que esta discusión no debería generar los problemas que se produjeron cuando llegó, porque lo que exige el Tratado ya fue recogido por la ley indígena. Recordó que, en su momento, el profesor señor Teodoro Ribera objetó el Convenio, no pensando en el pueblo mapuche sino en el pueblo rapa-nui, pero esa situación es independiente de este Convenio.





El Honorable Senador señor Romero concordó en que la resolución del Tribunal Constitucional precisó que el concepto de pueblo no afecta la unidad del Estado, sin embargo esta opinión no empece la posición de los demás Estados sobre este tema.





Agregó que efectivamente el Convenio no habla de autodeterminación, pero la evolución del derecho internacional puede cambiar las interpretaciones.





Coincidió en que el problema es Isla de Pascua, pero no por los isleños o las comunidades que la habitan, sino porque hay Estados europeos que tienen mucho interés en el Pacífico Sur.

- - -





En la siguiente sesión, la Comisión recibió a representantes de los pueblos originarios.





Entre los representantes del pueblo atacameño, quechua, la señora Julia Quispe solicitó la aprobación del Convenio, por tratarse de una normativa que protege los derechos de los pueblos originarios.





A su vez, el señor Wilson Segovia hizo presente que, para los pueblos originarios, es importante que se apruebe el proyecto. Recordó que dichos pueblos tienen once mil años de historia y que han efectuado importantes aportes a la paz, la diversidad y la ecología nacional. Agregó que resulta fundamental ratificar el Convenio, porque garantiza el rescate de la identidad, a fin de construir un escenario intercultural. Por otra parte, las consecuencias de no aprobarlo serían la fractura de la unidad de los pueblos indígenas y que muchos de ellos perderían su identidad.





El señor Miguel Urrelo de la misma representación señaló que el Tratado es una herramienta para incorporarse al desarrollo del país, aportando su cultura, cuya cosmovisión les ha permitido coexistir por miles de años.





En representación del pueblo aimara, la señora Rosa Maita reiteró que este instrumento apoyará el desarrollo de Chile. Agregó que las grandes empresas afectan el medio ambiente en que se desenvuelve el pueblo aimara, amenazando los lugares donde ejercen sus tradiciones, por cuanto su cosmovisión dice relación precisamente con el medio ambiente, con los animales, los recursos naturales, etc.





Aclaró que muchas personas temen que la aplicación del artículo octavo del Convenio pueda significar que se instale un pueblo sobre otro. Precisó que eso no es así, ya que han demostrado ser respetuosos de la legislación y llevan a la patria en el corazón.





Por su parte, la señora Francisca Salazar, también representante aimara, destacó la importancia que para ellos tiene la tierra y el agua en la precordillera. Añadió que la ratificación del Convenio les da la posibilidad de regularizar la propiedad de sus terrenos ancestrales. Agregó que hasta ahora solamente han podido regularizar su casa y su chacra, pero ahora podrían proteger el espacio que históricamente han ocupado.





La señora Carmen Flores perteneciente a la misma comunidad, destacó los aspectos de la educación y salud, temas en los que la Convención reconoce derechos para que se instaure la enseñanza con su cosmovisión propia. Añadió que lo que hasta ahora ha sido programático, este Convenio lo hace obligatorio.





Explicó que ha menguado el uso de la lengua desde que, en época de sus abuelos, hubo un proceso de chilenización, en que se les obligó a hablar castellano. La idea de ellos es que se complementen las culturas y puedan recuperar sus tradiciones.





En materia de salud, indicó que las distintas etnias tienen conocimientos ancestrales que no pueden aplicar y que se van perdiendo, por lo que requieren que las políticas de salud los consideren.





El señor Rivera, perteneciente al mismo pueblo aimara, reiteró que su cultura tiene diez mil años de historia y una lengua, por tanto, es importante que sean reconocidos y, especialmente, sean consultados. Indicó que el tema minero es muy complejo, precisamente porque no se les consulta y eso los menoscaba. Ahora se sienten en un nivel de igualdad con el Estado, tanto los pueblos aimaras como los otros pueblos, y deben establecerse formas de participación adecuadas.





En lo que respecta a la autodeterminación, aclaró que no se trata de que quieran formar una nación dentro de otra, los aimaras son chilenos. Lo importante es que sean reconocidos por el mundo y por el Estado en que viven. Para los indígenas es una cuestión de equidad para estar a la altura de los demás pueblos originarios que si tienen el reconocimiento de sus Estados.





A continuación, el señor Domingo Colicoy Caniulen, miembro de la Organización Territorial Wenteche Lof Mapu Kayupvl, agradeció el honor de ser invitado a entregar su opinión respecto al Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).





Expresó que se deben recoger algunos principios básicos planteados y asumidos por la gran mayoría de los indígenas, especialmente, el que los pueblos originarios pretenden resolver los temas de las relación mundo indígena y Estado nacional, dentro del marco del Estado y no fuera de él.





Indicó, sobre los temas territoriales indígenas, que se debe avanzar en su conocimiento y entendimiento. Añadió que las teorías sociológicas y antropológicas han hecho un aporte importante en este sentido y conviene que sean tenidas en cuenta. Opinó que los territorios indígenas no sólo son importantes porque en el subsuelo pueda haber yacimientos minerales de importancia económica para el país, sino porque los referidos territorios indígenas son elementos estructurante de los pueblos originarios. En ese sentido, señalo que no se pueden exponer a todos los territorios indígenas a la exclusión, por el sólo hecho de que un territorio este expuesto a una probable explotación mineral.





Manifestó que el Convenio 169 es un instrumento jurídico emblemático y que forma parte de las aspiraciones más profundas de los pueblos originarios, porque reconoce el status de pueblos a los indígenas. No obstante, precisó que sin la implicancia que el concepto pueblos posee en el derecho internacional, entendido como una agrupación humana que reúne las características de colonia, donde se puede hacer alusión a la división del Estado, soberanía, independencia, entre otros aspectos. Añadió que, en el marco del Convenio 169, se reconoce el derecho a la propiedad y utilización de su territorio ancestral, el derecho a la consulta colectiva ante proyectos de desarrollo, a la utilización, administración y conservación de los recursos naturales, entre otros.





Agregó que este instrumento internacional ha sido sugerido en diversos períodos, por distintas instancias nacionales e internacionales tales como: las recomendaciones del informe de verdad histórica y nuevo trato (año 2003), en el informe del relator de Naciones Unidas sobre pueblos indígenas, Rodolfo Stavenhagen, de noviembre de 2003, en que analiza la situación de Chile, y en el acuerdo entre el Estado de Chile y las denunciantes pehuenche ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, suscrito por el ex Presidente señor Lagos.





Recordó que el Tribunal Constitucional el cuatro de agosto de 2000, dictó sentencia rechazando el requerimiento presentado por varios Diputados. Agregó que el pronunciamiento de dicho Tribunal respecto al Convenio 169 es un argumento extremadamente sólido para que la clase política asuma su responsabilidad histórica, en el sentido de hacer entrega a los pueblos indígenas del país, de uno de los instrumentos de derecho internacional más anhelados, porque elimina los mitos referido a la desarticulación del Estado nacional, ya que el reconocimiento de pueblo no posibilita a los indígenas a generar sus propios estados nacionales.





Enfatizó que el Convenio 169, debe ser visto como un instrumento que viene a perfeccionar y profundizar nuestro sistema democrático, porque no obliga al Estado de Chile a abandonar su rol de garante. La única obligación del Estado es escuchar al mundo indígena cuando existan temas de complejidades políticas que involucren a los pueblos originarios. En su opinión, también es conveniente para los pueblos indígenas escuchar a la clase política chilena, y que realmente exista un diálogo de ellos con los pueblos originarios, ya que no es conveniente ni presentable para un país que avanza hacia el desarrollo que no haya diálogo.





Luego, la señora Isabel Condori de la etnia aimara, aludió que al no haber establecimientos educacionales adecuados que atiendan a su población, se produce una merma en las posibilidades laborales y, en general, en las condiciones de empleo.





Señaló que no debe haber temor de que la ley indígena sea mal utilizada, sino que es para que estas culturas puedan subsistir, tomar decisiones sobre lo que se hace en territorios ancestrales, y para que su opinión sea escuchada. Enfatizó que Chile les debe la protección que les da el Convenio.





Aclaró que las comunidades forman parte de Chile, por tanto, no hay ninguna intención de independizarse.





El señor Rivera perteneciente a la misma comunidad, recogió la mención a los temores que se plantean acerca de una eventual división. Aclaró que las áreas de desarrollo indígena, y las concesiones de territorios son importantes. Precisó que algunos ya están administrando esos territorios y pagan impuestos por esos terrenos, por ejemplo, las reservas nacionales Licantay y El Tatio.





Observó que, en lo que dice relación con las consultas a los pueblos originarios, en la zona norte nunca se ha consultado su opinión, por ejemplo, respecto a una eventual salida al mar para Bolivia, en circunstancias que se verían directamente afectados si hay entrega de territorios, es un sector en que está Apacheta, hay aguas, etc. Otro ejemplo señaló, es el caso de Camarones, que está lleno de prospecciones mineras. Asimismo, relató que en la comuna de General Lagos, la más al norte de Chile, sólo el poblado de Visviri tiene luz eléctrica, y sólo algunas horas. Añadió que para presentar proyectos a fondos concursables se exige que se haga por internet, lo cual es imposible puesto que no hay luz. Agregó que es necesario que las comunidades lleguen a tener igualdad de condiciones respecto del resto del país.





Sobre el tema hídrico, señaló que las empresas mineras usan las aguas en perjuicio de los pueblos, amenazando seriamente la existencia misma de las comunidades, razón por la cual deben formularse políticas de protección, por ejemplo, en la actualidad se encuentra afectada gravemente la agricultura de la pre-cordillera.





El Ministro señor Viera Gallo señaló que este Convenio consagra principios que ya están considerados en la ley indígena, y que es un Tratado vinculante, mediante el cual el Estado se compromete.





Señaló que este Convenio presupone la unidad territorial del Estado, ya que el autogobierno se refiere al interior de las comunidades.





Agregó que los conocimientos ancestrales deben considerarse y es conveniente que el Estado se acostumbre a escuchar a los pueblos indígenas.





Posteriormente, en la siguiente sesión, se prosiguió escuchando a representantes de los pueblos originarios.





El señor Jaime Huincahue del parlamento mapuche agradeció la invitación, ya que está muy en concordancia con el artículo 6 del Convenio 169, letra a), relativo a las consultas a los interesados. Destacó que este es un procedimiento muy apropiado.





Agregó que los mapuches tienen conciencia de dos grandes hitos: el primero, que son mapuches originarios de este lado del continente, con una data de 10.000 años, reconocidos por antropólogos; y, segundo, que son parte de un país que logró su independencia del imperio español, apoyados por la fuerza militar araucana, aspecto que el prócer de la patria, se encargó de dejar por escrito en la naciente Republica de Chile. Sin embargo, afirmó que este reconocimiento al pueblo mapuche de Bernardo O’ Higgins, no fue suficiente o no llegó a oídos de todos los independentistas de Chile, ya que paulatinamente su pueblo sufrió el vasallaje del expansionismo, del militarismo, de religiones foráneas, etc., lo que, en su opinión, trajo como consecuencia un nuevo escenario hostil, entre chilenos y mapuches.





Añadió que Chile, ha vivido constantemente en una indefinición de su raíz cultural y de su acervo ancestral, producto de esa permanente lucha por desconocer a su hermano mapuche, ha buscado arraigos occidentales, en desmedro del crecimiento multicultural.





Indicó que la sociedad chilena, aún en pleno siglo XXI, no logra una identidad nacional multicultural, pues ha prevalecido por largos años el criterio del país monocultural, muy lejano a otros países del continente que ostentan largos períodos democráticos, pluriétnicos y pluriculturales. De esta forma, en su opinión, Chile se instala como el país americano más atrasado en materia de reconocimiento de los pueblos originarios.





Sin embargo, añadió que la gran mayoría de los mapuches quieren a este país, su naturaleza, sus climas, sus montañas, sus volcanes, sus ríos, lagos y mares y a su gente. Agregó que muchos de ellos vibra con la camiseta nacional en el deporte, con las fiestas. Asimismo, muchos hombres y mujeres se enrolan en la Armada, Ejército y Carabineros y varios han dado la vida por la defensa nacional. Sin embrago, aún así, se les desconoce, se les atropella, se les trata de antidesarrollistas, antidemocráticos, etc. Al respecto, se preguntó qué más muestras se deben dar para convencer al resto de los connacionales de que no son enemigos de Chile.





Agregó que hoy en día la discusión y la solución debe ser política y no militar, es preciso por todos lo medios evitar confrontaciones armadas, hay que buscar el dialogo, lograr consensos y establecer acuerdos que garanticen una convivencia feliz por largos períodos.





Enfatizó que les gusta Chile, que lo quieren tal como es, pero ciertamente tienen diferencias políticas y culturales, y esas diferencias no se han logrado consensuar en las instancias correspondientes, porque no son incluidos como sujetos sociales, más bien los siguen viendo como objeto folclórico, clientes políticos, de asistencia social, etc. Se les enrostra miles de millones de dólares de inversión en lo social y les piden de vuelta apoyos políticos para continuar la senda. Afirmó que han sido vistos con arrogancia por políticos y empresarios, situación que se sigue transmitiendo de generación en generación, porque en las aulas chilenas, continúan hablando del pasado, de los araucanos guerreros, de los araucanos pasivos, contemplativos, de los grandes defensores que vivieron o que murieron, pero se olvidan que dentro de esa aula siempre hay y siempre habrá un mapuche puro, un mapuche mestizo. Añadió que al desconocer esa presencia, se continúa distanciándose de la realidad, y engañando a la sociedad presente y futura.





Indicó que el pueblo mapuche aún se pregunta porqué, si sus territorios han servido para conformar el actual Estado chileno, instalar centrales hidroeléctricas, carreteras, aeropuertos, industrias pesqueras, forestales y cupríferas, aún en Chile se les niega la existencia y sus derechos individuales y colectivos. Expresó que no quieren ser hijos de Chile, porque como tales, han sido negados, quieren ser hermanos de Chile, porque los hermanos se crían juntos, en la misma casa, pero cada uno piensa y actúa distinto, y toman sendas diferentes.





Concluyó que Chile debe dejar de mentirse, debe abandonar el criterio mono-cultural, debe avanzar hacia un país libre de barreras sociales, de mentiras históricas, para crear una sociedad culta, auto identificada con lo ancestral y revalorizar los aportes de los pueblos Indígenas y del pueblo mapuche en especial, allí hay miles de años de cultura, de historia y de conocimiento planetario. Añadió que no en vano han llegado hasta aquí científicos y estudiosos para encontrar la especificidad que su cultura tiene y mantiene.





La señora Sandra Berna, representante del pueblo Licarantay o atacameños del norte, en la segunda región, señaló que se encuentran presentes, porque quieren un reconocimiento mediante este Convenio 169. Agregó que tienen una historia de más de once mil años, representados en su museo. Precisó que están hace muchos años haciendo patria en el norte, insertos en una región minera.





Agregó que es muy importante el respeto, pues necesitan proteger sus aguas y su territorio. Precisó que actualmente están haciendo junto al Gobierno un bonito proyecto turístico, administrando su tierra. Añadió que, en ese sentido, han justificado las confianzas, pero observan con tristeza que todavía no hay un reconocimiento legal, que les permita estar tranquilos, de manera de no tener que seguir luchando por las peticiones de agua y por sus territorios, por ejemplo, tienen mucho miedo que ahora empiecen a arrinconarlos, porque están insertos en un yacimiento minero.





Manifestó que ese reconocimiento es deber del Gobierno, porque se ha hablado mucho, pero están con el mismo documento sobre la mesa, esperando que se concrete no sólo para los pueblos del sur, sino que para todos los pueblos indígenas del resto del país.





Consultada por el Honorable Senador señor Letelier acerca de si están administrando los parques, respondió afirmativamente. Destacó que han tenido una muy buena experiencia, dando confianza de que pueden hacer las cosas bien, pero hoy día está la amenaza de las peticiones de agua en El Tatio, por eso necesitan que se agilice este Convenio.





El Consejero de la CONADI, señor Adolfo Arrieta, señaló que el Consejo de la CONADI y la ley indígena deben ser los avances más democráticos que tiene la legislación de la República.





Agregó que este Consejo tiene una composición mixta, siendo ocho consejeros electos directamente por las etnias, cinco subsecretarios y tres representantes de la Presidencia de la República. Agregó que para los representantes es muy importante que esta Comisión y el Honorable Senado aprueben la ratificación del Convenio 169.





Indicó que esta aprobación tiene una serie de relevancias, entre otras, tal vez la más importante, abrir camino para el reconocimiento de la pluri-culturalidad de nuestra República.





Explicó que el tema del desarrollo intercultural es demasiado importante como para obviarlo, porque los pueblos indígenas han sido relegados a los lugares menos favorecidos por la naturaleza. Sin embargo, ahora con el desarrollo tecnológico, esas zonas a los cuales han sido llevados la mayoría de los pueblos indígenas se han convertido en necesarios para el desarrollo de la República, por ejemplo, como ocurre con los mega-proyectos.





Enfatizó que Ralco es el ejemplo más claro de lo que ha sucedido. Es necesario comenzar a desarrollar, con toda la protección jurídica de la República, una alianza estratégica entre el necesario desarrollo del país y el respeto por las culturas indígenas, sus tradiciones, y la simbología que conlleva. Por eso, para ellos es muy importante dar este paso tan importante, como es el reconocimiento por parte de la República, del Convenio 169.





El señor Zenón Alarcón, Consejero aimara, indicó que el Senado tiene la labor de conducir este proceso histórico, ya que la solicitud de aprobación es una petición que se arrastra desde el año 1989, cuando participaron en el acuerdo de Nueva Imperial. Recordó que eran tres las demandas básicas: la primera, la ley de protección, fomento y desarrollo de los indígenas; la segunda, el reconocimiento constitucional, y la tercera, el Convenio 169. Precisó que este último es heredero del Convenio 107, y que nace en el marco de la OIT.





En esos años, agregó, el Convenio era un instrumento muy avanzado para la época, pero ya han pasado casi diecisiete años.





Manifestó que, si bien es cierto que con la ley indígena se avanzó algunos pasos para la devolución de derechos de los pueblos originarios, con el Convenio 169, que debió haber sido aprobado hace diez años, hay un atraso como Estado, y una deuda con las etnias.





Agregó que esta aprobación ayudaría mucho en un tema importante para los pueblos indígenas, cual es la perdida de valores culturales. Agregó que las culturas indígenas son un aporte importante para la humanidad, y esa es la concepción que tiene que salvaguardar este Convenio, la importancia como cultura y el aporte cultural que hacen al país.





Manifestó que, en estos momentos, hay pueblos indígenas con idiomas aún vivos, lenguas que se perderán si no se abrazan a este Convenio. Aclaró que, en estos momentos, el porcentaje de parlantes de lenguas originarias, entre las personas jóvenes a nivel nacional, es del 3%.





Agregó que el idioma es el corazón de cada uno de los pueblos y que, en estos momentos, ellos se encuentran viviendo un proceso casi irreversible de disminución de la lengua. Al respecto, señaló que el Convenio 169, protege la inter-culturalidad y promueve la educación intercultural. Advirtió que si no se actúa con normativas y con políticas públicas fuertes, como las que les daría el Convenio, independientemente del Gobierno, en veinte años más podría ocurrir lo que pasó con los indígenas de de los canales australes, los cuales hoy sólo es posible verlos en fotografías. Previno que ese será el destino que tendrán los pueblos indígenas, si no se aprueba el Convenio 169.





Manifestó su convicción de que este año debe ser el de la aprobación del Convenio 169. Señaló que manifestaron a los Senadores de la I Región, Honorables Senadores señores Flores y Orpis, que este debe ser un paso importante en la relación del Estado y los pueblos originarios. Explicó que si ello no ocurre, podría ocurrir una fractura, porque los pueblos originarios siempre han estado dispuestos al diálogo, pero si han pasado diecisiete años, cuatro gobiernos, y todavía no se aprueba, quiere decir que algo que no está bien.





El Consejero diaguita, señor Rubén Cuturrufo, indicó que la situación actual de su etnia es muy difícil, debido a que su cultura fue prácticamente extinguida, arrasada, diluida. No obstante, quedó algo.





Agregó que, lamentablemente, se perdió la lengua de su pueblo. Sin embrago, están reconstruyendo con mucho esfuerzo su cultura. Añadió que este es un proceso nuevo, que está empezando, que necesita de mucho apoyo, especialmente, del Gobierno de Chile.





Añadió que como diaguitas pueden dar fe que también cooperan en el desarrollo del país. Destacó, en ese sentido, la histórica participación de su pueblo en la Guerra del Pacífico, enrolados en el regimiento Coquimbo. Agregó que, producto de esa guerra, Chile tuvo salitre y ahora cobre, tierra y productos conseguidos con sangre diaguita. Enfatizó que ese antecedente, entre otros, los habilita para pedir que se consideren a los pueblos ancestrales, porque Chile se nutrió de su sangre. Añadió que la volverían a derramar, si fuese necesario.





Indicó que necesitan rescatar su cultura, ya que el pueblo diaguita es un pueblo de artistas, que cultiva el arte y la elegancia, que entrega y plasma sus sentimientos en cada una de sus manifestaciones artísticas. Afirmó que, por esa razón, tienen mucho que entregar a la educación chilena.





Manifestó que, de ratificarse el Convenio, ellos podrían tener las herramientas y la identidad cultural necesaria para que nuestro país se nutra con arte, con belleza. El pueblo diaguita representa ese arte y el país va a estar orgulloso de sus figuras y sus diseños, los cuales están siendo exportados a Europa. Agregó que quieren compartir ese gusto por el arte, por eso quieren que se ratifique el Convenio, para que su arte llegue a todo el país. Reiteró que su pueblo está dispuesto a seguir aportando al país, pero quieren que Chile los reconozca y ratifique el Tratado.





Luego, el Consejero de la Identidad Lafquenche, señor Iván Carilao felicitó a la Comisión por la forma en que han estudiado el Convenio, escuchando previamente a las comunidades. Añadió que han tenido una experiencia similar con los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Letelier y Longueira, en el proyecto que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios, lo que hace pensar que están en un escenario muy particular y por eso manifiestan su reconocimiento.





Agregó que muchos de sus hermanos los critican por venir a defender estos proyectos. Sin embargo, quienes han venido piensan que este es un espacio donde hay que incursionar y, por tanto, tienen la voluntad política de estar aquí y sentarse a la mesa, aunque los critiquen.





Indicó que en sus comunidades se viven situaciones que no son de fáciles de entender. No obstante, están acá porque creen y están convencidos de que las democracias funcionan con la participación de la gente, de manera de construir una sociedad más tolerante, más justa y, por supuesto, en diversidad.





Manifestó que sus abuelos y sus padres nunca aprovecharon estas herramientas o no las tuvieron, y se fueron con la esperanza de ser reconocidos. Por ello, su comunidad quiere hoy dejar un camino trazado a sus hijos, para poder decir que efectivamente las instituciones funcionan y garantizan sus derechos. Agregó que, como dirigentes, no quieren ver a sus hijos juzgados y transitando por las cárceles; en definitiva, no quieren ver a las futuras generaciones condenadas a seguir reclamando un derecho.





Señaló que Chile se ha desarrollado en materias económicas, y ha sido reconocido por ello. Sin embargo, cree que en materia de derechos indígenas la situación del país es débil, ya que se ha avanzado a un paso muy lento. En este sentido, estimó que quizás el Convenio no es lo óptimo, porque es antiguo, pero si se aprueba igual constituirá una satisfacción para toda su gente y para los demás pueblos, que de alguna u otra manera están exigiendo ser reconocidos.





Expresó que están contentos por un lado, pero preocupados por otro, ya que Chile se aproxima a celebrar el bicentenario sin que sus derechos hayan sido reconocidos. Agregó que ellos también quieren celebrar el bicentenario, pero lo harán sólo en la medida en que vean garantizados sus derechos y aspiraciones.





Finalmente, señaló que vienen con la voz de su agrupación, que reúne comunidades desde Arauco hasta Chiloé, y tienen la esperanza que esta herramienta jurídica les va a garantizar que se modifiquen leyes sectoriales que hoy les afectan, como pasó con la ley de pesca, y otras, que tienen una débil protección de sus garantías como pueblos indígenas.





A su vez, el Consejero mapuche, señor José Llancapán señaló que esta no es sólo una oportunidad para los indígenas, sino que también para el Gobierno de Chile, para el Estado, y particularmente para los Senadores, porque llegar al bicentenario con un país reconocido mundialmente por los progresos económicos que tiene, y siendo considerado un ejemplo para la Región, en algunos aspectos, sea todo lo contrario a nivel internacional en el tema indígena.





Recordó que Chile se formó y constituyó como país negando al pueblo indígena, situación que persiste hasta la actualidad. Por ello, formuló un llamado a ratificar el Convenio. Afirmó que no hay que dejar pasar la oportunidad de que los pueblos indígenas sean considerados, de manera de no llegar al bicentenario con pueblos originarios que siguen siendo negados, después de 200 años.





El señor Ananías Huiniguir, del Consejo Mapuche Huilliche, indicó que coincide en que Chile necesita tener paz social, al aproximarse el bicentenario.





Agregó que sienten pena al saber que comuneros mapuches están siendo procesados o encarcelados. Explicó que eso tiene una raíz. Estimó que la ratificación de este Convenio haría a su pueblo recapacitar y volver a utilizar una herramienta que utilizaron durante la colonia española, cual es el parlamento, el diálogo. Por ello, solicitó a quienes tienen el poder político que ratifiquen el Tratado.





Enfatizó que dejaba en sus manos la posibilidad de que el país tenga una paz social, porque Chile está cansado de tanta violencia, de que estén separados ricos y pobres, y mapuches y no mapuches. Hizo un llamado para pensar en el futuro, por los hijos, para que puedan sentarse algún día a compartir los mapuches y los no mapuches.





A continuación, el señor Eduardo Alata Godoy, del Consejo Nacional Indígena Quechua, señaló que pocos conocen que la etnia quechua es una etnia milenaria del norte del Estado de Chile.





Recordó que la etnia quechua fue un imperio, que abarcó desde el sur de Colombia, Ecuador y Perú, el oriente de Bolivia, el norte de Argentina y el norte de Chile. Por tanto, el imperio Inca estuvo en la precordillera y costa de la I Región, y parte de la II Región, de acuerdo a antecedentes ancestrales y, además, los archivos nacionales del Perú y los imperios reales de Garcilaso de la Vega, que fue un mestizo quechua español del año 1500.





Añadió que el Estado de Chile no tiene una raza definida, sino que está compuesto por diferentes razas o etnias: la mapuche, preponderante cuando llegaron los españoles; una etnia de ultramar, como los pascuenses; la etnia aimara y la etnia quechua, anexada a Chile por causas guerreras. Por tanto, desde 1929 todos son chilenos.





Expresó que por sus venas corre sangre incaica, pues todos sus ascendientes eran peruanos, pero desde 1929, es chileno. Evocó que su padre fue militar del Ejército de Chile. Afirmó que defiende y daría  su sangre por la integridad física y territorial de Chile.





Agregó que, hasta este momento, su etnia ha sido marginada, a pesar que es la cuarta mayoritaria de Chile, con 6.175 personas, aparte de otros que han sido obligados a asimilarse a otra etnia, para recibir los beneficios de la ley N° 19.253.





En su opinión, lo que exige o lo que pretende dar el Convenio 169 está dado con creces por la mencionada ley. Enfatizó que si algunos están disconformes, es porque seguramente hay elementos insertos que no han cumplido los principios de la ley. Añadió que a ellos no se les considera para nada, siendo que la ley se hizo justamente para evitar la eliminación y la extinción de las etnias. Precisó que, de acuerdo a la ley, la CONADI está obligada incentivar y promover más recursos para que no desaparezcan los quechuas, tal como les ocurrió a los diaguitas.





Añadió que existen realidades y problemáticas diferentes entre la etnia mapuche, los pascuenses, los quechuas y los aimaras. Agregó que son realidades, culturas e idiomas diferentes, por lo tanto, los quechuas no están de acuerdo en ciertas peticiones, por lo que es preciso llegar primero a un diálogo consensuado, real y concreto, donde todos tengan participación democrática.





Indicó que en estos momentos los quechuas han sido postergados en todas las conversaciones. Añadió que no fueron invitados a la última reunión efectuada en el norte para pedir el apoyo de los indígenas de dicha zona para el Convenio 169. Agregó que, en la práctica, tuvieron que entrar por la ventana, al igual que ahora. Puntualizó que mañana habrá un encuentro en la CONADI, donde tampoco están invitados, pues en la zona norte solamente se considera a los aimaras. Aclaró que está hablando del norte, pues en el sur, sucede otra cosa. Aprovechó la oportunidad para solidarizar con los problemas de los mapuches, sin embargo, señaló que tienen otra realidad.





Manifestó que no están de acuerdo con el Convenio 169, pues quiere a país, respira el aire chileno, se educó con los recursos del Estado de Chile, y, a su vez, formó a sus hijos con esos dineros del Estado, paga sus impuestos y sale del país con el pasaporte chileno. Por tanto, es chileno, y no está dispuesto a permitir que su etnia sea discriminada por la misma ley que se hizo para que no se extinguieran. Puntualizó que discrepa con el Convenio en su mención a la expresión “territorio”. Precisó que, para ellos, no hay más territorio que el de Chile, porque en Sudamérica hay doce o trece territorios y cada territorio tiene su nombre, éste se llama Chile y no hay más territorio.





Añadió que están siendo posesionados y avasallados con costumbres que no son suyas, pues todos creen que la I Región es aimara, olvidando a los Quechuas. Recordó que se encuentran en un territorio donde existen tres fronteras, y que la autonomía que se entrega de acuerdo al Convenio, aunque es una autodeterminación social y económica, en determinado momento llevará a tener que marcar los territorios indígenas. Afirmó que en la misma OIT lo dicen, y el territorio indígena en el norte aimara sería del kilómetro 9 hacia la costa y el Gobierno de Chile no tendría nada que hacer porque esto está reconocido por el Estado de Chile. Además, este Convenio hace revivir la legislación penal de las comunidades, creando una dualidad en la justicia penal para ellos, porque se revivirán costumbres, olvidando que en el norte no hay comunidades, no hay consejos de ancianos, así pues, tendrían que revivirse los consejos de ancianos para que apliquen su justicia social y penal.





Enfatizó que es preciso defender la integridad física y territorial de Chile en el norte, y que este Convenio da pie a que se forme el Estado Andino. Recordó que ha aparecido en los periódicos, que los alcaldes están propiciando los convenios culturales en forma tri-nacional.





Agregó que la ley N° 19.253 dispone de recursos para incentivar la cultura, lo que es beneficioso, pero en el norte se han hecho miles de cursos de lengua aimara, pero no de quechua.





Tampoco se manifestó partidario de establecer cuotas de representación política, si están insertos en una sociedad igualitaria, si tuvieran unidad de criterios o unidad de pensamiento podría ser, pero tienen diferentes pensamientos ideológicos.





Finalmente, insistió en su recomendación, considerando los intereses en integridad, educación, cultura y nacionalidad. Afirmó que este país es único e indivisible, por ello y, en atención, a la importancia para nuestra nación de su integridad física territorial, como un problema político, diplomático, solicitó no aprobar el Convenio, ya que es un problema a futuro.

- - -





En la siguiente reunión, el Director del Departamento de Derecho Internacional de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Hernán Salinas, señaló que el Nº 3 del artículo 1 del Convenio Nº 169 de la OIT establece que: “La utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el derecho internacional”, lo que implica que el término con el que se identifica a los beneficiarios del Acuerdo indicado, pueda eventualmente ser interpretado como otorgándoles un derecho a la autodeterminación, en particular, externa.





Agregó que, sin perjuicio de lo expuesto, el artículo 35 del Convenio 169 establece que la aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los derechos y las ventajas garantizadas a los pueblos interesados en virtud de otros convenios y recomendaciones, instrumentos internacionales, tratados, o leyes, laudos, costumbres o acuerdos nacionales. En su opinión, dicha norma es particularmente complicada, si se tiene en cuenta que la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó, el 12 de septiembre de 2007, la denominada Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, votada a favor entre otros Estados por Chile, y que contempla varias disposiciones que pugnan directamente con nuestro ordenamiento jurídico interno y, en particular, con nuestro ordenamiento constitucional.





Agregó que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Carta de las Naciones Unidas, la Asamblea General podrá discutir cualquier asunto o cuestión dentro de los límites de la Carta ONU. Además, podrá hacer recomendaciones sobre tales asuntos o cuestiones a los miembros de las Naciones Unidas o al Consejo de Seguridad o a éste y a aquéllos.





Indicó que, de conformidad con lo expuesto, bien podría interpretarse, en virtud de lo dispuesto en el Convenio 169 de la OIT, que la aplicación de sus disposiciones, no deberá menoscabar los derechos y las ventajas garantizadas a los pueblos indígenas que pudieran habérseles otorgados en los instrumentos que individualiza, entre los cuales podría caber la recomendación aprobada recientemente por la Asamblea General de las Naciones Unidas en materia de pueblos indígenas.





Señaló que la referida Declaración de la ONU establece disposiciones que llevaron a que países como Australia, Canadá, Nueva Zelanda y Estados Unidos, con importantes poblaciones indígenas y con legislaciones muy progresistas en el tema, la votaran en contra.





Explicó que dicha Declaración, en su preámbulo, dice: “Teniendo presente que nada de lo contenido en la presente Declaración podrá utilizarse para negar a ningún pueblo su derecho a la libre determinación, ejercido de conformidad con el derecho internacional”. Al respecto, señaló que el artículo 3 establece que los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación, y que en virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.





A mayor abundamiento, el artículo 19 de la Declaración expresa que los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas legislativas y administrativas que los afecten, para obtener su consentimiento libre, previo e informado. Añadió que el artículo 26, Nº 2, señala que los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otra forma tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan adquirido de otra forma.





Por último, citó el artículo 28 de la mencionada Declaración que dice:





”1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios que pueden incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa, imparcial y equitativa, por las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupado o utilizado de otra forma y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados o dañados sin su consentimiento libre, previo e informado.





2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra cosa, la indemnización consistirá en tierras, territorios y recursos de igual calidad, extensión y condición jurídica o en una indemnización monetaria u otra reparación adecuada.”.





En razón de lo expuesto, sugirió que se efectúe una reserva al mencionado artículo 35, a fin de excluir a las recomendaciones de su aplicación a nuestro país. Destacó que el Convenio N° 169 no prohíbe las reservas y no podría considerarse la mencionada reserva como contraria al objeto y fin del Tratado.





Finalmente, señaló que el problema que plantea el mencionado artículo 35 no se soluciona con la formulación de una declaración interpretativa, ya que a diferencia de una reserva, no tiene efectos internacionales y, por el contrario, sólo produce efectos internos, siendo inoponible a los demás Estados Partes.





A continuación, el profesor de Legislación Indígena y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Sebastián Donoso Rodríguez, se refirió a la cuestión indígena en Chile, a fin de contextualizar la discusión del Convenio 169.





Sobre este aspecto, indicó que la población indígena en Chile representa cerca de un 5% del total nacional de acuerdo al Censo de 2002. De ella, poco menos de un 90% corresponde a la etnia mapuche, una de las nueve reconocidas por la ley indígena de 1993. Añadió que aproximadamente un 65% de la población indígena vive en centros urbanos, dato relevante porque contraría un sesgo ideológico de la actual ley, en cuanto a que lo indígena está íntima y necesariamente asociado a la ruralidad. En lo que a cultura e identidad se refiere, indicó que diversos estudios muestran un proceso de pérdida cultural, que es particularmente acentuado en las generaciones más jóvenes. Por otra parte, y aunque la encuesta Casen 2006 muestra un repunte en la materia, toda la serie desde 1996 en adelante evidencia que la población indígena tienen una tasa de pobreza significativamente más alta que el promedio nacional. Añadió que otros indicadores socioeconómicos, tales como, ingreso, desempleo, educación y cobertura de salud, están en línea con lo anterior.





Agregó que la historia nos entrega otros datos interesantes, ya que el patrón de colonización de la corona española significó, desde la conquista hasta los inicios de la República, un extenso periodo en que abundaron los abusos, despojos y derramamientos de sangre indígena, pero también un profundo mestizaje racial, intensos intercambios comerciales y en general una compleja red de relaciones inter-étnicas. Esta herencia fue recibida y perpetuada en buena medida por el Chile republicano. En consecuencia, precisó que lo que tenemos hoy, es una población indígena con altos niveles de integración – que algunos prefieren llamar asimilación- con el resto de la sociedad. En este contexto, expresó que parece equívoco enarbolar aquel lenguaje del “ellos” y “nosotros” que a veces utilizan ciertos dirigentes indígenas y también algunos políticos que toman su causa.





Advirtió que aunque toda generalización o simplificación de la realidad siempre entraña riesgos, en base a esta evidencia se puede afirmar que la población indígena está afectada por un avanzado proceso de pérdida cultural y una grave situación de pobreza y exclusión social. Manifestó que, por ello, cuando se les pregunta a los propios indígenas acerca de sus demandas prioritarias, los primeros lugares siempre los han ocupado requerimientos de tipo socioeconómico: empleo, ayuda para comercializar sus productos, educación, salud, etc. y no demandas políticas. Añadió que, sin embargo, los activistas y dirigentes indígenas más connotados tienen un discurso principalmente centrado en las cuestiones políticas -entre ellas la aprobación del Convenio-, por lo que la conclusión obvia es que hay un claro divorcio entre la opinión de la gran mayoría de los indígenas y las demandas que esgrimen sus supuestos representantes. Agregó que este divorcio, a su vez, tiende a trasladarse al diseño de políticas públicas, ya que el gobierno tiende a tomar la agenda de dichos dirigentes como la que genuinamente representa el sentir de la mayoría.





A su juicio, la justificación para la insistencia en la ratificación del Convenio, obedece a varias razones: en primer lugar, porque de esta forma el Convenio pasa a formar parte de nuestro ordenamiento jurídico interno, estableciendo una serie de derechos complementarios y adicionales a los consagrados por la ley N° 19.253; en segundo término, porque introduce un nuevo lenguaje: “pueblos indígenas”, “territorios”, que sintoniza con la orientación que ha tenido la política estatal hacia los indígenas en los últimos años y favorece un clima propicio a las demandas indígenas, al reconocimiento de sus derechos ancestrales y a la protección de sus tierras y recursos naturales que le están asociados; en tercer lugar, porque daría sustento al principio de discriminación positiva que es pilar fundamental de la actual política indígena, y, finalmente, desde la perspectiva de la coalición gobernante, la aprobación del Convenio permite apaciguar las críticas de organizaciones internacionales por la falta de su ratificación y en general por su manejo del tema indígena.





Indicó que las disposiciones más relevantes del Convenio son las siguientes: definición de pueblos indígenas para efectos de su aplicación, y utilización del término pueblos en vez de poblaciones. También establece ciertos derechos de los pueblos indígenas: derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo; derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos; derecho a los recursos naturales existentes en sus tierras, los que comprenden su derecho a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos; derecho de participación en la adopción de decisiones respecto a políticas y programas que les conciernan, y derechos en materia de educación, cultura y lengua.





Explicó que, a su vez, establece ciertos principios y obligaciones para los estados parte: no discriminación negativa; discriminación positiva; participación; tierras o territorios, y relocalización involuntaria.





En lo que respecta a las implicancias de políticas públicas en la aprobación del Convenio, manifestó que en primer lugar, desde un punto de vista legal, los efectos que tendría la aprobación del Convenio deben analizarse en tres escenarios distintos.





Señaló que si las normas del Convenio se estiman como autoejecutables, entonces la mera aprobación del mismo incorpora a nuestro sistema legal una serie de derechos que pueden ser impetrados por los indígenas. Algunos de estos derechos, particularmente los consagrados en los artículos 14 y 15, es esperable que sean resistidos por la empresa privada y, desde el otro lado, que sean alegremente bienvenidos por los indígenas, lo que podría entrañar nuevos conflictos sociales.





Si, en cambio, se adhiere a la doctrina del Tribunal Constitucional y se estima que las normas del Convenio no son autoejecutables, es posible que se reste dramatismo a su aprobación. No obstante ello, advirtió que cabría esperar que a su aprobación siga una fuerte presión política para dictar nuevas normas o modificar aquellas que permitan dar aplicación al Convenio, por ejemplo en materia de consulta a los indígenas o de los alcances que tienen las áreas de desarrollo indígena, en el contexto de procesos de evaluación ambiental.





Por último, explicó que, aún cuando no existieren apoyos ni consensos suficientes para aprobar esos cambios en nuestra legislación que permitan dar aplicación al Convenio, su mera aprobación y, por tanto, su incorporación como norma de derecho interno, constituye suficiente argumento para que sus disposiciones sean invocadas en apoyo de demandas, movilizaciones y aún actos fuera de la ley, como lo ha demostrado la experiencia sistemáticamente.





Agregó, en segundo término, que desde la perspectiva de las principales implicancias de políticas públicas, cabe señalar que la agenda internacional se está alejando del Convenio y centrando su atención en nuevos instrumentos. Refirió que, desde mediados de los años noventa, tanto Naciones Unidas como la OEA vienen trabajando sendas declaraciones de derechos de los pueblos indígenas. De ellas, la más importante es la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, cuyo texto fue adoptado por resolución del Consejo de Derechos Humanos con fecha 29 de junio de 2006, y aprobado por la Asamblea General del Organismo el 13 de septiembre recién pasado, restando sólo su entrada en vigencia. Puntualizó que esta declaración recoge, como es natural, todo el desarrollo posterior a 1989 en lo que a derechos de los indígenas se refiere. Añadió que, por lo mismo, no son pocos los que señalan que el valor del Convenio está más bien ligado al debate de los años noventa y que hoy la discusión mira más a estas declaraciones de derechos de los pueblos indígenas, textos que estima bastante más avanzados y que reconocen, entre otros, el derecho a la libre determinación de aquéllos. Por tanto, desde el punto de vista de la protección de los derechos indígenas esta Declaración representa, al menos en la óptica de sus impulsores, una salvaguardia mucho más férrea y un lenguaje claramente más garantista que lo que puede ofrecer el Convenio.





Observó que si esto es así, no convendría desgastarse en la discusión parlamentaria de la aprobación del Convenio si en pocos meses más se presentará a discusión la ratificación de la Declaración de la ONU. Destacó que, sin embargo, la cuestión de fondo es la adecuación del Convenio a la realidad de nuestro país y la evaluación prudente de las probables consecuencias de su ratificación.





Seguidamente, se refirió a la política indígena en Chile, la cual calificó como un debate pendiente. Al respecto, manifestó que la cuestión de fondo es la adecuación del Convenio a la realidad de nuestro país. Señaló que la respuesta a esta cuestión debiera iluminar una reflexión indispensable respecto al lugar que ocuparía el Convenio –o en el futuro la Declaración de Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU- en el marco general de las políticas públicas hacia nuestros compatriotas indígenas.





Agregó que los instrumentos internacionales, como es natural, tienen un contenido esencialmente normativo, ya que sus disposiciones están pensadas desde la óptica del deber ser, y no de las realidades en la cuales están llamadas a aplicarse. Precisó que este defecto implica que los instrumentos internacionales constituyen verdaderas matrices conceptuales rígidas que, enfrentadas a la realidad de cada país, pueden ser muy valiosas, de escaso aporte, o derechamente perjudiciales.





Por ello, señaló, es tarea de cada país, analizar cuidadosamente la adecuación del instrumento de que se trate a su realidad y por tanto las ventajas y desventajas de aprobarlo. Agregó que este análisis es fundamental si se quiere avanzar una opinión respecto a la conveniencia o no de incorporar el Convenio a nuestra legislación interna.





Expresó que la evidencia indica que la población indígena está afectada por un avanzado proceso de pérdida cultural y una grave situación de pobreza y exclusión social. Frente a este realidad, existe la percepción que los gobiernos de la Concertación han tratado de mantener un equilibrio entre su objetivo de mejorar las condiciones socioeconómicas de los indígenas y aquél de procurar su protección. Pero esta dinámica se da en el marco de una institucionalidad que privilegia la protección por sobre cualquier otro fin, lo que en la práctica se traduce en disposiciones legales y políticas que constriñen severamente el espectro de estrategias de sobrevivencia y las oportunidades de superación de los indígenas. Añadió que, por otra parte, el clima de conflictividad ha alterado las prioridades en la política indígena de los gobiernos de la Concertación. De este modo, pareciera que por extensos períodos su objetivo primordial ha sido contener el conflicto más que ser proactivos en la búsqueda de soluciones a los problemas más urgentes que afectan a los indígenas.





Observó que, en la práctica, existe una política indígena que ha implicado discretos avances en materia de reducción de la pobreza indígena e igualmente discretos resultados en materia de preservación cultural.





Indicó que una pregunta surge entonces nítidamente y es qué lugar vendría a ocupar el Convenio en este escenario. Al respecto, expresó que si se centran en las consecuencias a nivel de políticas sectoriales, se debe considerar una serie de variables a la hora de intentar una respuesta, las que tienen que ver con definiciones substantivas sobre la política indígena que se quiere.





Un primer punto es resolver entre segregación o integración. Señaló que la actual política indígena, si bien no promueve abiertamente la autodeterminación, autonomía y segregación de los indígenas, establece un sistema de protección de sus tierras que implica serias trabas a su integración a la sociedad. Añadió que algunos ideólogos ven en la integración una amenaza a la preservación de las identidades y culturas indígenas, y el Convenio está impregnado de esta visión.





Expresó que un segundo tema es ruralidad o realidad. Refirió que la ley indígena promueve una visión según la cual ser indígena es sinónimo de ruralidad, por lo que se asume que las identidades indígenas se reproducen en ese entorno. Con ello queda en entredicho la identidad de una mayoría de indígenas que viven en centros urbanos, muchos de los cuales luchan diariamente por no perder sus raíces en un ambiente hostil. Puntualizó que el Convenio comparte este sesgo pro-rural.





Señaló que otros temas son: ayuda o capacitación; discriminación positiva o igualdad ante la ley, y derechos colectivos o derechos individuales. Al respecto, observó que el Convenio parece alinearse del lado del asistencialismo, de la discriminación positiva y de los derechos colectivos.




Concluyó afirmando que una definición frente a estas variables debe permitir una reflexión más prudente respecto a la conveniencia de incorporar el Convenio a nuestro sistema jurídico por la vía de su ratificación. Añadió que, para quienes comparten los ejes centrales de la política indígena que se ha aplicado desde 1990 en adelante, la aprobación del Convenio implica una confirmación de sus principales lineamientos y una vigorización de los derechos indígenas por la vía de introducir nuevos derechos asociados a un lenguaje también nuevo. Destacó que quienes ven en la actual política indígena -y también en el Convenio- una expresión de consensos que ya han sido superados por la discusión internacional, seguramente privilegiarán la adopción y posterior ratificación de la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas como un instrumento que protege mejor los derechos de los indígenas. Indicó que, para quienes estiman que la actual política indígena está marcada por profundas contradicciones y una clara ideologización, factores que han perjudicado gravemente los objetivos de superación de la pobreza indígena y preservación de sus culturas, lo que se requiere con urgencia es la revisión de esa política más que la adopción irracional de instrumentos que podrían obstaculizar aún más dichos objetivos.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Romero manifestó su coincidencia con lo expresado por el profesor señor Donoso. Expresó que la definición de las políticas públicas sobre la materia debería constituir el preámbulo de cualquier decisión del Congreso sobre el tema.





Enfatizó que a esta materia no se le ha dado la importancia debida, por lo que muchos ven en la aprobación de este Convenio un cumplimiento formal que no soluciona el fondo del asunto. Al respecto, llamó a tener una mayor reflexión sobre este asunto.





El Ministro señor Viera Gallo coincidió que este es un tema de fondo, pero recordó que no se ha encontrado una solución a este tema, a pesar que desde la época de las leyes de indias se ha intentado. Agregó que a cualquier sociedad le cuesta la convivencia entre diferentes culturas.





Señaló que desde luego no se busca la asimilación, el problema es como se mantienen las diferencias sin discriminación, punto que constituye un problema mundial.





Discrepó respecto a la idea de que las políticas públicas de los Gobiernos de la Concertación no habrían tenido éxito, pues han disminuido notoriamente las cifras de pobreza indígena.





En otro orden de ideas, señaló que el artículo 46 de la Declaración de las Naciones Unidas especifica que los derechos especiales no pueden afectar a los derechos de los demás o a los derechos reconocidos internacionalmente.





Por otra parte, el Honorable Senador señor Muñoz Barra manifestó que siendo Senador por una zona que tiene una alta población indígena, ha observado el notorio mejoramiento de vida que ha tenida la población, comparado con lo que era su vida hace veinte años. Recordó que ahora muchos tienen luz y agua, así como subsidio rural y atención médica. Destacó que han disminuido notablemente problemas como el alcoholismo, como consecuencia del trabajo de las iglesias católica y evangélica.





Agregó que sin embargo, subsiste el problema de falta de capacitación, porque muchas veces se les entregan tierras pero no las saben trabajar.





Manifestó también que hay 400.000 indígenas que viven en Santiago, los cuales ocasionan problemas cuando vuelven a sus tierras, ya sea porque los ignoran o porque tratan de dirigir a los locales.





Por último, consultó los efectos que ha tenido el Convenio en el resto de los países de América Latina que lo han aprobado.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier observó que la legislación no debería ser la causa de los fenómenos sociales sino un efecto de ellos, por lo que no debería temerse la aprobación del Tratado.





En otro orden de ideas, señaló que la discriminación positiva ayuda, pero no resuelve los problemas de las minorías. Destacó que, en el caso específico de Rapa Nui, han avanzado mucho en lo que dice relación con becas de estudio.





Respecto de las cuatro primeras preguntas que formuló el profesor señor Donoso, consideró el señor Senador que no aportan nada nuevo al debate, porque efectivamente no va a cambiar la realidad per se con este Convenio ni con una ley. Añadió que, por lo demás, con los mapuches la tendencia ha sido políticas de asimilación. Señaló que le pareció muy interesante el quinto concepto, la disyuntiva entre derecho individual y derecho colectivo, pues es un criterio nuevo para enfrentar el asunto. Agregó que, en principio, este criterio no le incomoda, en tanto los derechos colectivos no coarten el ejercicio de los derechos individuales.





El Ministro señor Viera Gallo observó que la ley indígena reconoce colectivos, en el fondo es la concreción del Convenio.





Luego, el Director de CONADI, señor Reyes, expresó que la ley indígena se basó en el Convenio. Agregó que ha habido grandes avances desde entonces, por ejemplo, en el último censo más de un millón de chilenos se declaró indígena.





Destacó que en la zona norte se han entregado más de 500.000 hectáreas para ser administradas por indígenas, con lo cual han mejorado sus propias condiciones de vida, acceso a luz, agua y mejores caminos.





Informó que al interior de la Conadi se eligen representantes nacionales y hay bastante participación. Agregó que uno de los ejes de la Conadi es la política urbana, que constituye el 65% de la población indígena del país, los cuales han llegado a las urbes buscando una mejor calidad de vida.





El profesor señor Donoso acotó que, desde el año 1990, ha habido notables avances y se percibe un mayor respeto a la diversidad.





En respuesta a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que hoy los indígenas tienen diferencias con el resto de la población, pero también muchas similitudes, hay muchos años de historia común, no es bueno para nadie hablar de un ellos y un nosotros.





En lo que respecta a los derechos colectivos, preguntó en qué medida la Conadi ha sido cercana a las inquietudes de los indígenas. Contestó afirmando que muchos dirigentes no se sienten representados, pues manifiestan que hay cuoteos políticos, y sienten que en las elecciones de consejeros no ha sido considerada su opinión.





Añadió que su preocupación es que se generen muchas expectativas con el Convenio y que en definitiva no cambie nada.





A la sesión también fueron invitados representantes de la Comunidad Mapuche Huilliche, el primero en intervenir fue el señor Francisco Vera, quien señaló que su comunidad habita el borde costero desde Arauco hasta Palena.





Recordó que recientemente se aprobó el proyecto de ley de borde costero. Afirmó que este convenio le dará mayor sustentabilidad a esa ley.





Señaló que están concientes que este Convenio ha generado cierta resistencia por un temor al quebrantamiento del Estado, pero el Acuerdo solamente expresa un reconocimiento a los pueblos originarios, a su derecho a los recursos naturales.





Por su parte, el señor Boris Hualme, perteneciente a la misma comunidad, afirmó que la idea de ellos no es de ser un Estado dentro de otro Estado, sino a ser respetados dentro del Estado.





Agregó que al interior de las bases hay preocupación por la aprobación del Convenio y tomarán en cuenta esta votación para saber los apoyos con que cuentan.





Finalmente, el señor Joel Maripil, representante de la comunidad señaló que ofrecían el aporte de los pueblos originarios a la sociedad. Sugirió además que se reemplazara el nombre de Puerto Saavedra por el de Konun Traitraico Leuiu, que significa Encuentro de Cuatro Ríos.

- - -





En la siguiente sesión, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, respondió, ante una consulta relativa al carácter vinculante que tendrían algunas normas del proyecto en estudio, que el Convenio contiene un conjunto de obligaciones para los Estados miembros, que, en este caso, el Gobierno de Chile, se compromete a cumplir. Destacó que, sin embargo, como numerosas disposiciones del mismo señalan, dicho cumplimiento debe enmarcarse en el respeto del ordenamiento jurídico nacional y de los derechos humanos.





Agregó que, según el artículo 34 del Convenio, ese cumplimiento debe ser realizado en forma flexible, dependiendo de las condiciones de cada país.





Indicó que esto mismo demuestra, como señalara el fallo del Tribunal Constitucional, que sus disposiciones revisten carácter programático, es decir, que son compromisos que el Estado y sus Poderes se comprometen a realizar. Añadió, en consecuencia, que la mayoría de las normas del Tratado no son autoejecutables.





Manifestó, por último, que muchas de sus disposiciones refuerzan principios y normas legales vigentes en Chile que reconocen los derechos de los pueblos indígenas.





La Comisión, a solicitud de los Honorables Senadores señores Coloma y Romero, acordó proponer al Ejecutivo, la presentación de una declaración interpretativa al Convenio, del siguiente tenor:





“El Gobierno de la República de Chile, al ratificar el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, formula una declaración interpretativa al artículo 35 del referido instrumento internacional en el sentido que éste sólo es aplicable en relación a los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.





La Comisión precisó que dicha declaración interpretativa tiene como objetivo excluir otros conceptos que pueden resultar equívocos como “recomendaciones”, “instrumentos internacionales”, “laudos, costumbres y acuerdos internacionales, de manera de limitar su aplicabilidad sólo a aquellos instrumentos en que existe un claro e inequívoco consentimiento del Estado, como son los tratados ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.





Al respecto, el Ejecutivo, representado por el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo y la Ministra de Planificación, señora Clarisa Hardy, se comprometió a efectuar una declaración interpretativa, en esos términos.





En consecuencia, la Comisión propone a la Sala del Senado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 54, N° 1), inciso tercero, de la Constitución Política de la República, sugerir al Ejecutivo la formulación de una declaración interpretativa, en los términos antes acordados.





El proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros, que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el "Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes", adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989.".

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 31 de octubre, 14 de noviembre, y 12 y 19 de diciembre de 2000, y 9 y 23 de enero de 2001, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bombal Otaegui, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Martínez Busch, Sergio Romero Pizarro y Gabriel Valdés Subercaseaux, y en sesiones realizadas los días 11 de septiembre, 9 y 16 de octubre, 13 de noviembre, y 4 de diciembre de 2007, y 8 de enero de 2008, con la concurrencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Juan Pablo Letelier Morel, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.





Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2008.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES A LA SEÑORA CECILIA GARCÍA-HUIDOBRO FREIFRAU ZU KNYPHAUSEN Y AL SEÑOR ANTONIO PIROVICH BATTIZA

(S 1037-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el Oficio N° 625, de la señora Presidenta de la República, de fecha 8 de enero de 2008, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a doña Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y a don Hugo Antonio Pirovich Battiza.

A la sesión en que se estudió esta materia, asistieron, además de sus miembros, la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia y su asesor, el señor Daniel Álvarez.


A esta sesión fueron, especialmente invitados, la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y el señor Hugo Antonio Pirovich Battiza.

- - -


Cabe señalar que la señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia, en los términos del inciso segundo del N° 5 del articulo 53 de la Carta Fundamental, para la solicitud en análisis.

- - -


Conforme al artículo 5º de la ley Nº 19.891, el Consejo Nacional de Cultura y las Artes, tiene una dirección superior a cargo de un Consejo compuesto de once miembros, de los cuales dos de sus integrantes deben ser personalidades vinculadas al mundo de la cultura, que tengan conocida trayectoria y que sean representantes de las distintas actividades de la cultura. Dichos miembros deben ser designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado y duran cuatro años en sus funciones y pueden ser designados para un nuevo período consecutivo por una sola vez. 


Conforme al artículo 5°, numeral 5), de la ley N° 19.891, por decreto supremo N° 34 del Ministerio de Educación de 2004, se nombró, para ocupar los mencionados cargos, a la Ingeniero Comercial y Directora de la Corporación Cultural de Lo Barnechea, señora Drina Rendic Espinoza, y al Premio Nacional de Humanidades y Ciencias Sociales del año 1999, señor Humberto Giannini Iñiguez. Dichos cargos vencen el 14 de enero de 2008.


El Ejecutivo hizo presente que por renuncia del señor Humberto Giannini Iñiguez, se procedió a nombrar en su reemplazo a la señora Cecilia García Huidobro Modorer, lo que se hizo mediante el decreto supremo N° 273, del Ministerio de Educación, de 2006, por lo cual actualmente quienes ejercen dichos cargos son las señoras Drina Rendic Espinoza y Cecilia García Huidobro Modorer.


En esta oportunidad, S.E. la Presidenta de la República propone nombrar nuevamente a doña Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen, y designar, para el cargo vacante,  a don Hugo Antonio Pirovich Battiza.

La señora Cecilia García-Huidobro es Licenciada en Filosofía y Master of Arts de la Rice University, en Literatura Hispanoamericana. Se ha destacado como investigadora cultural y se desempeña como Vicepresidenta Ejecutiva de la Corporación del Patrimonio Cultural de Chile desde el año 1996. Desde el año 2001, preside la Federación Chilena de Amigos de Museos y es autora de numerosas publicaciones. Asimismo, ha recibido diversos premios, entre ellos: al mérito turístico, que entrega el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción; el Premio a la Conservación del Patrimonio de la Cámara Chilena de Comercio; al mejor sitio web cultural del mundo, otorgado en Ginebra en el año 2003, y el Premio Mujeres y Medios, del Servicio Nacional de la Mujer.

Por su parte, el señor Hugo Antonio Pirovich Battiza tiene una amplia trayectoria en Pedagogía en Educación Musical, en la Universidad Católica y ha realizado numerosas giras de interpretación y conciertos de música barroca. También ha participado en diversos seminarios internacionales especializados. En el año 1994, fundó el conjunto “Gustos Reunidos” del cual es hoy su director. En el año 2005, fue elegido como representante de los académicos de las Universidades del Estado ante el Consejo de la Música y actualmente se desempeña como académico en la Universidad de Valparaíso, donde fue nombrado Director de Extensión y Comunicaciones en el año 2006.


En mérito de lo expuesto, se solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Directorio del Consejo de la Cultura y de las Artes, por el período de cuatro años, a contar del 14 de enero de 2008 hasta el 14 de enero de 2012, en las vacantes que se producirán, a doña Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y a don Hugo Antonio Pirovich Battiza.


Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, se prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - -

La Comisión recibió a la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y al señor Hugo Antonio Pirovich Battiza, quienes expusieron sobre su interés de apoyar y de fomentar las artes y la cultura nacional.


La señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes señaló que el Directorio del Consejo de la Cultura y las Artes tiene la misión de levantar políticas y de confeccionar el plan de trabajo del Consejo. Comentó que la señora Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y el señor Hugo Antonio Pirovich Battiza cuentan con el apoyo de las distintas agrupaciones, fundaciones y sindicatos del mundo de la cultura e informó que la señora Cecilia García-Huidobro reemplazó al señor Humberto Giannini en este Consejo.


La señora Cecilia García-Huidobro expuso sobre su experiencia durante más de un año como miembro del Consejo de la Cultura y las Artes, en reemplazo de don Humberto Giannini.


El señor Hugo Pirovich señaló que gracias a su labor docente y a su participación en el grupo musical “Congreso” ha podido aportar al desarrollo del mundo cultural de nuestro país. Su idea, prosiguió, es apoyar la institucionalidad cultural, el desarrollo de las artes, la difusión de la cultura y promover la participación de las personas en la vida cultural del país. Destacó que ha integrado el Consejo de Fomento de la Música Nacional y valoró el Convenio de Cooperación que se suscribió entre el ex Ministro de la Cultura señor José Weisntein y el Senado.


A continuación, el Honorable Senador señor Chadwick manifestó su satisfacción por el alto nivel profesional y personal de los postulantes a este Directorio y agregó que se trata de dos personas con una trayectoria notable en el mundo de la cultura, tanto en el área del patrimonio como en el de la música.


Los Honorable Senadores señores Núñez y Ruiz-Esquide ratificaron lo expuesto por el Honorable Senador señor Chadwick .


Finalmente, mediante el examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, vuestra Comisión pudo apreciar que doña Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y don Hugo Antonio Pirovich Battiza reúnen las condiciones que la Constitución y la ley exigen para servir los cargos que se tratan de proveer.

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide, tiene el honor de informar que en la designación de los miembros del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente y propone a la Sala dar su acuerdo para los nombramientos de doña Cecilia García-Huidobro Freifrau Zu Knyphausen y de don Hugo Antonio Pirovich Battiza para los cargos propuestos.


Acordado en sesión celebrada el día 9 de enero de 2008 con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera y Ricardo Núñez Muñoz.


Sala de a Comisión, a 9 de enero de 2008.

(Fdo.): MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA, Secretario

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

(3773-06)

HONORABLE SENADO

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


Por acuerdo adoptado en sesión de 18 de julio del año 2007, el Honorable Senado rechazó en su totalidad el texto con las enmiendas que la Honorable Cámara introdujo en el segundo trámite constitucional al proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple”, por lo que de acuerdo con el artículo 70 de la Constitución Política se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir la divergencia.


Integrada con los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 31 de julio de 2007 para elegir Presidente, cargo que recayó en el Honorable Senador señor Sabag, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.


A las sesiones en que la Comisión Mixta se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Carlos Kuschel; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros, la Asesoras, señoras Karina Henríquez y Verónica García de Cortázar; de la Contraloría General de la República: el Contralor, señor Ramiro Mendoza, la Contralora Regional de Valparaíso, señora Dorothy Pérez, el Jefe de la División Jurídica, señor Gastón Astorquiza, el Subjefe de la División Jurídica, señor Osvaldo Vargas, el Abogado, señor José Ramón Correa y la Asistente de Coordinación, señora Marcela Abarca; del Banco Central: el Presidente, señor Vittorio Corbo, el Fiscal, señor Miguel Angel Nacrur, y el Asesor, señor Luis Alvarez; de la Agenda de Probidad y Transparencia: el Secretario Ejecutivo, señor Rafael Blanco, el Asesor Jurídico, señor Enrique Rajevic, y el Asesor, señor Rodolfo Aldea; del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Julio Valladares, y la Asesora, señora Macarena Lobos; de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso: el Profesor de Derecho Administrativo, señor Jorge Bermúdez; de la Corporación Chile Transparente: el Vicepresidente, señor Edgardo Boeninger, y el Jefe de Estudios, señor Felipe del Solar; de la Fundación Pro Acceso: el Presidente, señor Juan Pablo Olmedo, el Director Ejecutivo, señor Moisés Sánchez, y el Director, señor Tomás Vial; de la Fundación Jaime Guzmán, la Asesora, señora Carolina Infante, y del Instituto Libertad y Desarrollo, el Asesor, señor Sebastián Soto.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que las siguientes normas del texto del proyecto en informe deben ser aprobadas con el quórum especial que a continuación se indica:


a) Con quórum de ley orgánica constitucional:


El artículo PRIMERO del proyecto y los siguientes artículos de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información contenida en aquél: 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, y 2º transitorio.


Los artículos SEGUNDO, TERCERO, CUARTO, QUINTO, SEXTO, SÉPTIMO, OCTAVO y NOVENO.


b) Con quórum calificado:


Los artículos 21 y 1º transitorio del proyecto de Ley sobre Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración, contenida en el artículo PRIMERO del proyecto aprobado por la Honorable Cámara.

- - -

EXPLICACIÓN DE LAS NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los artículos PRIMERO, SEGUNDO, TERCERO y QUINTO tienen el rango de ley orgánica constitucional pues sus normas inciden en la organización básica de la Administración Pública.


Además, la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el mencionado artículo PRIMERO, incluye normas sobre atribuciones de los tribunales de justicia.


El artículo CUARTO tiene también rango de ley orgánica constitucional por tratar materias que afectan al municipio y al concejo.


El artículo SEXTO es orgánico constitucional pues se refiere a la estructura, atribuciones y funcionamiento del Congreso Nacional.


El artículo SÉPTIMO reviste el mismo carácter de norma orgánica constitucional pues versa sobre la organización del Banco Central.


El artículo OCTAVO ha de aprobarse como ley de rango orgánica constitucional pues corresponde a normas de tal carácter como son las que integran el Código Orgánico de Tribunales, particularmente, la Corporación Administrativa del Poder Judicial consignada en el artículo 506 del referido Código.


El artículo NOVENO ha de aprobarse con igual quórum orgánico pues incide en el Tribunal Constitucional, el Ministerio Público y la Justicia Electoral.


A su turno, son de quórum calificado los artículos 21 y 1º transitorio del proyecto de ley sobre Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración, pues versan sobre causales de secreto o reserva respecto de actos y resoluciones de órganos del Estado.

- - -


Hacemos presente que durante la discusión de este proyecto de ley por la Comisión Mixta, participaron en sus debates y allegaron minutas explicativas de las diferentes materias abordadas, autoridades y representantes de la Contraloría General de la República y del Banco Central. También concurrieron y consignaron sus observaciones por escrito, representantes de las organizaciones PRO ACCESO y CHILE TRANSPARENTE.

- - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


Durante el tercer trámite constitucional, el Honorable Senado rechazó en su la totalidad el texto del proyecto de ley en informe con las enmiendas sugeridas por la Honorable Cámara de Diputados. A continuación, se describen los preceptos que trabaron la controversia y los acuerdos que a su respecto adoptó esta Comisión Mixta:


En primer término, la Honorable Cámara propone un nuevo artículo PRIMERO que contiene un cuerpo legal sistematizado que denomina “Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.”.


El referido texto, conformado con 49 artículos permanentes y 3 transitorios, está dividido en siete títulos que tratan acerca de las normas de aplicación general de esta ley; de la publicidad de la información de los órganos de la Administración; de la denominada transparencia activa; del derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración; de la creación del Consejo para la Transparencia; de las infracciones y sanciones y, finalmente, de las disposiciones transitorias que contiene el proyecto.


El Título I, de la ley de transparencia, normas generales, en los cuatro artículos que lo comprenden, declara en su artículo 1º que el principio de la transparencia de la función pública, el derecho al acceso a la información de los órganos de la Administración, los procedimientos para su ejercicio y amparo y las excepciones a la publicidad de la información, quedan regulados por esta ley.


Durante el análisis de este precepto la Comisión Mixta acogió una sugerencia surgida en el debate que propone agregar un inciso segundo a este artículo que incluye un glosario de palabras, denominaciones o expresiones que se emplean en esta ley, precisando su sentido específico.


Así, en su encabezamiento, el nuevo inciso dispone que deberá entenderse por la significación que enseguida se expresa las siguientes denominaciones o palabras:


1. La “autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado”: es la autoridad con competencia comunal, provincial, regional o, en su caso, el jefe superior del servicio a nivel nacional.


2. “El Consejo”: el Consejo para la Transparencia.


3. “Días hábiles o plazo de días hábiles”: es el plazo de días establecido en el artículo 25 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de la Administración del Estado, entendiéndose por inhábiles los sábados, los domingos y los festivos.


4. La “Ley de Transparencia”: la presente Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.


5. Los “órganos o servicios de la Administración del Estado”: los señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el D.F.L. Nº 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


6. “Sitios electrónicos”: Dispositivos tecnológicos que permiten transmitir información por medio de computadores, líneas telefónicas o mediante el empleo de publicaciones digitales.


El precepto del artículo 1º de la Ley de Transparencia, así enmendado, contó con la aprobación unánime de la Comisión, la que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín y Sabag y de los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.


(Hacemos presente que el numeral 6 incorporado al glosario del inciso segundo “sitios electrónicos” entrega un concepto genérico de los actuales dispositivos tecnológicos existentes en materia de transmisión de datos o de información, como por ejemplo, “la página o sitio web”. Se optó por la terminología descrita, pues bien puede que en el futuro estos dispositivos sean superados por nuevas tecnologías).


El artículo 2º de la Ley de Transparencia dispone que sus normas se aplicarán a los ministerios, intendencias, gobernaciones, servicios públicos; a la Contraloría General de la República; a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; a los gobiernos regionales y a los municipios.


Este precepto fue objeto de un extenso debate en el que se expusieron diversos criterios para distinguir las instituciones que han de ser sujetos activos de transparencia. Así, la Contraloría General de la República, en un memorando con comentarios y sugerencias al proyecto de ley, expresó que debe suprimirse en este artículo la mención que en él se hace a la “Contraloría General de la República”, puesto que mantenerlo vulneraría la independencia del órgano contralor al quedar éste supervigilado por el Consejo para la Transparencia.(Esta entidad se crea en el artículo 31 del proyecto como una corporación autónoma de derecho público, que tiene por objeto promover la transparencia de la función pública, fiscalizar las normas sobre publicidad de la transparencia y publicidad de la información de los órganos de la Administración, y garantizar el derecho de acceso a la información).


A su turno, la organización Chile Transparente, también en una minuta con comentarios al articulado de este proyecto, propuso incluir en este artículo a los organismos constitucionales autónomos: Ministerio Público, Banco Central, Tribunal Constitucional y Justicia Electoral.


Finalmente, la Fundación Pro Acceso, en un documento de análisis de las materias que aborda esta iniciativa, sugirió reemplazar las expresiones “órganos de la Administración del Estado” por un texto más amplio que incluya a todos los restantes órganos públicos: Poderes Legislativo y Judicial y las empresas públicas y privadas que cumplan funciones públicas.”.


Durante el análisis de este precepto el Ejecutivo formuló dos proposiciones que conforme fue avanzando el debate y allegándose nuevas alternativas, fueron sustituidas por una tercera que propone otra conformación para este artículo e incluye nuevas instituciones sujetas a esta ley.


Esta nueva proposición, reformada a su vez por la Comisión, se estructura en cuatro incisos.


El primero dispone que las normas de esta ley serán aplicables a los ministerios, intendencias, gobernaciones, gobiernos regionales, municipios, Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, y los órganos y servicios creados para el cumplimiento de la función administrativa.


El inciso segundo, que menciona a la Contraloría General de la República y al Banco Central, limita la aplicabilidad de esta ley sólo a las normas que ésta misma señale y a las de sus leyes orgánicas en las materias que versen sobre transparencia de su gestión y acceso a la información de sus actividades.


El inciso tercero hace aplicable esta ley a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio.


Finalmente, el inciso cuarto prevé que a los demás órganos del Estado (debe entenderse los órganos constitucionalmente autónomos: Poderes Legislativo y Judicial; Ministerio Público; Tribunal Constitucional y Justicia Electoral, con exclusión del Consejo de Seguridad Nacional que tiene su propio estatuto sobre esta materia en el artículo 107 de la Constitución Política), en lo que respecta a la transparencia de gestión y acceso a la información pública, se ajustarán sólo a las disposiciones de sus propias leyes orgánicas que versen sobre estos asuntos.


La proposición sustitutiva del artículo 2º del texto despachado por la Honorable Cámara, precedentemente descrita, contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, en lo que concierne a los incisos primero, segundo y cuarto. El inciso tercero fue también aprobado en los términos descritos con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 3º de la Ley de Transparencia, en controversia, declara que la función pública se ejerce con transparencia, para facilitar el conocimiento de los procedimientos, contenidos y decisiones que se adopten en el ejercicio de ella.


Esta norma también contó con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, que se la prestó en los mismos términos consignados en el texto de la Honorable Cámara. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


El artículo 4º de la Ley de Transparencia contenida en el proyecto de la Honorable Cámara recoge el principio de la probidad pública. Al efecto dispone que todas las autoridades, cualesquiera sea su denominación, y los funcionarios de la Administración del Estado, cumplirán estrictamente el principio de transparencia de la gestión pública.


Agrega, en un inciso segundo, que este principio consiste en respetar y cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, procedimientos y documentos de la Administración y en facilitar el acceso de cualquier persona a esa información, mediante los procedimientos que establezca la ley.


El precepto descrito fue objeto de una proposición del Ejecutivo mediante la cual incorpora en el inciso segundo, también como elemento que ha de respetarse en virtud del principio de la transparencia, los fundamentos que motivan los actos, resoluciones, procedimientos y documentos de la Administración.


El inciso primero fue aprobado unánimemente con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans. El inciso segundo también contó con la aprobación unánime de la Comisión que se la prestó con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, con la sola enmienda de suprimir la frase escrita en la proposición “y la de los procedimientos que utilicen”.


El Título II de la Ley de Transparencia contenida en el proyecto de la Honorable Cámara, comprensivo de los artículos 5º y 6º, regula la publicidad de la información de los órganos de la Administración.


El primero de estos preceptos -artículo 5º- declara que en función de la transparencia, las actuaciones de la Administración, sus fundamentos, los antecedentes que les sirvan de sustento o complemento esencial y los procedimientos para su implementación son públicos, salvas las excepciones que establezca una ley de quórum calificado.


Además, presume pública la información que tenga la Administración, cualquiera sea su forma, origen, soporte, fecha o clasificación, con las mismas excepciones precedentemente previstas.


Este precepto fue aprobado unánimemente por la Comisión Mixta, con dos enmiendas:


La primera, a sugerencia del Honorable Senador señor Núñez, consiste en reemplazar las expresiones “se presume”, consignada en el inciso segundo, por la forma verbal “es”, y la segunda, a proposición del Honorable Senador señor Larraín, revive una norma del texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional de este proyecto, que declara pública toda información elaborada con presupuesto público, que se incorporó también al inciso segundo del artículo en examen.


Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


El artículo 6º de la Ley de Transparencia dispone que las actuaciones de los órganos de la Administración que hayan sido publicadas en el Diario Oficial y las que digan relación con sus funciones, competencias o responsabilidades, estarán permanentemente a disposición del público, llevándose de ello un índice o registro actualizado por el respectivo servicio.


Este precepto fue aprobado por la Comisión Mixta con una enmienda formal -se suprimió la palabra “índice” que sigue a las expresiones “o registro”- y se agregó, recogiendo un planteamiento de la organización “Chile Transparente”, una norma que dispone que las actuaciones de que trata este artículo deben también estar a disposición del público en la página web del respectivo servicio. Posteriormente, y en correspondencia con el glosario que se incluyó en el artículo 1º de esta ley, se reemplazaron las expresiones “en la página web” por “en los sitios electrónicos”, reemplazo que se repetirá a lo largo del articulado del proyecto.


Con las enmiendas anotadas, y con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans, la Comisión Mixta dio por aprobado este artículo.


El Título III de la Ley de Transparencia, relativo a la transparencia activa, está constituido por los artículos 7º al 9º del proyecto.


El artículo 7º obliga a la Administración a mantener en sus sitios electrónicos para el conocimiento público los siguientes antecedentes “debidamente” actualizados:


a) La estructura orgánica del órgano de que se trate.


b) Sus facultades.


c) El marco normativo que le es aplicable.


d) Su estructura de personal (planta, contratas y honorarios) y sus remuneraciones.


e) Los contratos de suministros de bienes muebles, prestación de servicios, acciones de apoyo, estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión que celebre, con mención de los contratistas e identificación de los socios o accionistas de las empresas prestadoras.


f) Las transferencias de fondos públicos que efectúen a personas jurídicas o naturales, directamente o por concurso, sin contraprestación.


g) Las actuaciones y resoluciones que afecten a terceros.


h) Los trámites y exigencias para acceder a los servicios del órgano de que se trate.


i) El diseño, monto y criterios de acceso a los subsidios u otros beneficios del respectivo órgano.


j) Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.


k) El presupuesto asignado y su ejecución.


l) Los resultados de las auditorías practicadas al ejercicio presupuestario.


Agrega que esta información se ingresará completa al sitio electrónico institucional, de un modo que permita su fácil acceso e identificación.


En un inciso tercero el precepto declara que en el caso de la información acerca de las contrataciones de suministro de bienes muebles (suministro sujeto al Sistema de Compras Públicas), cada institución deberá vincularse al sitio electrónico de compras públicas. Las contrataciones no sometidas al Sistema se integrarán a un registro separado al que se acceda desde el sitio institucional.


Por lo que hace a la información relativa a las transferencias a terceros sin contraprestación, (transferencias reguladas por la ley Nº 19.862), cada órgano público incluirá en su sitio electrónico y en el de la Contraloría General de la República los registros a que obliga esa ley. Las transferencias no regidas por esa ley también han de incorporarse al sitio electrónico institucional de cada entidad, al que podrá accederse libremente.


Este precepto fue objeto de las siguientes enmiendas por la Comisión Mixta:


Uno) En su encabezamiento que prevé que los órganos de la Administración deben mantener a disposición del público “los siguientes antecedentes debidamente actualizados”, se agregó la frase “al menos una vez al mes”, precedida de una coma (,) a continuación de la palabra subrayada y se suprimió la palabra “debidamente”.


Dos) En la letra i), a proposición del Honorable Senador señor Larraín y Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans, se incorporó como antecedente que debe estar a disposición del público las nóminas de los beneficiarios de los programas sociales en ejecución.


Enseguida, a este mismo literal se adicionó un inciso o párrafo que excluye de los antecedentes de conocimiento público los datos sensibles, reproduciéndose, a continuación, la letra g) del artículo 2º de la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, que define esas expresiones como los datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.


Tres) A proposición de S.E. la señora Presidenta de la República, agregó un literal m), nuevo, que impone a los órganos de la Administración la obligación de poner a disposición del público la nómina de las entidades en que tengan participación, representación o intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.


Cuatro) También a sugerencia del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans, se incluyó en el inciso segundo (obliga a ingresar la información al sitio electrónico institucional de un modo que permita su fácil acceso) una norma que dispone que los servicios que no cuenten con sitios electrónicos propios recurrirán para efectos de informar a los medios del Ministerio del cual dependan o se relacionen con el Ejecutivo, sin perjuicio de su responsabilidad de preparar la automatización de su información con medios propios.


Cinco) Finalmente, por lo que toca a este artículo 7º de la Ley de Transparencia, la Comisión Mixta introdujo otras enmiendas formales que simplifican su redacción.


Esta disposición fue aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en la forma descrita, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans, con excepción de las letras i) y m), que tuvieron la siguiente aprobación, también unánime:


a) El párrafo primero de la letra i), con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


b) El párrafo segundo de la letra i), con los votos de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín y Sabag y de los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


c) La letra m), con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El siguiente precepto, artículo 8º, obliga a la Administración a disponer las medidas para que se cumpla lo ordenado por el artículo precedente.


Este artículo fue suprimido por la Comisión Mixta en atención a que su contenido subyace en otras normas del proyecto relacionadas con los deberes que han de observar las autoridades y funcionarios en materia de transparencia e información pública.


En su reemplazo, la Comisión incluyó como artículo 8º una proposición del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans, que faculta a cualquier persona (acción popular) para reclamar ante el Consejo para la Transparencia el incumplimiento de entregar la información a que se refiere el artículo anterior. Agrega que esta acción queda sometida al procedimiento regulado en los artículos 24 y siguientes de esta ley.


Esta norma, en los términos de la proposición transcrita, contó con la aprobación unánime de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 9º de la Ley de Transparencia contenida en el proyecto en informe, señala que no obstante las atribuciones y funciones que esta ley encomienda el Consejo y a la Contraloría General de la República, las reparticiones encargadas del control interno de los organismos de la Administración velarán por la observancia de las normas de este Título.


Este precepto también fue aprobado con el mismo quórum que el precedente, con enmiendas formales de redacción.


El Título IV, comprensivo de los artículos 10 al 30, regula el derecho a la información de los órganos de la Administración.


El artículo 10 consagra el principio general de que toda persona tiene el derecho de solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración, en la forma que establece esta ley (inciso primero).


Agrega que tal información puede estar contenida en actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos. También admite el acceso a la información elaborada con fondos públicos cualquiera sea su soporte, salvo las excepciones legales.


En los términos antes dichos, este precepto contó con la aprobación de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 11 de la Ley de Transparencia, consigna los principios que reconoce el derecho a la información:


a) Principio de la relevancia. Se presume relevante la información de los órganos de la Administración, cualesquiera sea la forma que adopte.


b) Principio de la libertad de información. Toda persona goza del derecho a acceder a la información en poder de los órganos de la Administración, salvo las excepciones contenidas en leyes aprobadas con quórum calificado.


c) Principio de apertura o transparencia. Toda información en poder de dichos órganos es pública, salvas las excepciones legales.


d) Principio de máxima divulgación. Los órganos de la Administración informarán en los términos más amplios posibles, con excepción de la información contenida en ley prohibitiva (“excepciones legales”).


e) Principio de facilitación. Los órganos de la Administración deben permitir un acceso expedito a la información, sin exigencias o requisitos que puedan obstruirlo.


f) Principio de la no discriminación. La información debe proporcionarse en términos igualitarios, sin distinciones arbitrarias y sin exigir expresión de causa.


g) Principio de la oportunidad. A una solicitud de información los órganos del Estado deben responder dentro de los plazos legales, con la máxima celeridad y sin trámites dilatorios.


h) Principio del control. Las normas de acceso a la información deben ser objeto de fiscalización permanente en lo que respecta a su cumplimiento. Las resoluciones recaídas en las solicitudes de información serán reclamables ante un órgano externo.


i) Principio de la responsabilidad. El incumplimiento de esta ley origina responsabilidades y da lugar a las sanciones que ella establece.


j) Principio de la gratuidad. El acceso a la información de los órganos de la Administración es gratuito, sin perjuicio del pago del costo de reproducción y demás valores que autorice la ley por la entrega de determinados documentos.


Este precepto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, con las siguientes enmiendas:


1. Por lo que hace a la letra d), principio de máxima divulgación, se agregaron las expresiones “constitucionales o legales” a continuación del término “excepciones” (obliga entonces al Estado a proporcionar información en los términos más amplios posibles, salvas las “excepciones constitucionales o legales”).


2. Acogiendo una proposición del Ejecutivo se incorporó, en un nuevo literal e) el principio de la divisibilidad, esto es, la regla de que si un acto contiene información que puede ser conocida e información que debe denegarse en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda.


3. Se simplificó la definición del principio de la gratuidad, reduciéndolo a la declaración de que el acceso a la información de los órganos de la Administración es gratuito, sin perjuicio de lo establecido en esta ley.


Hacemos presente que la enmienda contenida en el Nº 3 precedente fue aprobada por los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag; de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans y la abstención del Honorable Diputado señor Burgos.
- - -


El artículo 12 de la Ley de Transparencia consignado en el artículo 1º del proyecto de ley, contiene las menciones que han de incluirse en la solicitud de acceso a la información, cuales son el nombre y apellidos del solicitante o de su apoderado, en su caso; la identificación precisa de lo pedido; la firma del solicitante estampada por cualquier medio idóneo, y el órgano de la Administración a lo cual se dirige la solicitud (inciso primero).


Ante una solicitud incompleta, este precepto autoriza al órgano de la Administración de que se trate para requerir al solicitante que subsane en un plazo de cinco días la omisión (“acompañe los documentos respectivos”), bajo apercibimiento de tenerlo por desistido (inciso segundo).


El solicitante puede, a su elección, ser notificado mediante comunicación electrónica durante el proceso de acceso a la información. Fuera de esta forma especial de notificación, la regla general es que ésta se practique conforme a la Ley de Procedimientos Administrativos (por carta certificada o personalmente. Artículos 46 y 47 de esa ley). (Inciso tercero).


Este precepto fue aprobado en sus mismos términos, sin modificaciones, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 13 de la Ley de Transparencia, prevé que si el órgano requerido de información no la tiene, enviará la solicitud al que corresponda, informando de esto al peticionario. Cuando no sea posible singularizar al órgano competente o la información la posea una multiplicidad de organismos, el requerido así lo informará de ello al solicitante.


Este precepto también contó con la aprobación unánime de la Comisión que se la prestó con la misma votación que el precedente, con una enmienda formal de redacción.


El artículo 14 dispone un plazo máximo de diez días para que el órgano requerido (“la autoridad o jefatura superior”) entregue o deniegue la documentación solicitada, plazo prorrogable por otros diez días (hábiles) cuando la información sea difícil de reunir. El órgano requerido debe comunicar al solicitante la prórroga y sus fundamentos.


Este precepto fue aprobado unánimemente por los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa con dos enmiendas:


1. Se atemperó la denominación de la autoridad requerida de información a los términos del glosario contenido en el inciso segundo del artículo 1º del proyecto, procedimiento que se empleará a lo largo del articulado, y


2. Se aumentó a veinte días hábiles el plazo dispuesto por este artículo para que la autoridad requerida entregue o deniegue la documentación solicitada.

- - -


El artículo 15 preceptúa que si la información está permanentemente a disposición del público o en impresos (libros, folletos, archivos) o formatos electrónicos, se comunicará al solicitante la forma cómo puede acceder a ella, entendiéndose así la obligación de informar que pesa sobre el órgano o servicio requerido.


Esta norma del proyecto de ley de transparencia fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión Mixta, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil y Eluchans.


El artículo 16 de la Ley de Transparencia impone al superior del órgano requerido la obligación de informar lo solicitado, salvo que se deduzca oposición en el caso del artículo 20 o se trate de información secreta o reservada dispuesta por la ley. (Inciso primero).


La denegación de información se practicará por escrito con mención de la causa legal que la autoriza y las motivaciones para denegarla (inciso segundo).


Durante el debate de este precepto, la Fundación Pro Acceso observó la necesidad de incluir en él una norma que obligue a la autoridad a informar al solicitante acerca de su derecho a reclamo en contra de un acto de denegación del Consejo, así como de los plazos con que cuenta para ello.


Además, de ese análisis surgió la idea de que la denegación de la autoridad debe ser fundada y que todo abuso o exceso en el ejercicio de estas potestades dará lugar a las acciones y los recursos que correspondan.


El Ejecutivo, haciéndose cargo de las observaciones precedentes, formuló una proposición que:


1. Complementó la norma que obliga a la autoridad a formular por escrito la negativa a entregar información, agregando que ello puede hacerse por cualquier medio, incluyendo los electrónicos.


2. Incorporó un inciso tercero al precepto que recoge la observación surgida del análisis de este artículo, esto es, la norma que señala que la negativa a entregar información debe ser fundada y que todo abuso en el ejercicio de estas potestades dará lugar a las responsabilidades que corresponda, y


3. Consignó un inciso cuarto y final que dispone que la resolución denegatoria se notificará al requirente en los términos del inciso final del artículo 12 (Mediante comunicación electrónica. Las demás notificaciones se ajustan al procedimiento de la Ley sobre Base de los Procedimientos Administrativos); y que la reclamación en contra de la resolución denegatoria ha de practicarse con arreglo a los artículos 24 y siguientes de esta ley.


Este precepto y las enmiendas que se le adicionaron fueron aprobados con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 17, en su inciso primero, dispone que la información se entregará en la forma señalada por el solicitante, salvo que tal pretensión importe un costo excesivo o un gasto no previsto en el presupuesto del órgano requerido, casos en los cuales la entrega se hará por los medios de que disponga el órgano.


Declara, también, que el órgano requerido no se obliga por información que no posea. Finalmente, en un inciso tercero, preceptúa que el requerido deberá contar con un sistema que certifique la entrega efectiva de la información.


Este precepto contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa, con la sola enmienda de eliminar el inciso segundo que estatuía que el órgano requerido no está obligado a entregar información que no posea, supresión sugerida por el Honorable Senador señor Larraín y por los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans.


El artículo 18 consagra el principio de la gratuidad de la información, sin perjuicio de los costos de su reproducción y de los valores que la ley autorice cobrar por la entrega de determinados documentos.


Esta norma de la Ley de Transparencia fue objeto de una proposición que el Ejecutivo formuló sobre la base de una discusión previa, en la que se planteó la necesidad de salvaguardar la responsabilidad de la Administración en la entrega de informaciones, condicionándola a que el interesado cancele los costos necesarios para su elaboración. De este modo, se incluyó un inciso segundo que declara que la obligación del requerido de entregar la información se suspende en tanto el interesado no pague su costo de producción.


Además, se reformuló el inciso primero, eliminándose, a sugerencia del Honorable Senador señor Núñez, el precepto que establecía que el derecho a la información es gratuito (tal declaración ya quedó consagrada en la letra k) del artículo 11 del proyecto). En su reemplazo, este inciso declara que sólo se podrá exigir el pago de los costos directos de reproducción y de los demás valores que una ley expresamente autorice cobrar por la entrega de la información solicitada.


Con las enmiendas antes dichas, este precepto se aprobó con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 19 prohíbe imponer condiciones de uso o restricciones a la información, salvo excepción establecida por la ley.


Agrega en un inciso segundo que el receptor de la información responde por la difusión de ella o de los datos que afecten a terceros.


Este precepto contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Horvath, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Ceroni y Eluchans, con la enmienda de suprimir su inciso segundo que responsabilizaba al receptor de la información por la difusión de antecedentes que afecten a terceros.


El artículo 20 prevé el caso de que la información solicitada pueda afectar a terceros. En tal evento, el superior del órgano requerido, dentro de 48 horas, comunicará al afectado que puede oponerse a la entrega, adjuntando copia de la solicitud (inciso primero).


Los afectados podrán oponerse por escrito y sin necesidad de expresar causa, dentro de tres días hábiles contados desde su notificación (inciso segundo).


Consigna enseguida el efecto posterior a la oposición; esto es, que el órgano requerido está impedido de entregar la información solicitada, salvo resolución del Consejo (inciso tercero).


Termina señalando que de no deducirse oposición, el afectado puede acceder a la información solicitada (inciso cuarto).


Este artículo fue objeto de las siguientes proposiciones:


a) Del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans que complementan el plazo de 48 horas consignado en el inciso primero, con una norma de referencia para su determinación, esto es, que expresa que ese plazo se debe contar desde la recepción de la solicitud de información.


b) Del Ejecutivo, que suprime en el inciso segundo la norma que daba por practicada la notificación para formular oposición a la entrega de información al tercer día de despachada la carta que la contenía.


c) De la Comisión Mixta, durante el debate, que reemplaza el plazo de 48 horas establecido en el inciso primero por dos días hábiles e incorpora, en el inciso segundo una norma que establece que la oposición deberá presentarse por escrito con expresión de causa.


Con las modificaciones antes dichas este precepto contó con la aprobación de los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Ceroni y Eluchans.


El artículo 21 de la Ley de Transparencia del texto despachado por la Honorable Cámara, enumera las únicas causales de secreto o reserva para denegar total o parcialmente la información solicitada:


1. Que el conocimiento del contenido o publicidad de la información afecte gravemente las funciones del órgano requerido incluyendo las siguientes situaciones:


a) Que dicho conocimiento o publicidad vaya en desmedro de la aplicación de las leyes, especialmente en lo relativo a la prevención, investigación y persecución de un crimen.


b) Que se trate de deliberaciones de los órganos o funcionarios, previas a la adopción de una resolución, medida o política, sin perjuicio de la publicidad de los fundamentos de ellas.


2. Que la publicidad o conocimiento de ese contenido afecte a las personas, especialmente cuando:


a) Afecte la vida privada de una persona individualizada o identificable, incluidos los expedientes médicos o sanitarios.


b) Lesione derechos de carácter comercial u otros de tipo económico, públicos o privados.


c) Implique riesgo para la vida, la seguridad o la salud de una persona.


d) Se hubiere obtenido de un tercero con carácter de confidencial.


3. Su publicidad o conocimiento afecte la seguridad nacional, la defensa nacional, la mantención del orden público o la seguridad pública.


4. Su publicidad o conocimiento afecte el interés nacional, incluyendo la salud pública, las relaciones internacionales del país o sus intereses económicos.


5. Se trate de documentos o informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado secretos o reservados para proteger las funciones de los órganos de la Administración, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.


Esta norma fue objeto de un debate por parte de la Comisión, que concluyó con una nueva proposición del Ejecutivo que estructura este artículo en cinco numerales.


El numeral 1 del nuevo texto es similar al descrito precedentemente con igual signo, pero agrega un nuevo literal que incluye como causal denegatoria del requerimiento de información la circunstancia de que éste sea genérico, referido a un elevado número de actos administrativos o antecedentes o cuya atención requiera distraer indebidamente a la Administración.


El numeral 2 del nuevo texto también coincide con el mismo numeral del texto reemplazado, pero excluye su literal d), esto es, que el contenido de la información afecte a las personas cuando ésta se hubiera obtenido de un tercero con carácter de confidencial.


Los numerales 3 y 4 del texto de la Honorable Cámara fueron reemplazados por la Comisión Mixta por otros que le dan otra redacción a las mismas propuestas normativas de los primeros.


El numeral 5 del nuevo texto sólo consigna como causal denegatoria de informar acerca de antecedentes que una ley de quórum calificado haya declarado reservadas o secretas, de acuerdo con las causales señaladas en el artículo 8º de la Constitución Política. (El numeral 5 del texto primitivo también se refería a documentos e informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado secretos o reservados “para proteger las funciones de los órganos de la Administración, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional”).


Este precepto de reemplazo resultó aprobado por la Comisión Mixta por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 22 de la Ley de Transparencia expresa que la calificación de la reserva hecha en virtud de las causales contenidas en los números 1 a 4 del artículo precedente debe ser fundada, y procederá sólo si el peligro de daño excede el interés que promueve la transparencia. En tal caso, la reserva se mantendrá mientras persista el peligro y quedará sin efecto luego de diez años contados desde su calificación (inciso primero).


Agrega que la calificación de la reserva se practicará por el superior del órgano de la Administración o de los organismos constitucionales autónomos si el requerimiento de información se solicitó ante ellos (inciso segundo).


En su inciso tercero señala que el secreto o reserva establecido por ley se mantendrá hasta por veinte años prorrogables por otra ley de quórum calificado. Vencido el plazo o levantados la reserva o secreto, cualquier persona puede acceder a la información amparada y la autoridad obligada a expedir las copias que se le soliciten.


Finalmente, dispone que los documentos en que consten las actuaciones administrativas deben protegerse para asegurar su preservación por el término de diez años.


El precepto así descrito fue objeto del mismo procedimiento que el artículo precedente; esto es, que tras un debate en que se analizó su contenido, el Ejecutivo formuló una proposición sustitutiva que:


1. Reproduce la norma reemplazada en lo que respecta a la declaración de que los actos declarados secretos o reservados por una ley de quórum calificado mantendrán tal carácter hasta que otra ley de igual jerarquía los deje sin efecto.


2. En un inciso segundo, preceptúa que transcurridos cinco años desde la notificación del acto que califica de secreto o reservado determinado antecedente, el servicio u órgano que lo formuló puede prorrogar dicha calificación por otros cinco años, evaluando el peligro que pueda irrogar su publicidad.


3. En un inciso tercero, dispone que el carácter de secreto o reservado será indefinido tratándose de actos y documentos que, en el ámbito de la defensa nacional, establezcan la planificación militar o estratégica o cuyo conocimiento pueda afectar:


a) La integridad territorial de Chile;


b) La interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional suscrito por Chile o de un acuerdo entre instituciones de Chile y otro país;


c) La defensa internacional de los derechos de Chile, y


d) La política exterior del país de manera grave.


4. El inciso siguiente prevé que los documentos en que consten los actos declarados reservados o secretos por una ley de quórum calificado se guardarán en condiciones que garanticen su preservación.


5. El inciso quinto dispone que los documentos en que consten actos declarados secretos o reservados por un órgano o servicio se guardarán con la misma cautela por un plazo de diez años, sin perjuicio de las normas que regulen su entrega al Archivo Nacional.


6. Finalmente, el último inciso de este artículo 22 establece que los resultados de las encuestas o sondeos de opinión encargados por la Administración se mantendrán en reserva hasta que finalice el período presidencial durante el cual se efectuaron.


Este precepto, en la forma descrita del texto sustitutivo, contó con la aprobación de la Comisión Mixta, que se la prestó unánimemente con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, con excepción de la letra b) del nuevo inciso tercero que fue reemplazada por otra que autoriza el secreto o reserva indefinidos respecto de actos y documentos cuyo conocimiento o difusión puedan afectar la interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional suscrito por Chile en materia de límites. Este último literal, enmendado en la forma descrita, fue aprobado unánimemente con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.

El artículo 23 obliga a los órganos de la Administración a mantener un índice actualizado de los actos o documentos secretos o reservados en las oficinas de información o atención de público del órgano de que se trate (inciso primero).


En su inciso segundo dispone que el índice incluirá la denominación de esos instrumentos y la resolución que autorice la reserva o secreto.


Esta norma de la Ley de Transparencia fue aprobada unánimemente, en sus mismos términos y sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.


El artículo 24 habilita al peticionario de información para recurrir ante el Consejo cuando venza el plazo de entrega de la información o ésta le sea denegada “por alguna de las causales que establece esta ley”. (inciso primero).


El recurso de reclamación habrá de indicar la infracción cometida y los medios de prueba que la acrediten (inciso segundo).


Los incisos tercero, cuarto y quinto de este artículo regulan el procedimiento para la presentación de la reclamación: se deduce dentro de los diez días siguientes contados desde la notificación de la denegación o vencimiento del plazo para la entrega de la información; faculta al reclamante que reside fuera de la ciudad asiento del Consejo para deducir su acción ante la respectiva gobernación, debiendo ésta remitirla al Consejo y, finalmente, obliga a este último a proporcionar formularios de reclamos para los interesados y para las gobernaciones.


Este precepto fue objeto de dos enmiendas:


1. Por lo que hace al plazo consignado en su inciso tercero, y a propuesta del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans, se aumentó de diez a quince días el plazo para presentar la reclamación, y 


2. Se precisó que dicho plazo debe contarse desde la notificación de la denegación de la información solicitada.


Con las enmiendas anotadas, el precepto resultó aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín y Sabag y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.


El artículo 25 previene que el Consejo dará traslado del reclamo al órgano requerido y a los terceros involucrados, todos los cuales podrán presentar sus descargos dentro de décimo día hábil con los antecedentes y medio de prueba de que dispongan. También faculta a la autoridad reclamada para pedir ser oída por el Consejo con sus antecedentes y medios de prueba.


Durante el análisis de esta norma, y sobre la base de una proposición del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans, la Comisión Mixta le adicionó un inciso tercero que dispone que el Consejo está habilitado para, de oficio o a petición de parte y si lo estima necesario, fijar audiencias destinadas a recibir antecedentes o medios de prueba.


Con la agregación señalada, este artículo fue aprobado unánimemente con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.


El artículo 26 impone al Consejo la obligación de mantener en reserva los informes y medios de prueba recaídos en el reclamo, y a prorrogar la reserva si se confirma el carácter de secreto o reservado de la información reclamada y se denegare su acceso.


Agrega que pendiente el reclamo, el recurrente no podrá conocer la información requerida, ni siquiera cuando ella fuere propuesta como medio de prueba.


La Comisión Mixta sustituyó este artículo por otro que, conformado con tres incisos, se refiere a los documentos que sirven de base para la declaración que califica de secreta o reservada determinada información.


Así, el nuevo inciso primero dispone que cuando la resolución del Consejo que falle el reclamo declara que la información que lo motivó es secreta o reservada también lo serán los escritos, documentos y actuaciones que le sirven de base.


En un inciso segundo prevé que si dicha resolución declara que la información es pública, también lo serán los mencionados antecedentes y actuaciones.


Finalmente, en un inciso tercero estatuye que en el caso de que la información sea declarada pública, el reclamante podrá acceder a ella una vez que la resolución que así lo disponga quede ejecutoriada.


Este artículo sustitutivo fue aprobado unánimemente por la Comisión Mixta con los votos de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 27 de la Ley de Transparencia despachado por la Honorable Cámara de Diputados, fija el plazo para fallar el reclamo (cinco días desde que venza el plazo para los descargos y observaciones al reclamo), que se prorrogará si hubiere lugar a la audiencia a que se refiere el artículo 25.


Agrega que la resolución que accede al reclamo fijará un plazo prudencial para la entrega de la información requerida.


Por último, dispone que la resolución que falla el reclamo será notificada por carta certificada al reclamante, al órgano recurrido y a los terceros, si los hubiere.


Esta norma fue objeto de una modificación formal y otra, a proposición del Ejecutivo, que incorpora un inciso cuarto y final que ordena que en la misma resolución (la que falla el reclamo) el Consejo podrá señalar si se inicia o no un procedimiento disciplinario para establecer responsabilidades funcionarias por infracciones al Título VI de esta ley.


El precepto en informe fue aprobado unánimemente por la Comisión en la siguiente forma:


a) Los incisos primero, segundo y tercero y la modificación formal al primero, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.


b) El nuevo inciso cuarto y final, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 28 autoriza un reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante en contra de la resolución que deniegue la información.


Enseguida, establece que los órganos recurridos no podrán, a su vez, reclamar de la resolución del Consejo que otorgue la información que hubieren denegado, cuando la denegación se hubiere fundado en la causal del Nº 1 del artículo 21 (se podrá denegar la información cuando su publicidad o conocimiento afecte el cumplimiento de las funciones del órgano requerido).


Tampoco es reclamable la denegación de información que tiene como base una ley de quórum calificado cuyo fundamento sea que la publicidad de aquélla afectaría las funciones del órgano.


El reclamo se interpone en el término fatal de cinco días contados desde la notificación de la resolución recurrida.


Este precepto fue aprobado unánimemente por la Comisión Mixta con dos enmiendas:


a) Durante el debate se suprimió la norma que impide reclamar de la denegación de información cuando ésta tenga como base una ley de quórum calificado cuyo fundamento sea que su publicidad afectaría las funciones del órgano, y


b) En el inciso final se reemplazó el plazo fatal de cinco días para interponer el reclamo, que se cuenta desde la notificación de la resolución recurrida, por un plazo de quince días corridos, contados de la misma forma que el texto reemplazado.


Con las modificaciones expresadas, este artículo se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 29 prevé que si la resolución reclamada ha dado lugar a la información denegada por el órgano, la interposición del reclamo ante la Corte suspende su entrega.


Este precepto contó con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, sin enmiendas. Se pronunciaron a su favor los mismos señores Parlamentarios que concurrieron a la aprobación del artículo precedente.


El artículo 30 dispone que el reclamo será notificado por cédula al Consejo y al tercero interesado, para que formulen sus descargos. Evacuado el trámite se traen los autos en relación agregándose la causa extraordinariamente a la tabla de la Corte. Esta podrá abrir un término probatorio de hasta siete días. En contra del fallo no procede recurso alguno.


Finalmente este precepto señala que si se acoge el reclamo de ilegalidad contra la denegación de la información, la sentencia señalará un plazo prudencial para su entrega. 
También, en el fallo, la Corte puede sancionar a la autoridad que infundadamente denegó el acceso a la información.


Esta norma contó con la aprobación unánime de la Comisión, enmendada en la siguiente forma:


1. En el inciso cuarto que preceptúa que la Corte dictará sentencia dentro del término de diez días y que esa resolución es inapelable, se precisó que ese término de diez días debe contarse desde la fecha en que se celebre la audiencia a que se refiere el inciso tercero (escuchar alegatos) o desde que quede ejecutoriada la resolución que declare vencido el término probatorio (el referido inciso tercero dispone que ese término probatorio no podrá exceder de siete días). (Proposición surgida durante el debate).


2. Se modificó el inciso final de este artículo en el sentido de reemplazar la facultad que se le entregaba derechamente a la Corte para sancionar a la autoridad que infundadamente denegó el acceso a la información, por una norma que dispone que en la sentencia el Tribunal “podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario” para establecer responsabilidades funcionarias (Proposición del Ejecutivo).


El artículo descrito y sus modificaciones fueron aprobados unánimemente con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 31, que encabeza el Título V, sobre el Consejo para la Transparencia, crea dicho Consejo como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Este precepto fue objeto de dos proposiciones formuladas por el Ejecutivo y una enmienda formal surgida durante su análisis.


Mediante la primera proposición, el Ejecutivo agrega un inciso segundo que señala que el domicilio de esta entidad será la ciudad de Santiago sin perjuicio de otros que pueda establecer en diferentes puntos del país. Con la segunda, también incorpora un nuevo inciso -el tercero- que previene que los decretos supremos que se refieran o involucren al Consejo, y que no tengan una vinculación con un determinado ministerio, se expedirán por intermediación del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Con esta nueva fórmula consignada como inciso tercero se zanjó un debate derivado del texto del inciso primero de este artículo, que conceptúa al Consejo para la Transparencia como una corporación de derecho público sin vincularla a determinado ministerio, lo cual generó la duda de si éste era parte de la Administración del Estado o, de contrario, constituía una entidad autónoma sin referente administrativo.


Finalmente, la enmienda formal consiste en suprimir las palabras “en adelante también “el Consejo””, que sigue a la frase “Créase el Consejo para la Transparencia”, en correspondencia con el glosario incorporado al artículo 1º del proyecto.


Con las enmiendas expuestas, este precepto fue aprobado de la siguiente forma:


a) Los incisos primero y segundo, con los votos de los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, don Hosain y los Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Sabag, don Jorge.


b) El inciso tercero, por su parte, contó con la aprobación unánime, en los términos expuestos, de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 32 de la Ley de Transparencia propuesto por la Honorable Cámara, enuncia la finalidad del Consejo, cual es la de promover la transparencia de la función pública, fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información y garantizar el acceso a ésta. Fue aprobado en los mismos términos, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 33 enumera las funciones y atribuciones del Consejo en quince literales, entre los cuales se destacan las de fiscalizar el cumplimiento de esta ley; resolver los reclamos de denegación de información; promover la transparencia de la función pública, la publicidad de la información y el acceso a ella.


Durante el debate de este precepto, y con motivo del examen de sus disposiciones, se formularon las siguientes proposiciones:


a) En relación con el literal c) que asigna como función del Consejo la de promover la transparencia de la función pública, la publicidad de la información de la Administración y el derecho de acceso a la información, la Comisión complementó dicho enunciado con la frase “por cualquier medio de publicación”.


b) Por lo que hace a la letra d), que faculta al Consejo para dictar instrucciones generales con el fin de cumplir con la legislación sobre transparencia y acceso a la información de la Administración, el Ejecutivo propuso agregar que el Consejo para requerir a los órganos de la Administración a que ajusten sus procedimientos y sistemas de atención de público a dicha legislación.


c) Respecto de la letra i) del texto de la Honorable Cámara -que pasó a ser letra f)- que reconoce al Consejo la atribución de proponer al Presidente de la República las normas sobre instructivos y demás perfeccionamientos normativos en materia de transparencia y acceso a la información, y a sugerencia del Honorable Senador señor Núñez, el Ejecutivo agregó las palabras “y al Congreso Nacional, en su caso,” con el fin de involucrar a este Poder del Estado en estos asuntos.


d) En lo atinente al literal n), que establece que el Consejo puede colaborar y recibir cooperación de órganos públicos y personas de cualquier clase, la Comisión precisó durante el debate que tal colaboración y cooperación debe constreñirse al ámbito de competencia de este organismo, precisión que se materializó en una proposición del Ejecutivo.


e) Finalmente, y también atendiendo una proposición del Ejecutivo, se agregó una nueva letra a este artículo -letra m)- que asigna al Consejo la atribución de velar por el cumplimiento de la ley Nº 19.628, sobre protección de datos de carácter personal.


Este artículo fue aprobado -con un nuevo orden en los literales f), g), h), i), j), k), l) y m)- por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión de la siguiente forma:


1. La letra a) contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, don Hosain y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Sabag, don Jorge.


2. Los literales b), c), d), e), f), g), h) y l) contaron con la aprobación de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


3. Las letras i) y j) fueron aprobadas por los votos de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni y Eluchans.


4. Finalmente, los literales k) y m) fueron aprobados con los votos de los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, don Hosain y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans, Jarpa y Sabag, don Jorge.


El artículo 34 del proyecto de ley de Transparencia aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, reconoce diversas potestades de que está investido el Consejo para el ejercicio de sus funciones: solicitar la colaboración de la Administración; recibir testimonios; obtener los documentos necesarios para el examen de los asuntos de su competencia, y elaborar convenios con otras instituciones prestadoras de asistencia profesional.


Este precepto fue aprobado unánimemente en los mismos términos por la Comisión Mixta, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Larraín, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Eluchans.


El artículo 35 declara que las actuaciones del Consejo son públicas, excluida la información que conforme a la ley es secreta o reservada.


Esta norma fue objeto de una propuesta del Ejecutivo (que responde también a una proposición del Honorable Senador señor Larraín y de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans) que sustituye el texto del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados por un nuevo artículo 35, que prescribe que todos los actos del Consejo, así como sus fundamentos y procedimientos utilizados para generarlos, serán públicos, exceptuando aquella información que declarada secreta en virtud de lo dispuesto en el artículo 8º de la Constitución Política y de esta ley de transparencia.


Este artículo fue aprobado unánimemente por los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, don Hosain y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans, Jarpa y Sabag, don Jorge, con una enmienda formal de redacción.


El artículo 36 regula la estructura del Consejo.


Dispone que su conducción queda radicada en un cuerpo directivo integrado por cuatro consejeros de designación presidencial con acuerdo del Senado. Los consejeros duran seis años en sus funciones y eligen de entre sus miembros un Presidente, al que corresponderá ejecutar sus acuerdos. El Presidente (también “Director del Consejo”) ejerce su cargo por un período de tres años y puede ser reelegido si se mantiene como consejero.


Durante el debate de este precepto, la Fundación Pro Acceso sugirió limitar a dos períodos el ejercicio del cargo de consejero, con el fin de darle movilidad a esta gestión directiva, propuesta que fue recogida por la Comisión Mixta en los términos de una redacción del Ejecutivo que también enmienda el texto original en los siguientes aspectos:


1. Exige que el acuerdo del Senado para el nombramiento de los Consejeros sea adoptado con el quórum de los dos tercios de sus miembros en ejercicio.


2. Precisa que la proposición que haga el Presidente de la República al Senado se materialice en un solo acto y que éste ha de pronunciarse respecto de ella como una unidad.


3. Los consejeros se renovarán por parcialidades de tres años.


4. El Presidente del Consejo se elige por sorteo en desacuerdo de los consejeros electores.


5. La presidencia será rotativa. El Presidente durará 18 meses en su cargo y no podrá ser reelegido por el resto de su actual período como consejero.


Con las enmiendas precedentemente consignadas, la Comisión Mixta aprobó este artículo con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, don Hosain y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans, Jarpa y Sabag, don Jorge.


El artículo 37 dispone que el Presidente de la República designará como consejeros a personas de reconocida solvencia en gestión pública y señala, enseguida, quienes no podrán ser consejeros: los parlamentarios; los alcaldes y concejales; los consejeros regionales; los miembros del escalafón primario del Poder Judicial; los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración y los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


Finalmente, prevé que los consejeros se nombrarán alternadamente cada tres años.


Este precepto fue sustituido por la Comisión Mixta, que acogió una proposición del Ejecutivo, que sólo consigna las inhabilidades para acceder al cargo y las incompatibilidades que genera su ejercicio. 


Así, serán inhábiles los diputados y los senadores, los miembros del Tribunal Constitucional, los ministros de la Corte Suprema, los consejeros del Banco Central, el Fiscal Nacional, y las personas que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


En un inciso segundo el nuevo precepto declara la incompatibilidad de este cargo con los cargos de ministro de Estado, subsecretarios, intendentes y gobernadores; alcaldes y concejales; consejeros regionales; miembros del escalafón primario del Poder Judicial; el secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscales del Ministerio Público; miembros del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembros de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás Tribunales creados por ley; funcionarios de la Administración del Estado; e integrantes de los órganos de dirección de los partidos políticos.


Este artículo sustitutivo fue aprobado unánimemente por la Comisión Mixta, con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, don Hosain, y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans, Jarpa y Sabag, don Jorge.


El artículo 38 expresa que los consejeros sólo pueden ser removidos por acuerdo de los dos tercios de los miembros de la Cámara de Diputados en ejercicio. La remoción puede ser requerida por el Presidente de la República, por la mayoría de los consejeros o por cualquier diputado, por incapacidad, mal comportamiento, abandono de deberes o negligencia. Son también causales de cesación en el cargo la expiración del plazo de su nombramiento, la renuncia ante el Consejo, inhabilidad sobreviniente y haber cumplido setenta y cinco años de edad.


El inciso final de este artículo estatuye que el consejero que cesa en el cargo antes del fin del período es reemplazado por otro nombrado en la misma forma por el período que restare a aquél.


Este precepto fue objeto de las siguientes proposiciones:


En primer término, se reemplazó la forma de remover a los consejeros. Al efecto se sustituyó la Cámara de Diputados por la Corte Suprema como entidad facultada para ello. Esta facultad se ejercerá a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados mediante acuerdo adoptado por simple mayoría o a petición de diez diputados.


A las causales de cesación en el cargo de consejero consignadas en el texto original, se agregó que la renuncia ha de presentarse ante el Presidente de la República; y se incorporó como causal para la cesación en el cargo de consejero la postulación a un cargo de elección popular.


Además, en un nuevo inciso final, se precisó que en el caso de cesación en el cargo de Presidente del Consejo, el reemplazante será designado por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.


Las enmiendas anteriores, de origen en una proposición del Ejecutivo, y el texto restante de la norma en informe fueron aprobados con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa. Con todo, la regla que establece que para formular el requerimiento de remoción, en el caso de la Cámara de Diputados, el acuerdo debe ser adoptado por simple mayoría, fue aprobada con el voto de los mencionados señores parlamentarios, con excepción del Honorable Diputado señor Cardemil, quien estuvo por mantener el quórum a los dos tercios de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados.


El artículo 39 limita la remuneración de los consejeros, a excepción del Director, a una dieta de quince unidades de fomento por cada sesión a que asiste, con un máximo de sesenta unidades de fomento por mes calendario. El mismo Consejo fijará la remuneración del Director que no podrá ser superior a la de un ministro de Estado con todas sus asignaciones.


Respecto de este artículo, el Ejecutivo formuló una proposición que reemplaza el mecanismo para determinar la remuneración del Presidente del Consejo. El nuevo texto, en un inciso segundo incorporado al precepto dispone que el Presidente de este organismo percibirá una remuneraciones bruta mensualizada equivalente a la de un subsecretario de Estado. Además, extendió la dieta máxima que puede recibir un consejero a cien unidades de fomento.


Ambas propuestas fueron aprobadas en la siguiente forma:


La que agrega el inciso segundo mencionado, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


La que extiende la dieta máxima a la cantidad indicada, con los votos de los Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 40 declara que las decisiones del Consejo se adoptarán por la mayoría de sus miembros; los empates los dirime su Presidente, y el quórum para sesionar es de tres consejeros. Agrega que los estatutos de la corporación se aprobarán por decreto supremo y en ellos se consignarán sus normas de funcionamiento.


Durante el análisis de este precepto, y recogiendo diversos planteamientos surgidos durante el debate, el Ejecutivo propuso un texto sustitutivo para este artículo que sólo difiere del sustituido en el sentido de que dispone que el reglamento establecerá las demás normas para el funcionamiento del Consejo, todo lo cual resultó aprobado con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni y Eluchans.

El artículo 41 declara incompatible la condición de consejero con la de funcionario público y con el ejercicio de cargos directivos en los partidos políticos.


Como quiera que, según se señaló en un acápite precedente, las incompatibilidades de que trata esta ley quedaron reguladas en el artículo 37, el Ejecutivo, también acogiendo los planteamientos de la Comisión Mixta, propuso un texto sustitutivo para este artículo que se refiere a una materia distinta, esto es, que establece que los estatutos del Consejo fijarán sus normas de funcionamiento; y que éstos y sus modificaciones se perfeccionan mediante una proposición que hacen al Presidente de la República, a lo menos, una mayoría de tres cuartos de los consejeros. Su aprobación se dispondrá por decreto supremo dictado por intermediación del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Este artículo sustitutivo fue aprobado unánimemente con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo 42 atribuye al Presidente y Director del Consejo la representación legal del mismo y diversas otras potestades propias de la conducción de estos cuerpos colegiados. Destacamos las de hacer cumplir y ejecutar los acuerdos del organismo; planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar su funcionamiento conforme a las directrices de su directorio; contratar el personal del Consejo y poner término a sus contratos; celebrar los actos y contratos necesarios para la buena marcha de la Corporación, y ejercer las demás atribuciones o funciones que le delegue el Consejo.


El precepto transcrito contó con la aprobación unánime de la Comisión, que se la prestó con la sola enmienda de suprimir una norma que establecía que para el ejercicio de estas atribuciones el Director podrá libremente enajenar, adquirir y administrar bienes de cualquier naturaleza. Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Venegas.


El artículo 43 de la Ley de Transparencia previene que los funcionarios del Consejo se regirán por el Código del Trabajo, pero les serán aplicables las normas sobre inhabilidades e incompatibilidades consignadas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Sus directivos se seleccionarán por concurso del Servicio Civil, y los actos y contratos que celebre se someterán al derecho privado.


Finalmente, preceptúa que respecto de la información de su movimiento financiero y presupuestario, este organismo se ajustará a las normas sobre administración financiera del Estado y estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República.


Este precepto fue modificado durante el debate en la siguiente forma:


Su inciso primero se redujo a una proposición normativa que solamente establece que las personas al servicio del Consejo se regirán por el Código del Trabajo.


Se incluyó un inciso segundo, propuesto por el Ejecutivo, que declara que a este personal le serán aplicables las normas de probidad y las del Título III de la Ley General de Bases de la Administración del Estado, y que de esta condición habrá de dejarse constancia en el respectivo contrato de trabajo.


Se mantuvo la norma que obliga a seleccionar a los que desempeñen funciones directivas en el Consejo mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, con adecuaciones de forma.


Por sugerencia de los Honorables Diputados señores Cardemil y Eluchans se suprimió la disposición que establecía que los actos del Consejo se ajustarán a las normas de derecho privado.


Acogiendo una observación de los representantes de la Contraloría General de la República, se suprimió la norma de este artículo que prescribía que la información del movimiento presupuestario y financiero del Consejo deberá cumplir con las disposiciones establecidas en el decreto ley Nº 1.263, 1975, sobre Administración Financiera del Estado. De este modo, y para evitar interpretaciones restrictivas, el precepto establece derechamente que el Consejo deberá adecuarse a las reglas de la referida ley.


Finalmente, la Comisión Mixta consignó una disposición que exime del trámite de toma de razón a las resoluciones que expida el Consejo.


Hacemos presente que los incisos segundo, cuarto y quinto (disponen que las normas de la Ley de Bases Generales se aplicarán al personal del Consejo en materia de probidad; que este organismo será fiscalizado por la Contraloría en lo que concierne a su personal y al examen de sus cuentas, y que sus resoluciones están exentas del trámite de toma de razón) fueron aprobados con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Jarpa.


Las restantes materias contenidas en esta disposición del proyecto de la Honorable Cámara fueron aprobadas con los votos de los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Ceroni y Eluchans.


El artículo 44 regula el patrimonio del Consejo.


Estará conformado con los recursos que le entregue anualmente la ley de presupuestos y por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a cualquier título, incluyendo las donaciones, herencias y legados que acepte.


Agrega que las donaciones no requerirán de insinuación y estarán exentas de impuesto.


Este precepto, en los términos descritos, fue aprobado con la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El Título VI del proyecto, sobre infracciones y sanciones, es comprensivo de los artículos 45 a 49.


El artículo 45 previene que el superior de un órgano de la Administración que hubiere denegado información infundadamente podrá ser sancionado con suspensión de su cargo por cinco a quince días y multa de 20% a 50% de su remuneración.


La sanción la aplica el Consejo.


Este precepto fue objeto de observaciones durante su análisis que se tradujeron en una proposición del Ejecutivo que lo modifica en el siguiente sentido:


a) Precisa que la falta de fundamento de la denegatoria de información debe contravenir el artículo 16 de esta ley;


b) Dispone que imperativamente la autoridad del órgano o servicio incurso en la denegación infundada será sancionado con la pena que indica, y no como disponía el proyecto original que empleaba las expresiones “podrá ser sancionado”.


c) Omite la declaración del texto original que atribuía al Consejo potestad para sancionar al funcionario infractor, regulación que se trasladó al artículo 49, según se dirá.


Este artículo y sus modificaciones fue aprobado con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 46 preceptúa que la entrega atrasada de una información dispuesta por resolución firme deja incurso al jefe superior del órgano de la Administración en las mismas sanciones que las del artículo precedente. Si el sancionado persiste, la sanción se elevará al duplo.


Este precepto se aprobó por la Comisión Mixta con modificaciones de forma y otra de fondo, consistente en que la reiteración de la infracción, además del duplo de la sanción, será castigada con la suspensión en el cargo por el término de cinco días (Proposición del Ejecutivo).


Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 47 establece que las infracciones a las normas sobre transparencia activa se sancionan con multa de 20% a 50% de las remuneraciones del infractor, y se aprobó en la forma propuesta con la misma votación que la norma precedente, con modificaciones formales propuestas por el Ejecutivo.

El artículo 48 también sanciona con la misma multa al funcionario responsable que por arbitrariedad o negligencia entorpezca o impida el acceso del solicitante a un órgano de la Administración. La reincidencia impone, además, la suspensión del cargo por cinco a quince días.


El Ejecutivo estuvo por suprimir esta norma habida cuenta de que su contenido subyace en otras normas sancionatorias de este proyecto. En su reemplazo, propuso incorporar como artículo 48 un texto que dispone que las sanciones previstas en este Título deben ser publicadas en los sitios electrónicos del Consejo y en los del respectivo órgano o servicio, dentro del plazo que indica.


La proposición sustitutiva del Ejecutivo contó con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, la que se la prestó con los votos de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 49 de la Ley de Transparencia despachada por la Honorable Cámara de Diputados, previene que las sanciones de este Título se imponen por el Consejo, salvo la del artículo 45, previa instrucción de sumario.


El Ejecutivo, también haciendo suyos los planteamientos formulados durante el debate, propuso reemplazar este artículo por otro que reproduce sus disposiciones con las siguientes diferencias:


1. La sanción la impone el Consejo, sin excepciones, previa instrucción de una investigación sumaria o de un sumario administrativo;


2. El órgano competente para instruir la investigación o sumario será el Consejo, pero éste puede solicitar que tal instrucción la incoe la Contraloría General de la República, la cual también podrá disponer las sanciones que corresponda, de acuerdo con su ley orgánica.


Con las enmiendas anotadas, este precepto contó con la aprobación de la Comisión Mixta con la misma votación del precedente.


El Título VII, disposiciones transitorias, está conformado por tres artículos.


El primero declara que conforme con la disposición cuarta transitoria de la Constitución Política las leyes que establecen el secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos, dictadas antes de la promulgación de la ley Nº 20.050 (consigna la reforma al artículo 8º de la Constitución), se entiende que han sido dictadas con quórum calificado.


Esta norma fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, con una enmienda propuesta por el Ejecutivo que declara que los mencionados preceptos dictados con anterioridad a la ley Nº 20.050, establecen el secreto o reserva de determinados actos o documentos “por las causales que señale el artículo 8º de la Constitución Política”.


El segundo artículo transitorio de la Ley de Transparencia establece que la primera designación de consejeros se hará a los sesenta días de entrada en vigencia esta ley y que en el acuerdo del Senado se señalarán los dos consejeros que durarán seis años en sus cargos y los otros dos que durarán tres años.


Agrega que el Consejo estará instalado cuando tenga su primera sesión.


Este precepto contó con el asentimiento unánime de la Comisión, que se lo prestó sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo 3º y final de este cuerpo legal (Ley de Transparencia) contenido en el nuevo artículo primero incorporado por la Honorable Cámara al proyecto en informe, faculta al Presidente de la República para aprobar los estatutos del Consejo, mediante decreto de los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Hacienda.


La Comisión suprimió este artículo pues su contenido ya está regulado en el artículo 31 de esta ley. En su reemplazo, incorporó una proposición del Ejecutivo sobre imputación al gasto que demande la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia; esto es, mediante transferencias de la partida presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos del año que corresponda.


Se pronunciaron en la forma descrita, los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.

- - -


Nos referiremos a continuación al resto del articulado del proyecto y sus modificaciones siguiendo el orden del texto aprobado por el Honorable Senado:


El artículo PRIMERO del texto despachado por dicha Corporación en el primer trámite constitucional (artículo SEGUNDO en el proyecto de la Honorable Cámara) propone modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, en materia de probidad administrativa (Artículos 13 y 14 de la referida ley).


La siguiente es la descripción de esas enmiendas:


La primera agrega una norma que expresa que en virtud del principio de transparencia, toda información que esté en poder de la Administración es, por principio, pública.


Luego, la nueva norma consigna, además, los derechos anexos al de acceso a la información; los instrumentos en que ésta consta; las causales para denegar la información requerida; los requisitos y exigencias que debe cumplir el usuario al formular su solicitud de acceso; las sanciones en que queda incurso el funcionario que por negligencia o arbitrariedad obstruya o deniegue el acceso a ella; la reclamación judicial de la denegación; los órganos de la Administración obligados a mantener información pública acerca de su estructura, de su personal, de sus funciones y atribuciones, de su marco normativo y de los requisitos para acceder a la información de que disponen. (Estas enmiendas acceden a los artículos 13 y 14 de la Ley de Bases de la Administración y están contenidas, además, en los nuevos artículos 13 bis; 13 ter; 14 bis y 14 ter).


Como quiera que las materias precedentemente enunciadas conforman el articulado de la nueva ley de transparencia descrita en el párrafo anterior de este informe, la Honorable Cámara propone un nuevo contenido para este artículo, que pasa a ser artículo segundo, mediante el cual reemplaza íntegramente el texto del Senado (las enmiendas a los artículos 13 y 14 de la Ley de Bases y la incorporación de los artículos 13 bis; 13 ter; 14 bis y 14 ter). El texto de reemplazo suprime los artículos 13 y 14 de ese cuerpo legal, con excepción de los incisos primero y segundo del artículo 13, que declaran como norma general el sometimiento de los funcionarios de la Administración a las normas de probidad y de transparencia. Como consecuencia del reemplazo del artículo primero del proyecto del Senado, elimina también los artículos 13 bis, 13 ter, 14 bis y 14 ter, propuesto por este último.


La Comisión Mixta acogió la proposición de la Honorable Cámara. Además, habida consideración de que ha conceptuado el Consejo para la Transparencia como una corporación autónoma de derecho público, estimó necesario darle el mismo tratamiento jurídico que a otras instituciones como la Contraloría General de la República, el Banco Central y los Gobiernos Regionales, en el sentido de excluirlo de la aplicación de las disposiciones del Título II de la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado, que tratan acerca de la organización básica de los ministerios, intendencias, gobernaciones y servicios públicos. Para tal efecto, incorporó a este artículo SEGUNDO del proyecto de ley una nueva modificación mediante la cual se intercala en el inciso segundo del artículo 21 de la mencionada Ley de Bases Generales las expresiones “al Consejo para la Transparencia”, precedidas de una coma (,) a continuación de la denominación “Consejo Nacional de Televisión”. (el inciso segundo del referido artículo 21 es la norma que dispone que a las entidades que en él se mencionan no se les aplica el Título II de la Ley de Bases).


Esta norma del proyecto, con las modificaciones anotadas, fue aprobado con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa. (Se incorpora al proyecto como artículo SEGUNDO).


El artículo SEGUNDO del texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional introduce una enmienda a la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.


La referida enmienda tiene por propósito precisar en el artículo 16 de esa ley (define el principio de la transparencia y declara que, salvo las excepciones legales, son públicos los actos administrativos y los antecedentes que les sirven de complemento) la mención que este precepto hace a las excepciones legales, señalando que tales son la Ley de Bases de la Administración y toda otras norma dictada con quórum calificado.


A su vez, la norma aprobada por la Honorable Cámara elimina en dicho texto el predicado relativo a la publicidad de los actos y resoluciones de la Administración.


En su reemplazo dispone que, salvas las excepciones contenidas en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, y en otras normas de quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de la Administración, sus fundamentos, los documentos que los contengan y los procedimientos empleados para su dictación.


Esta enmienda se consigna como artículo TERCERO del proyecto y fue aprobado unánimemente en los términos descritos por los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y por los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo TERCERO del proyecto aprobado en primer trámite por el Senado modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional con el fin de agregar una norma a su artículo 5º A, que declara que en virtud del principio de la transparencia sólo serán secretas las sesiones en que se traten asuntos que en virtud del Nº 15 del artículo 32 de la Constitución (discusión de asuntos sobre relaciones internacionales y tratados) el Presidente de la República solicite que lo sean; las que se declaren secretas por el Presidente de cada Cámara cuando los documentos de que haya de darse cuenta incidan en algunas de las circunstancias descritas en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política: cuando su publicidad afecte el funcionamiento de los órganos del Estado; los derechos de las personas; la seguridad de la Nación o el interés nacional. Finalmente, esta enmienda también dispone que serán secretas las sesiones que se refieran a la rehabilitación de la ciudadanía; el otorgamiento de nacionalidad por gracia y los nombramientos.


La Honorable Cámara, en el segundo trámite constitucional, incluye este precepto como artículo SEXTO del proyecto. Este nuevo precepto incorpora al mencionado artículo 5º A un inciso final de distinto contenido; esto es, que expresa que las Cámaras deberán mantener a disposición del público, en sus páginas web, y actualizados, los antecedentes indicados en el artículo 7º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. Igual publicidad se aplicará a los parlamentarios respecto de sus dietas y demás asignaciones.


Al iniciarse el debate acerca de este precepto, la Comisión Mixta conoció una proposición del Ejecutivo que lo reemplazaba por otro que declara que las Cámaras deberán dar cumplimiento al artículo 7º de la Ley de Transparencia y publicar las dietas y demás asignaciones de los parlamentarios.


Sobre la base de esta proposición el debate se orientó a dar al Poder Legislativo el mismo tratamiento que el proyecto asigna a otros organismos constitucionalmente autónomos, como el Banco Central o la Contraloría General de la República.


De este modo, incorporó, como inciso primero, una norma que declara que el Congreso Nacional se rige por el principio de la transparencia consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


Enseguida, en un inciso segundo reprodujo la proposición del Ejecutivo que obliga a ambas Cámaras a dar cumplimiento al artículo 7º de la Ley de Transparencia, en lo que ella sea pertinente con la naturaleza de este Poder del Estado, y destacó, en un inciso tercero los asuntos que particularmente deben ser objeto de publicidad; esto es, la asistencia de los parlamentarios a las sesiones de Sala y de Comisiones, las votaciones y elecciones a las que concurran y las dietas y demás asignaciones que perciban.


Finalmente, consignó una norma de garantía para la publicidad de los antecedentes mencionados. Así, en un inciso cuarto la Comisión Mixta introdujo un precepto que remite a los reglamentos de ambas Cámaras consignar las normas que cautelen el acceso público a la información que debe entregar el Congreso Nacional.


El nuevo precepto se incorpora al proyecto de ley como artículo SEXTO, y fue aprobado con la descripción anotada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.


El artículo CUARTO aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional faculta al Presidente de la República para que en el plazo que el mismo precepto consigna, fije el texto refundido de los artículos 13, 13 bis, 13 ter, 14, 14 bis y 14 ter de la Ley de Bases Generales de la Administración, como texto independiente para fines de difusión y conocimiento, sin perjuicio de mantenerlos en la mencionada ley.


La Honorable Cámara ha suprimido este artículo. (El contenido de los preceptos de la Ley de Bases de la Administración mencionados precedentemente, según ha quedado expresado en este informe, está desarrollado en el artículo PRIMERO del proyecto aprobado en el segundo trámite, en el que se incluye la nueva ley de transparencia e información pública).


En su reemplazo, la Honorable Cámara incorporó como artículo CUARTO del proyecto el artículo SEXTO originariamente aprobado por el Senado, que introduce enmiendas a la Ley Orgánica de Municipalidades relacionadas con la publicidad de las resoluciones que adopte el municipio y las actas de consejo. (Dichos documentos serán públicos y se incluirán en los sistemas electrónicos o digitales del municipio).


La Comisión Mixta prestó su aprobación a lo obrado por la Honorable Cámara, sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y de los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo QUINTO del proyecto del Senado agrega una norma al artículo 101 del Código Orgánico de Tribunales que dispone que las sentencias definitivas estarán a disposición del público y serán publicadas dentro de los cinco días siguientes al de la fecha en que queden ejecutoriadas, en los sistemas electrónicos o digitales de los tribunales.


Este precepto también fue suprimido por la Honorable Cámara en el segundo trámite constitucional.


En relación con el artículo SEXTO del proyecto aprobado por el Senado, cual se informó, ha quedado como artículo CUARTO, aprobado por la Comisión Mixta en la forma precedentemente señalada.


El artículo SÉPTIMO del texto despachado por el Senado deroga el artículo 8º del decreto ley Nº 488, de 1925. (Prohíbe a los empleados del Archivo General de Gobierno proporcionar determinados documentos).


En el segundo trámite constitucional la Honorable Cámara también suprimió este precepto.


Enseguida, la Honorable Cámara ha incluido los siguientes artículos QUINTO al OCTAVO en el proyecto de reemplazo:


El nuevo artículo QUINTO aprobado por la Honorable Cámara en el segundo trámite constitucional, estatuye que las empresas públicas creadas por ley, incluyendo en ellas las que deben ser nombradas expresamente para quedar sujetas a la normativa aplicable al sector público, se rigen por el principio de la transparencia en términos similares a los ya enunciados respecto de la Contraloría General de la República y del Banco Central. Agrega, en un inciso segundo, que estas entidades deberán mantener a disposición del público diversos antecedentes relacionados con su condición de persona jurídica y de las funciones que desarrollan.


La Comisión Mixta trasladó a un nuevo artículo DÉCIMO las materias relacionadas con este precepto y, en su reemplazo, incorporó una norma que se refiere al rol que cumple la Contraloría General de la República en materia de transparencia de la función pública y acceso a la información de la Administración del Estado.


A este efecto, la Comisión Mixta debatió en torno a una proposición del Ejecutivo, conformada por cuatro incisos que prescriben:


a) Que el órgano contralor se rige por el principio de la transparencia consagrado en la Constitución Política y en la Ley de Transparencia.


b) En un segundo inciso, prevé que la publicidad y el acceso a la información de la Contraloría se regirán, en lo que fuera pertinente, por las normas de la Ley de Transparencia consignadas en los Títulos II y III y en los artículos 10 al 22 del Título IV.


c) El inciso tercero regula la acción de reclamación ante la Corte de Apelaciones ante la negativa de entregar la información requerida por alguna de las causales consignadas en la ley o por vencimiento del plazo para la entrega. Enseguida, autoriza a la Corte para que en la misma resolución que falle el reclamo fije un plazo prudencial para la entrega de la información e imponga al infractor la sanción que proceda.


d) Finalmente, en este precepto de la Honorable Cámara el Contralor queda facultado para dictar las instrucciones necesarias con el fin de cumplir las disposiciones citadas.


Este precepto fue aprobado unánimemente por la Comisión Mixta con una enmienda consistente en reemplazar la facultad que permitía a la Corte sancionar directamente al infractor de las normas sobre entrega de la información, por una disposición que le permite “señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario” para establecer las responsabilidades funcionarias relativas a estas infracciones.


Concurrieron a este acuerdo aprobatorio los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.

- - -


Cual se señaló en su oportunidad, el nuevo artículo SEXTO aprobado por la Comisión Mixta se refiere a las normas sobre transparencia y acceso a la información pública que debe observar el Congreso Nacional.

- - -


El artículo SÉPTIMO incorporado en el segundo trámite por la Honorable Cámara de Diputados agrega un artículo 65 bis a la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central, que declara que dicha entidad se rige por el principio de transparencia consagrado en el artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la ley de transparencia de la función pública.


En un segundo inciso, el referido artículo 65 bis dispone que el acceso a la información del Banco se ajustará a las normas del Título II; Título III, a excepción del artículo 9º, y a las de los artículos 10 a 22 del Título IV, todos de la ley de transparencia. En relación con la prórroga del secreto o reserva regulada en el artículo 22 de la citada ley, este precepto estatuye que ella procederá por acuerdo de cuatro consejeros.


Agrega esta disposición que vencido el plazo para la entrega de la información o denegada la solicitud de acceso a ella en virtud de causa legal, el requirente podrá deducir su reclamo ante la Corte de Apelaciones; y la sentencia que acoja el reclamo podrá imponer multas de 2 a 10 unidades tributarias mensuales, en caso de denegación infundada o entrega inoportuna o tardía.


Faculta, finalmente, al Consejo del Banco para publicar en el Diario Oficial las restantes normas que complementan la ley y permitan su cumplimiento.


También este artículo SÉPTIMO del proyecto de la Honorable Cámara sustituye el inciso primero del artículo 66 de la Ley Orgánica del Banco Central por otro que prescribe que esta institución guardará reserva respecto de los antecedentes sobre operaciones de crédito o inversiones que haga; de los que prevengan de operaciones de cambio internacional o de otras atribuciones que le encomienden las leyes, y de la información que recabe para compilar y publicar las principales estadísticas macroeconómicas de carácter monetario y cambiario, de balanza de pago y las cuentas nacionales, o en otros sistemas globales de contabilidad económica y social.


Esta norma fue objeto de las siguientes modificaciones:


1. Por lo que hace a la aplicación de la Ley de Transparencia, al Banco Central, se adicionó el inciso segundo con un precepto que establece que la prórroga a que se refiere el inciso segundo del artículo 22 de la Ley de Transparencia (extender a otros cinco años la reserva o secreto de determinados documentos calificados de tal por la autoridad), debe adoptarse mediante acuerdo del Consejo del Banco al que concurran, a lo menos, cuatro consejeros.


2. Se reemplazó la sanción consignada en el inciso tercero (2 a 10 UTM) por otra de multa de 20% a 50% de las remuneraciones del infractor.


3. Finalmente, se redactó en términos imperativos la aplicación de multa de la mencionada infracción por la Corte, reemplazando las expresiones referidas al infractor “podrá sancionar” por “sancionará”.


Con las enmiendas anotadas, la Comisión Mixta prestó su aprobación unánime a este precepto, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez y Sabag y de los Honorables Diputados señores Cardemil, Eluchans y Jarpa.


El artículo OCTAVO del proyecto aprobado por la Honorable Cámara preceptúa que a través de su Corporación Administrativa, al Poder Judicial mantendrá en su sitio electrónico los antecedentes indicados en el artículo 7º de la ley de transparencia.


Esta norma fue objeto de diversas proposiciones formuladas por el Ejecutivo y por la Comisión Mixta, llegándose, en conclusión, a un texto único, consensuado por unanimidad, que prescribe:


1. En su primer inciso, que el Poder Judicial (los tribunales ordinarios y especiales de que trata el artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales) mantendrán en el sitio electrónico de su Corporación Administrativa, permanentemente, los antecedentes indicados en el artículo 7º de la Ley de Transparencia.


2. En un segundo inciso, agregó que los demás tribunales especiales (esto es, los que no forman parte del Poder Judicial), como el Tribunal de Contratación Pública o el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y los órganos administrativos que ejercen jurisdicción como la Dirección General de Aeronáutica Civil, cumplirán la obligación de publicar esos antecedentes en sus propios sitios electrónicos o en los servicios de los cuales dependan o formen parte o tengan su más próxima vinculación.


3. El inciso tercero de este nuevo precepto dispone que en aquellos asuntos cuya cuantía exceda de 500 unidades tributarias mensuales o respecto de los cuales se impongan multas superiores a ese monto o penas de presidio o reclusión superiores a tres años y un día, las sentencias de término de los tribunales ordinarios y especiales, y las definitivas cuando las primeras se limiten a modificar o reemplazar partes de éstas, se publicarán en la misma forma dispuesta en este artículo. Las resoluciones de los demás órganos jurisdiccionales deberán publicarse en la misma forma.


4. Finalmente, el nuevo texto prevé que las mencionadas sentencias o resoluciones se publicarán dentro de quinto día de que queden ejecutoriadas.


Este precepto, que en los términos descritos fue recogido en una proposición del Ejecutivo, contó con la aprobación unánime de la Comisión Mixta, que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Larraín, Pérez Varela y Sabag y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni y Jarpa.


El artículo NOVENO que aprobó la Comisión Mixta y que se describirá a continuación no fue considerado en el proyecto aprobado por la Honorable Cámara en el segundo trámite constitucional. La idea de legislar respecto de las materias que desarrolla surgió durante el debate, estimándose admisible incorporarla a este proyecto pues supone aplicar a los órganos constitucionalmente autónomos que se mencionarán las mismas normas sobre transparencia y acceso a la información que obligan al Congreso Nacional, a la Contraloría, al Banco Central y demás entidades precedentemente señaladas.


De esta forma, y sobre la base de una proposición del Ejecutivo, la Comisión Mixta prestó su aprobación a un texto que dispone que el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral quedan sujetos a las normas sobre transparencia y acceso a la información pública, en los mismos términos dispuestos para los restantes órganos constitucionales autónomos. (inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política; artículos 3º y 4º y Títulos II, III y artículos 10 al 22 del Título IV de la Ley de Transparencia, en lo pertinente).


Seguidamente, esta norma incluye las mismas disposiciones que cautelan el principio de la transparencia y acceso a la información, respecto de los sujetos de transparencia activa a que nos hemos referido en párrafos precedentes:


- Establecimiento de una acción de reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva por denegación de la información; 


- Facultad de la Corte para señalar, en el fallo que resuelve la reclamación, la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para determinar responsabilidades por la negativa de informar.


- Normas especiales para que las autoridades del Tribunal Constitucional y del Ministerio Público puedan impartir las instrucciones que den cumplimiento a las normas de la ley y, finalmente, 


- Disposiciones también especiales para publicar las mencionadas instrucciones por las autoridades de la Justicia Electoral (auto acordado del Tribunal Calificador y auto acordado de cada uno de los Tribunales Regionales Electorales).


Concurrieron a este acuerdo aprobatorio los Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa.

- - -


También en lo tocante a las normas permanentes de este proyecto de ley, y cual se ha señalado al referirnos al artículo QUINTO despachado por la Honorable Cámara, la Comisión Mixta incluyó un artículo DÉCIMO que incluye a las empresas públicas creadas por ley entre los organismos que deben observar el principio de transparencia de la función pública y acceso a la información de la Administración del Estado.


Al efecto, este nuevo artículo DÉCIMO dispone que dichas empresas, inclusas las de propiedad del Estado y las sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio se rigen por el principio de transparencia consagrado en el artículo 8º de la Constitución Política. Enseguida, y para dejar claro que entre esas empresas deben entenderse aún aquéllas que por disposición de la ley se exija que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a otras leyes, este inciso, a título ejemplar, menciona a la Empresa Nacional de Minería, a la Empresa de Ferrocarriles del Estado, a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, a Televisión Nacional de Chile y al Banco Estado.


A continuación, en un nuevo inciso el precepto dispone que en virtud del principio de la transparencia, estas entidades mantendrán a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos antecedentes actualizados tales como su marco normativo, su estructura interna, sus funciones, sus estados financieros y memorias anuales, sus filiales y demás entidades en que tengan participación, la composición de sus directorios e información de su personal y las remuneraciones de los funcionarios superiores responsables de su dirección y administración.


Finalmente, el precepto en informe dispone que estas empresas, cualesquiera sean sus estatutos, están obligadas a proporcionar a la Superintendencia de Valores y Seguros o a la Superintendencia a cuya fiscalización se encuentren sometidas, la misma obligación que pesa sobre las sociedades anónimas abiertas, y que en caso de incumplimiento, los directores responsables incurrirán en la sanción que la misma norma indica.


El precepto así descrito contó con la aprobación de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Jarpa, con excepción de la norma que obliga a publicar las remuneraciones de los directivos superiores de la empresa, que se aprobó con los mismos votos de los señores parlamentarios, salvo el Honorable Diputado señor Jarpa, que se abstuvo.


Finalmente, y como regla permanente, la Comisión Mixta prestó su aprobación, con la misma votación que la norma precedente, a una disposición que había sido aprobada por el Honorable Senado en el primer trámite constitucional y suprimida por la Honorable Cámara de Diputados que deroga el artículo 8º del decreto ley Nº 488, de 1925, que prohíbe a los empleados del Archivo Nacional proporcionar información en poder de esa entidad.


Se incorpora al proyecto como artículo UNDÉCIMO.

Artículo transitorio


El artículo transitorio que se incorpora al proyecto, que también fue votado con el quórum del precepto anterior, prescribe que esta ley entrará en vigor ocho meses después de publicada en el Diario Oficial, salvo el artículo 2º transitorio de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, que regirá desde su publicación en el Diario Oficial.

- - -


En consecuencia, como forma y modo de resolver la divergencia producida entre ambas Corporaciones, esta Comisión Mixta tiene a honra sugerir al Honorable Senado y a la Honorable Cámara de Diputados, la aprobación del proyecto de ley que enseguida se consigna. Acompañamos al presente informe un texto comparado que contiene la legislación vigente, el proyecto aprobado en primer trámite constitucional por el Honorable Senado; las enmiendas que ha dicho texto introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, y la proposición de esta Comisión Mixta. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ARTÍCULO PRIMERO.- Apruébase la siguiente ley de transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado:

TÍTULO I

NORMAS GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley regula el principio de transparencia de la función pública, el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado, los procedimientos para el ejercicio del derecho y para su amparo, y las excepciones a la publicidad de la información.


Para los efectos de esta ley se entenderá por:


1. La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado: es la autoridad con competencia comunal, provincial, regional o, en su caso, el jefe superior del servicio a nivel nacional.


2. El Consejo: el Consejo para la Transparencia.


3. Días hábiles o plazo de días hábiles: es el plazo de días establecido en el artículo 25 de la ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de la Administración del Estado, entendiéndose por inhábiles los sábados, los domingos y los festivos.


4. La Ley de Transparencia: la presente Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.


5. Los órganos o servicios de la Administración del Estado: los señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el D.F.L. Nº 1-19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


6. Sitios electrónicos: También denominados “sitios web”. Dispositivos tecnológicos que permiten transmitir información por medio de computadores, líneas telefónicas o mediante el empleo de publicaciones digitales.


Artículo 2°.- Las disposiciones de esta ley serán aplicables a los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los gobiernos regionales, las municipalidades, las Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad Pública, y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa.


La Contraloría General de la República y el Banco Central se ajustarán a las disposiciones de esta ley que expresamente ésta señale, y a las de su respectivas leyes orgánicas que versen sobre los asuntos a que se refiere el artículo 1º precedente.


También se aplicarán las disposiciones que esta ley expresamente señale a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio.


Los demás órganos del Estado se ajustarán a las disposiciones de sus respectivas leyes orgánicas que versen sobre los asuntos a que se refiere el artículo 1º precedente.


Artículo 3°.- La función pública se ejerce con transparencia, de modo que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y decisiones que se adopten en ejercicio de ella.


Artículo 4°.- Las autoridades, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración del Estado, deberán dar estricto cumplimiento al principio de transparencia de la función pública.


El principio de transparencia de la función pública consiste en respetar y cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, procedimientos y documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos, y en facilitar el acceso de cualquier persona a esa información, a través de los medios y procedimientos que al efecto establezca la ley.

TÍTULO II

DE LA PUBLICIDAD DE LA INFORMACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE LA

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO


Artículo 5°.- En virtud del principio de transparencia de la función pública, los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, sus fundamentos, los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial, y los procedimientos que se utilicen para su dictación, son públicos, salvo las excepciones que establece esta ley y las previstas en otras leyes de quórum calificado.


Asimismo, es pública la información elaborada con presupuesto público y toda otra información que obre en poder de los órganos de la Administración, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.


Artículo 6°.- Los actos y documentos que han sido objeto de publicación en el Diario Oficial y aquellos que digan relación con las funciones, competencias y responsabilidades de los órganos de la Administración del Estado, deberán encontrarse a disposición permanente del público y en los sitios electrónicos del servicio respectivo, el que deberá llevar un registro actualizado en las oficinas de información y atención del público usuario de la Administración del Estado.

TÍTULO III

DE LA TRANSPARENCIA ACTIVA


Artículo 7°.- Los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 2°, deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, una vez al mes:

a) Su estructura orgánica.


b) Las facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.


c) El marco normativo que les sea aplicable.


d) La planta del personal y el personal a contrata y a honorarios, con las correspondientes remuneraciones.


e) Las contrataciones para el suministro de bienes muebles, para la prestación de servicios, para la ejecución de acciones de apoyo y para la ejecución de obras, y las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías relacionadas con proyectos de inversión, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.


f) Las transferencias de fondos públicos que efectúen, incluyendo todo aporte económico entregado a personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales, sin que éstas o aquéllas realicen una contraprestación recíproca en bienes o servicios.


g) Los actos y resoluciones que tengan efectos sobre terceros.


h) Los trámites y requisitos que debe cumplir el interesado para tener acceso a los servicios que preste el respectivo órgano.


i) El diseño, montos asignados y criterio de acceso a los programas de subsidios y otros beneficios que entregue el respectivo órgano, además de las nóminas de beneficiarios de los programas sociales en ejecución.

No se incluirán en estos antecedentes los datos sensibles, esto es, los datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen social, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.


j) Los mecanismos de participación ciudadana, en su caso.


k) La información sobre el presupuesto asignado, así como los informes sobre su ejecución, en los términos previstos en la respectiva ley de presupuestos de cada año.


l) Los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestario del respectivo órgano y, en su caso, las aclaraciones que procedan.


m) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.

La información anterior deberá incorporarse en los sitios electrónicos en forma completa y actualizada, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito. Aquellos órganos y servicios que no cuenten con sitios electrónicos propios, mantendrán esta información en el medio electrónico del ministerio del cual dependen o se relacionen con el Ejecutivo, sin perjuicio de lo cual serán responsables de preparar la automatización, presentación y contenido de la información que les corresponda.

En el caso de la información indicada en la letra e) anterior, tratándose de adquisiciones y contrataciones sometidas al Sistema de Compras Públicas, cada institución incluirá en su medio electrónico institucional, un vínculo al portal de compras públicas, a través del cual deberá accederse directamente a la información correspondiente al respectivo servicio u organismo. Las contrataciones no sometidas a dicho Sistema deberán incorporarse a un registro separado, al cual también deberá accederse desde el sitio electrónico institucional.


En el caso de la información indicada en la letra f) anterior, tratándose de transferencias reguladas por la ley N° 19.862, cada institución incluirá en su sitio electrónico institucional, los registros a que obliga dicha ley, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9° de la misma norma legal. Las transferencias no regidas por dicha ley deberán incorporarse a un registro separado, al cual también deberá accederse desde el sitio electrónico institucional.


Artículo 8°.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo si alguno de los organismos de la Administración no informa lo prescrito en el artículo anterior. Esta acción estará sometida al mismo procedimiento que la acción regulada en los artículos 24 y siguientes de esta ley.


Artículo 9°.- Las reparticiones encargadas del control interno de los órganos u organismos de la Administración, tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones y funciones que esta ley encomienda al Consejo y a la Contraloría General de la República.

TÍTULO IV

DEL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO


Artículo 10.- Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir información de cualquier órgano de la Administración del Estado, en la forma y condiciones que establece esta ley.


El acceso a la información comprende el derecho de acceder a las informaciones contenidas en actos, resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como a toda información elaborada con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se contenga, salvo las excepciones legales.


Artículo 11.- El derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado reconoce, entre otros, los siguientes principios:


a) Principio de la relevancia, conforme al cual se presume relevante toda información que posean los órganos de la Administración del Estado, cualquiera sea su formato, soporte, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento.


b) Principio de la libertad de información, de acuerdo al que toda persona goza del derecho a acceder a la información que obre en poder de los órganos de la Administración del Estado, con las solas excepciones o limitaciones establecidas por leyes de quórum calificado.


c) Principio de apertura o transparencia, conforme al cual toda la información en poder de los órganos de la Administración del Estado se presume pública, a menos que esté sujeta a las excepciones señaladas.


d) Principio de máxima divulgación, de acuerdo al que los órganos de la Administración del Estado deben proporcionar información en los términos más amplios posibles, excluyendo sólo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucionales o legales.


e) Principio de la divisibilidad, conforme al cual si un acto administrativo contiene información que puede ser conocida e información que debe denegarse en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda.


f) Principio de facilitación, conforme al cual los mecanismos y procedimientos para el acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado deben facilitar el ejercicio del derecho, excluyendo exigencias o requisitos que puedan obstruirlo o impedirlo.


g) Principio de la no discriminación, de acuerdo al que los órganos de la Administración del Estado deberán entregar información a todas las personas que lo soliciten, en igualdad de condiciones, sin hacer distinciones arbitrarias y sin exigir expresión de causa o motivo para la solicitud.


h) Principio de la oportunidad, conforme al cual los órganos de la Administración del Estado deben proporcionar respuesta a las solicitudes de información dentro de los plazos legales, con la máxima celeridad posible y evitando todo tipo de trámites dilatorios.


i) Principio del control, de acuerdo al que el cumplimiento de las normas que regulan el derecho de acceso a la información será objeto de fiscalización permanente, y las resoluciones que recaigan en solicitudes de acceso a la información son reclamables ante un órgano externo.


j) Principio de la responsabilidad, conforme al cual el incumplimiento de las obligaciones que esta ley impone a los órganos de la Administración del Estado, origina responsabilidades y da lugar a las sanciones que establece esta ley.


k) Principio de gratuidad, de acuerdo al cual el acceso a la información de los órganos de la Administración es gratuito, sin perjuicio de lo establecido en esta ley.


Artículo 12.- La solicitud de acceso a la información será formulada por escrito o por sitios electrónicos y deberá contener:


a) Nombre, apellidos y dirección del solicitante y de su apoderado, en su caso.


b) Identificación clara de la información que se requiere.


c) Firma del solicitante estampada por cualquier medio habilitado.


d) Órgano administrativo al que se dirige.


Si la solicitud no reúne los requisitos señalados en el inciso anterior, se requerirá al solicitante para que, en un plazo de cinco días contado desde la respectiva notificación, subsane la falta, con indicación de que, si así no lo hiciere, se le tendrá por desistido de su petición.


El peticionario podrá expresar en la solicitud, su voluntad de ser notificado mediante comunicación electrónica para todas las actuaciones y resoluciones del procedimiento administrativo de acceso a la información, indicando para ello, bajo su responsabilidad, una dirección de correo electrónico habilitada. En los demás casos, las notificaciones a que haya lugar en el procedimiento se efectuarán conforme a las reglas de los artículos 46 y 47 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.


Artículo 13.- En caso que el órgano de la Administración requerido no sea competente para ocuparse de la solicitud de información o no posea los documentos solicitados, enviará de inmediato la solicitud a la autoridad que deba conocerla según el ordenamiento jurídico, en la medida que ésta sea posible de individualizar, informando de ello al peticionario. Cuando no sea posible individualizar al órgano competente o si la información solicitada pertenece a múltiples organismos, el órgano requerido comunicará dichas circunstancias al solicitante.


Artículo 14.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, deberá pronunciarse sobre la solicitud, sea entregando la información solicitada o negándose a ello, en un plazo máximo de veinte días hábiles, contado desde la recepción de la solicitud que cumpla con los requisitos del artículo 12.


Este plazo podrá ser prorrogado excepcionalmente por otros diez días hábiles, cuando existan circunstancias que hagan difícil reunir la información solicitada, caso en que el órgano requerido deberá comunicar al solicitante, antes del vencimiento del plazo, la prórroga y sus fundamentos.


Artículo 15.- Cuando la información solicitada esté permanentemente a disposición del público, o lo esté en medios impresos tales como libros, compendios, folletos, archivos públicos de la Administración, así como también en formatos electrónicos disponibles en internet o en cualquier otro medio, se comunicará al solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede tener acceso a dicha información, con lo cual se entenderá que la Administración ha cumplido con su obligación de informar.


Artículo 16.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, estará obligado a proporcionar la información que se le solicite, salvo que concurra la oposición regulada en el artículo 20 o alguna de las causales de secreto o reserva que establece la ley.


En estos casos, su negativa a entregar la información deberá formularse por escrito, por cualquier medio, incluyendo los electrónicos.

Además, deberá ser fundada, especificando la causal legal invocada y las razones que en cada caso motiven su decisión. Todo abuso o exceso en el ejercicio de sus potestades, dará lugar a las acciones y recursos correspondientes. 


La resolución denegatoria se notificará al requirente en la forma dispuesta en el inciso final del artículo 12 y la reclamación recaída en ella se deducirá con arreglo a lo previsto en los artículos 24 y siguientes.


Artículo 17.- La información solicitada se entregará en la forma y por el medio que el requirente haya señalado, siempre que ello no importe un costo excesivo o un gasto no previsto en el presupuesto institucional, casos en que la entrega se hará en la forma y a través de los medios disponibles.


Se deberá contar con un sistema que certifique la entrega efectiva de la información al solicitante, que contemple las previsiones técnicas correspondientes.


Artículo 18.- Sólo se podrá exigir el pago de los costos directos de reproducción y de los demás valores que una ley expresamente autorice cobrar por la entrega de la información solicitada.


La obligación del órgano requerido de entregar la información solicitada se suspende en tanto el interesado no cancele los costos y valores a que se refiere el inciso precedente.


Artículo 19.- La entrega de copia de los actos y documentos se hará por parte del órgano requerido sin imponer condiciones de uso o restricciones a su empleo, salvo las expresamente estipuladas por la ley.


Artículo 20.- Cuando la solicitud de acceso se refiera a documentos o antecedentes que contengan información que pueda afectar los derechos de terceros, la autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, dentro del plazo de dos días hábiles, contado desde la recepción de la solicitud que cumpla con los requisitos, deberá comunicar mediante carta certificada, a la o las personas a que se refiere o afecta la información correspondiente, la facultad que les asiste para oponerse a la entrega de los documentos solicitados, adjuntando copia del requerimiento respectivo.


Los terceros afectados podrán ejercer su derecho de oposición dentro del plazo de tres días hábiles contado desde la fecha de notificación. La oposición deberá presentarse por escrito y requerirá expresión de causa.

Deducida la oposición en tiempo y forma, el órgano requerido quedará impedido de proporcionar la documentación o antecedentes solicitados, salvo resolución en contrario del Consejo, dictada conforme al procedimiento que establece esta ley.


En caso de no deducirse la oposición, se entenderá que el tercero afectado accede a la publicidad de dicha información.


Artículo 21.- Las únicas causales de secreto o reserva en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información, son las siguientes:


1. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido, particularmente:


a) Si es en desmedro de la prevención, investigación y persecución de un crimen o simple delito o se trate de antecedentes necesarios a defensas jurídicas y judiciales.


b) Tratándose de antecedentes o deliberaciones previas a la adopción de una resolución, medida o política, sin perjuicio que los fundamentos de aquéllas sean públicos una vez que sean adoptadas.


c) Tratándose de requerimientos de carácter genérico, referidos a un elevado número de actos administrativos o sus antecedentes o cuya atención requiera distraer indebidamente a los funcionarios del cumplimiento regular de sus labores habituales.


2. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte los derechos de las personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud, la esfera de su vida privada o derechos de carácter comercial o económico.


3. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte la seguridad de la Nación, particularmente si se refiere a la defensa nacional o la mantención del orden público o la seguridad pública.


4. Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el interés nacional, en especial si se refieren a la salud pública o las relaciones internacionales y los intereses económicos o comerciales del país.


5. Cuando se trate de documentos, datos o informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8º de la Constitución Política.


Artículo 22.- Los actos que una ley de quórum calificado declare secretos o reservados mantendrán ese carácter hasta que otra ley de la misma jerarquía deje sin efecto dicha calificación.


Transcurridos cinco años contados desde la notificación del acto que declara la calificación, el servicio u órgano que la formuló, de oficio o a petición de cualquier persona y por una sola vez, podrá prorrogarla por otros cinco años, total o parcialmente, evaluando el peligro de daño que pueda irrogar su terminación.


Sin embargo, el carácter de secreto o reservado será indefinido tratándose de los actos y documentos que, en el ámbito de la defensa nacional, establezcan la planificación militar o estratégica, y de aquellos cuyo conocimiento o difusión puedan afectar:


a) La integridad territorial de Chile;


b) La interpretación o el cumplimiento de un tratado internacional suscrito por Chile en materia de límites;


c) La defensa internacional de los derechos de Chile, y


d) La política exterior del país de manera grave.


Los documentos en que consten los actos cuya reserva o secreto fue declarada por una ley de quórum calificado, deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio.


Los documentos en que consten los actos declarados secretos o reservados por un órgano o servicio, deberán guardarse en condiciones que garanticen su preservación y seguridad por el respectivo órgano o servicio, durante el plazo de diez años, sin perjuicio de las normas que regulen su entrega al Archivo Nacional.


Los resultados de las encuestas o de sondeos de opinión encargados por los órganos de la Administración del Estado facultados para ello serán reservados hasta que finalice el período presidencial durante el cual fueron efectuados, en resguardo del debido cumplimiento de las funciones de aquéllas.


Artículo 23.- Los órganos de la Administración del Estado deberán mantener un índice actualizado de los actos y documentos calificados como secretos o reservados de conformidad a esta ley, en las oficinas de información o atención del público usuario de la Administración del Estado, establecidas en el decreto supremo N° 680, de 1990, del Ministerio del Interior.


El índice incluirá la denominación de los actos, documentos e informaciones que sean calificados como secretos o reservados de conformidad a esta ley, y la individualización del acto o resolución en que conste tal calificación.


Artículo 24.- Vencido el plazo previsto en el artículo 14 para la entrega de la documentación requerida, o denegada la petición, el requirente tendrá derecho a recurrir ante el Consejo establecido en el Título V de esta ley, solicitando amparo a su derecho de acceso a la información.


La reclamación deberá señalar claramente la infracción cometida y los hechos que la configuran, y deberá acompañarse de los medios de prueba que los acrediten, en su caso.


La reclamación deberá presentarse dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la denegación de acceso a la información o desde que haya expirado el plazo previsto en el artículo 14 para la entrega de información.


Cuando el requirente tenga su domicilio fuera de la ciudad asiento del Consejo, podrá presentar su reclamo en la respectiva gobernación, la que deberá transmitirla al Consejo de inmediato y por el medio más expedito de que disponga. En estos casos, el reclamo se entenderá presentado en la fecha de su recepción por la gobernación.


El Consejo pondrá formularios de reclamos a disposición de los interesados, los que también proporcionará a las gobernaciones.


Artículo 25.- El Consejo notificará la reclamación al órgano de la Administración del Estado correspondiente y al tercero involucrado, si lo hubiere, mediante carta certificada.


La autoridad reclamada y el tercero, en su caso, podrán presentar descargos u observaciones al reclamo dentro del plazo de diez días hábiles, adjuntando los antecedentes y los medios de prueba de que dispusieren.


El Consejo, de oficio o a petición de las partes interesadas, podrá, si lo estima necesario, fijar audiencias para recibir antecedentes o medios de prueba.


Artículo 26.- Cuando la resolución del Consejo que falle el reclamo declare que la información que lo motivó es secreta o reservada, también tendrán dicho carácter los escritos, documentos y actuaciones que hayan servido de base para su pronunciamiento.


En caso contrario, la información y dichos antecedentes y actuaciones serán públicos.


En la situación prevista en el inciso precedente, el reclamante podrá acceder a la información una vez que quede ejecutoriada la resolución que así lo declare.


Artículo 27.- La resolución del reclamo se dictará dentro de quinto día hábil de vencido el plazo a que se refiere el artículo 25, sea que se hayan o no presentado descargos. En caso de haberse decretado la audiencia a que se refiere el mismo artículo, este plazo correrá una vez vencido el término fijado para ésta.


La resolución del Consejo que otorgue el acceso a la información, fijará un plazo prudencial para su entrega por parte del órgano requerido.


La resolución será notificada mediante carta certificada al reclamante, al órgano reclamado y al tercero, si lo hubiere.


En la misma resolución, el Consejo podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de esta ley, el que se instruirá conforme a lo señalado en esta ley.


Artículo 28.- En contra de la resolución del Consejo que deniegue el acceso a la información, procederá el reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones del domicilio del reclamante.


Los órganos de la Administración del Estado no tendrán derecho a reclamar ante la Corte de Apelaciones de la resolución del Consejo que otorgue el acceso a la información que hubieren denegado, cuando la denegación se hubiere fundado en la causal del número 1 del artículo 21.


El afectado también podrá reclamar de la resolución del Consejo ante la Corte de Apelaciones respectiva, cuando la causal invocada hubiere sido la oposición oportunamente deducida por el titular de la información, de conformidad con el artículo 20.


El reclamo deberá interponerse en el plazo de quince días corridos, contado desde la notificación de la resolución reclamada, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.


Artículo 29.- En caso que la resolución reclamada hubiere otorgado el acceso a la información denegada por un órgano de la Administración del Estado, la interposición del reclamo, cuando fuere procedente, suspenderá la entrega de la información solicitada y la Corte no podrá decretar medida alguna que permita el conocimiento o acceso a ella.


Artículo 30.- La Corte de Apelaciones dispondrá que el reclamo de ilegalidad sea notificado por cédula al Consejo y al tercero interesado, en su caso, quienes dispondrán del plazo de diez días para presentar sus descargos u observaciones.


Evacuado el traslado por el Consejo, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la sala.


La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte dictará sentencia dentro del término de diez días, contados desde la fecha en que se celebre la audiencia a que se refiere el inciso tercero de este artículo o, en su caso, desde que quede ejecutoriada la resolución que declare vencido el término probatorio. Contra la resolución de la Corte de Apelaciones no procederá recurso alguno.


En caso de acogerse el reclamo de ilegalidad interpuesto contra la denegación del acceso a la información, la sentencia señalará un plazo para la entrega de dicha información. 


En la misma resolución, el Tribunal podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de esta ley, el que se instruirá conforme a lo señalado en esta ley.

TÍTULO V

DEL CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA


Artículo 31.- Créase el Consejo para la Transparencia, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. 


El domicilio del Consejo será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios que pueda establecer en otros puntos del país.


Los decretos supremos que se refieran al Consejo, en que no aparezca una vinculación con un Ministerio determinado, serán expedidos a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 32.- El Consejo tiene por objeto promover la transparencia de la función pública, fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre transparencia y publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado, y garantizar el derecho de acceso a la información.


Artículo 33.- El Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de esta ley y aplicar las sanciones en caso de infracción a ellas.


b) Resolver, fundadamente, los reclamos por denegación de acceso a la información que le sean formulados de conformidad a esta ley.


c) Promover la transparencia de la función pública, la publicidad de la información de los órganos de la Administración del Estado, y el derecho de acceso a la información, por cualquier medio de publicación.


d) Dictar instrucciones generales para el cumplimiento de la legislación sobre transparencia y acceso a la información por parte de los órganos de la Administración del Estado, y requerir a éstos para que ajusten sus procedimientos y sistemas de atención de público a dicha legislación.


e) Formular recomendaciones a los órganos de la Administración del Estado tendientes a perfeccionar la transparencia de su gestión y a facilitar el acceso a la información que posean.


f) Proponer al Presidente de la República y al Congreso Nacional, en su caso, las normas, instructivos y demás perfeccionamientos normativos para asegurar la transparencia y el acceso a la información.


g) Realizar, directamente o a través de terceros, actividades de capacitación de funcionarios públicos en materias de transparencia y acceso a la información.


h) Realizar actividades de difusión e información al público, sobre las materias de su competencia.


i) Efectuar estadísticas y reportes sobre transparencia y acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado y sobre el cumplimiento de esta ley.


j) Velar por la debida reserva de los datos e informaciones que conforme a la Constitución y a la ley tengan carácter secreto o reservado.


k) Colaborar con y recibir cooperación de órganos públicos y personas jurídicas o naturales, nacionales o extranjeras, en el ámbito de su competencia.


l) Celebrar los demás actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.


m) Velar por el adecuado cumplimiento de la ley Nº 19.628, de protección de datos de carácter personal, por parte de los órganos de la Administración del Estado.


Artículo 34.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos del Estado. Podrá, asimismo, recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


Igualmente, para el cumplimiento de sus fines, el Consejo podrá celebrar convenios con instituciones o corporaciones sin fines de lucro, para que éstas presten la asistencia profesional necesaria para ello.


Artículo 35.- Todos los actos y resoluciones del Consejo, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que en virtud del artículo 8º de la Constitución Política y de las disposiciones contenidas en la presente ley, tenga el carácter de reservado o secreto.


Artículo 36.- La dirección y administración superiores del Consejo corresponderán a un Consejo Directivo integrado por cuatro consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. El Presidente hará la proposición en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad.


Los consejeros durarán seis años en sus cargos pudiendo ser designados sólo para un nuevo período. Se renovarán por parcialidades de tres años.


El Consejo Directivo elegirá de entre sus miembros a su Presidente. Para el caso de que no haya acuerdo, la designación del Presidente se hará por sorteo.


La presidencia del Consejo será rotativa. El Presidente durará dieciocho meses en el ejercicio de sus funciones, y no podrá ser reelegido por el resto de su actual período como consejero.


Artículo 37.- No podrán ser designados consejeros los diputados y los senadores, los miembros del Tribunal Constitucional, los Ministros de la Corte Suprema, consejeros del Banco Central, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, ni las personas que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


Los cargos de consejeros son incompatibles con los de ministros de Estado, subsecretarios, intendentes y gobernadores; alcaldes y concejales; consejeros regionales; miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscales del Ministerio Público; miembros del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembros de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; funcionarios de la Administración del Estado, y miembros de los órganos de dirección de los Partidos Políticos.


Artículo 38.- Los consejeros serán removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados mediante acuerdo adoptado por simple mayoría, o a petición de diez diputados, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. La Corte Suprema conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Además de la remoción, serán causales de cesación en el cargo de consejero, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue designado.


b) Renuncia ante el Presidente de la República.


c) Postulación a un cargo de elección popular.


d) Incompatibilidad sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.


En caso que uno o más consejeros cesare por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 36, por el período que restare.


Si el consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será designado en la forma prevista en el artículo 36, por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.


Artículo 39.- Los consejeros, a excepción de aquél que desempeñe el cargo de Presidente del Consejo, percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 unidades de fomento por mes calendario.


El Presidente del Consejo percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 40.- El Consejo Directivo adoptará sus decisiones por la mayoría de sus miembros y, en caso de empate, resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de tres consejeros. El reglamento establecerá las demás normas necesarias para su funcionamiento.


Artículo 41.- Los estatutos del Consejo establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos al Presidente de la República por, a lo menos, una mayoría de tres cuartos de sus miembros, y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 42.- El Director del Consejo será su representante legal, y le corresponderán especialmente las siguientes funciones:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Consejo Directivo.


b) Planificar, organizar, dirigir y coordinar el funcionamiento del Consejo, de conformidad con las directrices que defina el Consejo Directivo.


c) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento del Consejo, previo acuerdo del Consejo Directivo.


d) Contratar al personal del Consejo y poner término a sus servicios, de conformidad a la ley.


e) Ejecutar los demás actos y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Consejo.


f) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios del Consejo.


g) Ejercer las demás funciones que le sean delegadas por el Consejo Directivo.


Artículo 43.- Las personas que presten servicios en el Consejo se regirán por el Código del Trabajo.


Sin perjuicio de lo anterior, serán aplicables a este personal las normas de probidad y las disposiciones del Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.F.L. Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Las personas que desempeñen funciones directivas en el Consejo serán seleccionadas mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública sobre la base de una terna conformada por el Consejo de esa Alta Dirección.


El Consejo deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado.


Asimismo, el Consejo estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Consejo estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 44.- El patrimonio del Consejo estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes.


c) Las donaciones, herencias y legados que el Consejo acepte.


Las donaciones en favor del Consejo no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecidas en la ley N° 16.271.

TÍTULO VI

INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 45.- La autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, que hubiere denegado infundadamente el acceso a la información contraviniendo así lo dispuesto en el artículo 16, será sancionado con multa de 20% a 50% de su remuneración.


Artículo 46.- La no entrega oportuna de la información en la forma decretada, una vez que ha sido ordenada por resolución a firme, será sancionada con multa de 20% a 50% de la remuneración correspondiente.


Si la autoridad o jefatura o jefe superior del órgano o servicio de la Administración del Estado, requerido, persistiere en su actitud, se le aplicará el duplo de la sanción indicada y la suspensión en el cargo por un lapso de cinco días.


Artículo 47.- El incumplimiento injustificado de las normas sobre transparencia activa se sancionará con multa de 20% a 50% de las remuneraciones del infractor.

Artículo 48.- Las sanciones previstas en este título, deberán ser publicadas en los sitios electrónicos del Consejo y del respectivo órgano o servicio, dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde que la respectiva resolución quede a firme.


Artículo 49.- Las sanciones previstas en este título serán aplicadas por el Consejo, previa instrucción de una investigación sumaria o sumario administrativo, ajustándose a las normas del Estatuto Administrativo. Con todo, cuando así lo solicite el Consejo, la Contraloría General de la República, de acuerdo a las normas de su ley orgánica, podrá incoar el sumario y establecer las sanciones que corresponda.

TÍTULO VII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- De conformidad a la disposición cuarta transitoria de la Constitución Política, se entenderá que cumplen con la exigencia de quórum calificado, los preceptos legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos, por las causales que señala el artículo 8º de la Constitución Política.

Artículo 2º.- La primera designación de consejeros del Consejo para la Transparencia, se hará a los sesenta días de la entrada en vigencia de la presente ley.


En la propuesta que se haga al Senado se identificará a los dos consejeros que durarán seis años en sus cargos, y los dos que durarán tres años.

El Consejo para la Transparencia se entenderá legalmente constituido una vez que el Consejo Directivo tenga su primera sesión válida.


Artículo 3º.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos del año respectivo.


ARTICULO SEGUNDO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


1. Deróganse los incisos tercero y siguientes del artículo 13 y el artículo 14.


2. Intercálase en el inciso segundo del artículo 21, a continuación de la denominación “Consejo Nacional de Televisión” las expresiones “al Consejo para la Transparencia”, precedidas de una coma (,).


ARTÍCULO TERCERO.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 16 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos, por el siguiente:


“En consecuencia, salvo las excepciones establecidas en la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado y en otras disposiciones legales aprobadas con quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que éstos se contengan, y los procedimientos que utilicen en su elaboración o dictación.”.


ARTÍCULO CUARTO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio del Interior:


1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 12:


“Todas estas resoluciones estarán a disposición del público y deberán ser publicadas en los sistemas electrónicos o digitales de que disponga la municipalidad.”.


2. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 84:


“Las actas del concejo se harán públicas una vez aprobadas, y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados en ella y la forma como fueron votadas. La publicación se hará mediante los sistemas electrónicos o digitales que disponga la municipalidad.”.


ARTÍCULO QUINTO.- Modifícase la Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República; Nº 10.336, incorporándose en el Título X, el siguiente artículo 155, nuevo:


“Artículo 155.- La Contraloría General de la República se rige por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución Política de la República y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


La publicidad y el acceso a la información de la Contraloría General se regirán, en lo que fuere pertinente, por las siguientes normas de la ley citada en el inciso anterior: Título II, Título III y artículos 10 al 22 del Título IV.


Vencido el plazo legal para la entrega de la información requerida o denegada la petición por alguna de las causales autorizadas por la ley, el requirente podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 28, 29 y 30 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. En la misma resolución, la Corte podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, el que se instruirá conforme a su respectiva ley orgánica. Las sanciones por infracción a las normas de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, serán las consignadas en dicha ley.


El Contralor, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, establecerá las demás normas e instrucciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones legales citadas, considerando para tal efecto las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia en conformidad con el artículo 32 de la referida ley.


ARTÍCULO SEXTO.- El Congreso Nacional se rige por el principio de la transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


Las Cámaras deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, en lo pertinente.


Deberán especialmente publicar, además, la asistencia de los parlamentarios a las sesiones de Sala y de comisiones, las votaciones y elecciones a las que concurran y las dietas y demás asignaciones que perciban.


Los reglamentos de ambas Cámaras consignarán las normas que cautelen el acceso del público a la información de que trata este artículo.


ARTÍCULO SÉPTIMO.- Modifícase la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley N° 18.840, en lo siguiente:


a) Incorpórase en el Título V, el siguiente artículo 65 bis, nuevo:


“Artículo 65 bis.- El Banco Central se rige por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública, consagrado en el artículo 8° inciso segundo de la Constitución Política de la República y en los artículos 3° y 4° de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


La publicidad y el acceso a la información del Banco se regirán, en lo que fuere pertinente, por las siguientes normas de la ley citada en el inciso anterior: Título II; Título III, a excepción del artículo 9°; y los artículos 10 al 22 del Título IV. En todo caso, la prórroga de que trata el inciso segundo del referido artículo 22, se adoptará mediante acuerdo del Consejo que requerirá del voto favorable de, a lo menos, cuatro consejeros y en cuanto a la preservación de documentos de que trata esa misma disposición, se aplicará lo dispuesto en el artículo 86. Las referencias que dichas normas hacen a la autoridad, jefatura o jefe superior, se entenderán hechas al Presidente del Banco.


Vencido el plazo legal para la entrega de la información requerida, o denegada la petición por alguna de las causales autorizadas por la ley, el requirente podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69. La Corte, en la misma sentencia que acoja el reclamo, sancionará con multa de 20% a 50% de las remuneraciones al infractor.

El Banco, mediante acuerdo del Consejo publicado en el Diario Oficial, establecerá las demás normas e instrucciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones legales citadas, adoptando para tal efecto las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia en conformidad con el artículo 32 de la referida ley.”.


b) Sustitúyese el inciso primero del artículo 66, por el siguiente:


“Artículo 66.- Además, el Banco deberá guardar reserva respecto de los antecedentes relativos a las operaciones de crédito de dinero que celebre o las inversiones que efectúe en conformidad a los artículos 34, 36, 37, 38, 54, 55 y 56; de los que provengan de la información que requiera en conformidad a los artículos 40, 42 y 49 en materia de operaciones de cambios internacionales o de atribuciones que le otorgan en esa misma materia otras leyes; y de la información que recabe para el cumplimiento de la función contemplada en el artículo 53; y, no podrá proporcionar información sobre ellos sino a la persona que haya sido parte de las mismas, o a su mandatario o representante legal.”.


ARTÍCULO OCTAVO.- Los Tribunales que forman parte del Poder Judicial, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales, a través de su Corporación Administrativa, deberán mantener a disposición permanente del público, en sus sitios electrónicos, y debidamente actualizados, los antecedentes indicados en el articulo 7° de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


Los demás tribunales especiales de la República, tales como el Tribunal de Contratación Pública o el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y los órganos que ejercen jurisdicción, como la Dirección General de Aeronáutica Civil o el Panel de Expertos a que se refiere la ley Nº 19.940, cumplirán la obligación dispuesta en el inciso precedente mediante sus propios sitios electrónicos o en los de el o de los servicios u organismos de que dependan o formen parte o tengan más próxima vinculación, en caso de que no dispongan de un sistema propio.


En los asuntos cuya cuantía exceda de 500 unidades tributarias mensuales o respecto de los cuales se impongan multas superiores a dicho monto, o penas de presidio o reclusión superiores a tres años y un día, las sentencias de término de los tribunales ordinarios o especiales, y las definitivas en caso de que las primeras sólo modifiquen o reemplacen parte de éstas, deberán publicarse en la forma dispuesta en este artículo. Lo mismo se aplicará a los demás órganos jurisdiccionales a que se refiere el inciso anterior respecto de sus resoluciones de igual naturaleza, cualquiera sea su denominación.


Las sentencias o resoluciones mencionadas en el inciso precedente se publicarán dentro de cinco días de que éstas queden ejecutoriadas.


ARTÍCULO NOVENO.- El Ministerio Público, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral se rigen por el principio de transparencia en el ejercicio de la función pública consagrado en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución Política de la República y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.


La publicidad y el acceso a la información de las instituciones mencionadas en el inciso precedente se regirán, en lo que fuere pertinente, por las siguientes normas de la ley citada en el inciso anterior: Título II, Título III y los artículos 10 al 22 del Título IV.


Vencido el plazo legal para la entrega de la información requerida o denegada la petición por algunas de las causales autorizadas por la ley, el requirente podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 28, 29 y 30 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. En la misma resolución, la Corte podrá señalar la necesidad de iniciar un procedimiento disciplinario para establecer si algún funcionario o autoridad ha incurrido en alguna de las infracciones al Título VI de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, el que se instruirá conforme a sus respectivas leyes orgánicas. Con todo, las sanciones que se impongan por infracción a las normas de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, serán las contenidas en dicha ley.

El Fiscal Nacional o el Presidente del Tribunal Constitucional, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, establecerá las demás normas e instrucciones necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones legales citadas, considerando para tal efecto las normas generales que dicte el Consejo para la Transparencia en conformidad con el artículo 32 de la referida ley.


En el caso de la Justicia Electoral, las disposiciones consignadas en el inciso anterior se establecerán mediante auto acordado del Tribunal Calificador de Elecciones o auto acordado de cada Tribunal Electoral Regional, que se publicará, respectivamente, en el Diario Oficial y en el diario regional que corresponda.


ARTÍCULO DÉCIMO.- El principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado es aplicable a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y a las sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio, tales como Televisión Nacional de Chile, la Empresa Nacional de Minería, la Empresa de Ferrocarriles del Estado, la Corporación Nacional del Cobre de Chile o Banco Estado, aun cuando la ley respectiva disponga que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a las regulaciones de otras leyes.


En virtud de dicho principio, las empresas mencionadas en el inciso anterior deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:


a) El marco normativo que les sea aplicable.


b) Su estructura orgánica u organización interna.


c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.


d) Sus estados financieros y memorias anuales.


e) Sus filiales o coligadas y todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.


f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la empresa.


g) Información consolidada del personal.


h) Toda remuneración percibida en el año por cada Director, Presidente Ejecutivo o Vicepresidente Ejecutivo y Gerentes responsables de la dirección y administración superior de la empresa, incluso aquellas que provengan de funciones o empleos distintos del ejercicio de su cargo que le hayan sido conferidos por la empresa, o por concepto de gastos de representación, viáticos, regalías y, en general, todo otro estipendio. Asimismo, deberá incluirse, de forma global y consolidada, la remuneración total percibida por el personal de la empresa.


La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.


Las empresas a que se refiere este artículo, cualquiera sea el estatuto por el que se rijan, estarán obligadas a entregar a la Superintendencia de Valores y Seguros o, en su caso, a la Superintendencia a cuya fiscalización se encuentren sometidas, la misma información a que están obligadas las sociedades anónimas abiertas de conformidad con la ley N° 18.046. En caso de incumplimiento, los directores responsables de la empresa infractora serán sancionados con multa a beneficio fiscal hasta por un monto de quinientas unidades de fomento, aplicada por la respectiva Superintendencia de conformidad con las atribuciones y el procedimiento que establecen sus respectivas leyes orgánicas.


ARTÍCULO UNDÉCIMO.- Derógase el artículo 8º del Decreto Ley Nº 488, de 1925.


ARTÍCULO TRANSITORIO.- La presente ley entrará en vigencia ocho meses después de publicada en el Diario Oficial, salvo el artículo 2º transitorio de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado, que regirá desde su publicación en el Diario Oficial.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 31 de julio de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez, Orpis y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni, Eluchans y Jarpa; 6 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Eluchans y Venegas (señor Jarpa); 27 de agosto de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Larraín (señor Orpis) y Núñez y de los Honorables Diputados señores Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni y Eluchans; 3 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Eluchans y Jarpa; 10 de septiembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Horvath (señor Bianchi), Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Ceroni, Eluchans y Jarpa; 1 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Larraín (señor Orpis) y Núñez y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni, Eluchans y Jarpa; 16 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Larraín (señor Orpis) y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni y Eluchans; 19 de noviembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Ceroni, Eluchans y Jarpa; 3 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni, Eluchans y Jarpa; 4 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni, Eluchans, Jarpa y Sabag, don Jorge (señor Burgos); 10 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Eluchans y Venegas (señor Jarpa); 11 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Gazmuri (señor Núñez), Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni, Eluchans, y Jarpa; 7 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Larraín (señor Orpis) y Núñez y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián),  Eluchans y  Jarpa, y 8 de enero de 2008, con asistencia de los Honorables  Senadores señores Sabag (Presidente), Larraín (señor Orpis), Núñez y Pérez Varela y de los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil (señor Monckeberg, don Cristián), Ceroni, Eluchans y Jarpa.


Sala de la Comisión a 14 de enero de 2008.

(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO,  Secretario de la Comisión

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL CAUDAL AMBIENTAL

(5717-12)

Honorable Senado:
Considerando:

1°.- La necesidad de asegurar un caudal mínimo que proteja los ecosistemas de las distintas cuencas del país.

2°.- El que el Art. 129 bis 1 del Código de Aguas establece la obligatoriedad de velar por la preservación de la naturaleza y la protección del medio ambiente debiéndose establecer un caudal ecológico mínimo.

3°.- El que mediante la Ley de Pesca Recreativa, en espera de su promulgación, establece un caudal mínimo y un caudal mínimo pesquero para estos fines.

4°.- La conveniencia de que este caudal mínimo se mantenga ante cualquier tipo de intervención que se pueda hacer en un río o curso de agua.

5°.- El que por el efecto invernadero que ha producido un cambio climático de carácter global que sube la línea de nieves, disminuye las zonas englaciadas y altera los caudales, lo que hace necesario tener una mayor preservación de los cursos de agua.

6°.- El que acciones en una cuenca, como cambio de uso de suelo y de las superficies forestadas, afectan la cantidad y calidad de las aguas.

7°.- La necesidad de asegurar un caudal mínimo para garantizar la supervivencia de los ecosistemas, la preservación de la naturaleza, actividades turísticas recreativas, de estudio científico, actividades culturales y tradicionales, la dilución de elementos que pudieran ser contaminantes, el cuidado escénico y del paisaje,

Es que vengo en presentar la siguiente Moción de Ley.

MOCION DE LEY

ESTABLECE  CAUDAL AMBIENTAL

Artículo 1° 

Se entenderá por Caudal Ambiental: es el caudal de volumen por unidad de tiempo que comprende el necesario para la preservación de la naturaleza, sus ecosistemas, el cuidado del medio ambiente, el desarrollo de actividades turísticas y recreativas, la investigación científica, actividades culturales y tradicionales, dilucion de sustancias que pudieran ser contaminantes y el cuidado escénico y del paisaje natural.

Artículo 2°

Agréguese el siguiente inciso tercero al Art. 129 bis

“En cada curso de agua se asegurará el caudal mínimo ambiental que señala el Artículo 1° de esta Ley.”

Artículo 3°

Toda intervención en ríos y cursos de aguas deberá asegurar el caudal mínimo ecológico.

Artículo 4°

Agréguese la siguiente letra h) al artículo 12 de la Ley N° 19.300.

“h) la consideración y armonización del proyecto o actividad con el caudal, ambiental según lo establece la presente Ley

(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, Senador

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR OMINAMI, POR MEDIO DE LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, A FIN CALIFICAR DE INFRACCIÓN GRAVÍSIMA LA CONDUCCIÓN HACIENDO USO DE UN TELÉFONO MÓVIL SIN EL SISTEMA DE “MANOS LIBRES”

(5722-15)
Honorable Senado:

1. Diversos estudios científicos han demostrado que el uso de teléfonos celulares mientras se conduce, deteriora el funcionamiento en tareas de conducción, tales como tiempo de reacción, cambios de pistas y velocidad, distancias y conocimiento circunstancial. En efecto, recientes estudios de la Universidad de Utha, han demostrado que manejar y hablar por celular equivale a conducir en estado de ebriedad (simple delito en nuestro ordenamiento jurídico), en términos de concentración y focalización de los sentidos en la conducción. De modo que es insoslayable considerar como “gravísimas” las faltas que consisten en hablar por celular sin un dispositivo adecuado, que reduzca los riegos de afección de las facultades mentales y motrices mientras se conduce. En este sentido, el CONASET ha indicado que el mal uso del celular mientras se conduce, distrae al conductor por a lo menos 10 segundos imposibilitándolo reaccionar con rapidez frente a un evento intempestivo.

2. Informes de la Comisión Nacional de Tránsito y Carabineros de Chile, señalaron que durante el año 2006 fueron cursadas 13.034 infracciones a la ley de Tránsito por no estar atento a las condiciones del tráfico vial, dentro de las cuales alrededor del 60 % fueron por uso indebido del teléfono celular en la conducción. Más aún, el registro estadístico de la Comisión Nacional de Tránsito, arroja resultados alarmantes, indicando que durante el año 2006 hubo 17.713 siniestros por imprudencia del conductor con un resultado de 1.954 víctimas fatales. Frente a esta realidad, el propio organismo ha indicado que los siniestros automovilísticos por imprudencia constituyen una “verdadera epidemia social”. 

3. El texto “Informe y actitudes del sistema de tránsito frente a la seguridad de tránsito”,  elaborado el año 2004 por el CONASET con la colaboración del INE, es claro en señalar que en términos cuantitativos, son los peatones los más afectados por los siniestros de tránsito, de esta manera al ponderar de “gravísima” la falta del artículo 198 nº 36 de la ley 18.290, se contribuye a la protección del sector más vulnerable frente a los siniestros viales: los peatones.


4. No obstante estar vigente desde diciembre del año  2005 la ley nº 20.068, que modifica el texto de la ley 18.290, elevando a la categoría de  “grave” el uso de celular u otro aparato de telecomunicaciones análogo, las infracciones a la ley del tránsito se han incrementado. Por ejemplo, en la V Región el año 2005 hubo 4.745 lesionados en accidentes de tránsito, frente a 5.602 del año 2006. De lo anterior se colige que, la sanción que implica ponderar de “grave” a este tipo de conductas ha sido inocua a la hora de disuadir a los conductores sobre el uso indebido del teléfono móvil mientras se conduce. Por tanto, es absolutamente necesario hacerse cargo de esta realidad y ser más estrictos al calificar esta infracción, elevándola a la categoría de falta gravísima. Lo anterior tiene un doble efecto; El infractor se ve expuesto a un mayor peso económico frente a la infracción (antes debía pagar por la comisión de una infracción grave una suma que iba desde los $34.222 a los $51.333. La presente moción propone elevar dicha infracción a la categoría de gravísima, aumentando la multa a una suma que variará entre los $51.333 a $102.666) como así mismo a la posibilidad de ver suspendida su licencia de conducir, sanciones que serán agravadas en caso de reincidencia, disuadiendo a los conductores de la utilización de teléfonos móviles al tiempo de la conducción y al uso  del dispositivo correcto permitido por la ley.

5. Por las razones antes expuestas, venimos en proponer a este Honorable Senado, el siguiente proyecto de ley:
Proyecto de ley

Artículo único: Modifíquese la ley 18.290 en el siguiente sentido:

1° Incorpórese el siguiente número tres nuevo al artículo 197:

“Conducir haciendo uso de un teléfono celular u otro aparato de comunicaciones, salvo que tal uso se efectué por medio de un sistema de manos libres, cuyas características serán determinadas por un reglamento”.

2° Deróguese el número 36 del artículo 198.

(Fdo.): Carlos Ominami PASCUAL,.Senador.
MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, MUÑOZ BARRA Y OMINAMI, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA  LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, CON EL OBJETO DE ESTABLECER MEDIDAS PARA PREVENIR ACCIDENTES DE TRÁNSITO

(5718-15)

Honorable Senado:

CONSIDERANDOS

Los accidentes de tránsito sin duda representan uno de los mayores problemas sociales y de mayor preocupación de la modernidad y de la vida en ciudad.

Esto además constituye un problema de salud pública si tenemos en consideración que gran parte de los accidentes son protagonizados por jóvenes bajo los efectos del alcohol o las drogas. Esto desde luego complejiza el problema que no puede ser tratado únicamente como una cuestión de mera transgresión del derecho y por tanto resoluble con los instrumentos punitivos tradicionales, sino que lo sitúa como un problema de salud pública que debe ser abordado con respuestas normativas innovadoras.

De acuerdo a CONASET “durante los últimos años (2001-2006) se han generado 268.792 siniestros de tránsito, los cuales han dejado un saldo negativo de 9.849 fallecidos y 276.139 lesionados de diversa consideración (42.671 graves, 33.330 menos graves y 200.138 leves).”

Según la misma fuente la presencia de alcohol en accidentes de tránsito ha tenido una participación significativa dentro de la clasificación general, constituyéndose en la quinta causa basal de ocurrencia de siniestros de tránsito.

Por su parte, el número de personas fallecidas ascendió a 2.019, situación que situó a estos siniestros en el segundo lugar en materia de mortalidad con un 20,50% respecto del total, después de la causa relativa a la imprudencia de peatones (2.347).

La tendencia evolutiva en el tiempo, según CONASET, indica que:

· Entre 1997 y 2006, los siniestros de tránsito causados por la presencia de alcohol han experimentado un aumento de 221 casos, lo que significa un incremento del 6,25%.

· Entre 1997 y 2006, el número de víctimas fatales en siniestros de tránsito causados por la presencia de alcohol ha experimentado un aumento de 98, lo que significa un incremento del 38,13%.

· Entre 1997 y 2006, la cantidad de personas lesionadas en siniestros de tránsito causados por la presencia de alcohol ha experimentado un aumento de 518, lo que significa un incremento del 11,86%.

Con el propósito de abordar de un modo integral las deficiencias legales existentes en materia de prevención de accidentes de tránsito es que proponemos una reforma a la Ley de Tránsito que aborde lo que a nuestro juicio son los aspectos deficitarios en la prevención de accidentes, a saber:

1.- La creación de un sistema de licencias con puntajes que se constituya en un incentivo y desincentivo de la comisión de infracciones, reemplazando el enfoque puramente sancionador por un incentivador.

2.- La reforma del sistema de penalización de la conducción con alcohol o drogas por un régimen que unifique el tratamiento del problema eliminando la distinción artificial y arbitraria existente entre manejo bajo la influencia del alcohol y estado de ebriedad, regulando la conducción con alcohol o drogas bajo un mismo régimen sancionatorio que cumpla a su vez con finalidades educativas y de reorientación de las conductas. La idea es innovar respecto al régimen punitivo penal tradicional, de corte represivo y que ha demostrado ser ineficaz, reemplazándolo por uno más innovador y de corte preventivo que combine las sanciones económicas, penales y psico-sociales.

3.- La implementación de señalética de seguridad de tránsito o “faros” especialmente dirigida a advertir la existencia de puntos focales de alto o mayor riesgo de accidentes de acuerdo a las estadísticas de puntos rojos que tiene la autoridad de tránsito.

4.- La obligación de las concesionarias de rutas o autopistas de responder objetivamente por los daños que se causen con motivo de deficiencias o faltas de la ruta o del servicio que prestan.  

5.- La restricción de la velocidad máxima permitida para camiones a 60 Km/Hr., que por sus características representan un mayor riesgo de seguridad y generan consecuencias mayores en caso de accidentes sobre todo si circulan a mayor velocidad.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE LEY,

1.- Agrégase al art.12 el siguiente inciso 2º nuevo:

“Las licencias tendrán asignado un puntaje que cada conductor conservará, perderá o aumentará según la conducta de conducción observada por un lapso de tiempo.

Un reglamento determinará y regulará el sistema de puntaje de licencias.”

2.- Agrégase al art. 99 el siguiente inciso 2º nuevo:

“Entre las señalizaciones de tránsito se establecerán especialmente aquellas que adviertan la existencia o proximidad de zonas de riesgo o peligro de accidentes.”

3.-  Reemplázase el inciso 2º del art. 115 A por el siguiente:

“Se prohíbe, asimismo, la conducción de cualquier vehículo o medio de transporte, la operación de cualquier tipo de maquinaria o el desempeño de las funciones de guardafrenos, cambiadores o controladores de tránsito, bajo los efectos del alcohol, de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.”

4.- Reemplázase  el inciso segundo del artículo 115 B, por el siguiente: 

“Se entenderá que hay desempeño bajo los efectos del  alcohol cuando el informe o prueba arroje una dosificación igual o superior a 0,5 gramos por mil de alcohol en sangre.”

5.- Derógase el inciso 3 del artículo 115 B.

6.- Agrégase el siguiente artículo 116 nuevo: 

“Los camiones y tractocamiones de más de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular sólo podrán circular en zonas urbanas de noche, esto es, desde media hora después de la puesta de sol y hasta media hora antes de su salida.”

7.- Agrégase al final del numeral 2.3. del art. 150 la siguiente frase:

“Los camiones y tractocamiones de más de 3.860 kilogramos de peso bruto vehicular no podrán, en todo caso, circular a más de 60 Km/hr. en caminos con una pista de circulación en cada sentido”

8.- Agrégase el siguiente art.177 nuevo:

“El concesionario de una autopista o ruta vial será siempre responsable civil de los daños y perjuicios causados por el mal estado, falta o deficiente servicio que preste la ruta concesionada.”

9.- Reemplázase el texto del artículo 196 C por el siguiente: 

“Artículo 196 C. El que infringiendo la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 115 A, conduzca, opere o desempeñe las funciones bajo los efectos del alcohol, sin ocasionar daños o lesiones, será sancionado con prisión, conmutable por trabajos comunitarios o asistencia a los programas de tratamiento y rehabilitación contemplados en el art.33, multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales y suspensión de la licencia de conducir por un período de seis a doce meses. 

Si se ocasionaren daños materiales, será sancionado con prisión, conmutable por la realización de trabajos comunitarios o asistencia a los programas de tratamiento y rehabilitación contemplados en el art.33 si se han satisfecho previamente los efectos civiles del hecho y multa equivalente al duplo de los daños causados, que en todo caso no podrá ser inferior a veinte ni superior a sesenta unidades tributarias mensuales, y suspensión de la licencia de conducir por seis a doce meses.

Si, a consecuencia de esa conducción, operación o desempeño, se causaren lesiones se impondrá la misma pena asignada al delito de lesiones, multa equivalente al duplo del valor de las lesiones, que en todo caso no podrá ser inferior a veinte ni superior a noventa unidades tributarias mensuales, la suspensión de la licencia de conducir de doce a cuarenta y ocho meses, y con la realización de trabajos comunitarios o asistencia a los programas de tratamiento y rehabilitación contemplados en el art.33.

Si se causare la muerte, se impondrá la pena asignada al delito de homicidio, multa de veinte a ciento veinte unidades tributarias mensuales y la cancelación de la licencia para conducir y con la realización de trabajos comunitarios o asistencia a los programas de tratamiento y rehabilitación contemplados en el art.33.

En caso de reincidencia causando daños o lesiones el infractor sufrirá, además de la pena que le corresponda, la cancelación de la licencia para conducir.”  

(Fdo.): GUIDO GIRARDI, SENADOR.- Roberto Muñoz Barra, Senador.- Carlos Ominami Pascual, Senador.

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES, NAVARRO, ÁVILA, GIRARDI, NARANJO, VÁSQUEZ Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN NACIONAL DEL MEDIO AMBIENTE QUE ADOPTE UN CONJUNTO DE MEDIDAS PARA FOMENTAR EL RECICLAJE DE DESECHOS ELECTRÓNICOS

(S 1040-12)
Honorable Senado:

Considerando:

1. Que hoy en día, sólo el 11% de los desechos electrónicos que se produce en el mundo son reciclados y, según estadísticas de esta misma industria, un 75% de este tipo de desechos recolectados en el país de origen son exportados hacia China, India y Pakistán, donde son acopiados, no siempre en las mejores condiciones.

2. Que los estudios señalan que entre 1997 y 2007 se generaron 500 millones de toneladas de esta basura en EEUU. Por su parte, la Unión Europea estima que estos residuos aumentan a un ritmo de 28% cada cinco años, lo que es tres veces más rápido que todas las otras basuras consideradas en su conjunto.

3. Que actualmente el volumen de la basura electrónica representa entre el 1 y el 5% del total de la basura en el mundo. Una cifra que aumenta. Muchos aparatos contienen una amplia gama de productos tóxicos potencialmente contaminantes como el plomo, níquel, cadmio o mercurio, los que pueden llegar hasta las aguas subterráneas al ser desechados en vertederos no autorizados.

4. Que más de cinco millones de celulares, más de un millón de computadores y diversos equipos electrónicos obsoletos, son parte de la basura de nuestro país. Y ésta, contiene elementos altamente nocivos para la salud que, al no ser tratados adecuadamente, pueden causar graves daños al medio ambiente y a las personas.

5. Que junto con aumentar el número de empresas que se dedican al reciclaje de desechos electrónicos (cámaras de video, TV, sistemas de audio, CD players, celulares, comunicadores inalámbricos, calculadoras, computadores personales, juegos de video, impresoras, scanners, fax, fotocopiadoras, etc.), éstas han logrado acceder al conocimientos y tecnología necesaria para poder reciclar en Chile.

6. Que según cifras de la Subtel, en Chile existían a fines de 2006, 12,8 millones de equipos de telefonía móvil. Aunque la tasa de recambio de equipos no es tan alta como en Europa o Estados Unidos, año tras año aumenta el número de teléfonos celulares que son desechados de diversas formas. 

7. Que también existen empresas que se dedican al reciclaje de celulares en nuestro país. Según ellas, asumiendo que un teléfono móvil tiene una vida útil de 18 meses y pesa aproximadamente 200 gramos, sólo a fines de 2004 había en Chile 1.400 toneladas de teléfonos móviles que fueron a parar a vertederos legales e ilegales. 

8. Que un computador contiene más de 1,8 kilogramos de plomo, presente en junturas metálicas, escudo antirradiación y tubos de rayos catódicos. El plomo es considerado como residuo peligroso por el DS 149. El plomo afecta el sistema nervioso, endocrino y cardiovascular, así como también los riñones. Entre lo daños que produce al medio ambiente se cuentan su acumulación en el ecosistema, efectos tóxicos en la flora, la fauna y los microorganismos.

9. Que la venta de computadores en Chile durante el 2006 alcanzó a las 816.000 unidades. Para tener una referencia, un estudio de la Agencia para la Protección Ambiental de EEUU (EPA) indica que, en los países en desarrollo, el promedio de vida útil de los computadores ha disminuido de 6 años en 1997 a 2 años en el 2005.

10. Que al considerar una vida útil de 4 años para un computador en Chile, obtenemos que al 2010 tendremos 818.00 computadores obsoletos, es decir, aproximadamente 16.320 toneladas de basura electrónica, o bien, cerca de 1.000 kilogramos de plomo, por mencionar sólo algunos ejemplos.

11. Que el procedimiento de jerarquizar el tratamiento de todo tipo de residuos, considera prevención, minimización, tratamiento y disposición final. Al aplicar está fórmula a los residuos eléctricos y electrónicos vemos que la solución debiera centrarse en la minimización, es decir, reutilizar, reciclar y reducir.

12. Que el reciclaje se presenta como una alternativa viable para este tipo de residuos, toda vez que posibilita la recuperación de algunas materias primas y el tratamiento adecuado de los residuos peligrosos. En el último año las cifras de reciclaje de este tipo de residuos a nivel nacional se han incrementado de un 1% a un 3%, existiendo en dicho mercado la meta de alcanzar el 10% el 2010. 

13. Que la recuperación de plásticos y metales, permite la reutilización de éstos a través de procesos de fundición, por ejemplo, en el caso de los plásticos que se utilizan en la fabricación de parachoques, maceteros, sillas de playa y otros productos.

14. Que hoy existen algunas empresas operando en el mercado nacional que recogen residuos eléctricos y electrónicos, enviando las materias primas rescatadas del proceso de desmantelamiento de los aparatos a fundiciones certificadas por la norma ISO 14.000, en tanto que los desechos peligrosos son enviados a centros de disposición final de residuos autorizados.

15. Que el crecimiento del país debe ser sustentable económica, social y ambientalmente. Por esto, los organismos que miden y monitorean el crecimiento de los países han puesto énfasis en el desarrollo sustentable de las economías. La OCDE, en su informe sobre el medio ambiente en Chile, de 2005, señala una falta de institucionalidad ambiental y de profundización en temas como el principio de que “el que contamina paga” o “Responsabilidad Ampliada del Productor”.

16. Que la esencia del principio de la “Responsabilidad Ampliada del Productor” plantea la existencia de un valor adicional al precio de venta de cada equipo electrónico o eléctrico, con lo que el consumidor está pagando implícitamente y asegurando la cadena de recogida y reciclaje de ese equipo.

El Senado acuerda:

Solicitar a la Ministra del Medio Ambiente, que ante el rápido crecimiento de los desechos electrónicos, enviar al Congreso Nacional todas aquellas iniciativas legislativas que estimulen e incentiven el desarrollo de actividades de reciclaje, especialmente en regiones, tanto públicas como privadas, de manera de evitar que la eliminación y acumulación inadecuada de estos desechos puedan llegar a convertirse en un problema medioambiental grave y, asimismo, desarrollar planes y programas de información, educación y acción ciudadana sobre esta materia.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.

PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NAVARRO, ÁVILA, GIRARDI, NARANJO, VÁSQUEZ Y ZALDÍVAR, MEDIANTE LA CUAL SOLICITAN A LA SEÑORA MINISTRA DE SALUD QUE ESTUDIE MECANISMOS QUE GARANTICEN QUE LOS MUNICIPIOS RECIBIRÁN LOS RECURSOS NECESARIOS PARA OTORGAR UNA ATENCIÓN DE SALUD PRIMARIA DIGNA

(1041-12)

:
Honorable Senado

PROYECTO DE ACUERDO

Considerando:

1. Que en Chile, nueve millones de personas utilizan el sistema municipal de Atención Primaria de Salud (APS), cuyo objetivo es mantener la salud de los individuos y comunidades a través de prevención, promoción y control.

2. Que en nuestro país, el modelo per cápita es el principal método de financiamiento en APS. Éste consiste en que cada municipio reciba recursos según el número de beneficiarios públicos registrados en cada centro de salud de la comuna. Los recursos entregados consisten en un valor basal por persona, establecido por promedios históricos, que aumenta según características de cada comuna (rural o urbana, grado de pobreza, indicador de dificultad del desempeño, etc.). Sin embargo dichos promedios no consideran que algunos grupos no tienen sus necesidades cubiertas, al momento de realizar la estimación, ni tampoco las diferencias de necesidades entre las personas con distintas características sociodemográficas y epidemiológicas.

3. Que investigaciones muestran que los métodos locales de distribución de recursos de cada municipalidad se basan prioritariamente en necesidades históricas de los centros de salud y pocos en la asignación per cápita de la autoridad sanitaria, cubriendo el déficit de presupuesto con recursos propios. 

4. Que el déficit de la salud primaria es una realidad que sufren prácticamente todas las municipalidades del país, es un problema estructural y no de gestión. El ingreso per cápita que reciben los municipios para financiar el sistema alcanza en la mayoría de los casos sólo para el pago de las remuneraciones líquidas del personal. Esto significaría que los municipios están subvencionando al Estado para mantener la salud primaria.

5. Que los alcaldes han expresado su desacuerdo con las declaraciones del Ejecutivo  que sostiene que no hay más recursos que los entregados para el área de salud de las municipalidades y que, más bien, en este tema habría problemas de gestión. Al ser una gran mayoría los municipios del país que presentan déficit en salud y educación, no se trataría de mala gestión -dicen los alcaldes- sino que sería un claro indicador de que el sistema de financiamiento es insuficiente para la salud primaria, por lo que se  sostiene que éste es un problema estructural y una responsabilidad del Estado.

6. Que, por ejemplo, en el caso de la Municipalidad de San Pedro de la Paz, además de todos los aportes realizados por el municipio, el sector salud  terminó el año 2007 con un déficit de 150 millones de pesos. Este municipio recibe un ingreso de $1.605 pesos por cada uno de los 66.004 beneficiarios reconocidos por el Ministerio. Sin embargo, el sistema atiende a 69 mil beneficiarios, lo que va generando un déficit permanente y progresivo. Además, esta comuna aumenta la cantidad de población en un porcentaje muy superior al crecimiento vegetativo del país. 

7. Que en el caso de la comuna de Chiguayante, también en la Región del Bío-Bío, el déficit del sistema de salud municipal para el año 2007, fue de 350 millones de pesos, estimándose que para el 2008 pueda aproximarse a los 500 millones de pesos.

8. Que por su parte la Asociación de Municipios del Valle del Itata (Coelemu, Ranquil, Quillón, Trehuaco, Quirihue, Cobquecura, Ninhue, Portezuelo y San Nicolás) ha señalado que aunque reciben $2.315 pesos per cápita, este aporte estatal mensual no sustenta las necesidades de funcionamiento (combustibles vehículos de emergencia, insumos farmacológicos, pago de servicios básicos etc.), y servicios sanitarios (planes y programas que emanan del Ministerio de Salud) requeridos en cada comuna.

9. Que en el caso de la comuna de Ñiquén, el déficit en salud municipal alcanza a 180 millones de pesos anuales. Durante el año 2007 el aporte, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, alcanzó a 111 millones de pesos. Para el año 2008 el municipio realizará un esfuerzo adicional e incrementará el traspaso a 120 millones de pesos, lo que sigue estando muy por debajo de la cifra que permita financiar el sistema. Evidentemente, con los 120 millones que aportará el municipio, dejará de hacer algunas acciones e inversiones propias en otras áreas.

10. Que en el caso de Curanilahue, uno de los primeros municipios en traspasar los establecimientos de salud primaria en 1981, se encuentra clasificada, para efectos de la asignación per cápita, como comuna urbana y no pobre, lo que la hace percibir el aporte  estatal  más bajo  de la  provincia  de Arauco según población inscrita.

11. Que en esta comuna, la población beneficiaria, inscrita y validada es de 15.810 personas, equivalente al 50% de la población.  El per cápita  asciende a $1.635 pesos. El aporte estatal mensual asignado el año 2007 fue de $26.720.771 pesos, lo que sólo permite financiar el gasto mensual del personal (remuneraciones, honorarios y viáticos, rondas rurales y comisiones de servicios) que asciende a un promedio mensual de $26.500.000 pesos. Los gastos de funcionamiento e inversión en la atención primaria de salud, se debe financiar con el aporte  municipal.

12. Que hoy, los mayores esfuerzos de otros países en la asignación de recursos en salud están centrados en la distribución equitativa. Existen varias definiciones de equidad en salud. La primera consiste en lograr que el gasto per cápita sea igual para todas las personas; la segunda implica vincular estos recursos al cumplimiento de metas de acceso y cobertura; y la tercera plantea que cada individuo reciba el volumen de recursos requeridos para satisfacer sus necesidades. 

13. Los modelos para asignar recursos en APS son escasos en la literatura. Algunos incluyen variables distributivas como: prevalencia de enfermedades crónicas, porcentaje de personas dependientes, porcentaje de nacimientos y porcentaje de estudiantes. 

14. El modelo desarrollado en Estocolmo se basa en datos sociodemográficos de los pacientes que explican los costos de salud. Se seleccionan variables como edad, clase socioeconómica, estado civil y condiciones del hogar. Luego, se completa una matriz donde cada celda es una combinación única de las clases descritas y contiene los costos promedios de atención para cada tipo de individuo. Finalmente, se multiplica el número de personas que existe en cada celda por el costo promedio estimado.

El Senado acuerda:

Solicitar al Ministerio de Salud estudiar los mecanismos que permitan que los municipios reciban, de manera efectiva, los recursos necesarios para brindar una atención de salud primaria digna a todas las personas inscritas en consultorios municipales, de manera de evitar que al final las municipalidades deban utilizar recursos propios destinados originalmente para otros fines para atender a sus habitantes, considerando para ellos todas las variables sanitarias y sociales. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Nelson Ávila Contreras, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE, QUE MODIFICA EL DFL. Nº 2, DE 1998, SOBRE SUBVENCIÓN DEL ESTADO A ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(5383-04)




La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, (boletín N° 5383-04), con las siguientes enmiendas:


Artículo 1°.



Número 1) 


Ha reemplazado la letra a) por la siguiente:


"
a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


 
"Para fines de rendición de cuentas, los sostenedores deberán mantener a disposición del Ministerio de Educación y de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. Sin embargo, los sostenedores de establecimientos educacionales estarán obligados a remitir al Ministerio de Educación el estado de resultados antes referido, cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración haya obtenido, en los períodos de evaluación que establezca el Ministerio de Educación, resultados inferiores a los estándares de desempeño educativo que dicho Ministerio haya fijado para ellos. Un decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará los contenidos que deberá incluir esta información semestral y anualmente, así como la modalidad contable en que se deberá entregar ésta al Ministerio de Educación y a la comunidad educativa a través del Consejo Escolar. En el caso de los sostenedores municipales, ya sea que administren los servicios educacionales a través de departamentos de administración de educación o de corporaciones municipales, lo señalado precedentemente será sin perjuicio de las obligaciones de mantención y entrega de información establecidas por otras leyes.".".


Número 3) 


letra b)


La ha rechazado.


Número 3) 


letra c)


Ha pasado a ser b), sin enmiendas.


Número 3) 


letra d)


Ha pasado a ser letra c), con la siguiente enmienda:


Ha reemplazado en el inciso  noveno del artículo 9º del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, contenido en la letra d), en el apartado referido a la Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica, de la tabla contenida, el guarismo “0,294481”, que aparece como valor de la subvención en U.S.E., factor artículo 7º, ley Nº 19.933, por “0,29481”.


Número 3) 


letras e), f) y g)


Han pasado a ser letras d), e) y f), sin otra enmienda.



Número 11)


Ha incorporado en el artículo undécimo transitorio que se agrega por  este número 11), el siguiente inciso final


“Para los mismos efectos señalados en el inciso primero de este artículo y por los mismos alumnos que ahí se indican, la subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 37 y la subvención adicional especial referida en el artículo 41 se pagarán de conformidad a la siguiente tabla:

	Subvención anual de apoyo al mantenimiento 

de establecimientos  educacionales
	Valor en U.S.E.



	Educación General Básica de Adultos
	0,1362

	Educación Media hasta 25 horas presenciales
	0,3103

	Educación Media con más de 25 horas presenciales
	0,3999



	
	

	Subvención adicional especial
	

	Educación General Básica de Adultos
	0,0583

	Educación Media Humanístico–Científica y Técnica–Profesional de Adulto
	0,0874”.



Artículo 2°


Ha reemplazado su inciso segundo,  por el siguiente:


"Lo dispuesto en el artículo décimo transitorio, que se incorpora por el numeral 10 del artículo 1° de esta ley, entrará en vigencia en las fechas que allí se establecen.”.

****



Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.638/SEC/07, de 18 de diciembre de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marcelo Díaz Díaz, Presidente  en ejercicio de la Cámara de Diputados,. CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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� “Informe y actitudes del sistema de tránsito frente a la seguridad de tránsito”, CONACET, año 2004.





� � HYPERLINK "http://www.conaset.cl" ��www.conaset.cl�








